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Las ESR poseen un modo de gestión que incluye prácticas, accio-
nes y sistemas que las llevan a incrementar la calidad de su actuar 
por medio de un compromiso con la comunidad en la que se encuen-
tran, el medio ambiente, el marketing y la distribución mediante pro-
cedimientos de comunicación entendibles, claros y verificables, pero 
principalmente, con un profundo nivel de ética en los negocios (DEA-
SI, 2008). Las ESR pueden evaluar el impacto de su actividad en la 
sociedad por medio de tres opciones: Identificando el área a evaluar 
y escogiendo los mejores indicadores posibles existentes, adhiriéndo-
se a algún estándar internacional o definiendo objetivos para cada 
grupo de interés. (PNUMA, 2006). 

El Business for Social Responsibility11  (BSR, 2011) define la RSE 
como la integración de prácticas medioambientales, sociales y de 
buen gobierno en todo lo que hace la empresa; y el reconocimiento 
de los aspectos materiales de los temas no financieros que son inte-
grales para la estrategia general y las operaciones.  

 El CEMEFI (2008) define la RSE como: 

El compromiso consciente y congruente de cumplir integralmente con la 
finalidad de la empresa tanto en lo interno como en lo externo, conside-
rando las expectativas de todos sus grupos de interés en lo económico, 
social, humano y ambiental, demostrando el respeto por los valores éti-
cos, las personas, las comunidades y el medio ambiente para la cons-
trucción del bien común.  Los compromisos fundamentales de las em-
presas con la sociedad son: entregar bienes y servicios lícitos, propor-
cionar el valor agregado que espera cada parte involucrada y desarrollar 
personas a través de la relación entre inversión y trabajo. 

Considera que existen cuatro ámbitos de acción de la RSE: cali-
dad de vida en la empresa, ética empresarial, vinculación con la co-
munidad y preservación del medio ambiente, los cuales se intersectan 
con las actividades de la empresa como se expone en la tabla 2.3: 
  

                                                           
11 Business for Social Responsibility es una organización con más de 300 empre-
sas socias que trabajan por un mundo justo y sustentable por medio de estrate-
gias y soluciones a través de consultoría, investigación y colaboración entre sec-
tores. 
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Tabla 2.3: Ámbitos de acción de la RSE basado en CEMEFI (2008) 

Calidad de 
vida en la 
empresa 

Ética empresarial 
Vinculación 
con la comu-
nidad 

Preservación 
del medio am-
biente 

Derechos hu-
manos 

Gobierno corporati-
vo12 

Atención a gru-
pos de interés 

Contaminación 

Relaciones labo-
rales 

Cumplimiento de 
normas (más allá de 
lo obligatorio) 

Atención a gru-
pos vulnerables 

Ahorro de energía 

Seguridad e 
higiene 

Trato justo 
Civismo empre-
sarial 

Recursos natura-
les 

Clima organiza-
cional 

Prevención de nego-
cios ilícitos. 
Conflictos de interés 

Mercadotecnia 
empresarial 

Materiales de 
deshecho 

 

Fuente: Elaboración propia 

Concibe como grupos de interés de las empresas y las expectati-

vas que ellas tienen de las mismas las incluidas en la figura 2. 2. 

Figura 2.2: Grupos de interés basado en CEMEFI (2008).  

 
 

Fuente: Elaboración propia 

                                                           
12 El gobierno corporativo se define como “el mecanismo que sirve de contrapeso 
y guía a la administración del negocio para asegurar niveles de eficiencia y garan-
tizar la calidad, oportunidad y la adecuada diseminación de información sobre las 
condiciones financieras y operativas de la empresa”. (Cevallos y Cruz, 2005,  en 

López Guzmán 2009 p. 35)  
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Por otra parte, la Unión Social de Empresarios Mexicanos 13 , 
USEM, (2008), comparte la definición del CEMEFI sobre RSE. La dife-
rencia es que para ellos, la RSE va más allá de un compromiso y debe 
ser un modelo de gestión empresarial con las características mostra-
das en la figura 2.3. 
 

Figura 2.3: Modelo de gestión empresarial basado en RSE (USEM, 2008). 

Fuente: Elaboración propia. 

Un modelo de gestión basado en la RSE  produce un círculo vir-
tuoso que genera bien común y justicia social y que a su vez benefi-
cia a las empresas y sus partes involucradas como se detalla en la 
figura 2.4.  
  

                                                           
13 La USEM es una asociación civil mexicana fundada en 1957 y formada por 
empresarios. Su objetivo principal es ayudar a sus socios a formarse y tomar 
decisiones dentro de un marco ético así como promover su conocimiento de la 

realidad social mexicana. 
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Figura 2.4: Círculo virtuoso de la ESR basado en USEM (2008) 

 

 

Fuente: Elaboración propia 

 

La RSE pasa de ser implícita a explícita en la década de 1990 al 
otorgársele a ciertas empresas el título de empresa ética, empresa 
buena ciudadana o ESR. Las prácticas actuales de RSE tienen el obje-
tivo de restaurar la imagen de las empresas y de recuperar la con-
fianza perdida. Las empresas sustituyen al Estado en los grandes 
problemas de la sociedad. (CAPRON Y QUAIREL-LANOIZELÉE, 2007). 
La RSE ha evolucionado (CASADO, 2006) desde ser considerada sim-
plemente un valor hasta llegar a ser hoy día un estándar pasando por 
las categorías de principio, código de conducta y norma como se 
muestra en la figura 2.5.  

 

Figura 2.5: Evolución de la RSE basado en Casado (2006) p. 41 

 
Fuente: Elaboración propia. 
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El Gobierno, como una empresa que compra bienes y servicios, 
también tiene responsabilidades (LOZANO, 2005) que debieran ser: 
constituirse como un promotor de buenas prácticas comerciales, un 
agente económico, un garante de justicia social, un integrante del 
entorno macroeconómico y los negocios y finalmente; como un regu-
lador y representante de la sociedad. Además, el Gobierno también 
debe reforzar el concepto de sostenibilidad en la comunidad empresa-
rial (WARD, 2004) mediante el establecimiento de leyes que hagan 
obligatoria la RSE, la creación de un marco general de referencia que 
facilite el arranque de programas de RSE, la aportación de recursos 
públicos junto a los privados para formar asociaciones y finalmente; 
un discurso de palabras y hechos que muestre su apoyo político y 
aprobación hacia la RSE.  

La empresa es un ciudadano más con derechos y obligaciones. 
En cuanto a obligaciones, la empresa tiene que pagar impuestos y 
cumplir las leyes y regulaciones laborales, medioambientales y mer-
cantiles. En cuanto a derechos, la empresa recibe del Gobierno servi-
cios tales como la salud pública, las vías de transporte, la infraestruc-
tura de comunicación, la educación y la seguridad. La empresa buena 
ciudadana (RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, 2008) tiene un deber que viene 
en cascada desde la alta dirección y por el cual es consciente que no 
está sola sino que forma parte de una comunidad en particular con 
distintos grupos de interés quienes se ven afectados directa o indirec-
tamente por las acciones de la empresa. La empresa vive por sus 
constituyentes y hay una asociación indisoluble y una relación directa 
entre ellos y la empresa. Por ejemplo, si en la comunidad no existen 
personas con las competencias necesarias para que trabajen en ella, 
o si no hay consumidores con un ingreso suficiente para comprar los 
productos o servicios de la empresa, ésta cierra. Por ello, si la comu-
nidad avanza, la empresa también lo hará. Y de igual manera, si la 
empresa crece, la comunidad crecerá. 

Los beneficios que la RSE puede traer a las empresas son: 

 Oportunidades de negocio 

 Mejora de las relaciones institucionales y mayor credibilidad 
ante la sociedad. 

 Mejora de la predisposición del consumidor 

 Implantación de nuevas tecnologías que permiten reducir los 
costes de operación e incrementar la eficiencia haciendo la 
empresa más competitiva. 
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 Optimización de las relaciones con los stakeholders o grupos 
de interés, mejorando el flujo de información, confianza y si-
nergia. 

 Mejora de la relación con los medios de comunicación. 

 Fácil consecución de financiación con instituciones financieras 
por la transparencia de sus operaciones. 

La empresa, como miembro de la sociedad, tiene ciertos privile-
gios como educación y acceso a recursos que le han sido confiados 
por parte de la sociedad. De ahí se deriva que la empresa tiene la 
responsabilidad de hacer algo positivo, hacer que la comunidad alre-
dedor de la empresa prospere. El WBCSD (2012)14 , World Business 
Council for Sustainable Development, define la RSE como el compro-
miso permanente de la empresa para conducirse éticamente y contri-
buir al desarrollo económico, al mismo tiempo, mejorando la calidad 
de vida de sus empleados y sus familias, de la comunidad y la socie-
dad en general.  

Por su parte, Economistas sin Fronteras15  (2012), plantea la RSE 
como: 

El reconocimiento e integración en las operaciones de las empresas de 
las preocupaciones sociales y medioambientales, dando lugar a prácticas 
que satisfagan dichas preocupaciones y configuren sus relaciones con 
sus interlocutores. 

La RSE es un concepto básico como la libertad o la igualdad que 
siempre se está redefiniendo para servir los tiempos y necesidades 
cambiantes. Este concepto ha existido desde el siglo XIX cuando el 
gobierno empezó a quitarles regulaciones y reducir impuestos a las 
empresas. Entonces, la sociedad percibía que las empresas se volvían 
cada vez más fuertes y que debían actuar con base a sus nuevos 
poderes y responsabilidades. Por ello, para conservar su licencia para 
operar, las empresas ayudaron en la construcción de escuelas, biblio-
tecas, museos y universidades en los Estados Unidos y Europa. 

                                                           
14  El WBCSD es una organización formada por Presidentes de Empresas que 
busca crear un futuro sostenible para las empresas, la sociedad y el medio am-
biente. 

15 Economistas sin Fronteras es una ONG de Desarrollo creada en 1997 por cate-
dráticos universitarios, comprometidos con la desigualdad y la pobreza. Su objeti-
vo primordial es promover cambios en las estructuras económicas y sociales que 

permitan una sociedad más solidaria y justa. 
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La fórmula tradicional de RSE anteriormente era: RSE = benefi-
cios + cumplimiento de las normas + filantropía. Hoy en día, esta 
fórmula se ha transformado en: RSE = entendimiento de las comuni-
dades donde la empresa opera. La RSE no equivale a generar rique-
za, dar donativos y cumplir las leyes, sino a practicar el comercio jus-
to, invertir en la comunidad y respetar los derechos humanos de sus 
trabajadores. (HOLLIDAY, SCHMIDHEINY Y WATTS, 2002). Sin em-
bargo, la sociedad juega un papel importante para que las empresas 
cumplan con su compromiso social. La sociedad debe establecer re-
glas a las empresas que sean transparentes, factibles técnica y eco-
nómicamente, proactivas y no retroactivas, consistentes y que sirvan 
para fijar objetivos y no para describir procesos que deban cumplir las 
organizaciones. 

La OCDE, Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómico, (2001) precisa que la RSE es un concepto ecléctico y es un 
proceso que está moviéndose en diversas direcciones. Este proceso 
holístico debe traer beneficios para la sociedad y la empresa. La em-
presa tiene tres objetivos que cumplir: mejorar económicamente, ser 
responsable con el medio ambiente y ser responsable con la sociedad, 
mejor conocido como el triple bottom line, triple balance o triple ren-
dición de cuentas. (ELKINGTON, 1999). 

Forética16  (2002, p. 22) define la RSE como: 

Un enfoque integral que supone la asunción y reconocimiento por parte 
de las empresas de su papel en el empeño por conseguir un desarrollo 
sostenible. De esta manera, se comprometen voluntariamente a gestio-
nar sus operaciones de modo que se fomente el crecimiento económico 
y se aumente la competitividad integrando al mismo tiempo las preocu-
paciones sociales y medioambientales. 

Los empresarios hoy en día están convencidos que la empresa no 
sólo es responsable de producir riqueza para sus dueños, sino que 
también tiene obligaciones para las personas quienes participan y 
colaboran con ella y tienen un interés en la misma; es decir los 
stakeholders17  (proveedores, clientes, empleados, y accionistas), así 
como con el medio ambiente y los derechos humanos. Es factible 
alcanzar el éxito económico y a la vez actuar responsablemente (do 

                                                           
16 Forética es una ONG que desarrolla un concepto de gestión ética y socialmente 
responsable basado en el diálogo con todas las partes interesadas. 

17 Stakeholders no tiene una traducción exacta del inglés. En español los cono-

cemos como grupos de interés, públicos de interés o constituyentes. 
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good and make good). Sin embargo, existe un fuerte debate si la 
empresa debe suspender sus actividades de RSE en tiempos de crisis. 
Hay que recordar que la principal responsabilidad de las empresas 
ante las crisis (VIVES, 2010) es seguir operando, para lo que debe 
ganar dinero. Y para ganar dinero hay que trabajar en una sociedad 
con capacidad de comprar. Aquí es donde se enlazan las responsabili-
dades de los gobiernos con las empresas y la sociedad. Por ello, si se 
desea alcanzar el bienestar propio, se debe buscar primero el bien 
común.  

Teniendo en cuenta lo anterior, no hay un acuerdo general en la 
definición de RSE porque no hay unanimidad acerca de si es un con-
cepto del derecho o de la ética. En segundo lugar, no siempre queda 
claro si los empresarios la ven como una nueva responsabilidad del 
siglo XXI o como una estrategia de relaciones públicas. En tercer lu-
gar, las actividades sociales son tan amplias y variadas que resulta 
complicado dar una definición global. Finalmente, este concepto entra 
dentro de la competencia de profesionales distintos; hombres de ne-
gocios, abogados, economistas, especialistas en gestión, comunica-
ción  o en marketing y cada uno la ve de manera diferente. (MULLE-
RAT, 2007). 

Lo que sí está claro es lo que no es la RSE. No es el simple cum-
plimiento de leyes. Tampoco debe confundirse con el término de go-
bierno empresarial (Corporate Governance) cuya normativa está diri-
gida a restablecer la confianza pública en la integridad de la empresa 
y sus directivos. Y mucho menos, RSE es sinónimo de filantropía. 

Por lo tanto, de lo dicho en las definiciones presentadas ante-
riormente, se concluye  que la RSE es la integración voluntaria en el 
gobierno, la gestión, la estrategia, las políticas y los procedimientos 
de la organización de las preocupaciones sociales, laborales, medio 
ambientales y de respeto a los derechos humanos que surgen de la 
relación y el diálogo transparentes con sus grupos de interés 
(stakeholders ), responsabilizándose así de las consecuencias y los 
impactos que se derivan de sus acciones. En el caso de las empresas 
multinacionales (EMNs), que son motivo de este estudio, los 
stakeholders no se encuentran sólo en el país de origen sino también 
en los países donde se tiene IED o desde donde se importan produc-
tos. (KLINE, 2005). La EMN tiene un reto mayor en materia de RSE ya 
que debe rendir cuentas no sólo a sus grupos de interés en su país de 
origen como lo son su casa matriz, los accionistas y los medios; sino 
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también debe estar atento a las necesidades de sus constituyentes en 
su país de acogida. (DERESKY, 2011) 

Finalmente, La RSE es la mayor implicación de la empresa en los 
retos y problemas económicos, sociales y medioambientales de la 
sociedad actual, que va mucho más allá de simplemente cumplir la 
legislación vigente. La RSE es un modelo de gestión basado en la 
interacción de la empresa con el gobierno y la sociedad civil para lo-
grar un crecimiento sostenible de largo plazo en términos económi-
cos, medioambientales y sociales que garantice la supervivencia de la 
misma y que beneficie a sus stakeholders, sin estar peleada con el fin 
último de crear beneficios a sus accionistas.   
 

3. APORTACIONES PERSONALES 

3.1. Análisis de los datos recogidos 

Siguiendo la metodología Delphi, se realizaron dos iteraciones 
con el panel de expertos a través de medios electrónicos (como se 
describió en la introducción) para garantizar el anonimato y la libertad 
de expresión que son características fundamentales de esta técnica.  
Ambos cuestionarios contienen preguntas de relevancia y de prioriza-
ción. En las preguntas de relevancia se utiliza una escala tipo Likert la 
cual fue modificada como se muestra en la tabla 3.1 para facilitar el 
análisis visual de los datos (tanto en tablas como en gráficos) al tra-
bajar con números positivos y negativos en vez de sólo con número 
positivos. 

 

Tabla 3.1: Conversión de escalas en la codificación 
de las preguntas de relevancia del primer cuestionario 

Criterio Escala original Likert Escala modificada 

Totalmente irrelevante 1 -2 

Irrelevante 2 -1 

Neutral 3 0 

Relevante 4 1 

Totalmente relevante 5 2 

 

Fuente: Elaboración propia 
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Para el caso de las preguntas de priorización en ambos cuestio-
narios, para el análisis estadístico se conservó la escala Likert original 
del cuestionario donde 1 equivale a más importante y 5 a menos im-
portante.  

3.2. Validación de hipótesis 

H1: La empresa internacional en Querétaro ha de tener evidencia 
del cumplimiento del TBA (económico, social, medioambiental y políti-
co) 

Aspecto económico: En el primer cuestionario no hubo sufi-
ciente evidencia estadística para validar el cumplimiento económico 
de la empresa internacional en el TBA. Por ello, en el segundo cues-
tionario se incluyó nuevamente la pregunta sobre la existencia de 
economías de escala en las empresas internacionales (p1). Con las 
respuestas de este segundo cuestionario, se realizó una prueba t de 
Student con un valor de prueba de 1 (relevante) y un intervalo de 
confianza del 95%. Con base en el análisis efectuado que se muestra 
a continuación, se acepta el aspecto económico dentro del TBA.  
 

 

 

 

 N Media Desviación típ. Error típ. de la media

Ha reducido su costo fijo por unidad 

gracias a las economías de escala.

31 1.2258 .61696 .11081

Estadísticos para una muestra

Inferior Superior

Ha reducido su costo fijo 

por unidad gracias a las 

economías de escala.

2.038 30 .050 .22581 -.0005 .4521

Prueba para una muestra

 

Valor de prueba = 1                                       

t gl

Sig. 

(bilateral) Diferencia de medias

95% Intervalo de 

confianza para la 

diferencia

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

.00 3 9.7 9.7 9.7

1.00 18 58.1 58.1 67.7

2.00 10 32.3 32.3 100.0

Total 31 100.0 100.0

Frecuencias
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Aspecto social: En el segundo cuestionario se incluyó nueva-
mente la pregunta acerca de la participación de los empleados y la 
empresa internacional en proyectos sociales de largo plazo que bene-
fician a la comunidad (p2). Para este elemento se corrió una prueba t 
de Student con un valor de prueba igual a 1 (relevante) y un 95% de 
intervalo de confianza. El resultado de este análisis es que también se 
acepta el aspecto social como se muestra a continuación. 
 

 

 

 

Aspecto medioambiental: Desde el primer cuestionario quedó 
comprobada la importancia del aspecto medioambiental en el TBA en 
las respuestas a las preguntas relativas a la ecoeficiencia. En la tabla 
3.2 se observa que estas preguntas desde la primera ronda obtuvie-
ron una media igual o superior a 1 que equivale a relevante. 

 

  

 
N Media

Desviación 

típ.

Error típ. de 

la media

La empresa y sus empleados 

participan en proyectos sociales de 

largo plazo que benefician a su 

comunidad

31 1.4839 .56985 .10235

Estadísticos para una muestra

Inferior Superior

La empresa y sus empleados 

participan en proyectos sociales de 

largo plazo que benefician a su 

comunidad

4.728 30 .000 .48387 .2748 .6929

Prueba para una muestra

 

Valor de prueba = 1                                       

t gl

Sig. 

(bilateral)

Diferencia 

de medias

95% Intervalo de confianza 

para la diferencia

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

.00 1 3.2 3.2 3.2

1.00 14 45.2 45.2 48.4

2.00 16 51.6 51.6 100.0

Total 31 100.0 100.0

 

Válidos

Frecuencias
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Tabla 3.2: Tabla Medias y Desviación típica para las preguntas relacionadas 
con el aspecto medioambiental en el primer cuestionario. 

Pregunta N Media 
Desviación 

típica 
Error típi-
co media 

Reducción consumo materiales 31 1.1613 0.7347 0.132 

Disminución consumo energía 31 1.4516 0.6239 0.1121 

Reducción dispersión tóxicos 31 1.4839 0.8112 0.1457 

Reciclaje 30 1.3 0.7944 0.145 

Maximización recursos renovables 29 1.1034 0.8596 0.1596 

 Integración de servicios  30 1.0333 0.7184 0.1312 

 

Fuente: Elaboración propia 

Aspecto político: En el segundo cuestionario se volvió a incluir 
la pregunta (p3) para obtener evidencia estadística de la relación de 
la empresa internacional con el gobierno en el TBA. Con las respues-
tas de esta pregunta, se realizó una prueba t de Student tomando 
como valor de referencia 1 (relevante) y un intervalo de confianza del 
95%. Se presentan las tablas con el resultado de dicho análisis y co-
mo se puede observar, queda aceptado también el aspecto político en 
el TBA. 
 

 

 N Media

Desviación 

típ.

Error típ. de 

la media

Tiene comunicación abierta y 

constante con los Gobiernos 

Municipal, Federal y Estatal

31 1.0000 .81650 .14665

Participa en los programas de 

promoción industrial, de higiene y 

seguridad tanto dentro como fuera de 

la empresa, de salud pública y 

sustentabilidad de los gobiernos 

Municipal, Estatal y Federal

31 1.3226 .74776 .13430

Recomienda acciones a los 

Gobiernos Municipal, Estatal y 

Federal para el desarrollo de su 

comunidad en materia de promoción 

industrial, de higiene y seguridad 

dentro y fuera de la empresa, de 

salud pública y de sustentabilidad

31 1.0968 .74632 .13404

Estadísticos para una muestra
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Inferior Superior

Tiene comunicación abierta y 

constante con los Gobiernos 

Municipal, Federal y Estatal

.000 30 1.000 .00000 -.2995 .2995

Participa en los programas de 

promoción industrial, de higiene y 

seguridad tanto dentro como fuera de 

la empresa, de salud pública y 

sustentabilidad de los gobiernos 

Municipal, Estatal y Federal

2.402 30 .023 .32258 .0483 .5969

Recomienda acciones a los 

Gobiernos Municipal, Estatal y 

Federal para el desarrollo de su 

comunidad en materia de promoción 

industrial, de higiene y seguridad 

dentro y fuera de la empresa, de 

salud pública y de sustentabilidad

.722 30 .476 .09677 -.1770 .3705

 

Valor de prueba = 1                                       

t gl

Sig. 

(bilateral)

Diferencia 

de medias

95% Intervalo de 

confianza para la 

Prueba para una muestra

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

-1.00 1 3.2 3.2 3.2

.00 7 22.6 22.6 25.8

1.00 14 45.2 45.2 71.0

2.00 9 29.0 29.0 100.0

Total 31 100.0 100.0

Tablas de frecuencias

Tiene comunicación abierta y constante con los Gobiernos Municipal, Federal y Estatal

 

Válidos

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

.00 5 16.1 16.1 16.1

1.00 11 35.5 35.5 51.6

2.00 15 48.4 48.4 100.0

Total 31 100.0 100.0

Participa en los programas de promoción industrial, de higiene y seguridad tanto dentro como 

fuera de la empresa, de salud pública y sustentabilidad de los gobiernos Municipal, Estatal y 

Federal

 

Válidos

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

.00 7 22.6 22.6 22.6

1.00 14 45.2 45.2 67.7

2.00 10 32.3 32.3 100.0

Total 31 100.0 100.0

Recomienda acciones a los Gobiernos Municipal, Estatal y Federal para el desarrollo de su 

comunidad en materia de promoción industrial, de higiene y seguridad dentro y fuera de la 

empresa, de salud pública y de sustentabilidad

 

Válidos
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Por lo tanto, se acepta como válida la hipótesis 1 del presente 
estudio: La empresa internacional en Querétaro ha de tener 
evidencia del cumplimiento del TBA (económico, social, me-
dioambiental y político) 

 H2: La empresa internacional en Querétaro no ha de cancelar 
sus actividades de RSE en tiempo de recesión. 

Desde la primera iteración, los miembros del grupo Delphi indica-
ron las actividades de RSE que deberían permanecer incluso en época 
de recesión. A continuación se presenta la tabla 3.3 y la figura 3.1 
que relacionan las medias  de las respuestas de la pregunta 9 del 
primer cuestionario (actividades de RSE en época de expansión o 
crecimiento) y las medias de las respuestas de la pregunta 10 del 
mismo cuestionario (actividades de RSE en época de recesión). Como 
se puede observar, las actividades de RSE han de permanecer e in-
cluso cobran mayor relevancia en época de recesión.  
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Tabla 3.3: Comparación de medias de las preguntas 9 y 10 
en el primer cuestionario. 

 

Fuente: Elaboración propia 

Figura 3.1: Comparación de medias de las preguntas 9 y 10 
del primer cuestionario 

 

Fuente: Elaboración propia 

P9 P10

1. Código de ética        p9a .5333 1.0000

2. Reporte de sustentabilidad anual p9b .0714 .7500

3. Transparencia en informes contables p9c .5000 .3333

4. Gobierno corporativo p9d -.3000 .6667

5. Salud, seguridad social, seguridad e higiene en la empresa por encima de la ley p9e .0556 .5385

6. Libre asociación de los empleados en sindicatos p9f .0000 .3750

7. Políticas claras y justas respecto al reclutamiento, contratación, despido, diversidad y acoso en la 

empresa

p9g .6154 .7222

8. Conciliación de la vida personal y laboral del empleado p9h .2941 .5333

9. Desarrollo personal y profesional del empleado por medio de la formación p9i .1176 .1875

10. Prestaciones por encima de la ley p9j .6250 .4000

11. Promoción de la RSE entre los proveedores p9k .5556 .7000

12. Política de subcontratación responsable p9l .0000 .5556

13. Política de desarrollo de proveedores p9m .2308 -.0769

14. Información a sus consumidores de los daños potenciales de sus productos o servicios si aplica p9n .4615 .3846

15. Promoción del consumo responsable y del uso responsable de los recursos naturales entre sus 

consumidores

p9o -.0526 -.3750

16. Productos o servicios responsables p9p .5556 .5556

17. Plan de recall y plan para resarcir daños a los consumidores en caso de ser necesario p9q -.2000 -.2222

18. Participación de la empresa y sus empleados en proyectos sociales que benefician a su comunidad

p9r -.3333 -.2000

19. Mantener operando la empresa p9s 1.1250 1.1364

-,4000
-,2000
,0000
,2000
,4000
,6000
,8000

1,0000
1,2000

Código ética
Reporte

Transparencia

Gobierno corporativo

Seguridad social

Libre asociación

RRHH

Vida personal vs.
Profesional

Formación
Beneficios encima leyProveedores

Subcontratación

Desarrollo
proveedores

Daños potenciales

Consumo responsable

Productos
responsables

Recall

Proyectos comunidad

Continuar operando

P9

P10
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Por lo tanto, se acepta como válida la hipótesis 2 del presente 

estudio: La empresa internacional en Querétaro no ha de can-

celar sus actividades de RSE en tiempo de recesión. 

H3: La principal actividad de RSE de la empresa internacional en 

Querétaro, en tiempo de recesión, ha de ser mantener el empleo es-

table y de calidad.  

Esta hipótesis quedó demostrada desde el primer cuestionario del 

grupo Delphi. En la pregunta 10, los miembros del panel de expertos 

tenían que priorizar cuál era la actividad de RSE más importante en 

tiempo de recesión de un listado de diecinueve opciones. La opción s 

(mantener la empresa operando) fue la que obtuvo la media más alta 

(1,1364) como se muestra en la tabla 3.3 presentada en la validación 

de la hipótesis número 2. Además, en la tabla 3.4, se muestra tam-

bién que los miembros del panel pertenecientes a la industria y al 

gobierno coinciden en que la actividad más relevante de RSE de la 

empresa internacional en Querétaro en época de recesión es mante-

ner la empresa operando. 

 

  



PROPUESTA DE UN MODELO DE RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIAL… 
Norberto Carlos Rodríguez González 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

165 

e
s
tu

d
io

s
 

165 

165 
165 

Tabla 3.4: Cruce de la pregunta 10 del primer cuestionario 
con el área de experiencia profesional del panel de expertos (pregunta 11) 

Inciso Industria Gobierno Consulto-
ría 

Academia Total 

Código ética .7500   .6667 1.3333 1.0000 

Reporte  .0000   .0000 1.2857 .7500 

Transparencia 1.5000 -1.5000 -.3333 .5000 .3333 

Gobierno cor-
porativo 

1.0000   .0000 .6000 .6667 

Seguridad 
social 

1.2500   -.5000 .8000 .5385 

Libre asociación 1.6667   -2.0000 .0000 .3750 

RRHH 1.1667 .5000 -2.0000 1.1250 .7222 

Vida personal 
vs. Profesional 

1.5000 .0000 -.5000 .4286 .5333 

Formación 1.6667 1.0000 -1.1667 .6000 .1875 

Beneficios 
encima ley 

.6000   -1.0000 .5000 .4000 

Proveedores .7500 1.0000 .0000 .7500 .7000 

Subcontrata-
ción 

.0000 .0000 -1.0000 1.5000 .5556 

Desarrollo 
proveedores 

-.6000 -1.0000 .5000 .7500 -.0769 

Daños poten-
ciales 

-.5000 1.0000 .3333 1.0000 .3846 

Consumo res-
ponsable 

-.5000 -2.0000 -.6000 .6000 -.3750 

Productos res-
ponsables 

1.0000 .5000 -.6667 .6667 .5556 

Recall .0000   -1.0000 .0000 -.2222 

Proyectos 
comunidad 

.0000 -1.0000 -.5000 -.1429 -.2000 

Continuar 
operando 

2.0000 2.0000 .4000 .9000 1.1364 

 

Fuente: Elaboración propia 

Por lo tanto, se acepta como válida la hipótesis 3 del presente 
estudio: La principal actividad de RSE de la empresa interna-
cional en Querétaro, en tiempo de recesión, ha de ser mante-
ner el empleo estable y de calidad. 

H4: El Gobierno ha de brindar apoyos económicos directos a las 
empresas internacionales en el Estado de Querétaro para que puedan 
mantener el empleo estable y de calidad y continúen operando, inclu-
sive durante recesión.  
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Para obtener evidencia estadística de esta hipótesis, se incluyó la 
pregunta 6 en el segundo cuestionario para que los miembros del 
grupo de expertos indicaran cuál ha de ser la actividad con la que el 
gobierno coadyuve para que la empresa internacional del Estado de 
Querétaro mantenga el empleo y cumpla su principal actividad de 
RSE. A continuación se anexan las tablas de frecuencias para dicha 
pregunta. 
 

 

 

 

 

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

1.00 2 6.5 6.7 6.7

2.00 5 16.1 16.7 23.3

3.00 7 22.6 23.3 46.7

4.00 5 16.1 16.7 63.3

5.00 11 35.5 36.7 100.0

Total 30 96.8 100.0

Perdidos .00 1 3.2

31 100.0

a) Programas de vinculación empresarial (proveedores clientes)

 

Válidos

Total

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

1.00 4 12.9 13.3 13.3

2.00 7 22.6 23.3 36.7

3.00 6 19.4 20.0 56.7

4.00 12 38.7 40.0 96.7

5.00 1 3.2 3.3 100.0

Total 30 96.8 100.0

Perdidos .00 1 3.2

31 100.0

b) Programas de reducción/devolución de contribuciones fiscales a empresas que 

cumplen en tiempo y forma el pago de sus impuestos.

 

Válidos

Total
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Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

1.00 4 12.9 13.3 13.3

2.00 5 16.1 16.7 30.0

3.00 4 12.9 13.3 43.3

4.00 3 9.7 10.0 53.3

5.00 14 45.2 46.7 100.0

Total 30 96.8 100.0

Perdidos .00 1 3.2

31 100.0Total

c) Apoyos económicos directos por parte del gobierno hacia las empresas para 

conservar las fuentes de empleo.

 

Válidos

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

1.00 14 45.2 46.7 46.7

2.00 6 19.4 20.0 66.7

3.00 6 19.4 20.0 86.7

4.00 4 12.9 13.3 100.0

Total 30 96.8 100.0

Perdidos .00 1 3.2

31 100.0

d) Apoyos econnómicos del gobierno para que la empresa invierta en I + D + i 

(Investigación, desarrollo e innovación), formación técnica y especializada para sus 

trabajadores, certificación en estándares internacionales.

 

Válidos

Total

Frecuencia Porcentaje

Porcentaje 

válido

Porcentaje 

acumulado

1.00 6 19.4 20.0 20.0

2.00 7 22.6 23.3 43.3

3.00 7 22.6 23.3 66.7

4.00 6 19.4 20.0 86.7

5.00 4 12.9 13.3 100.0

Total 30 96.8 100.0

Perdidos .00 1 3.2

31 100.0

Válidos

Total

e) Atracción de inversión nacional y extranjera en industrias altamente 

tecnológicas e innovadoras que garanticen empleos y contratos de largo plazo.
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Como se puede observar en las tablas de frecuencias anteriores, la 
opción c fue la que obtuvo mayor número de respuestas en el código 
5 (totalmente relevante). Por lo tanto, se acepta como válida la hipó-
tesis 4 del presente estudio: El Gobierno ha de brindar apoyos 
económicos directos a las empresas internacionales en el Es-
tado de Querétaro para que puedan mantener el empleo es-
table y de calidad y continúen operando, inclusive durante 
recesión. 

3.3 Propuesta de un Modelo de Triple Balance Ampliado 
(MTBA) para las Empresas Internacionales y Socialmente 
Responsables del Estado de Querétaro 

Según la exploración del estado del arte de la RSE así como la 
investigación de campo realizada a través del grupo Delphi, se propo-
ne en la figura 3.2 un modelo de RSE para las empresas internaciona-
les y socialmente responsables del Estado de Querétaro en México 
durante una situación económica en crecimiento o expansión. Este 
modelo consta de tres etapas las cuales se explican a continuación. 

Primeramente, la empresa internacional en el Estado de Queréta-
ro está sujeta a cinco fuerzas externas relacionadas entre sí, las 
cuales definen su estrategia: 

a) Presión por cumplir la carga legal de los tres niveles de Go-
bierno (legal): Las empresas en México deben cumplir una 
fuerte cantidad de trámites, permisos, reportes e impuestos 
mensuales y anuales para los tres niveles de Gobierno que 
son: Municipal, Estatal y Federal18. Los requerimientos de es-
tos tres niveles son independientes entre sí y hacen muy 
compleja la gestión de una empresa internacional en Queréta-
ro porque el fallar uno de los tres puede causar el cierre de la 
empresa. 

b) Presión de los grupos de interés por satisfacer sus necesida-
des (G.I.): Como se ha detallado en el presente trabajo de in-
vestigación, las empresas internacionales están expuestas al 
escrutinio y requerimiento de sus grupos de interés (accionis-
tas, empleados, acreedores, clientes, consumidores, provee-
dores, comunidad) tanto en su país de origen como en el país 

                                                           
18 En México, el gobierno Estatal equivale al Gobierno Comunitario en España y el 

Gobierno Federal equivale al Gobierno del Estado en España. 
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destino de su inversión en el extranjero. La empresa no puede 
vivir sin sus grupos de interés y la aprobación de los mismos 
quienes le otorgan la licencia para operar. Por ello, la empresa 
internacional en Querétaro debe considerar las necesidades 
de sus grupos de interés en su estrategia. 

c) Presión por eficiencia en mercados globales (eficiencia): Las 
empresas internacionales en Querétaro compiten con empre-
sas en todo el mundo. Por lo tanto, están obligadas a ser efi-
cientes en su producción, en su gestión y en su cadena de 
suministro para poder ofrecer a sus clientes mundiales pro-
ductos y servicios de la mejor calidad, al menor coste y al 
precio más alto posible. Todo esto sin descuidar los intereses 
de sus constituyentes y sin dejar de cumplir con el marco le-
gal existente. 

d) Presión por innovación para competir a nivel global (innova-
ción): Continuando con el inciso anterior, para ser eficientes, 
las empresas internacionales en Querétaro han de innovar en 
sus procesos productivos, en su cadena de suministro y en 
sus sistemas de gestión para poder obtener ahorros que les 
permitan ser eficientes y poder competir a nivel global con 
empresas de economías emergentes como Brasil, India y Chi-
na; sin descuidar nuevamente a sus stakeholders y el cumpli-
miento legal. 

e) Presión por atraer y retener el mejor capital humano a nivel 
global (RRHH): Esta fuerza es clave para las otras cuatro. El 
activo más importante de la empresa internacional en Queré-
taro son sus empleados. Los empleados de la empresa son 
quienes innovan, quienes logran la eficiencia, quienes cum-
plen con el Gobierno y quienes se comunican y se relacionan 
con las partes relacionadas. El reto que tienen las empresas 
internacionales en Querétaro es ofrecer un desarrollo personal 
y profesional así como un paquete de compensación atractivo 
que le permita hacerse llegar del mejor personal disponible no 
sólo en Querétaro sino en cualquier parte del mundo y rete-
nerlo en un mercado laboral global competido donde las de-
más empresas buscan lo mismo. 

En relación con lo anterior y, en segundo término, se propone la 
RSE como la estrategia para que las empresas internaciona-
les en el Estado de Querétaro hagan frente a las cinco fuerzas 
externas. La RSE es una forma de gestión voluntaria por medio de la 
cual, la empresa se hace cargo de los impactos que su operación ge-
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nera en la sociedad y en el medio ambiente sin descuidar su motiva-
ción económica de generar dividendos para sus accionistas; mejor 
conocido como triple balance (ELKINGTON, 1999). En esta investiga-
ción se propone un triple balance ampliado (TBA) con un cuarto ele-
mento, político, debido a la fuerte carga legal que el Gobierno ejerce 
sobre las empresas en México. 

Según los resultados del grupo Delphi, se propone un  indicador 
clave para evidenciar el cumplimiento de cada uno de los cuatro pila-
res del TBA en las empresas internacionales y socialmente responsa-
bles de Querétaro: 

a) Para el aspecto económico, se propone la presencia de eco-
nomías de escala. Es decir, que la empresa internacional en  
Querétaro sea capaz de ser más eficiente al obtener un mayor 
volumen de negocio tanto en México como en el extranjero 
vía la exportación o la IED que repercuta en mayores benefi-
cios para los accionistas.  

b) Para el aspecto medioambiental, se plantea la ecoeficiencia. 
La empresa internacional en Querétaro debe mostrar ahorros 
en su operación generados por el reciclaje, por la reingeniería 
de sus productos y servicios, por el uso de materiales alterna-
tivos y por la gestión de sus desperdicios. 

c) Para el aspecto social, se sugiere que la calidad de vida en el 
empleo sea el indicador clave. El principal constituyente de la 
empresa está en casa, es decir, sus empleados. Por ello, la 
empresa internacional en Querétaro ha de ofrecer a sus traba-
jadores la formación, las facilidades para la libre asociación en 
sindicatos, las políticas acerca de reclutamiento, contratación, 
despido y no acoso, los beneficios y la seguridad social por 
encima de la ley, así como la conciliación de la vida personal y 
profesional que le permitan atraer y retener al mejor talento 
humano disponible a nivel global. 

d) Para el aspecto político, se recomienda una comunicación 
constante de la empresa internacional en Querétaro con los 
tres niveles de Gobierno: Municipal, Estatal y Federal tomando 
en consideración la carga legal existente en México y la in-
fluencia que puede ejercer el Gobierno como grupo de interés 
en el éxito de las empresas en dicho país. 

El cumplimiento de los aspectos político y social del TBA da res-
puesta a las presiones de RRHH, legales y de grupos de interés. El 
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cumplimiento de los aspectos social y medioambiental da respuesta a 
las presiones de eficiencia e innovación así como también de los gru-
pos de interés. Finalmente, la empresa internacional en Querétaro 
que utilice la RSE para dar respuesta a las cinco fuerzas externas, 
logrará el siguiente estado deseado: 
Una empresa distinguida por ser: 

1. Cumplidora  de sus obligaciones legales, fiscales y laborales, 

característica sine qua non de la ESR. 

2. Rentable para sus accionistas 

3. Innovadora en su operación, gestión y cadena de suministro. 

4. Sustentable; es decir, que sobrevivirá en el largo plazo. 

5. Eficiente; lo que le permitirá competir a nivel global. 

6. Fuente de calidad de vida en el empleo para atraer y retener 

al mejor capital humano disponible en el mundo. 

7. Y por tener diálogo constante y transparente con sus partes 

relacionadas. 

Figura 3.2: Modelo de triple balance ampliado (MTBA) para las empresas 

internacionales y socialmente responsables en el Estado de Querétaro 

 

Fuente: Elaboración propia. 
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3.4. Propuesta de un Modelo de Triple Balance Ampliado 
(MTBA) para las Empresas Internacionales y Socialmente 
Responsables del Estado de Querétaro en época de recesión 

Una variable que puede influir en continuar o no con la estrategia 
de RSE en la empresa es la recesión. Por ello, en la figura 3.3 se pre-
senta el MTBA asumiendo esta condición en particular. Dicho modelo 
también consta de tres etapas mismas que se explican a continua-
ción. 

En primer término, a las cinco fuerzas externas que ejercen pre-
sión sobre la empresa internacional en el Estado de Querétaro se le 
añade una sexta fuerza que sería recesión lo cual hace más com-
pleja la operación y gestión de la empresa. Las seis fuerzas han de 
ser: 

a) Recesión 

b) Presión por cumplimiento carga legal 

c) Presión de los grupos de interés 

d) Presión por atraer y retener el mejor capital humano 

e) Presión por innovación 

f) Presión por eficiencia 

En la segunda parte del MTBA, la RSE sigue siendo la estrategia 
recomendada pero esta vez haciendo énfasis en la sustentabilidad 
empresarial; es decir, las acciones de RSE tienen que estar enfocadas 
en el core business19  de la empresa para facilitar su autosuficiencia y 
supervivencia en el largo plazo. Con base en la opinión del panel de 
expertos del grupo Delphi, en época de recesión, la empresa interna-
cional en el Estado de Querétaro debe incrementar el aspecto político 
del TBA y: 

a) Participar junto con el Gobierno en programas de desarrollo 
de proveedores locales para coadyuvar a que estos últimos 
conserven fuentes de empleo. 

b) Participar en los programas de formación del Gobierno para 
que los empleados adquieran competencias nuevas que per-

                                                           
19 Core business es el negocio principal o fundamental de una empresa. Es su 

razón de ser. Todas las demás actividades de la empresa son secundarias. 
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mitan a la empresa hacer frente a la recesión con eficiencia e 
innovación. 

c) Participar en programas de apoyos directos por parte del Go-
bierno para la conservación del empleo. 

Finalmente, se propone que conservando la RSE como estrategia, 
haciendo énfasis en el aspecto político y en la sustentabilidad empre-
sarial, la empresa internacional en el Estado de Querétaro llegará al 
siguiente estado deseado: 

Una empresa distinguida por: 

a) Continuar operando en época de recesión. La conclusión del 
panel de expertos es que la principal responsabilidad social de 
la empresa internacional en el Estado de Querétaro es con-
servar el empleo de calidad y seguir trabajando en época de 
recesión. 

b) Dialogar constante y transparentemente con sus grupos de in-
terés. 

c) Y conservar en la medida de lo posible las características de: 

1. Cumplidora 
2. Rentable 
3. Innovadora 
4. Sustentable 
5. Eficiente 
6. Fuente de calidad de vida en el empleo. 
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Figura 3-3: Modelo de triple balance ampliado (MTBA) en época 

de recesión para las empresas internacionales y socialmente 

responsables en el Estado de Querétaro 

 

Fuente: Elaboración propia. 

  

3.5. Conclusiones 

A partir de la investigación del estado del arte de la RSE, así co-
mo la investigación de campo realizada mediante el grupo Delphi 
detalladas en el presente estudio, se concluye que: 

a) La RSE es una decisión voluntaria para las empresas interna-
cionales en el Estado de Querétaro. 

La RSE es una de las estrategias que las empresas internaciona-
les del Estado de Querétaro pueden seguir para hacer frente a las 
presiones de la globalización esquematizadas en el MTBA, pero no la 
única. La decisión de entrar en un programa de RSE ha de venir des-
de la alta dirección y permearse a todos los rincones de la organiza-
ción como parte de la cultura. Sólo así la empresa podrá aprovechar 
las ventajas que trae consigo la RSE como son la licencia para operar, 
la fidelización de sus clientes, la sustentabilidad en el largo plazo y la 
eficiencia. El hecho de querer practicar la RSE solamente por una 
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cuestión de Marketing o Relaciones Públicas hace que cualquier pro-
grama de RSE por bueno que sea, pierda sentido. 

b) La RSE para las empresas internacionales en el Estado de 
Querétaro posee un pre-requisito: cumplir con la legislación 
vigente y aplicable en materia fiscal, laboral, medioambiental 
y de seguridad dictada por los tres niveles de Gobierno. 

Una ESR no es la que se hace cargo de las obligaciones que le 
marca la ley; sino la que va más allá. Por ello, el primer paso antes de 
que una empresa internacional en Querétaro adopte un programa de 
RSE, es asegurarse que cumple con todas las obligaciones que le 
competen como ciudadana más de la comunidad. La RSE no es pagar 
impuestos y hacer bien las cosas. Esto es sólo el billete de entrada. El 
reto de la RSE consiste en qué puede hacer la empresa de manera 
voluntaria, además de lo que se espera de ella, para regresar a la 
comunidad lo que recibe de ésta última. 

c) La RSE tiene que estar alineada con el core business de la 
empresa internacional en el Estado de Querétaro para que re-
tribuya y se vuelva estratégica. 

La RSE no ha de verse como una tarea adicional en la empresa 
internacional en el Estado de Querétaro. Por el contrario, si se alinea 
con la razón de ser de la empresa, puede llegar a ser una herramien-
ta poderosa para hacer frente a los desafíos de la globalización es-
quematizados en el MTBA: la eficiencia, la innovación, la presión de 
las partes relacionadas,  la carga legal y la atracción y retención del 
mejor capital humano. La RSEE  tiene un efecto positivo doble ya que 
además de coadyuvar al logro de los objetivos empresariales, benefi-
cia a la comunidad donde pertenece la empresa; en este caso, el Es-
tado de Querétaro. 

d) La principal responsabilidad social de la empresa internacional 
en el Estado de Querétaro en un escenario económico en ex-
pansión o de recesión ha de ser conservar el empleo de cali-
dad. 

El principal grupo de interés de la empresa internacional en el Es-
tado de Querétaro son sus empleados. Los empleados entregan su 
tiempo, trabajo y vida a la empresa en espera de tener una compen-
sación digna que les permita satisfacer sus necesidades y tener tiem-
po también para su vida personal. Los empleados esperan una rela-
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ción estable y segura con su empresa para poder formar un patrimo-
nio. Por ello, la empresa debe velar para que su operación sea renta-
ble, autosuficiente y garantice su existencia en el largo plazo. La em-
presa internacional en el Estado de Querétaro ha de ser eficiente para 
que incluso en época de recesión, no tenga que despedir personal o 
cerrar puestos de trabajo. 

e) La empresa internacional en el Estado de Querétaro ha de 
vincularse con el Gobierno para poder cumplir su RSE y el 
TBA. 

Así como el Gobierno necesita a la empresa para lograr el estado 
de bienestar, también la empresa internacional en el Estado de Que-
rétaro necesita el apoyo del Gobierno para cumplir su principal res-
ponsabilidad social que es conservar el empleo de calidad y hacerse 
cargo de las expectativas de sus grupos de interés. Cumplir con el 
triple balance no es fácil. Por ello, la empresa necesita de la financia-
ción del Gobierno, de sus programas de formación, de su capacidad 
para atraer inversión, de sus incentivos fiscales y de sus programas 
de desarrollo y fortalecimiento de proveedores para seguir operando. 
El Gobierno y las empresas tienen una relación simbiótica que no se 
puede separar. Mientras más fuertes sean las empresas, más fuerte 
será el Gobierno y las comunidades donde se encuentren presentes. Y 
mientras más fuertes sean las comunidades y el Gobierno, más fuer-
tes serán sus empresas. 

f) La RSE en las empresas internacionales en el Estado de Que-
rétaro no es una moda, está aquí para quedarse. 

La RSE es una manera de vivir y gestionar la empresa que no 
pasará de moda. Siempre ha sido sabido en la empresa que la ética 
juega un papel importante en las decisiones de negocio. Sin embargo, 
hoy está claro que la RSE además de ir en el mismo sentido de la 
ética empresarial, brinda beneficios cualitativos y cuantitativos a la 
empresa como se ha demostrado a lo largo del presente trabajo de 
investigación. La RSE ha de estar presente en la empresa internacio-
nal en el Estado de Querétaro indefinidamente ya que gracias a ella, 
la empresa se hace cargo de los impactos de su actividad económica 
en el medio ambiente y en la comunidad y garantiza su existencia en 
el largo plazo al volverla sustentable mediante una relación fortalecida 
con los integrantes de su cadena de suministro, sus empleados, sus 
accionistas y el Gobierno. 
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g) Las empresas internacionales en el Estado de Querétaro al-
canzarán el TBA mediante un diálogo continuo y transparente 
con sus stakeholders. 

La Empresa Internacional en el Estado de Querétaro tiene que 
responder tanto a sus partes relacionadas locales (comunidad, clien-
tes, proveedores, Gobierno del Estado de Querétaro) como a las de 
su país de origen, principalmente los accionistas. En este sentido, los 
intereses de ambos stakeholders pueden estar encontrados. Por ello, 
la ESR ha de buscar un diálogo abierto y transparente con ambos del 
cual surgirán propuestas para que la empresa cumpla con el TBA 
(económico, medioambiental, social y político), satisfaga las necesi-
dades de sus grupos de interés locales y en el extranjero y sea sus-
tentable en el largo plazo. 

3.6. Futuras líneas de investigación 

Del presente estudio, se desprenden posibles líneas de investigación 
relacionadas con el tema de RSE como lo son: 

a) Desempeño económico de las empresas internacionales en el 
Estado de Querétaro que realizan programas de RSE compa-
rado con el de las empresas que no los llevan a cabo. 

b) Medición de los beneficios cuantitativos de la ecoeficiencia en 
las empresas internacionales en el Estado de Querétaro. 

c) Índices de satisfacción y de rotación de personal en las ESR 
internacionales en el Estado de Querétaro. 

d) Productividad de las empresas internacionales del Estado de 
Querétaro que concilian la actividad profesional y personal de 
sus empleados. 

e) Modelos de interacción entre las ESR internacionales del Esta-
do de Querétaro y el Gobierno en cada uno de sus tres nive-
les. 

f) Beneficios cualitativos y cuantitativos obtenidos por las em-
presas internacionales en el Estado de Querétaro que apliquen 
el MTBA. 

g) Relación entre los programas de RSE efectuados por las em-
presas internacionales en Querétaro y el desempeño macro-
económico del Estado. 
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h) Relación entre los programas de RSE efectuados por las em-
presas internacionales en Querétaro y la atracción de IED al 
Estado. 

i) Relación de la inversión en I+D+i hecha por la ESR interna-
cional en el Estado de Querétaro y su cumplimiento del MTBA. 

j) Desempeño económico de las ESR internacionales del Estado 
de Querétaro que practiquen la RSEE. 

k) Fidelización de los clientes en las ESR internacionales del Es-
tado de  Querétaro que practiquen la RSEE. 

l) Índices de sustentabilidad de las ESR internacionales en el Es-
tado de Querétaro. 

m) Fidelización de los clientes en las ESR internacionales del Es-
tado de Querétaro que posean una cadena de suministro res-
ponsable. 
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RESUMEN 

La literatura que explica el recrudecimiento de la violencia desatada en Mesoaméri-
ca y Colombia por las mafias del narcotráfico y el crimen organizado se enfoca 

principalmente en aportar respuestas de tipo económica, histórica, social y cultural. 
No obstante, poco o nada se ha hecho por explicar el fenómeno desde la perspec-

tiva del individuo. ¿Qué motiva a un joven a convertirse en sicario o en pandillero 
al servicio del crimen organizado? ¿Qué conlleva a ese joven a optar por una exis-

tencia violenta y corta? ¿Qué explicaciones de tipo personalista conducen al indivi-

duo a estos niveles de salvajismo? Este artículo propone que el comportamiento y 
las decisiones de los individuos sumidos en este tipo de violencia están fuertemen-

te condicionados por su estructura existencial, la cual viene arrastrando diversas 
aflicciones adictivas muy desde temprana edad.   

PALABRAS CLAVE 

Sicariato, pandillas juveniles o maras, narcotráfico, crimen organizado, adicciones, 

personalismo, antropología de las adicciones. 

 
 

ABSTRACT 

The emerging body of literature that attempts to explain the alarming incidence of 
violence in the Mesoamerican region and Colombia linked to the drug trade and 

organized crime, tends to view this phenomenon through an economic, historical, 

social or cultural prism. However, little or nothing has been done to explain this 
violence from an individualistic perspective. What pushes an individual into a vio-

lent and short existence? Why is it that an alarming number of youth is choosing to 
become contract killers or gang members at the service or organized crime? What 

personalistic variables are coming into play to explain their barbaric behavior? This 

essay strongly suggests that the decisions taken and behavior exhibited by these 
violent individuals is a function of their existential structure, which includes a di-

verse set of addictions carried from a very early age. 

KEY WORDS 

Contract killings, youth gangs, drug trafficking, organized crime, addictions, per-

sonalism, anthropology of addictions. 
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1. INTRODUCCIÓN 

Desde las calles y avenidas de Colombia hasta los pueblos y ciu-
dades de México, la violencia desatada por el crimen organizado y las 
mafias de narcotraficantes ha desnudado la incapacidad de los Esta-
dos de imponer la ley y el orden en cada nación. Los cuerpos de las 
víctimas siguen sumándose a la dramática cantidad de muertos que 
en los últimos años ha crecido de manera exponencial en la región 
mesoamericana.1 

Los principales protagonistas de dicha violencia son mayoritaria-
mente jóvenes pertenecientes a bandas de sicarios y miembros de las 
pandillas juveniles transnacionales conocidas como “maras.”2 Todos 
ellos son los gatilleros a sueldo al servicio de los carteles y organiza-
ciones criminales dedicadas al tráfico de estupefacientes3 que desde 
Suramérica se transportan hasta el otro lado de la frontera que com-
parten México y Estados Unidos.  

Los niveles de violencia y barbarie exhibidos por estos delincuen-
tes han tomado por sorpresa a las autoridades y han horrorizado a la 
opinión pública en cada país. Algunas instituciones académicas y or-
ganismos multilaterales están tratando de investigar las causas de la 
actual crisis de seguridad pública, y el subsecuente incremento en las 
tasas de homicidios. El propósito de dichas investigaciones ha sido 
buscar respuestas que permitan proponer políticas públicas que coad-
yuven a enfrentar la problemática. 

                                                           

1 Según la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC 
2011), los cinco países con más asesinatos violentos en América Latina son Hon-
duras, El Salvador, Belice, Panamá y México. Del 2005 al 2010, México tuvo un 
incremento de 65% en el número de muertes violentas, y en Honduras, el pro-
medio se duplicó en el mismo periodo. Los países de  Latinoamérica con las más 
altas tasas de homicidio son El Salvador, Honduras, Guatemala, Venezuela, Co-
lombia, Brasil y México.  

2 Aunque las pandillas, o maras, no han sido asimiladas por el crimen organizado, 
hay evidencias de que los liderazgos de las pandillas juveniles transnacionales, 
como la Mara Salvatrucha (MS-13), proveen servicios de seguridad y músculo 
para los carteles de narcotraficantes mexicanos, y de transporte de droga para 
organizaciones locales (Arnson & Olson 2011).   

3 Si bien el tráfico de drogas es lo que recibe mayor atención mediática, estos 
grupos criminales también se dedican al contrabando de productos comerciales, 

al tráfico de personas y al trasiego de armas.  
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Sin embargo, mucho del trabajo realizado hasta la fecha se enfo-
ca sobretodo en variables de tipo macro y, como tal, tratan el fenó-
meno de una manera global. Por consiguiente, los estudios recientes 
más conocidos sobre estos temas adjudican las causas del surgimien-
to de dichos colectivos criminales a variables de tipos económicos, 
históricos y sociales.4  

Pero, ¿qué pasa a nivel del ser humano cuando un joven opta 
por una vida de crimen? Además de las clásicas motivaciones de tipo 
estrictamente económicas, ¿qué conduce a ese individuo joven a op-
tar por la violencia y por una vida seguramente corta? ¿Qué explica-
ciones de tipo personalista conducen al individuo a esta violencia y a 
esos niveles de salvajismo? 

Estas son algunas de las incógnitas que pretende responder este 
trabajo. La tesis aquí propuesta es que, más allá de las explicaciones 
de índole económicas, históricas, culturales y sociales, el comporta-
miento y las decisiones de los individuos sumidos en toda esta violen-
cia están fuertemente condicionados por la estructura existencial de 
cada persona. 

Para dimensionar adecuadamente la problemática, este trabajo 
se basa en amplios reportajes periodísticos, en estudios académicos a 
profundidad y en informes de instituciones internacionales de investi-
gación. También se analizan diversos testimonios documentados y en 
los perfiles de varios sicarios en la región mesoamericana (México, 
Guatemala, Honduras, El Salvador) y Colombia.  

Utilizando dichas fuentes, se pretende describir los orígenes, las 
principales características, el modus operandi y la suerte final de es-
tos asesinos a sueldo. También se pretende descubrir las motivacio-
nes del individuo que lo llevan a descender a los infiernos que produ-
cen esta barbarie.  

De esta manera, el presente artículo se enfoca en el pensamiento 
y comportamiento de estos gatilleros a sueldo, a la luz de la filosofía 
personalista, mediante la revisión del cuerpo literario que trata y ex-
plica las aflicciones relacionadas a las adicciones.  

 

                                                           
4 Ver, por ejemplo, Banco Mundial (2011),  Arnson y Olson (2011) y Velásquez 

(2011). 
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2. ¿QUÉ ES EL SICARIATO? 

Se conoce como sicariato al homicidio por encargo a cambio de 
un precio. No es un fenómeno nuevo o propio de la región latinoame-
ricana. La figura del sicario apareció en tiempos del imperio romano. 
Las raíces etimológicas de la palabra sicario provienen del latín  Sica-
rii. Literalmente, un sicarius significa un “hombre-daga” que usa su 
arma, la sica, o sea, el puñal o una daga pequeña (Falconi 2011). 

El sicariato estuvo en un principio vinculado a la política. Se reali-
zaba en las asambleas populares, particularmente durante el peregri-
naje al templo, cuando se apuñalaba a un enemigo o adversario polí-
tico de los amos, es decir, de los clientes del hacedor (Falconi 2011). 
Recientemente, en algunos países han surgido evidencias de que la 
política ha vuelto a erigirse como una fuerte motivación detrás del 
sicariato.  

En Honduras, por ejemplo, se ha registrado una ola de asesina-
tos desde que ocurrió el golpe de estado que afectó al país en junio 
de 2009. La evidencia y testimonios parecen apuntar al uso de sica-
rios para cometer asesinatos políticos. Las víctimas de estos asesinos 
a sueldo han sido principalmente periodistas y activistas políticos, 
críticos al gobierno actual y al gobierno de facto, post golpe de esta-
do. 

Sin embargo, el sicariato suele también desarrollarse en diversos 
contextos. El más común, o, por lo menos, el que mayor atención 
mediática recibe, está relacionado a la labor del asesino a sueldo que 
está al servicio de las mafias de narcotraficantes y del crimen organi-
zado.   

No obstante, el oficio del sicario está también en gran demanda 
alrededor del mundo en otros contextos. Una investigación reciente 
sobre el sicariato en México (Ríos 2010), analiza comparativamente 
cómo los sicarios mexicanos tienen la más baja remuneración en rela-
ción con sicarios de otros países. Dicho trabajo también da cuenta del 
contexto en que se desarrolla el sicariato en otras latitudes. Por 
ejemplo, en Australia, revela el estudio, el sicario “mata amas de ca-
sa”. 
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Un estudio realizado por el Instituto Nacional de Criminología del 
Sur de Australia muestra que el encargo por excelencia en el mercado 
de los asesinatos por pago en ese país, son las esposas. Las razones 
son múltiples, desde cobrar un seguro de vida, o  lograr un divorcio, 
hasta desaparecer a la esposa del que contrata al sicario para poder 
irse con otra mujer. En otras palabras, “son crímenes pasionales”, 
afirma Ríos (2010).   

Sin embargo, es indudable que el auge e incremento del sicariato 
en América Latina está relacionada principalmente al narcotráfico y al 
crimen organizado. Hay evidencias documentales de que la ola de 
violencia provocada por el crimen organizado en México y protagoni-
zada por ejércitos de sicarios, se ha extendido y está afectando en 
especial al llamado Triángulo del Norte”, es decir, Guatemala, El Sal-
vador y Honduras.  

En Colombia, el surgimiento del sicariato, así como la populariza-
ción del término y la atención mediática que ha generado, se dio por 
las prácticas violentas del cartel de Medellín en la década de los años 
80. Dicha violencia se dio por órdenes del legendario narcotraficante 
colombiano, Pablo Escobar. 

 

3. LA RELACIÓN ENTRE EL SICARIATO Y EL NARCOTRÁ-

FICO / CRIMEN ORGANIZADO  

En efecto, en la actualidad latinoamericana es difícil pensar en el 
sicariato sin vincularlo a la violencia perpetrada por el crimen organi-
zado y el narcotráfico (“El sicariato en el Perú y América Latina” 2010, 
“El sicariato, desde la visión de un periodista colombiano” 2009). Exis-
te un creciente cuerpo de literatura periodística y académica que do-
cumenta minuciosamente la relación que existe entre los “gatilleros a 
sueldo” y las mafias del narcotráfico y del crimen organizado. 

La contratación de sicarios por parte de los carteles del narcotrá-
fico y del crimen organizado obedece a la necesidad de tener un “po-
der armado intimidatorio” (Villalobos 2011). Estas mafias crean “un 
poder armado propio para asegurarse la hegemonía frente a otros 
grupos criminales y para la autodefensa en caso de que el Estado 
intente recuperar la autoridad en su zona de dominio. 
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Según Villalobos, este poder armado no siempre es una fuerza de 
combate, ya que su función principal es la intimidación. A partir de 
esa lógica, la violencia para el crimen organizado es de tipo “instru-
mental”, y su papel consiste en consolidar el dominio social y territo-
rial.  

Pero hay otras perspectivas al respecto. Según el ex Secretario 
de Seguridad Pública Federal de México, Genaro García Luna, los sica-
rios son “los nuevos ‘capos’ del narcotráfico” (Gómez & Otero 2007). 
A la luz de ello, estos nuevos capos, “tienen toda una estrategia me-
diática” para mostrar su violencia extrema. Esto explica la difusión de 
ejecuciones en videos, para lo cual utilizan tecnología de punta. Esto 
obedece a su intención de exhibir su poder de violencia, para intimi-
dar a la sociedad, a la autoridad y a sus enemigos.    

También hay un argumento económico detrás de la contratación 
de gatilleros a sueldo que no forman parte orgánica de las estructuras 
del crimen organizado o de las mafias de narcotraficantes. Ese tipo de 
“outsourcing” es lo que explica, por ejemplo, la “subcontratación de 
los servicios especializados que prestan las pandillas, con las que han 
establecido una relación de conveniencia mutua” (Guerrero Gutiérrez 
2010). 

 

4. LAS PANDILLAS, EL SICARIATO 
Y EL CRIMEN ORGANIZADO 

Las dos principales maras o pandillas5 que operan en Centroamé-
rica tienen raíces profundas en EEUU. De hecho, ambas, la Mara 18 
(Calle 18), y su principal rival, la Mara Salvatrucha (MS-13), nacieron 
en aquel país.  

 

                                                           
5 Para Guillermo Céspedes, Vice-Alcalde de Los Ángeles, California, EEUU, las 
pandillas y las maras se diferencian en que las segundas son las primeras des-
pués de comenzar una relación  sostenida con el crimen organizado; ponencia 
sobre “Historias de éxito y lecciones aprendidas en la prevención de la violencia 
juvenil en Los Ángeles”, Ministerio de Gobernación, Ciudad de Guatemala, 14 de 

junio de 2012.    
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La primera inició en la sección Rampart de Los Ángeles, Califor-
nia, en los años 60. Era conformada por jóvenes mexicanos que eran 
rechazados por las pandillas hispanas existentes en esa época. La 
Mara 18 fue la primera pandilla hispana que permitió el ingreso de 
miembros pertenecientes a otras etnias y en reclutar integrantes de 
otros estados (Ribando Seelke 2011). 

La MS-13 fue fundada durante los años 80 por migrantes salva-
doreños en Los Ángeles. Estos habían huido de El Salvador durante el 
conflicto armado que duró doce años. Con el paso del tiempo, ambas 
pandillas expandieron sus operaciones a varios países centroamerica-
nos. Dicha proceso se aceleró marcadamente con la deportación de 
EEUU de migrantes ilegales con historiales criminales (Ribando Seelke 
2011). 

Se estima que entre 2000 y 2004, 20 mil criminales fueron de-
vueltos a sus países de origen en Centroamérica. Muchos de ellos 
habían cumplido sentencias en prisiones estadounidenses por delitos 
relacionados con drogas o con violencia de pandillas y entre pandillas. 
Muchos analistas argumentan que los pandilleros deportados exporta-
ron de EEUU a Centroamérica la cultura de las pandillas de Los Ánge-
les y reclutaron integrantes de entre las poblaciones locales (Ribando 
Seelke 2011).  

El problema de las maras es más severo en El Salvador, Guate-
mala y Honduras, conocido como Triángulo del Norte (Ribando Seelke 
2011). A la fecha, las cifras sobre el número de pandilleros en Cen-
troamérica son poco confiables. El Comando Sur del Ejército de EEUU 
ha estimado que hay alrededor de 70 mil pandilleros en la región. 
Según el informe de 2011 de la Oficina de la ONU contra la Droga y el 
Crimen, hay 36 mil pandilleros en Honduras, 14 mil en Guatemala y 
10 mil quinientos en El Salvador (UNODC 2011).  

Según varios informes periodísticos y otras fuentes documenta-
les, las pandillas juveniles centroamericanas o “maras”, se han con-
vertido en “sicarios del narco” (Fernández Menéndez y Ronquillo 
2006). Otros periodistas caracterizan a las maras como “los soldados 
del narcotráfico” (Pérez 2006).  

En este sentido, como se mencionó antes, hay evidencias de que 
los liderazgos de las pandillas juveniles transnacionales, como la MS-
13, proveen “servicios de seguridad y músculo” para los carteles de 
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narcotraficantes mexicanos, y también de transporte de droga para 
organizaciones criminales locales (Arnson & Olson 2011). 

Así, de simple pandillas juveniles, los pandilleros o mareros, han 
pasado a convertirse en soldados del narcotráfico y en distribuidores 
al menudeo de la droga que, además garantizan a los carteles de 
Guatemala y a sus socios mexicanos, el paso libre de sus mercaderías 
ilegales (Pérez 2006).  

Guerrero Gutiérrez (2010) ha argumentado que dicha relación se 
ha convertido en una “alianza por conveniencia mutua”. Para este 
periodista mexicano, existen al menos cinco factores que contribuyen 
a que una relación intermitente entre pandillas y carteles  de narco-
traficantes se haya convertido en una alianza duradera.  

En primer lugar, la protección o reducción de riesgos de los pro-
pios carteles. Es decir, al operar de manera semiautónoma, los carte-
les reducen la probabilidad de que sus organizaciones sean penetra-
das por autoridades del gobierno o por otros grupos criminales com-
petidores (Guerrero Gutiérrez 2010). 

En segundo lugar, hay ventajas de tipo logístico, informativas y 
de eficacia operativa. Por su naturaleza, las pandillas se ubican en 
varios puntos del país y cada una de ellas conoce detalladamente el 
espacio que habita. La subcontratación de las pandillas suprime cos-
tos de transacción en los que incurren los carteles al movilizar a sus 
fuerzas.  

Ello además permite que las acciones encomendadas se realicen 
rápidamente, y aumenten los flujos informativos hacia la cúpula del 
cartel desde varios puntos del país. De igual forma, la subcontrata-
ción de pandillas, eleva la versatilidad y eficacia operativa del cartel 
cuando aquellas se especializan en algún otro tipo de actividad delic-
tiva (Guerrero Gutiérrez 2010). 

Un tercer factor es el ejercicio efectivo y contundente de la vio-
lencia. La capacidad de violencia que han exhibido las maras a lo lar-
go y ancho de la región centroamericana y EEUU, está siendo aprove-
chada por los carteles de la droga. Como se ha mencionado antes, la 
capacidad  de infligir violencia es un activo esencial para el crimen 
organizado (Guerrero Gutiérrez 2010). 
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El cuarto factor es de carácter económico. Mediante la subcontra-
tación de las pandillas, los carteles ahorran sus recursos. La subcon-
tratación de pandilleros para realizar tareas resulta más barata que 
mantener una abultada burocracia de sicarios propios (Guerrero Gu-
tiérrez 2010). 

Y el quinto factor es que las pandillas suelen tener entre sus pro-
pias filas numerosos consumidores y adictos a diversas drogas. Este 
tipo de mercado interno, a su vez, se traduce en ventas y en conside-
rables ganancias para los carteles del narcotráfico (Guerrero Gutiérrez 
2010). 

 

5. ¿CUÁNTO VALE MATAR A ALGUIEN? 

En El Salvador, un oficial de investigaciones de la Policía Nacional 
Civil (PNC), asegura que por un homicidio por encargo “se ha pagado 
desde 10 dólares hasta 20 mil.” En ese país centroamericano, la ma-
yoría de sicarios pertenecen a pandillas o a bandas delincuenciales 
dedicadas a asaltar y al narcotráfico. De hecho, la PNC salvadoreña 
ha documentado que la mayoría de crímenes vinculados al sicariato 
están relacionados con el tráfico de drogas (Marinero 2011).  

En ese país, las autoridades policiales han revelado que 2 de ca-
da 10 homicidios se cometen por encargo. Esto significa que del pro-
medio de 4 mil muertes violentas al año,  unos 800 son cometidos 
por asesinos a sueldo. En el país más pequeño de Centroamérica, el 
“sicariato es un oficio con demasiada clientela”, afirma Marinero 
(2011).  

El fenómeno es similar en Guatemala (Pérez 2006) y Honduras 
(“En auge actividad del sicariato en Honduras” 2010). El llamado 
“Triángulo del Norte”, conformado por El Salvador, Guatemala y Hon-
duras, son los países centroamericanos mayormente afectados por la 
violencia de las maras, del narcotráfico y del crimen organizado.  

En México, los testimonios de varios sicarios dan cuenta de pa-
gos de cantidades diversas. Un sicario al servicio del Cártel de los 
Zetas en Cancún, por ejemplo, admite haber recibido ocho mil pesos 
mensuales (aproximadamente unos 600 dólares) como pago por su 
trabajo en dicha organización. 
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Otro asesino a sueldo que perteneció al Programa de Testigos 
Colaboradores de la Procuraduría General de la República, asegura 
que la mayoría de asesinatos que comete un sicario están incluidos 
en el sueldo que cobra a su organización. Este puede variar entre los 
50 mil pesos (unos 3 mil ochocientos dólares) y los 50 mil dólares, y 
en algunas ocasiones se ofrecen pagos extras (“Confesión de un Sica-
rio,” 2011). 

En otros casos, el pago también incluye remuneración en espe-
cies. Un sicario de Ciudad Juárez, dijo haber recibido como pago por 
su primer trabajo, “30 gramos de coca, una botella de whiskey y mil 
dólares” (Bowden 2009). El mismo sicario relata que en otra oportu-
nidad recibió, además de su salario, “una casa y un coche.”6  

En 1999, el escritor peruano-español, Mario Vargas Llosa, tam-
bién dio una idea sobre el precio de un homicidio en Colombia. Este, 
según el literato, “varía con las fluctuaciones de la oferta y la deman-
da¨, por ejemplo, “una vida humana en Medellín valía dos mil cuatro-
cientos dólares”, en aquel entonces (Vargas Llosa 1999). 

Hace poco se conoció en Colombia el caso de dos sacerdotes que 
contrataron a un sicario para que los asesinara. Los difuntos le ha-
brían pagado a sus victimarios unos 15 millones de pesos (equivalen-
te a unos 7 mil euros) para matarlos y esconder así que uno de ellos 
padecía una “enfermedad de transmisión sexual terminal” producto 
de frecuentar “clubes de gays bogotanos de baja estofa” (Hernández-
Mora 2012). 

El estudio de Ríos (2010) sobre la remuneración por terminar con 
una vida humana en México comienza comparando el sueldo de los 
sicarios con el de las secretarias bilingües. El salario de ambos ronda 
los 12 mil pesos mensuales, aproximadamente US $866.00. 

El estudio también compara la paga de los sicarios mexicanos 
con sus contrapartes de otros países. En España, por ejemplo, las 
tarifas de asesinatos por encargo oscilan entre 20 mil y 50 mil Euros. 
En Australia, el pago promedio de un sicario es de US $12,700.00 y 
puede llegar hasta los US $76,000.00.  

                                                           
6 Un dato digno de mención es que según el relato de este sicario al periodista 
estadounidense Charles Bowden en 2009, el “85 por ciento de la policía” de esa 

localidad trabajaba para el Cártel de Juárez. 



LA ADICCIÓN A MATAR: UNA APROXIMACIÓN AL SICARIATO Y OTRAS FORMAS DE… 
Carlos A. Rosales 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

192 

e
s
tu

d
io

s
 

192 

192 
192 

Entre las conclusiones del estudio se incluye que “matar es bara-
to en México porque el armamento ilegal fluye descontroladamente”. 
El estudio también concluye que “asesinar también es barato porque 
las posibilidades de ser consignado son muy bajas” (Ríos 2010).  

Sin embargo, a la luz de lo anterior, el estudio argumenta que, a 
pesar de las apariencias y las comparaciones citadas, los salarios de 
los sicarios mexicanos terminan siendo, en realidad, bastante altos. 
Empero, para incrementar sus ingresos, el sicario mexicano “debe 
depender de su habilidad para incursionar en otras esferas criminales” 
(Ríos 2010).  

Los sicarios “desechables” 

Todos los sicarios son “desechables”. Por el tipo de vida que es-
cogen, además de violentas, sus vidas terminan siendo muy cortas. 
Varios testimonios de sicarios apuntan a la corta vida de sus colegas y 
enemigos. “No he conocido a otro que, como yo, haya durado más de 
siete años”, dijo Drago, sicario y lugarteniente de un cartel mexicano, 
al referirse a las vidas cortas de sus colegas, “al final todos mueren”, 
dijo (Reyna 2011). 

Los medios mexicanos han reportado que el Cartel de los Zetas 
suele secuestrar a hombres y mujeres inmigrantes y los obligan a 
trabajar como “halcones” (vigilantes). También, según testimonios de 
inmigrantes secuestrados, los sicarios de los carteles los adiestran 
para convertirlos en un ejército de reserva. De esa manera, los mi-
grantes centroamericanos son tomados como “desechables” (Gil Ol-
mos 2011).   

Además, una tendencia reciente del sicariato en México es el re-
clutamiento y contratación de niños y adolescentes como sicarios 
(Pérez 2011, Ors 2010). Según un informe de la Red por los Derechos 
de la Infancia en México (REDIM), “el reclutamiento de menores para 
el crimen organizado se incrementó de 25 mil a 35 mil en los últimos 
cuatro años”. De acuerdo con ese análisis, “hace una década la edad 
de los reclutados oscilaba entre 20 y 35 años, ahora, los jóvenes de 
entre 12 y 15 años ingresan a las filas de la delincuencia organizada” 
(Gil Olmos 2011). 

En las zonas fronterizas mexicanas, los jóvenes de las zonas ru-
rales se están sumando al crimen organizado como una opción para 
aumentar sus ingresos. Esto, aunque ello signifique convertirse en 
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“mano de obra barata y desechable” (“Narcos reclutan a niños del 
campo como mano de obra barata y desechable” 2011). 

Una investigación de la Facultad de Derecho y Criminología de la 
Universidad Autónoma de Nuevo León revela que jóvenes de 14 años 
de Chihuahua, Baja California, Nuevo león, Tamaulipas y Coahuila se 
están convirtiendo en “la mano de obra barata y desechable de la 
delincuencia organizada”. Así, “por unos cuantos pesos matan por 
encargo, se convierten en sicarios o en vendedores de estupefacien-
tes” (“Narcos reclutan a niños” 2011).  

Varios casos de niños y jóvenes sicarios han generado enorme 
atención mediática alrededor del mundo. Por su corta edad y enorme 
crueldad, la historia de “El Ponchis”, el niño sicario mexicano, le dio la 
vuelta al mundo.  

Según detalles sobre el interrogatorio del niño sicario, éste chico 
de 12 años arrestado en 2010 era el encargado de degollar, torturar y 
asesinar a sus víctimas. De acuerdo con las investigaciones, “El Pon-
chis” actuaba en compañía de un grupo de mujeres, entre ellas, sus 
hermanas, conocidas como “Las Chavelas”. Estas mujeres solían con-
ducir las camionetas con los cadáveres y después arrojarlos en dife-
rentes sitios (Miranda 2010). 

La enorme crueldad del Ponchis y los demás jóvenes que lo 
acompañaban, ha quedado documentada por su fascinación por foto-
grafiar o grabar en video sus crímenes. Ellos mismos publicaron en 
internet sus imágenes posando con armas, droga, autos y degollando 
a sus adversarios (Miranda 2010). 

En los videos que circularon por el ciberespacio, aparecen imá-
genes del Ponchis cortando el cuello de una de sus víctimas. En otras, 
se le puede ver golpeado con un palo a un hombre que está colgado. 
En otro video aparece al lado de un cadáver (Miranda 2010).    

La dinámica del pago en la relación niños sicarios-narcos funcio-
na de la misma manera que con los adultos. Uno de estos niños sica-
rios dijo en un interrogatorio policial que cobraba “tres mil dólares por 
cabeza” (Ors 2010). Otros aseveran que por sus servicios, los carteles 
les pagan hasta 12 mil pesos al mes (“Carteles pagan 12 mil pesos al 
mes a menores sicarios” 2011).    
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Tres meses es el tiempo promedio en que un lava-carros, un 
vendedor ambulante o un niño de la calle, se tarda en escalar la “pi-
rámide criminal para convertirse en sicario al servicio de los carteles 
de la droga” (Benavides 2009).  

De una manera sutil, las organizaciones del crimen organizado 
están fomentando una “contracultura del narco”, posicionándola co-
mo “sinónimo de éxito y como referente para los jóvenes” (Benavides 
2009). 

Los sicarios, la “narco-cultura” y los “sicarios en gestación” 

La amplia gama de libros, reportajes periodísticos y documenta-
les televisivos sobre los asesinos a sueldo y los narcotraficantes, han 
servido de inspiración para un nuevo género cultural que representa, 
y en muchos casos, glorifica, el estilo de vida de los sicarios y de los 
mafiosos de las drogas. La cultura narco “es la cultura del nuevo mi-
lenio”, escribió el afamado escritor argentino, Tomás Eloy Martínez 
(2010), poco antes de fallecer. 

No son pocas las películas y las telenovelas producidas en México 
y Colombia que abordan dicha temática. En México, además, los “nar-
co-corridos” son ya un género musical aparte que goza de enorme 
popularidad y difusión. Estas expresiones musicales, que relatan las 
grandes gestas de las figuras idealizadas del narcotraficante a ritmo 
norteño, son, esencialmente, “retos a la autoridad” (Méndez Luna 
2008). 

Ha habido también en los últimos años una explosión de literatu-
ra seria y literatura light inspirada en las aventuras y la violenta vida 
de estos criminales. Libros y novelas como El Cartel de los Sapos y El 
Cartel de los Sapos 2, del ex narcotraficante colombiano, André López 
López (2008 y 2010); La Reina del Sur, del escritor español Arturo 
Pérez Reverte (2002); Sin Tetas no hay Paraíso, del escritor colom-
biano Gustavo Bolívar Moreno (2007); y Las Fantásticas (Las Muñecas 
de la Mafia), también de Andrés López López (2009), han alcanzado 
records de ventas y grandes ratings en sus adaptaciones a la pantalla 
chica. 

De igual forma, Rosario Tijeras, del escritor colombiano Jorge 
Franco (2010); la Virgen de los Sicarios, del escritor colombiano me-
xicano, Fernando Vallejo (2001); y La Reina del Pacífico, del periodis-
ta y escritor mexicano Julio Scherer García (2008), también son parte 



LA ADICCIÓN A MATAR: UNA APROXIMACIÓN AL SICARIATO Y OTRAS FORMAS DE… 
Carlos A. Rosales 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

195 

e
s
tu

d
io

s
 

195 

195 
195 

del menú literario que, a su vez, han inspirado telenovelas y películas 
de amplia difusión y enorme popularidad en todo el hemisferio. 

Dichas obras retratan con enorme fidelidad el modo de vida, las 
rivalidades, los negocios, la corrupción, las traiciones, los romances, 
el consumo de drogas, las adicciones, los anti-valores, la oscuridad 
existencial, la violencia y la muerte de los protagonistas de la gran 
tragedia mesoamericana y colombiana causada por el narcotráfico y 
sus soldados de la muerte.7  

Por su amplia difusión y enorme rating, la cultura narco tiene 
además un profundo impacto psicológico entre “los sicarios en gesta-
ción” (Méndez Luna 2008). Los protagonistas de la violencia han ad-
quirido proporciones mitológicas. Estos antihéroes surgidos del ham-
pa llegan a ser idealizados por las enormes audiencias de jóvenes en 
la región, reemplazando así a “las figuras paternas, y son objeto de 
culto entre adolescentes ávidos de modelos a seguir, tras la decep-
ción de la brutalidad social de sus entornos” (Méndez Luna 2008). 

Perfil de un sicario 

En Colombia, el sicario prototípico suele ser “un adolescente, a 
veces un niño de doce o trece años, nacido y crecido en el submundo 
darwiniano de las ‘comunas’, barriadas de pobres, desplazados y 
marginales que han ido escalando las faldas de las montañas que 
cercan a Medellín” (Vargas Llosa 1999).  

Este sicario prototípico proviene de lugares donde impera una 
“indecible violencia, atizada por la miseria, el desempleo, la desespe-
ranza, la droga, la corrupción y una criminalidad sin freno, cuyo em-
blema y epifenómeno es precisamente el sicario”. El oficio del sicaria-
to además, “proporciona dinero fácil, aventura, riesgo y diploma de 
virilidad, de modo que no es extraño que niños y jóvenes de vida 
embotelladas y sin esperanza, vean en ella una tabla de salvación” 
(Vargas Llosa 1999).  

                                                           
7 Algunas grandes producciones cinematográficas de Hollywood también contri-
buyen a glorificar la vida y las “hazañas” de los asesinos a sueldo. Estas incluyen 
películas como, Colombiana (2011), Wanted (2008), Hitman (2007), Mr. & Mrs. 
Smith (2005), Kill Bill Vol.2 (2004), Collateral (2004) y Kill Bill Vol.1 (2003). Di-
chas cintas tienen como héroes a asesinos a sueldo que venden sus servicios al 
oscuro mundo del crimen organizado, y son además protagonizadas por algunas 
de las estrellas más populares del ámbito cinematográfico, como Zoe Saldaña, 

Brad Pitt, Angelina Jolie, Tom Cruise y Uma Thurman.    
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Muchos de los sicarios jóvenes colombianos que describe Vargas 
Llosa crecen hasta convertirse en los desalmados asesinos a sueldo 
que han puesto en jaque a las autoridades de seguridad pública de 
aquel país suramericano.  

Las confesiones de John Jairo Vásquez Velázquez, alias “Popeye” 
(Abueta y Arango 2010, Legarda 2004), presenta el dramático testi-
monio de uno de estos matones colombianos. El último lugarteniente 
del mítico narcotraficante, Pablo Escobar, que confiesa haber matado 
con su mano a más de 300 personas, incluida a su propia mujer, re-
veló un patrón de vida que resulta ser lamentablemente demasiado 
común.  

En Centroamérica, la mayoría de sicarios provienen de las pandi-
llas juveniles, llamadas “maras”. Varios estudios académicos y repor-
tajes periodísticos revelan que las maras han evolucionado hasta con-
vertirse en organizaciones criminales transnacionales. Algunos estu-
dios (Arnson & Olson 2011) revelan que estas han desarrollado es-
tructuras sofisticadas de comando y control.  

El uso de la violencia es la principal característica de las maras. 
Sus vocabularios, la brutalidad y el crimen, el proceso interno de 
promoción de liderazgos, se basa en la violencia y en el asesinato al 
azar de personas inocentes. Los ritos de iniciación en las maras inclu-
yen golpizas salvajes que pueden terminar siendo fatales.  

Para las mujeres, su iniciación en las maras también requiere 
golpizas o mantener relaciones sexuales forzosas con varios o con 
todos los miembros de una clica. Las maras luchan frecuentemente, 
no sólo contra la autoridad, sino también contra maras rivales por 
control de territorio o por el control de mercados para la venta de 
drogas, o narcomenudeo.  

Varios estudios revelan que en promedio, los miembros de las 
maras no logran llegar a los 30 años de edad. Su vida se basa en el 
dinero fácil, en existencias excesivamente violentas y brutalmente 
cortas.      

Al igual que en Colombia, en México los sicarios pertenecen a 
grupos excluidos y marginados de la sociedad que buscan y encuen-
tran en el sicariato modos de vida económicamente solventes. En 
todos los casos de disciernen vacíos existenciales atizados por las 
adicciones y la violencia.      

http://www.revistadonjuan.com/interes/popeye-perfil-de-un-sicario-que-mato-con-su-mano-a-mas-de-250-personas/6117807
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No todos los sicarios son mareros, pero todos los mareros pue-
den ser sicarios, si reciben la orden de serlo. Lo que sí tienen en co-
mún los sicarios de toda la región mesoamericana y Colombia, según 
los testimonios y la evidencia anecdótica, es su atormentada estructu-
ra existencial y sus diversas adicciones. 

Las adicciones, la violencia y la juventud 

Según Cañas (2010), ser adicto es ser esclavo de algo o de al-
guien. Las personas más expuestas a contraer adicciones son los jó-
venes. La cultura de las adicciones está arraigada en la gran mayoría 
de ambientes juveniles, ya que la juventud percibe las drogas como 
“portadoras de fuertes sensaciones y como medio imprescindible de 
integración grupal”.  

Cañas (2009) afirma además que tanto la filosofía, la psicología y 
la sociología confirman que la primera causa que conlleva tanto a los 
jóvenes, como a los adultos, al mundo de las adicciones es la ausen-
cia de “claras y convincentes motivaciones en la vida”. Por eso, como 
concluyó Washton y Boundy, “la verdadera causa de la adicción resi-
de dentro de nosotros”. 

El consumo de alcohol, que suele ser el primer escalón en las 
adicciones, puede incrementar la probabilidad de violencia juvenil 
mediante la reducción del auto control y la capacidad de procesar 
información y evaluar riesgos. También por medio del incremento del 
descontrol emocional y la impulsividad. Todo ello incrementa la posi-
bilidad de que un joven recurra a la violencia (Fundación G, et al, 
2011).   

Por su lado, las drogas y la violencia están vinculadas de tres 
maneras. Primero, el estado de alteración generado por el uso de 
drogas puede producir un comportamiento violento y también la pér-
dida de auto control. Segundo, el abuso en el consumo de drogas 
genera dependencias físicas y psicológicas que pueden llevar a los 
jóvenes a involucrarse en actividades criminales con el propósito de 
costear económicamente sus adicciones a las drogas. Y, tercero, por 
la participación de miembros de pandillas juveniles o de maras en 
redes de distribución y venta de drogas, y en el crimen organizado. 
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La adicción a matar y a otras formas de violencia 

Hay evidencias que hacen posible aseverar que existe una adic-
ción a matar o a otras formas de violencia. El caso de un soldado 
estadounidense veterano de las guerras en Iraq y Afganistán ha 
abierto un amplio debate al respecto (Carollo 2010).  

Según el soldado norteamericano, Charles Whittington Jr., matar 
es “verdaderamente adictivo”. De acuerdo a un ensayo escrito por él 
mismo para una clase de literatura, y luego como artículo de opinión 
en el periódico de la universidad Community College del Condado de 
Baltimore, “matar se convierte en una droga y es muy adictiva. Me 
costó muchísimo lidiar con esto cuando regresé a Estados Unidos, 
porque dejar esta adicción me era imposible”8 (Carollo 2010)9.      

Whittington ha dicho que escogió el tema de su experiencia co-
mo soldado de combate y que escribió sobre lo que tienen que en-
frentar los militares cuando regresan a casa como algo “terapéutico” 
para él. Algunos expertos de salud mental dicen que la experiencia de 
Whittington es común entre veteranos de guerra, que extrañan el 
flujo de adrenalina y que tienen problemas adecuándose a ello cuan-
do salen del ejército (Carollo 2010). 

Según Joan Anzia, profesora de psiquiatría de la Facultad de Me-
dicina de Northwestern University en Chicago, “no es inusual que un 
soldado que está entrenado para matar, sienta un flujo de adrenalina 
cuando está en una situación de combate” (Carollo 2010). 

Otros expertos, como Jon Shaw de la Escuela de Medicina de la 
Universidad de Miami, advierte que aunque Whittington caracterizó 
sus sentimientos como una “adicción a matar”, se trata más de una 
dependencia a otra cosa. “Él está adicto a la hiperactivación  y al flujo 
de adrenalina…lo que es adictivo es la adrenalina”, dijo. Shaw advier-

                                                           
8 La traducción del texto original en inglés de esta sección fue hecha por el autor 
de esta monografía. 

9 El caso de Whittington desató un fuerte debate sobre si se le debía permitir 
asistir a las aulas del Community College del Condado de Baltimore, por lo que 
había escrito. Según sus detractores, el ex soldado debía ser suspendido como 
estudiante hasta que se sometiera a una evaluación psiquiátrica y se determinara 
que su presencia no constituía un riesgo para la población estudiantil, sobre todo 
por la violencia en los campus de ese país y por la masacre en la Universidad de 

Virginia Tech.     
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te, no obstante, que sí es posible contraer una adicción a la agresivi-
dad, pero que, en el caso de Whittington, no lo ve probable. “Yo no lo 
pondría en la misma categoría que a un asesino en serie”, aseguró el 
científico (Carollo 2010). 

Un dato relevante es que Whittington fue víctima de varios aten-
tados explosivos en Irak y perdió un dedo de su mano. También sufre 
de daños en un nervio de su brazo y fue diagnosticado con 
el trastorno de estrés postraumático—PTSD, por sus siglas en inglés 
(Carollo 2010).  

Varios expertos en salud mental argumentan que los pacientes 
que sufren PTSD, son propensos a consumir alcohol y drogas ilegales 
para lidiar con los intensos sentimientos de culpabilidad y para mitigar 
el excesivo estado de alerta (hipervigilancia) que suelen padecer los 
veteranos de guerra (Carollo 2010). 

En efecto, Whittington admite haber protagonizado episodios vio-
lentos y haber abusado del alcohol. Como resultado de uno de estos 
episodios, el ex soldado provocó un accidente automovilístico por el 
cual tuvo que purgar una corta sentencia en prisión (Carollo 2010).      

En el caso de los asesinos a sueldo, o sicarios, algunos expertos 
aseguran que “son sujetos, emergidos de una clase media urbana, o 
pervertidos por un entorno violento y miserable. Estos están determi-
nados a infligir daño, padecimiento que bien puede ser diagnosticado 
como adicción a la violencia” (Alvarado Álvarez 2009).     

Por otro lado, según Sergio Rueda, del Programa Integral de 
Adicciones del Instituto de Medicina y Tecnología Avanzada de la 
Conducta de México, “la capacidad de infligir daño a otra persona 
tiene un origen genético, aunque también social, la violencia y otras 
capacidades humanas son resultado, tanto de la naturaleza, como de 
la retroalimentación en un ambiente determinado”  (Alvarado Álvarez 
2009).     

Las opiniones anteriores son en relación al testimonio de un sica-
rio de 24 años que narró con pasmosa frialdad algunos de los asesi-
natos que había perpetrado, entre ellos, el de su primera víctima. “No 
me fue difícil eliminarla cuando me dijeron que iban a pagarme”, na-
rró el sicario. Su primera víctima fue una mujer de 18 años que distri-
buía drogas en centros nocturnos en la zona fronteriza entre México y 
Estados Unidos. 
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Para hacerlo, primero la hizo su novia, y cuando se ganó su con-
fianza, se la llevó “a un paraje solitario y la bajé del carro; la agarré a 
golpes hasta que la dejé tirada en el piso y luego le pasé el carro por 
encima”. Así contó éste y otros sucesos, sin perturbarse. Tras dejar 
su sangriento oficio debido a sufrir un tumor cerebral, el sujeto dijo 
padecer “problemas de estrés terrible que sufría del recuerdo de años 
anteriores, pero dejé de ir al tratamiento cuando sentí que ya estaba 
liberado de culpa, porque todo lo que hice, lo hice drogado, como no 
siendo yo” (Alvarado Álvarez 2009).       

Stanley Kippner, profesor de psicología de la Saybrook Graduate 
School and Research Center de San Francisco, California, afirma que 
“la violencia no es sino un acto de factores internos, genéticos, que 
también son definidos por fuerzas sociales y económicas que juegan 
dentro de un mismo ambiente”.  

En ocasiones, sentencia Kippner, “la violencia puede ser reforza-
da al grado de ser considerada una ‘adicción’, un acto obsesivo y re-
petitivo siempre que se presenta la oportunidad” de hacerlo (Alvarado 
Álvarez 2009).    

¿Profesionales de la violencia o adictos a la violencia? 

No todas las personas que se dedican a dañar a otros comparten 
los mismos rasgos. Javier Enrique Sam, coordinador general del Co-
lectivo Contra la Tortura y la Impunidad de México, dice que los mili-
tares, los paramilitares, y los que se dedican a la tortura se les adies-
tran para atacar las emociones, y que éstos “profesionales” están 
lejos de tener un perfil de psicópata. Se les enseña a no sentir, “no 
me duele hacer daño, yo te torturo y yo no siento nada, pero no soy 
una persona trastornada, ni mental ni nada” (Alvarado Álvarez 2009).       

Partes del testimonio de John Jairo Vásquez Velásquez, el legen-
dario Popeye, último lugarteniente y jefe de sicarios de Pablo Esco-
bar, también apunta en esa dirección. Popeye afirma haber matado 
alrededor de 300 personas, incluyendo a su propia mujer, pero “sin 
contar las que murieron en el avión de Avianca o la bomba del Das” 
(Abueta y Arango 2009). 

Popeye admite haber sido “un hombre violento. Pero nosotros 
éramos sicarios finos. Asesinos profesionales. Lo mío era matar. Mi 
arte era saber matar…en ese momento tenía un grupo de veinte ase-
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sinos buenos… ¡ah, eso de tener sicarios buenos era una fortuna!” 
(Abueta y Arango 2009).     

Pero, Rueda argumenta que las sesiones de tortura no implican 
necesariamente un acto mecánico. Según él, hay personas que ex-
puestas al ejercicio de la violencia, los torturadores, por ejemplo, 
pueden volverse adictos a la violencia. “Incluso hay hormonas, como 
el cortisona y la lactosa, que producen un estado de reacción de ata-
que en el que hay dilatación de la pupila, alteraciones en el metabo-
lismo, de la hipertensión; hay más azúcar y anticoagulantes para, si 
yo me peleo, sanar más rápidamente; y esas hormonas me producen 
seguridad” (Alvarado Álvarez 2009).       

Krippner, por otro lado, opina que la capacidad de infligir daño a 
otras personas tiene un origen genético, aunque también social, la 
violencia y otras capacidades humanas pueden ser resultado tanto de 
la naturaleza como de la retroalimentación en un ambiente determi-
nado. Bajo dichas circunstancias, la violencia se convierte en un modo 
de vida para individuos que hayan recompensa en ello (Alvarado Álva-
rez 2009).    

El sicario mexicano que perteneció al Programa de Testigos Co-
laboradores de la Procuraduría General de la República, admitió que 
“antes de cada ejecución, se metía un chingo de perico (cocaína)”. 
Además acepta que dejar de matar ha sido una de las cosas más 
difíciles. “Sí, extraño matar”, ha dicho (Confesión de un sicario, 
2011).    

La estructura existencial del sicario 

Los testimonios de sicarios analizados para esta monografía in-
cluyen dramáticas narraciones de lo que podría caracterizarse como el 
padecimiento de procesos deshumanizadores y vacíos existenciales.  

La vida de un sicario es violenta y corta.10 Pero, ¿Cuáles son los 
beneficios de serlo para quienes optan por esa vida? Leyva (2001) 
afirma que aparte de los beneficios estrictamente monetarios, es 

                                                           
10 Una publicación afirma que la gran desventaja de ser sicario es que hay mucha 
rotación en el puesto. En México, “un sicario tiene, como mínimo, entre un 20 y 
40% de probabilidad de morir en un año (“La milagrosa multiplicación de los 
sicarios” 2011). 
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oportuno considerar el “estilo de vida” de un sicario o de un narco, 
que viven vidas hedonistas, con carros de lujo, consumiendo drogas, 
asistiendo a fiestas decadentes y “con mujeres de sobra”.  

Para Cañas (2010), desde un punto de vista existencial, buscar 
droga es “huir de uno mismo”. Muchos autores vienen advirtiendo por 
años que por medio de las adicciones, la persona busca llenar un 
vacío existencial, pero equivocadamente.   

Además de todo eso, pertenecer a una banda criminal, ya sea un 
Cartel o una pandilla, provee un fuerte sentimiento de pertenencia. 
Como Leyva (2001) asegura, “el status de paria social que poseen los 
narcotraficantes (o los sicarios) solo fortalecen en vinculo social entre 
ellos”.  

Muchos sicarios y narcos han confesado que nunca sintieron que 
pertenecieron a algo hasta que entraron a una organización criminal. 
“El cártel era mi familia”, ha dicho un sicario mexicano, “la única fami-
lia que tuve en la vida” (Confesiones de un sicario, (2011) 

Para Leyva (2001), esto indica que un individuo que decide con-
vertirse en narco o sicario generalmente “carece de los grupos socia-
les que son necesarios para que un ser humano viva una vida plena”. 
Por tanto, se trata de personas que están marginadas tanto social-
mente como económicamente, “un verdadero lumpenproletariat”.   

Para Fernández Menéndez (2011), el dinero ya no es el motor de 
la incorporación de los jóvenes a ese submundo. Es “una mezcla de 
ansias de poder, de legitimación”. No solo a la falta de empleo y es-
tudio para los jóvenes, sino también por un “deterioro de todo el en-
torno familiar en que crecen estos jóvenes…en el consumo de drogas 
y alcohol, que está comenzando a edades más tempranas (entre 10 y 
11 años)”, en México. 

Ello explica que el perfil psicológico de un sicario se “delinea des-
de edades muy tempranas, cuando ya están incorporados a este 
mundo ‘alternativo’ en el que se desarrollan, un mundo donde no 
impera la ley, donde la transgresión es constante”, según Víctor No-
voa Cota, de la Facultad de Psicología de la Universidad Autónoma de 
San Luis Potosí (UASLP), en México. Ello implica que estos criminales 
“no entran en una situación de conflicto emocional, de culpabilidad” 
(Marrón Luna 2010). 
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Con motivo del arresto de uno de los sicarios y capos más “peli-
grosos y buscados en México, pero además, de los especialmente 
sanguinarios”, Edgar Valdez Villarreal, alias “La Barbie”, Novoa Cota 
afirma que personajes como éste crecen en escenarios alternos, don-
de desde niños son capacitados para moverse en este mundo, y lo 
que hacen les resulta “natural”. De ahí que son “delincuentes tranqui-
los”, que no muestran arrepentimientos (Marrón Luna 2010).  

Eso explica que cuando La Barbie fuera arrestado y presentado 
ante la prensa por las autoridades, éste se mostrara sonriente ante 
las cámaras, con la cabeza altiva y desafiante. Y no dejó de sonreír 
durante los siete minutos que estuvo frente a los medios de comuni-
cación (Marrón Luna 2010).  

La sonrisa de La Barbie, como la de “La Reina del Pacífico”, San-
dra Ávila Beltrán, al ser arrestada, denotó con elocuente claridad su 
falta de arrepentimiento. Félix Aranday Cortés del Instituto Nacional 
de Psiquiatría de México, dice que comportamientos como este mues-
tran una “disociación ideoafectiva”  que es propiedad de personalida-
des sociopáticas, “es decir, se deshumaniza la persona, no de cuanta 
del mal que hecho” (Marrón Luna (2010).   

Es inevitable encontrar paralelismos entre este escenario y Meur-
sault, el antihéroe protagonista de la novela El Extranjero, escrita por 
Albert Camus en 1942. La manera en que Meursault procesa interna-
mente el episodio de la muerte de sus víctimas y su carencia de emo-
ciones durante su juicio, es similar a cómo “La Barbie” enfrentó su 
comparecencia ante los medios de comunicación luego de su arresto.   

La inmensa levedad del ser de Meursault contrasta con lo que 
acontece a su alrededor.  

En él habita un sentimiento de profunda apatía por lo que lo ro-
dea, como lo ejemplariza la muerte de su madre al comienzo de la 
obra. Meursault personifica además la carencia total de valores hu-
manos. Él es un extranjero con una vida carente de sentido, en un 
entorno moral que condena a muerte a un hombre que no llora la 
muerte de una madre. 

Muchos sicarios y narcos provienen de hogares rotos, disfuncio-
nales o violentos. Uno  de ellos confiesa haber amenazado de muerte 
a su padre con un cuchillo a los nueve años. Le dijo “que lo mataría, 
si seguía golpeado” a su mamá. Además, dice haber sido “violado 
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muchas veces” por su tía cuando tenía seis años de edad (Confesio-
nes de un sicario, 2011). 

De niño, este sicario, afirma haberse escapado “a las afueras de 
la ciudad, donde tiraba pedradas a los pájaros y soñaba con tener 
una pistola para matarlos a todos de un tirón”, mostrando así, desde 
temprana edad, los rasgos básicos de un psicópata. Dice además 
haber tenido 16 años cuando mató por primera vez.     

Las adicciones del sicario  

Todos los testimonios de sicarios recabados para este trabajo 
dan cuenta de la variedad de adicciones sufridas por estos criminales. 
Desde temprana edad, estos asesinos a sueldo fueron adictos a la 
marihuana, al “perico”—o cocaína—, o también al licor.  

Uno de ellos, Javier Nicolás Ortiz Miranda, alias El Flaco o El Javi, 
dijo ser “adicto a la marihuana y cocaína”. En muchos casos, estos 
criminales dijeron haber consumido drogas para poder llevar a cabo 
su sanguinaria tarea (“Confesiones de un Zeta, 2011; Terrible confe-
sión de un sicario, 2011).   

Otro de ellos, “Antonio”, dice que antes de perpetrar una ejecu-
ción participaban “en un ritual de preparación: teníamos un kilo de 
cocaína y un litro de Buchanan´s  (whiskey) sobre la mesa y cada 
uno de los seis miembros del equipo tomaba tanto como pudiera, 
porque la verdad es que sin la droga no podíamos hacer nada” (Co-
rrales 2011).  

Todo eso condujo a crisis de salud relacionadas al consumo de 
drogas. “Antonio”, un sicario de los Zetas, confesó haber sufrido tres 
sobredosis, “y casi muero”, afirmó. “Mi nariz estaba podrida”, añadió 
(Corrales 2011) 

“Me levantaba en la mañana y me hachaba una raya”, relata otro 
sicario mexicano. “luego un vaso de whiskey”. Siempre había “coca 
disponible”. Dice haberle entrado “duro a la coca, las anfetaminas y el 
alcohol” confiesa (Bowden 2009). Solía manejar con otros como él 
por horas con cadáveres en el auto mientras bebían, afirma, “luego 
llegar a un hotel, meterse coca y alcohol, y dormir durante cuatro 
días.  
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“Sí, extraño matar”, dijo un sicario mexicano mencionado ante-
riormente (Confesión de un sicario, (2011). Según la definición de 
Cañas (2010), la afirmación anterior puede verse como una adicción, 
ya que, “lo fundamental para determinar si una persona es adicta, no 
es la presencia en ella de una sustancia-droga, sino más bien la exis-
tencia de una experiencia que es buscada con tal ansiedad que la 
lleva a perder su control cerebral y emocional”.   

 

CONCLUSIONES 

“Los sicarios no nacen, se hacen”, dijo un sicario de Ciudad Juá-
rez (Bowden 2009). Son producto, como dijo Vargas Llosa (1999) en 
la caso de Colombia, del “submundo darwiniano de las ´comunas’”, o 
de los barrios pobres y marginados de México. Son también los hijos 
de guerra y de la exclusión centroamericana.   

Pero además de ser el resultado de múltiples carencias económi-
cas y sociales, los sicarios también resultan de hogares rotos, violen-
tos y disfuncionales. Todos estos factores generan entornos hostiles y 
propicios para que los jóvenes se refugien en diversas adicciones, y 
en conductas violentas, autodestructivas y sociopáticas. 

La adicción a matar, y a otras formas de violencia, de un asesino 
a sueldo o sicario, está cimentada en esas otras adicciones que el 
individuo viene arrastrando desde muy temprano en su vida. Todo 
ello producto de vacíos existenciales y de procesos deshumanizado-
res.  

Así, lo que comenzó siendo existencias precarias en medio de 
muchas carencias, materiales, como de valores, se convirtieron en 
vidas esclavizantes, sin escrúpulos ni consciencia, y adeptas a con-
ductas autodestructivas buscando llenar equivocadamente los huecos 
en su interior. Las adicciones nacen de experiencias de vacío existen-
cial. 

Algunos expertos afirman que los sicarios son “el reflejo, acaso 
más protuberante del hedonismo, el consumo, la cultura de la ima-
gen, la drogadicción” (von der Walde 2000). El sicariato es la conden-
sación de las violencias sociales, económicas, políticas, históricas, 
estructurales y existenciales de la persona.  
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Este texto pretende ser la Introducción al DOSSIER que la revista 
Sociedad y Utopía publica en este número 40 como  una manifesta-
ción de adhesión institucional de los diferentes órganos de esta revis-
ta al Año Internacional de las Cooperativas, 2012, declarado 
por Naciones Unidas. La razón es porque, por un lado,  “las coopera-
tivas tienen un potencial enorme para enfrentar los asuntos del desa-
rrollo socio-económico y contribuir para alcanzar los objetivos de 
desarrollo convenidos internacionalmente, incluidos los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio”, y por otro, se reconoce que “las empresas 
cooperativas hacen contribuciones muy valiosas para la reducción de 
la pobreza, la generación de empleo y la integración social, y con la 
celebración de este año se propone aumentar el conocimiento público 
todas estas contribuciones”. 

En el texto de la Resolución de  Naciones Unidas –ONU– se resal-
ta, en este año 2012, la importancia del cooperativismo como instru-
mento generador de riqueza, empleo, democracia y equidad,  es un 
hecho histórico para la humanidad, por cuanto se hace un reconoci-
miento inocultable del sistema de economía humanista fundamentado 
en la solidaridad, la cooperación, el trabajo digno, la ayuda mutua, la 
autogestión, la democracia real, la equidad y la justicia, hoy cuando el 
capitalismo materialista y excluyente tiene al borde de una catástrofe  
humana   y ambiental a nivel planetario.   

Entre los objetivos que la Organización de las Naciones Unidas –
ONU-  propone, están: a) aumentar la conciencia pública sobre las 
cooperativas y sus contribuciones para el desarrollo socioeconómico y 
el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio; b) promover la 
formación y el crecimiento de las cooperativas; y c)  motivar a los 
gobiernos a establecer políticas, leyes y reglamentos que lleven a la 
formación, crecimiento y estabilidad de las cooperativas. 

La ONU reconoce, en  la Resolución que “las cooperativas, en sus 
distintas formas, promueven la máxima participación posible de todas 
las personas en el desarrollo económico y social, incluidos las muje-
res, los jóvenes, las personas de edad, las personas con discapacidad 
y las personas indígenas, son cada vez más un factor clave del desa-
rrollo económico y social y contribuyen a la erradicación de la pobre-
za”.  Además insta a los gobiernos para que “sigan examinando, se-
gún proceda, las disposiciones jurídicas y administrativas que rigen 
las actividades de las cooperativas a fin de promover su crecimiento y 
sostenibilidad en un entorno socioeconómico que evoluciona con ra-
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pidez, entre otras cosas, estableciendo para las cooperativas condi-
ciones equiparables a las de otras empresas comerciales y sociales, 
incluidos incentivos fiscales apropiados y el acceso a los servicios y 
mercados financieros”. 

Las cooperativas como empresas que son ofrecen un modelo de 
organización empresarial que responden a unos valores y principios 
como: 

 Primacía de las personas y del fin social sobre el capital que 
se concreta en una gestión democrática y participativa, 
transparente y autónoma. 

 La toma de decisiones en función de las personas.  

 La aplicación de los resultados en función del trabajo aportado 
o servicios prestados y no en relación con el capital. 

 La generación de empleo estable y de calidad. 

 La promoción de la solidaridad interna.  

 La inserción de personas en riesgo de exclusión social. 

 El compromiso con el desarrollo local, la igualdad de 
oportunidades, la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral y la sostenibilidad. 

En todo momento pero en épocas de dificultades económicas y 
de deficiencias de los mercados como pasa en la actualidad la eco-
nomía social en general y las cooperativas en particular son de fácil 
acceso especialmente para las personas pobres y las que están en 
situación de exclusión; están en las zonas rurales y entre los colecti-
vos de personas en riesgo de exclusión contribuyendo a mejorar las 
condiciones de vida de la población local, sentando las bases para 
construir una sociedad para todos, una sociedad inclusiva y equitati-
va. De esta manera las cooperativas promueven y apoyan el desarro-
llo empresarial, la creación de empleo y la generación de riqueza co-
lectiva. 

En España, las empresas de la Economía Social son empresas 
competitivas que potencian el espíritu emprendedor y la participación 
de las personas en la gestión; son empresas que no deslocalizan, 
están presentes en todos los sectores económicos que integran la 
rentabilidad económica con la solidaridad y la cohesión social. Es un 
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esfuerzo colectivo que surge de las potencialidades de las personas y 
al servicio de las necesidades personales y  comunitarias. 

Bajo el concepto de economía social se enmarca a las coopera-
tivas cuyo origen está a mediados del siglo XIX como reacción colec-
tiva de un grupo de personas con necesidades comunes como conse-
cuencia del desarrollo de la época; las mutualidades, que surgen  
para crear sistemas de protección social para determinados grupos 
sociales que de otra manera no los tendrían o los tendrían mermados. 
Años después se crea una figura empresarial (propia de España), las 
sociedades laborales, cuya finalidad es recuperar, desde la partici-
pación colectiva, determinadas actividades económicas y empresaria-
les en crisis abocadas al fracaso. En los últimos años han surgido 
nuevas formas de organización empresarial con el fin de dar respues-
ta a necesidades de colectivos sociales en riesgo de exclusión o de 
personas con algún tipo de discapacidad, nos estamos refiriendo a las 
empresas de inserción y a los centros especiales de empleo.  
También se incluyen las actividades económicas y sociales que surgen 
desde las fundaciones y las asociaciones que tienen como objetivo 
la generación colectiva de riqueza y la generación de cohesión social. 

Según los datos de CEPES (Memoria 2011) a diciembre de 2011 
había en España “43.361 empresas, 2.397.613 empleos y 12.552.317 
personas asociadas a Entidades de Economía Social. Todo este tejido 
económico es el responsable de una facturación anual en España 
cercana al 10% del PIB (+ de 76.162 millones de euros)”.   

Finalmente, por la importancia que supone para el movimiento 
de la Economía Social española el contar con un marco normativo de 
máximo rango y por ser la “pionera” no sólo en Europa sino en el 
mundo (actualmente ya existe alguna otra Ley), vamos a hacer una 
breve referencia a la Ley 5/2011 de 29 de marzo, de Economía 
Social. Esta Ley persigue como objetivo básico “configurar un marco 
jurídico que suponga el reconocimiento y mejor visibilidad de la eco-
nomía social, estableciendo los principios que deben contemplar las 
distintas entidades que la forman”. Además reconoce la importancia 
de la economía social en la contribución al desarrollo socioeconómico, 
siendo una de sus manifestaciones la creación de empleo y su estabi-
lidad; y, define los canales de interlocución entre las organizaciones 
representativas de la economía social y las Administraciones Públicas. 
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La Ley es relativamente breve, consta de 9 artículos, 7 disposi-
ciones adicionales, 4 disposiciones finales y 2 transitorias. El artículo 
2, denomina economía social “al conjunto de las actividades económi-
cas y empresariales, que en el ámbito privado llevan a cabo aquellas 
entidades que, de conformidad con los principios recogidos en el ar-
tículo 4, persiguen bien el interés colectivo de sus integrantes, bien el 
interés general económico o social, o ambos”.  Los principios orienta-
dores (art. 4) de las entidades de la economía social: 

1º.  Primacía de las personas y del fin social sobre el capital que 
se concreta en una gestión autónoma y transparente, demo-
crática y participativa. 

2º.  Aplicación de los resultados en función del trabajo aportado 
o servicios prestados. 

3º.  Promoción de la solidaridad interna y con la sociedad que 
favorezca el compromiso con el desarrollo local,  la igualdad 
de oportunidades, la conciliación de la vida personal, familiar 
y laboral y la sostenibilidad. 

4º.  Independencia respecto a los poderes públicos. 

Respecto a las entidades que forman parte de la economía social 
(art. 5), expresamente menciona a las: 

– Cooperativas 
– Mutualidades 
– Fundaciones y Asociaciones que realizan actividad económica 
– Sociedades Laborales 
– Empresas de Inserción 
– Centros Especiales de Empleo 
– Cofradías de Pescadores 
– Sociedades Agrarias de Transformación 
– Entidades singulares (ONCE) 

La Ley es clara recociendo que únicamente pueden pertenecer a 
la economía social aquella entidades que desarrollen una actividad 
económica y empresarial y que su funcionamiento responda a los 
principios orientadores. 
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Todas las organizaciones que conforman el sector de la Econo-
mía Social en España y, que están representadas a través de  la Con-
federación Empresarial Española de la Economía Social (CEPES), valo-
ran muy positivamente esta Ley, ya que es un importante reconoci-
miento institucional, económico y social a los valores esenciales de la 
Economía Social y un importante impulso a la pluralidad en las formu-
laciones empresariales, en otras formas de emprender y de crear 
riqueza. 

SOCIEDAD Y UTOPÍA, como revista de ciencias sociales, preocu-
pada por la realidad social y convencida que la salida a las variadas 
crisis que estamos viviendo está en manos de toda la ciudadanía y  
de sus representantes sociales, políticos, económicos buscando el 
bien común y el bienestar de todos. En este contexto, apuesta por 
una nueva forma de comprender, de ver y vivir la empresa, las rela-
ciones laborales, económicas, financieras donde la persona sea el 
centro, principio y fin de su quehacer. Sin duda alguna está apuesta 
pasa por el fomento de las empresas de la Economía Social y solida-
ria. Este tipo de empresas son una realidad, una “utopía viable”, hoy 
en España representa el 9% del empleo total y alrededor del 10% del 
PIB. 

Mediante esta publicación SOCIEDAD Y UTOPÍA  se adhiere a la 
celebración del Año -2012- Internacional  de las Cooperativas. Un 
signo de esta manifestación es la dedicación del DOSSIER, un conjun-
to de 9 artículos que analizan el Papel de las cooperativas en la cons-
trucción de una sociedad para todos. Además publica en la sección 
Documentos la propuesta que hace la Confederación Latinoamericana 
de Cooperativas y Mutualidades  de Trabajadores –COLACOT- “frente 
a la catástrofe causada por el capitalismo”. 
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RESUMEN 

El Legislador comunitario, intencionadamente o no, ha diseñado un sistema de 
fuentes extremadamente complejo para la Sociedad Cooperativa Europea (SCE), 

complejidad que se acentúa en el caso de Estados descentralizados, como sucede 
en el caso español donde las Comunidades Autónomas (CCAA) son competentes 

para regular tal materia. En ocasiones resulta una labor de auténtica ingeniería 
jurídica determinar la norma aplicable. Este trabajo pretende, en primer lugar, 

exponer de forma clara y sencilla un sistema de fuentes en el que Derecho comu-

nitario, estatal y autonómico coexisten con la autonomía de la voluntad. Una vez 
hecho esto, las autoras analizan de forma crítica algunos aspectos esenciales de la 

Ley 3/2011, de 4 de marzo, de Sociedad Cooperativa Europea.   

PALABRAS CLAVE 

SCE domiciliada en España – sistema de fuentes – título competencial – legislación 

autonómica. 

 

 

ABSTRACT 

The European Legislator, willing or not, has designed an extremely complex sys-

tem of legal sources for the ECS, specially complicated in the case of decentralized 
states such as Spain where Autonomous Communities (CCAA) are competent to 

regulate that subject. Sometimes it becomes a matter of legal engineering to find 

the applicable rule. This paper intends, first of all, to clarify and simplify that com-
plex system of legal sources, where European Law, state and regional Law coexist 

with private autonomy. Once done the above mentioned task, the authors analyze 
from a critical point of view some key aspects of Spanish Act 3/2011, March 4th, 

on ECS. 

KEY WORDS 

ECS resident in Spain – legal sources – competence – regional law. 
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1. EL COMPLEJO SISTEMA NORMATIVO 

EUROPEO DE LA SCE 

1.1 La normativa comunitaria sobre SCE. Sus objetivos 

Conforme a las Consideraciones que forman parte de la introduc-
ción al Reglamento (CE) Nº 1435/2003 del Consejo, de 22 de julio de 
2003, relativo al Estatuto de la sociedad cooperativa europea (SCE), 
la realización del mercado interior y la mejora de la situación econó-
mica y social que tal realización debe fomentar en el conjunto de la 
Comunidad implican, además de la eliminación de los obstáculos a los 
intercambios, una reestructuración a escala de la Comunidad de las 
estructuras de producción (Considerando 2). Sin embargo, el marco 
jurídico aplicable a la actividad económica dentro de la Comunidad 
sigue basándose en gran medida en las legislaciones nacionales y no 
se ajusta, pues, al marco económico en que dicha actividad debe 
desarrollarse. Esta situación puede entorpecer de manera considera-
ble las operaciones de agrupamiento entre sociedades sometidas a 
las legislaciones de los distintos Estados miembros (Considerando 3). 
De hecho, la cooperación transfronteriza entre cooperativas tropieza 
actualmente en la Comunidad con dificultades de orden jurídico y 
administrativo que conviene eliminar en un mercado sin fronteras 
(Considerando 11). 

De acuerdo con esas declaraciones, uno de los principales objeti-
vos de la Regulación de la SCE debería ser mejorar el marco legal 
para el desarrollo de las cooperativas mediante la creación de un tipo 
legal que vaya más allá de las normas nacionales y sus especificida-
des y sea adecuado para realizar operaciones transfronterizas y, al 
mismo tiempo, respete los principios cooperativos, diferentes de los 
de otras organizaciones económicas. 

La existencia misma de una regulación específica comunitaria de 
la SCE es muy importante en la medida en que introduce un nuevo (y 
europeo) tipo legal de sociedad cooperativa paralelo a los que ya 
existen en las normativas nacionales de los países implicados. Por 
otra parte se trataba de un paso necesario tras la adopción del Re-
glamento 2157/2001, por el que se aprobó el estatuto jurídico de la 
Sociedad Anónima Europea con el fin de asegurar a las cooperativas 
un tratamiento legal similar al proporcionado a las sociedades de ca-
pital y contribuir, así, a su desarrollo. 
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En este sentido el Reglamento SCE tiene un importante e irreem-
plazable valor político y simbólico. Muestra a nivel europeo que las 
sociedades de tipo capitalista no son las únicas posibles y que hay 
otras que pueden ser elegidas por los agentes económicos.  

En efecto, entre los posibles tipos legales de sociedad aptos para 
constituir una empresa, las cooperativas tienen una identidad clara-
mente distinta de las formas capitalistas de sociedad: están formadas 
por personas (no por Euros), están controladas mediante mecanismos 
no capitalistas (“cada persona un voto”), y su finalidad no es el enri-
quecimiento de sus socios sino satisfacer necesidades distintas a la 
pura obtención de un dividendo. 

Sin embargo, cabe preguntarse si el Reglamento SCE es algo 
más que una herramienta simbólica, o en otras palabras, si es una 
herramienta efectiva para promover el tipo legal de cooperativa en 
Europa, permitiendo la reorganización de las existentes a escala co-
munitaria y el incremento de las mismas. Esto es, debemos estudiar si 
el Reglamento SCE está diseñado de acuerdo con los objetivos ante-
riormente mencionados. Y esta interrogante debe contestarse desde 
el estudio de las fuentes. 

Como trataremos de mostrar, el Reglamento SCE no constituye, 
desgraciadamente, una regulación completa y autosuficiente que pro-
porcione un marco normativo autónomo para la SCE. En efecto, ésta 
no sólo se halla sujeta a la Regulación comunitaria sino también a las 
leyes nacionales de los estados donde esté domiciliada. Por ello pue-
de afirmarse, en primer lugar, que no es posible la creación de una 
SCE sin la intervención de la normativa sobre cooperativas del Estado 
donde vaya a estar domiciliada; y en segundo, que comoquiera que 
las diversas ordenaciones nacionales han de aplicarse en las materias 
no reguladas por el Reglamento, la regulación de cada SCE concreta 
dependerá del Estado donde esté registrada la entidad en cuestión y, 
en materia de cooperativas, las legislaciones nacionales en la Unión 
Europea poseen diferencias significativas. 

1.2.  El sistema de fuentes establecido 
por el artículo 8 del reglamento SCE 

El artículo 8 del Reglamento SCE dispone que las SCE se regirán:  
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a) por lo dispuesto en el presente Reglamento; 

b) cuando el presente Reglamento lo autorice expresamente, por 
las disposiciones de los estatutos de la SCE; 

c) respecto de las materias no reguladas por el presente Regla-
mento o, si se trata de materias reguladas sólo en parte, res-
pecto de los aspectos no cubiertos por el presente Reglamen-
to: 

i. por la legislación que adopten los Estados miembros en 
aplicación de medidas comunitarias que se refieran especí-
ficamente a las SCE, 

ii. por las leyes de los Estados miembros que fuesen de apli-
cación a una sociedad cooperativa constituida con arreglo 
a la legislación del Estado miembro en el que la SCE tenga 
su domicilio social, 

iii. por las disposiciones de los estatutos, en las mismas  con-
diciones que rigen para las sociedades cooperativas consti-
tuidas con arreglo a la legislación del Estado miembro en el 
que la SCE tenga su domicilio social. 

En una primera y rápida lectura del precepto, parece claro que el 
Reglamento se encuentra en el primer nivel dentro de la jerarquía de 
fuentes. Que en un segundo nivel se sitúa el papel regulador de los 
estatutos de la SCE, aun cuando deben limitarse a aquellas materias 
respecto de las que el Reglamento lo “autorice expresamente”. En el 
último nivel, aplicables únicamente a las materias no reguladas o re-
guladas parcialmente por el Reglamento comunitario, se halla la legis-
lación específica que sobre SCE adopten los Estados miembros en 
aplicación de la normativa comunitaria, en su defecto, las leyes na-
cionales sobre cooperativas, y, por fin, y en último lugar, las disposi-
ciones estatutarias, en iguales condiciones que las cooperativas na-
cionales. 

No parece desatinado afirmar ya que este sistema de fuentes re-
sulta muy complejo. La remisión y las constantes referencias al Dere-
cho Nacional que, como será expuesto, se producen en el Reglamen-
to SCE crean un ente híbrido: no existe regulación uniforme para las 
cooperativas europeas supranacionales pues la misma dependerá del 
lugar donde se encuentre el domicilio social de la entidad. Nos halla-
mos ante uno de los puntos débiles de la regulación de la SCE ya que 
provoca que sea enormemente difícil la búsqueda de la norma aplica-
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ble a cada caso y crea inseguridad jurídica1. Para demostrarlo nos 
detendremos en algunas de las numerosas interrogantes que este 
sistema de fuentes genera2. 

A) “Lo dispuesto en el presente Reglamento” 

Como se lee en el artículo 8 del RSCE esta se regirá, en primer 
lugar, por lo dispuesto en el mismo.  Por tanto, no resulta inconve-
niente delimitar, exactamente, cuáles son las materias que regula de 
forma específica. 

En el Reglamento SCE hay una llamativa ausencia de normas de 
carácter obligatorio. La norma limita su imperatividad a aquellos ele-
mentos que quiere potenciar, dejando a la autonomía de la voluntad 
o a la legislación nacional pertinente las cuestiones que pueden crear 
problemas de uniformización3. 

En primer lugar, el Reglamento regula estrictamente: 

 

                                                           

1 Véase LAMBEA RUEDA, A.,  “Marco jurídico de la sociedad cooperativa euro-
pea”, CIRIEC nº 27, 2006, pp. 3 y ss.; ALFONSO SÁNCHEZ, R., “El desarrollo 
normativo de la sociedad cooperativa europea: problemas de implantación”, 
Boletín de la Academia Vasca de Derecho, Año 4, Nº. Extra 2, 2006 (Ejemplar 
dedicado a: La implantación del Estatuto de la Sociedad Cooperativa Europea), p. 
18; de la misma autora, “Respuesta del Ordenamiento Jurídico español ante la 
Sociedad Cooperativa Europea”, CIRIEC, nº 21, 2010, p. 6; ZENNA, F.A., “La 
Sociedad Cooperativa Europea, una ocasión perdida para la armonización y crea-
ción de un Derecho Comunitario Unitario: los problemas de implantación del 
Estatuto en España”, Anales de Derecho, nº 26, 2008, pp. 649-666, PASTOR 
SEMPERE, C., “La sociedad cooperativa europea domiciliada en España”, REVES-
CO: revista de estudios cooperativos, nº 97, 2009, p. 122. 

2 Gran parte de ellas y de las soluciones propuestas se contienen en o vienen 
sugeridas por el documento  Study on the implementation of the Regulation 
1435/2003 on the Statute for European Cooperative Society (SCE) - Contract No 
SI2.ACPROCE029211200 of 8 October 2009 -. 

3 Sobre las normas imperativas y dispositivas en el RSCE véase ESCUÍN IBAÑEZ, 
I./PARDO LÓPEZ, M.M., “Sistema de fuentes en la Sociedad Cooperativa Europea 
domiciliada en España. Importancia de los estatutos sociales” en AA.VV. (Dr. 
Alfonso Sánchez, R.), La Sociedad Cooperativa europea domiciliada en España, 

Cizur Menor (Navarra), 2008, pp. 100 y ss. 

http://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=10720
http://dialnet.unirioja.es/servlet/listaarticulos?tipo_busqueda=EJEMPLAR&revista_busqueda=10720&clave_busqueda=162403
http://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3238761
http://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3238761
http://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3238761
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a) La delimitación del tipo de sujetos que pueden acceder al mo-
delo de sociedad cooperativa europea (artículo 2.1 RSCE). Só-
lo permite acceder a este tipo social a: 1) un mínimo de cinco 
personas físicas, siempre y cuando residan al menos en dos 
Estados miembros; 2) un mínimo de cinco personas físicas y 
jurídicas que residan o estén reguladas en al menos dos Esta-
dos miembros; 3) sociedades reguladas en los ordenamientos 
de al menos dos Estados miembros; 4) por fusión de coopera-
tivas constituidas con arreglo al ordenamiento jurídico de un 
Estado miembro y con domicilio social y administración central 
en la Comunidad, si al menos dos de ellas están reguladas por 
el ordenamiento jurídico de distintos Estados miembros; 5) 
por transformación de una sociedad cooperativa constituida 
con arreglo al ordenamiento jurídico de un Estado miembro y 
con domicilio social y administración central en la Comunidad, 
siempre que haya tenido un establecimiento o una filial regu-
lada por el ordenamiento jurídico de otro Estado miembro du-
rante, al menos, dos años. 

b) La delimitación de los criterios para identificar el domicilio so-
cial y proceder a su traslado (artículos 6 y 7 RSCE). Así, para 
identificar el domicilio social el Reglamento ha optado por el 
criterio de la sede real y su traslado queda sometido a un 
complejo procedimiento básicamente previsto en el propio 
Reglamento conforme al cual no es precisa la previa disolu-
ción, liquidación y extinción de la personalidad jurídica de la 
cooperativa. 

Y al margen de los dos aspectos citados hay otros (pocos) pre-
ceptos imperativos: 

a) Variabilidad del capital social y del número de socios (artículo 
1.2) 

b) Capital suscrito mínimo de 30.000 euros (artículo 3.2) 

c) Admisibilidad en exclusiva de las aportaciones susceptibles de 
valoración económica (artículo 4.2) 

d) Carácter obligatoriamente nominativo de las participaciones 
(artículo 4.3) 

e) Prohibición de adquisición de acciones propias (artículo 4.12) 

f) Previsión de dos órganos obligatorios en la estructura interna 
de la cooperativa: la asamblea general y el órgano de admi-
nistración (artículo 36) 
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Salvando las materias señaladas, el ámbito material de regula-
ción dejado por el legislador comunitario a los estatutos y la ley na-
cional es muy amplio. Veamos. 

B) Las disposiciones de los estatutos de la SCE. 

Siguiendo el tenor literal del artículo 8 RSCE, “cuando el presente 
Reglamento lo autorice expresamente” la SCE se regulará “por las 
disposiciones de los estatutos de la SCE”. 

Parece que esta norma, mediante la mención de que debe estar 
“expresamente” autorizado, excluye que los estatutos pudieran regu-
lar lagunas normativas. Es decir, los estatutos sólo pueden disciplinar 
aquellas materias que el RSCE les permita expresamente. Como es 
obvio, esto limita la capacidad de autorregulación y hace que la orde-
nación comunitaria de la SCE sea muy rígida. 

No obstante este argumento debe matizarse: 

En primer lugar, en el RSCE las referencias explícitas e implícitas 
a los estatutos de la SCE son muy  numerosas. En segundo lugar, el 
artículo 5, párrafo 4, del RSCE  atribuye a los estatutos la capacidad 
de regular un amplio número de materias; finalmente, de acuerdo 
con el artículo 8, 1, c) del RSCE, los estatutos podrán regular aquellas 
materias que les permita la ley nacional aplicable. 

Con el fin de concretar las materias que pueden ser reguladas 
estatutariamente, aun cuando sin ánimo de exhaustividad, hemos de 
señalar que el Reglamento ha delimitado el margen de actuación de 
la voluntad de los socios de la SCE del siguiente modo: 

1. Pueden optar por un modelo de responsabilidad por las deu-
das sociales limitada a su participación en la sociedad o bien 
por uno de responsabilidad ilimitada (artículo 1.2) 

2. Pueden abrir la sociedad a terceros que se beneficien o par-
ticipen en sus actividades (artículo 1.4) 

3. Fijarán una cantidad por debajo de la cual no podrá reducir-
se el capital suscrito debido al reembolso de las participacio-
nes de los socios que dejen de formar parte de la SCE (ar-
tículo 3.4). 



LA EXCESIVA COMPLEJIDAD DEL SISTEMA DE FUENTES DE LA SOCIEDAD COOP… 
María Isabel Grimaldos / María Magnolina Pardo 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

226 

d
o
s
s
ie

r 

226 

226 
226 

4. Podrán prever que las distintas categorías de participaciones 
confieran distintos derechos en lo que respecta a la distribu-
ción de resultados (artículo 4)  

5. Fijarán el valor nominal de las participaciones de la misma 
categoría (artículo 4) 

6. Deben determinar el número mínimo de participaciones ne-
cesarias para adquirir la condición de socio (artículo 4.7) 

7. Determinan los requisitos necesarios para la cesión o trans-
misión de participaciones (artículo 4.11) 

8.  Podrán prever la admisión, en calidad de socios inversores 
(no usuarios), de personas que no tengan intención de utili-
zar o de producir los bienes y servicios de la SCE (artículo 
14) 

9. La condición de socio de una SCE podrá ser adquirida por 
personas físicas o por entidades jurídicas salvo disposición 
en contra de los estatutos (artículo 14.1) 

10. Pueden introducir causas adicionales a las previstas legal-
mente que provoquen la pérdida de la condición de socio 
(artículo 15) 

11. Establecerán las modalidades y condiciones del ejercicio del 
derecho de renuncia y fijarán el plazo para efectuar el reem-
bolso (artículo 16) 

12. Pueden reducir el porcentaje mínimo necesario para la solici-
tud de convocatoria de la Asamblea General (artículo 55) 

13. O bien para incluir nuevos puntos en el orden del día (artícu-
lo 57) 

14. Regularán algunos aspectos de la participación y representa-
ción en la asamblea general (artículo 58). 

15. Pueden prever la posibilidad de emitir el voto por correo o 
por medios electrónicos (artículo 58) 

16. O fijar las normas de quórum y de mayorías en la adopción 
de decisiones (artículo 61.3) 

17. Pueden elegir entre dos modelos de administración: monis-
ta, con un único órgano encargado de gestionar y represen-
tar a la cooperativa y otro dualista: órgano de dirección más 
órgano de control. Los estatutos deben regular su funciona-
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miento interno, número de miembros, y duración de los car-
gos (artículos 36 y ss). 

18. Pueden crear títulos distintos de las participaciones u obliga-
ciones que no atribuyan derecho de voto (artículo 64.1) 

19. Determinarán las reglas para el reparto de los excedentes 
del balance de fin de ejercicio (artículo 65). 

20. Pueden prever el pago de un retorno en proporción a las 
operaciones o servicios prestados a la sociedad (artículo 66) 

21. Pueden fijar el orden y proporción para la distribución de ex-
cedentes distribuibles o excluir la misma (artículo 67). 

Además, como se ha señalado, el artículo 5, párrafo 4, RSCE 
obliga a consignar en los estatutos las siguientes materias: 

— la denominación social, precedida o seguida de las siglas 
«SCE», y, cuando proceda, la mención «limitada», 

— el objeto social, 

— el nombre de las personas físicas y la denominación social de 
las entidades que sean socios fundadores de la SCE, con indi-
cación en este último caso del objeto y del domicilio social, 

— el domicilio social de la SCE, 

— las condiciones y procedimientos de admisión, exclusión y re-
nuncia de los socios, 

— los derechos y obligaciones de los socios y, en su caso, sus di-
ferentes categorías, así como los derechos y obligaciones de 
cada categoría, 

— el valor nominal de las participaciones suscritas, el importe del 
capital suscrito, en su caso, y la indicación de que el capital es 
variable, 

— las normas específicas relativas a los excedentes que deban 
destinarse, en su caso, a la reserva legal, 

— los poderes y competencias de los miembros de cada órgano 
de gobierno, 

— las condiciones de designación y revocación de los miembros 
de los órganos de gobierno, 

— las reglas de mayoría y quórum, 
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— la duración de la sociedad, si se trata de una sociedad de du-
ración limitada. 

La delimitación de las materias que pueden regularse vía estatu-
taria no resuelve, sin embargo, todas las cuestiones relacionadas. Una 
de las más relevantes al respecto consiste en determinar si puede 
prevalecer la cláusula estatutaria de una SCE sobre la norma impera-
tiva del Estado donde está registrada la misma. 

Puesto que la Ley Nacional está subordinada al Reglamento SCE 
uno podría concluir que, donde el Reglamento expresamente lo auto-
rice, los estatutos de la SCE podrían tener prioridad sobre la norma 
imperativa estatal del Estado donde la Sociedad estuviera registrada. 

Para interpretar el Reglamento en esta materia quizás debería 
tenerse en cuenta, con carácter previo, su artículo 9 que establece el 
“Principio de no discriminación”. A su tenor “Con sujeción a las dispo-
siciones del presente Reglamento, la SCE recibirá en cada Estado 
miembro el mismo trato que una sociedad cooperativa constituida con 
arreglo a la legislación del Estado miembro en el que la SCE tenga su 
domicilio social”. 

El “Principio de no discriminación” es un principio dispuesto como 
guía para los legisladores nacionales cuando regulen la SCE, en el 
sentido de que una SCE no debe ser discriminada respecto de las 
cooperativas creadas conforme a la ley nacional, lo cual implica que 
cuando se adopten normas nacionales para implementar la Regula-
ción comunitaria en el sentido del artículo 8.1.c. i), los Estados miem-
bros deberían aplicarles las mismas reglas, para que las SCE estuvie-
ran en pie de igualdad con las cooperativas reguladas por la ley na-
cional correspondiente. 

Pero no está claro si el principio de no discriminación actúa a la 
inversa, esto es, que los legisladores nacionales no deben otorgar a la 
SCE un tratamiento mejor que el dispensado a las cooperativas regu-
ladas por la ley nacional, sino que están obligados, en la medida en 
que sea posible, a implementar medidas idénticas a las aplicadas a las 
cooperativas nacionales. 

La respuesta debe realizarse a la luz de la jerarquía de fuentes 
contenida en el artículo 8 del Reglamento y de lo previsto en su ar-
tículo 9, el cual especifica que la exigencia de una regulación igualita-
ria es con sujeción a las normas de este reglamento. 
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En nuestra opinión, el “principio de no discriminación”, interpre-
tado a la luz del artículo 8 y las palabras del artículo 9 del RSCE, de-
bería permitir un tratamiento distinto de la SCE y de las cooperativas 
nacionales, ya más restrictivo, ya más permisivo siempre que lo per-
mita el Reglamento SCE. Esto es, cuando el Reglamento SCE se refie-
re a las cláusulas estatutarias, autorizándolas expresamente a regular 
cualquier asunto, estas han prevalecen sobre la normativa nacional 
aun cuando sea de carácter imperativo. 

Un ejemplo de ello lo ofrece el artículo 1.2. párrafo 3º del RSCE 
el cual establece que “Salvo en los casos en que los estatutos de una 
SCE dispongan otra cosa cuando ésta se constituya, cada socio sólo 
responderá hasta el límite del capital que haya suscrito. Cuando los 
miembros de una SCE tengan una responsabilidad limitada, la deno-
minación de dicha SCE deberá terminar con la mención «limitada»”. 
Esta norma permite a la SCE organizarse en forma de sociedad con 
responsabilidad ilimitada de sus socios incluso aunque la ley nacional 
sólo permitiera las cooperativas de “responsabilidad limitada”. 

Otro ejemplo significativo es el del artículo 1, párrafo 4, del 
RSCE. Conforme al mismo, “La SCE no podrá admitir que terceros no 
socios se beneficien de sus actividades o participen en sus operacio-
nes, salvo disposición en contrario de los estatutos”. 

Esto significa que, si lo autorizan los estatutos, una SCE podrá 
realizar operaciones con sujetos no miembros incluso aunque la ley 
nacional donde esté registrada no permita, explícita o implícitamente, 
realizar operaciones con no miembros. 

Un ejemplo adicional podemos encontrarlo en el artículo 45.1 
RSCE: “1. Los miembros de los órganos de la SCE serán nombrados 
por un período establecido en los estatutos, que no podrá exceder de 
seis años”. 

Si esto es así, aunque la ley nacional limite el período de dura-
ción de los órganos de la cooperativa a un plazo inferior a 6 años no 
cabría limitar la libertad de los socios cooperativistas de la SCE en 
esta materia más de lo que lo hace el RSCE. 

Y esta interpretación resulta aplicable tanto si se trata de la ley 
nacional propia de las cooperativas nacionales como si se trata de la 
ley nacional especialmente implementada para completar el RSCE. El 
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que este sea el objetivo específico de la ley nacional, no modifica el 
resultado de la interpretación mencionada. 

A pesar de lo dicho no ha de ignorarse que, en muchas ocasio-
nes, el RSCE prevé que los estatutos deberán respetar la ley nacional 
o que la SCE sólo podrá regular estatutariamente una materia si la ley 
nacional lo permite4. Es evidente que esta forma de establecer la re-
lación entre el RSCE y la ley nacional hace que la autonomía estatuta-
ria de cada SCE dependa en gran medida de lo permitido por la ley 
nacional y ello va en detrimento de la uniformidad normativa que la 
SCE necesitaría y promueve la “competición normativa” entre los sis-
temas legales nacionales. 

C) La Ley nacional. 

Respecto de las materias no reguladas por el Reglamento o, si se 
trata de materias reguladas sólo en parte, respecto de los aspectos 
no cubiertos por el Reglamento, la SCE habrá de regirse por la legis-
lación que adopten los Estados miembros en aplicación de medidas 
comunitarias que se refieran específicamente a las SCE; por las leyes 
de los Estados miembros que fuesen de aplicación a una sociedad 
cooperativa constituida con arreglo a la legislación del Estado miem-
bro en el que la SCE tenga su domicilio social; o por las disposiciones 
de los estatutos, en las mismas condiciones que rigen para las socie-
dades cooperativas constituidas con arreglo a la legislación del Estado 
miembro en el que la SCE tenga su domicilio social. 

La primera cuestión que se plantea en la interpretación del apar-
tado c) del artículo 8 del RSCE es ¿cuándo puede considerarse que 
una materia no ha sido regulada o sólo ha sido parcialmente regulada 
por el RSCE? ¿En qué casos puede considerarse que hay un vacío 
normativo sustancial en el RSCE que permita la aplicación de la ley 
nacional y en qué casos sólo habrá un vacío normativo “aparente”? 

No es fácil dar una respuesta generalmente aplicable, pues ello 
requeriría al intérprete elaborar un concepto de lo que signifique “to-
talmente regulado” respecto de lo cual nos declaramos abiertamente 

                                                           
4 V. gr. artículo 14: Cuando la legislación del Estado miembro del domicilio social 
de la SCE lo permita, los estatutos podrán prever la admisión, en calidad de so-
cios inversores (no usuarios), de personas que no tengan intención de utilizar o 

de producir los bienes y servicios de la SCE. 



LA EXCESIVA COMPLEJIDAD DEL SISTEMA DE FUENTES DE LA SOCIEDAD COOP… 
María Isabel Grimaldos / María Magnolina Pardo 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

231 

d
o
s
s
ie

r 

231 

231 
231 

impotentes, pero pondremos algunos ejemplos de las interrogantes 
que se generan: 

a) Artículo 14. “La SCE no podrá admitir que terceros no socios 
se beneficien de sus actividades o participen en sus operaciones, sal-
vo disposición en contrario de los estatutos”. 

En este supuesto no hay referencia a la ley nacional, lo cual sig-
nifica que la aplicación del RSCE no depende ni de que la ley nacional 
lo permita ni de que la ley nacional no lo prohíba. Sin embargo, se 
plantea una cuestión ¿cómo debería ser tratado el supuesto en que la 
ley nacional no impide pero limita la posibilidad de realizar actividades 
con sujetos no miembros? Verbi gratia exigiendo que predominen las 
transacciones con los socios o que las realizadas con terceros sean 
específicamente autorizadas. A veces, la ley nacional no impide las 
transacciones con terceros pero  aplica ciertos beneficios fiscales sólo 
si la actividad de la cooperativa se limita a sus socios o respeta unos 
límites en su relación con los terceros. 

Porque si, en este caso, afirmamos que el RSCE regula totalmen-
te la materia no hay lugar para la aplicación de los límites impuestos 
por la ley nacional, y la SCE podría tener relaciones con terceros no 
socios tal como permite el RSCE, si así se prevé estatutariamente. 
Pero si aseveramos que sólo la regula parcialmente, las leyes nacio-
nales que limiten o restrinjan las actividades de las cooperativas con 
terceros no socios serían plenamente aplicables también a la SCE. 

A veces la complejidad se genera por la posible existencia de un 
vacío estatutario en materias respecto de las que el RSCE se remite, 
precisamente, a lo previsto por los estatutos. Por ejemplo, la compo-
sición del órgano de administración. Esta materia está regulada por el 
RSCE en el artículo 37.4, conforme al cual:  

“Los estatutos de la SCE fijarán el número de miembros del ór-
gano de dirección o las normas para su determinación. No obstante, 
los Estados miembros podrán establecer un número mínimo, máximo 
o ambos”. 

Pues bien, ¿cómo ha de resolverse el caso en el que los estatutos 
no prevean  expresamente el número de miembros del órgano o las 
normas para su determinación? ¿Puede la ley nacional llenar esta 
laguna con sus normas imperativas? 



LA EXCESIVA COMPLEJIDAD DEL SISTEMA DE FUENTES DE LA SOCIEDAD COOP… 
María Isabel Grimaldos / María Magnolina Pardo 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

232 

d
o
s
s
ie

r 

232 

232 
232 

Una correcta solución de estas dudas requiere tener en cuenta  
que cuando el Reglamento quiere remitirse a la ley nacional para co-
regular una materia lo hace expresamente. Interpretado a contrario, 
podría afirmarse que si el Reglamento no se ha remitido específica-
mente a la ley nacional el silencio de la normativa comunitaria o de 
los estatutos a los que la misma se remite no deberían completarse 
con la ley nacional.  

Y en verdad que las remisiones a la ley nacional en el RSCE son 
constantes. Junto a la remisión genérica que el artículo 8, párrafo 1, 
c, realiza a la ley nacional, existen en el RSCE ¡ciento una¡ remisiones 
específicas a la misma, en una normativa formada por 80 artículos. 
Esto es, hay una media de 1.25 referencias por artículo. Parece ocio-
so señalar que este abuso en el mecanismo de la remisión constituirá 
una de las mayores dificultades para la efectividad de la regulación 
comunitaria sobre SCE y reducirá sus probabilidades de éxito. 

Como es evidente, la legislación nacional, pese al lugar jerárquico 
que se le otorga explícitamente en el artículo 8 juega un papel básico 
en la regulación de la SCE. Parece que, al menos, su importancia es 
semejante a la del propio Reglamento comunitario.  

No obstante, también ha de señalarse que las remisiones a la ley 
nacional no solucionan en todo caso el problema de qué ley es apli-
cable, o, al menos, de cuál lo es de forma unitaria: 

1) Las hay que se remiten a la norma de implementación que, 
obligadamente, deben promulgar los Estados Miembros. En contadas 
ocasiones, el Reglamento impone a los Estados miembros la regula-
ción de ciertos aspectos; así, la adopción de medidas para garantizar 
la liquidación de la SCE que no se regularice (artículo 73.3); estable-
cer un recurso jurisdiccional o de otro tipo adecuado contra cualquier 
acto de infracción del artículo 6 (artículo 73.4); la adopción de medi-
das adecuadas para garantizar la aplicación efectiva de este regla-
mento (artículo 78.1); la designación de las autoridades competentes 
en caso de traslado del domicilio, fusión, convocatoria de asamblea 
general o disolución (artículo 78.2).  

Pero otras veces se autoriza a los Estados Miembros a regular 
una materia mediante la fórmula “El Estado Miembro puede estable-
cer” o equivalente. En la mayoría de las ocasiones, el RSCE faculta a 
los Estados miembros para regular ciertos aspectos. Pueden, por 
ejemplo, prever que una entidad jurídica que no tenga su administra-
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ción central en la Comunidad pueda participar en la constitución de 
una SCE (artículo 2.2); imponer a las SCE registradas en su territorio 
situar la administración central y el domicilio social en el mismo lugar 
(artículo 6); hacer extensiva la protección de terceros que dispensa el 
artículo 7.7.1º también a las obligaciones nacidas o que pudieran 
nacer antes del traslado (artículo 7.7.2º); establecer la previsión de 
oposición al traslado de domicilio a otro Estado miembro por razones 
de interés público (artículo 7.14); facultar al órgano de dirección o de 
administración para modificar estatutos sin acuerdo de la Asamblea 
general en cuanto a nuevas disposiciones en materia de implicación 
de los trabajadores (artículo 11.4.2º); establecer excepciones a las 
disposiciones nacionales de desarrollo de la Directiva 89/666 (artículo 
12.2), etc. Mas estas autorizaciones generan nuevos problemas inter-
pretativos: porque si tales previsiones no han sido adoptadas por la 
ley estatal de implementación del RSCE ¿puede entenderse que ha de 
aplicarse la ley nacional de cooperativas? 

2) En otras ocasiones no resulta evidente si el Reglamento otor-
ga a los Estados Miembros la facultad de regular una materia sobre la 
SCE o sólo se refiere a la ley nacional como condición de legitimación 
de la norma estatutaria de la SCE.  Así ocurre, por ejemplo, con el 
artículo 14. 1, párrafo 2: “Cuando la legislación del Estado miembro 
del domicilio social de la SCE lo permita, los estatutos podrán prever 
la admisión, en calidad de socios inversores (no usuarios), de perso-
nas que no tengan intención de utilizar o de producir los bienes y 
servicios de la SCE”. En principio, parece que esta norma permite a 
los estatutos de la SCE la admisión de inversores no usuarios sólo si 
la ley nacional aplicable a las cooperativas nacionales lo autoriza para 
estas últimas. Sin embargo, también cabe interpretar la norma en el 
sentido de que un Estado Miembro que no dé cabida a la figura de los 
socios inversores no usuarios para sus cooperativas nacionales, puede 
implementar una norma de desarrollo del RSCE que consienta tal 
clase de socios en el seno de la SCE.  

3) Además, es frecuente que el Reglamento se remita a la ley 
nacional sobre cooperativas. 

4) Pero, en algunos supuestos, se remite a la ley nacional aplica-
ble a las sociedades anónimas (artículos 4.4; 10, 1; 11, 1; 11, 5; 12; 
etc.) 
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1.3. El futuro del RSCE: la simplificación de las fuentes 

En el artículo 79 del RSCE se dispuso que “A más tardar cinco 
años después de la entrada en vigor del presente Reglamento, la 
Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo un informe 
sobre su aplicación, junto con propuestas de modificación, si proce-
de”. 

En la Single Mark Act5, la Comisión Europea anunció la necesidad 
de “evaluar los motivos de la escasa adhesión que tiene el estatuto de 
la cooperativa europea”. A tal fin, la Dirección General de Empresa e 
Industria (en su sección de Pequeñas y Medianas Empresas –SME 
section-) creó un cuestionario electrónico a mediados de abril de 2011 
acerca del funcionamiento de la SCE.  El objeto del mismo fue permi-
tir a los interesados dar sus puntos de vista sobre las conclusiones y 
recomendaciones de un estudio externo redactado por EURICSE 6 . 
Entre los factores que dificultaban el éxito de este tipo societario el 
estudio identificó el de la complejidad del texto de Reglamento. Para 
conocimiento general de los resultados de esta consulta, la Comisión 
redactó una síntesis de las principales conclusiones obtenidas7. Entre 
ellas se señalaba como factor importante para explicar el “fracaso” de 
la SCE, la complejidad de los textos del Reglamento y la Directiva, y 
el gran número de referencias a la legislación nacional lo que consti-
tuyen, según el documento, desincentivos para los empresarios po-
tencialmente interesados en organizar su actividad a través de una 
SCE. 

Los documentos citados sirvieron como base para que en febrero 
de 2012, la Comisión Europea emitiera un informe para el Parlamento 
Europeo, el Consejo, el Comité Económico y Social Europeo y el Comi-

                                                           
5 COMUNICACIÓN DE LA COMISIÓN AL PARLAMENTO EUROPEO, AL CONSEJO, 
AL COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL EUROPEO Y AL COMITÉ DE LAS REGIONES. 
Acta del Mercado Único Doce prioridades para estimular el crecimiento y reforzar 
la confianza «Juntos por un nuevo crecimiento» {SEC(2011) 467 final} (disponi-
ble en http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2011:0206:FIN:ES:PDF) 

6  European Research Institute on Cooperative and Social Enterprises 
(http://www.euricse.eu/) 

7 Synthesis of the comments on the consultation document of the Enterprise and 
Industry Directorate-General on the results of the Study on the Implementation 
of the Statute for a European Cooperative Society (SCE) (disponible en 
http://ec.europa.eu/enterprise/policies/sme/files/public-consultation-

files/summary_replies_en.pdf) 
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té de las Regiones sobre la aplicación del Reglamento nº 1435/2003 
de 22 de julio de 2003 sobre el Estatuto para una Sociedad Coopera-
tiva Europea8. Como no podía ser de otro modo tras sus precedentes, 
este informe identificó, entre los factores negativos para el éxito de la 
implantación de este tipo societario (puntos 4.4, 5 y 6 del informe), 
los costes de organizar una SCE y la enorme complejidad del texto 
legal debido a sus numerosísimas referencias a las legislaciones na-
cionales lo que provocaba, a su vez, una gran incertidumbre sobre la 
norma aplicable a cada caso. Los interesados en el cooperativismo en 
Europa estaban de acuerdo, según el informe (punto 6), en que era 
necesario simplificar la norma para que este tipo social fuera utiliza-
do. El informe concluía en la necesidad de consultar a los interesados 
sobre “si y cómo simplificar el Reglamento SCE” (punto 9 del infor-
me). Para ello, la Comisión anunciaba que consultaría a los Estados 
Miembros y a las Organizaciones afectadas en las futuras Conferen-
cias realizadas con motivo del Año Internacional de las Cooperativas 
(2012): la primera en abril de ese año, en Bruselas; la segunda en 
septiembre, durante la presidencia de Chipre. Durante el curso de la 
primera de ellas se invitó a los interesados a presentar comentarios 
en torno a la necesidad de enmendar el Reglamento SCE.  A tal fin 
fue publicado un documento donde se recogían tres listas de artículos 
del Reglamento9: aquellos comunes con el Reglamento sobre la SE; 
aquellos donde existía una remisión a las normas nacionales sobre 
sociedades anónimas; y, por último, aquellos que se remitían especí-
ficamente a la ley nacional sobre cooperativas. El 4 de septiembre de 
este mismo año, la Comisión Europea ha publicado una síntesis de los 
comentarios recibidos sobre la necesidad de modificar el Reglamento 
SCE10 que puede servir para intuir en qué sentido se producirá la im-
prescindible reforma del RSCE para que este tipo societario tenga 
mayor éxito que el obtenido hasta ahora entre los emprendedores 
europeos. Entre las principales conclusiones derivadas de la consulta 
se lee, en primer lugar, que la gran complejidad del texto del Regla-
mento constituye un desincentivo para que los emprendedores esco-
jan esta figura, en segundo, que la única forma de tener un instru-
mento útil es adoptar un Reglamento que sea autónomo, es decir, 
independiente de las legislaciones nacionales sobre cooperativas. 

                                                           
8  
http://ec.europa.eu/enterprise/policies/sme/files/smes/1_en_act_part1_v7_en.pd
f 

9 http://ec.europa.eu/enterprise/newsroom/cf/_getdocument.cfm?doc_id=7454 

10 http://ec.europa.eu/enterprise/newsroom/cf/_getdocument.cfm?doc_id=7635 
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Sobre los tres grupos de normas acerca de las que se les consultó, los 
interesados indicaron: 

- Que sería conveniente que la regulación de la SCE fuera lo más 
autónoma posible de la referida a otras formas societarias como 
la SE, debido a los distintos fines y objetivos y, por tanto, no 
deben ser reguladas en paralelo. 

- Que habría de reducirse el número de referencias a la ley na-
cional sobre sociedad anónima y, en cualquier caso, hacer pre-
valecer la ley nacional sobre cooperativas. 

- Que la regulación de la SCE debería ser más autónoma de las 
respectivas leyes nacionales sobre cooperativas. 

 

2. LA LEY 3/2011, DE 4 DE MARZO, REGULADORA DE 

LA SOCIEDAD COOPERATIVA EUROPEA CON DOMICILIO 

EN ESPAÑA 

Es de todos conocido que la implementación del RSCE se ha rea-
lizado en España a través de la Ley 3/2011, de 4 de marzo, por la que 
se regula la Sociedad Cooperativa Europea con domicilio en España. 
Desafortunadamente, esta norma no parece responder a  todas las 
remisiones realizadas por el Reglamento comunitario y, además, es-
tablece en su artículo 1.2  una jerarquía de fuentes que bien pudiera 
generar, a su vez, nuevos problemas interpretativos que habrán de 
ser resueltos por doctrina y aplicadores del Derecho. 

Se trata de una ley esperada, habida cuenta el tiempo transcurri-
do; incompleta, pues no da respuesta a todas las remisiones realiza-
das por el Reglamento; y poco o nada fácil, dado el complicado pano-
rama legislativo sobre el que venía a proyectarse. Merecen una espe-
cial atención la Disposición Final Primera y el artículo 1, pues vienen a 
suscitar nuevas dudas en cuestión fuentes de la SCE, si es que tal 
cosa era posible. 
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2.1. La Disposición Final Primera de la Ley 3/2011: un título 
competencial necesitado de explicación  

La Disposición Final Primera parece clara y contundente en su 
redacción: “Esta Ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva 
que el artículo 149.1.6ª de la Constitución atribuye al Estado en ma-
teria de legislación mercantil, sin perjuicio de las competencias en 
materia de cooperativas de las Comunidades Autónomas”.  

Lo cierto es, sin embargo, que a estas alturas del Estado Auto-
nómico y la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional recaída en la 
concreta materia que nos ocupa, bien pudiera resultar cuando menos 
llamativo que para elaborar una norma estatal con rango de ley sobre 
cooperativas -y la SCE lo es, por mucho que se apellide europea- se 
busque un anclaje competencial nada más y nada menos que en la 
tan traída y llevada materia 6ª del artículo 149.1 de la Constitución, la 
materia “mercantil”.  

Cabría pensar, si se realiza una lectura ligera, que no parece 
existir correlación lógica entre esta Disposición Final Primera y la STC 
72/1983, de 29 de julio, en la que tiene su origen la legitimación -en 
clave constitucional- de la atribución de competencias a las CCAA en 
materia de cooperativas, o dicho de otro modo, el origen de la diver-
sidad normativa en materia de cooperativas, como consecuencia de 
ser entendido este título competencial como potencialmente asumible 
por las CCAA. 

En el origen de la discusión sobre si las cooperativas podían en-
tenderse incluidas o excluidas de la materia 6ª, legislación mercantil, 
se encuentra el largo debate doctrinal sobre la naturaleza de las mis-
mas, debate que tiene fiel reflejo en las alegaciones del Abogado del 
Estado, de un lado, y las de la representación del Parlamento Vasco y 
el Gobierno Vasco, de otro, esgrimidas en el recurso de inconstitucio-
nalidad 201/1982, promovido contra algunos preceptos de la Ley del 
País Vasco 1/1982, de 11 de febrero, sobre cooperativas.  

Para el Abogado del Estado, cuando el artículo 10.23 del Estatuto 
del País Vasco atribuía a la Comunidad Autónoma la competencia en 
materia de cooperativas “conforme a la legislación general de carácter 
mercantil”, debía partirse de un planteamiento general en el sentido 
de afirmar que el Derecho mercantil no es algo diferente al cooperati-
vo y del sobrentendido de que tal referencia era un recordatorio de 
que la competencia en relación a la legislación mercantil está atribui-
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da exclusivamente al Estado. “La conformidad con el Derecho mer-
cantil sólo puede cobrar sentido si se entiende que la legislación de 
cooperativas tiene carácter mercantil o cuando menos que esta afir-
mación vale en cuanto se reglamenta el Estatuto general de las 
cooperativas, su régimen de constitución y las relaciones comerciales 
de las mismas”, sostenía aquél. 

Por el contrario, para la representación del Parlamento Vasco, el 
derecho cooperativo tenía carácter autonómico, sin que ello significa-
se concebirlo como un compartimento estanco, pues existen zonas 
tangenciales, fronterizas y hasta comunes del derecho mercantil y 
cooperativo. Para sustentar esta postura, se evidenciaba que quien 
afirmase la naturaleza mercantil de las cooperativas y la condición de 
legislación mercantil de la normativa que regulase las mismas habría 
de concluir, necesariamente, que los distintos Estatutos, entre ellos el 
Vasco, que asignaban competencias exclusivas a las CCAA en materia 
de cooperativas eran inconstitucionales (la argumentación era impe-
cable en este sentido, pero ningún EA había sigo recurrido por incons-
titucionalidad en este aspecto). Añadía que la calificación de mercantil 
se determina ope legis por declaración formal de la ley y que, sin 
embargo, no ocurría tal con las cooperativas, en las que la regla ge-
neral es justo la contraria, de acuerdo con el artículo 124 CCom. 

En una línea muy parecida, aunque ligeramente complementaria, 
la representación del Gobierno Vasco realizaba, tras una argumenta-
ción más elaborada, una interpretación puramente literal del artículo 
10.23 EA y concluía que la materia de cooperativas era exclusiva de la 
CA. El inciso final del artículo 10.23, “de conformidad con la legisla-
ción mercantil”, para esta representación siempre, afirmaba el carác-
ter autónomo del derecho cooperativo, tanto por no encontrar en los 
cuerpos legales reguladores de las cooperativas una afirmación favo-
recedora de su mercantilidad, como porque, de otra forma, tal inciso 
carecería de virtualidad y, en fin, porque los antecedentes históricos 
permiten deducir este carácter autónomo, además de que la creación 
de cooperativas no está incluida en la legislación general mercantil. A 
través de la regulación normativa de las cooperativas no se puede, en 
ningún caso y de ahí el inciso, modificar la legislación general en ma-
teria mercantil. 

Por su parte, el Pleno del TC, en el Fundamento Jurídico 1 de la 
STC 72/1983, no pudo, no quiso o no supo resolver esta vieja disputa 
doctrinal, si bien no escapó a su comprensión que el punto de partida 
en el recurso de inconstitucionalidad era, precisamente, el tema del 
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carácter mercantil o autónomo del derecho cooperativo, en cuanto 
esta calificación tiene trascendencia para determinar el ámbito de la 
competencia asumida por la Comunidad Autónoma del País Vasco en 
su Estatuto.  

Casi como una petición de principio, sin argumentar siquiera so-
meramente, algo que sí había hecho la representación del Parlamento 
y el Gobierno Vascos, se limita a decir que la Constitución no reserva 
de modo directo y expreso competencia alguna al Estado en materia 
de cooperativas y, en consecuencia, de acuerdo con el artículo 149.3 
de la propia norma, la Comunidad tiene las competencias que haya 
asumido en su Estatuto, correspondiendo al Estado las no asumidas. 
¿Podríamos considerar esta una forma implícita de pronunciarse sobre 
la discusión en torno a la naturaleza del Derecho cooperativo, sin 
argumentar ni mencionar siquiera el problema? Porque si bien es 
cierto que no hay mención expresa a las cooperativas en las materias 
del artículo 149, tampoco la hay a las sociedades anónimas o las limi-
tadas, por poner un ejemplo evidente. La regulación de ambos tipos 
societarios se encuentra atribuida al Estado con carácter exclusivo 
porque no se duda de que ambos se hallen implícitamente incluidos 
en la locución “legislación mercantil”, o dicho de otro modo, porque 
no se cuestiona su naturaleza mercantil. Mención expresa o inexisten-
cia de la misma aparte, si las CCAA pueden asumir competencias en 
materia de cooperativas sólo puede ser posible porque el TC ha inter-
pretado que la regulación de las mismas no es legislación mercantil, 
aunque tampoco lo haya dicho expresamente. 

Por todo lo expuesto, esa Disposición Final Primera merece una 
matización, una precisión clarificadora para no inducir a error o sor-
presa. Porque la competencia del Estado para regular la materia SCE, 
en cuanto cooperativa, no puede ni pretende ampararse en una ma-
teria exclusiva (la materia 6ª) cuya interpretación por el Alto Tribunal 
justifica, precisamente, la atribución de competencias a las CCAA, 
negación implícita de la competencia estatal exclusiva. Si las coopera-
tivas tuviesen su espacio material en la legislación mercantil, reserva-
da con carácter exclusivo al Estado, las CCAA no habrían podido asu-
mir esa competencia tal como hicieron en su día con el visto bueno 
del TC. 

El Estado es competente para dictar la norma que ahora se exa-
mina, no se cuestiona esto. Y lo es porque: a) si bien la cooperativa 
(europea) sigue siendo cooperativa no incluida en la materia mercan-
til, sí se incluyen en dicha materia 6ª los aspectos relacionados con su 
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inscripción en el Registro Mercantil, por acudir al ejemplo paradigmá-
tico que no único, y b) el Estado continúa estando obligado a legislar 
para cooperativas (europeas) que realicen principalmente su actividad 
cooperativizada en Ceuta o en Melilla, así como aquellas que, domici-
liadas en territorio español y SCE españolas, por tanto, no realicen 
dicha actividad con carácter principal en una determinada Comunidad 
Autónoma, sino que desarrollen una actividad dispersa desde el punto 
de vista territorial. Ha de advertirse que el título competencial no será 
ya, en este segundo supuesto, la materia exclusiva 6ª del artículo 149 
CE.  

Quedan por supuesto a salvo y perfectamente compatibilizadas 
las competencias en materia de cooperativas propias de las CCAA, 
aunque, tememos, no estarán exentas de problemas prácticos. 

2.2. El artículo 1.2 de la Ley 3/2011: a vueltas con la debati-
da supletoriedad del Derecho estatal sobre cooperativas 

El artículo 1.2 de la Ley 3/2011 es categórico cuando remite, en-
tre otras normas, a la Ley (autonómica) de Cooperativas aplicable en 
función del lugar donde la SCE realice principalmente la actividad 
cooperativizada en los aspectos no regulados por el Reglamento (CE) 
núm. 1435/2003 del Consejo, de 22 de julio.  

Tal remisión, provocada por dicho Reglamento -que insistente-
mente acude a la legislación nacional en materia de cooperativas, 
unas veces, y faculta a los Estados miembros para regular específi-
camente aspectos relativos a la SCE, otras- resulta extremadamente 
compleja en el caso español, por tratarse de un Estado descentraliza-
do en el que la competencia legislativa en materia de cooperativas es 
asumible por los entes territoriales menores. Cuando el Reglamento 
remite a las autoridades nacionales, lo hace con pleno respeto al re-
parto competencial interno. 

No es impensable, pues, que las CCAA elaboren normas propias 
para aquellas SCE domiciliadas en su territorio a las que, en atención 
al ámbito de su actividad cooperativizada, les resulte aplicable la 
normativa autonómica. Dicha normativa autonómica sobre SCE bien 
pudiera coexistir con la normativa autonómica sobre cooperativas, así 
como con la norma estatal sobre SCE. La complejidad del sistema 
puede llegar a ser ciertamente desalentadora. 
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A) El reparto competencial entre Estado y Comunidades 
Autónomas en materia de cooperativas 

No se pretende ahora adentrarse, una vez más, en un tema tan 
complejo, discutible y discutido como pudiera llegar a resultar el pro-
nunciamiento sobre la titularidad de una determinada competencia o, 
mejor dicho, sobre la titularidad autonómica de una materia concreta 
como es la referida a sociedades cooperativas – y sociedad cooperati-
va europea por extensión. Daremos por válida la atribución compe-
tencial producida a favor de las CC.AA. y nos adentraremos directa-
mente en los problemas que pueden suscitarse como consecuencia de 
dicha atribución en el supuesto concreto que nos ocupa, la SCE.  

Esto no significa que la solución dada por la jurisprudencia cons-
titucional esté exenta de críticas, sino simplemente que, ante transfe-
rencias consumadas, no parece probable una restitución competencial 
al Estado a estas alturas11. 

No obstante, y con carácter previo, conviene indicar que, quizá 
como prolongación de lo que ocurre con la sociedad cooperativa, la 
materia “sociedad cooperativa europea” no es una materia unívoca, 
sino matizable.  No se trata de un título competencial que deba ser 
considerado compacto y atribuible, en bloque, de forma exclusiva al 
Estado o a las CCAA pues sobre dicha materia existe, de modo inevi-
table, una competencia compartida, aunque no en el modo en que 
habitualmente se utiliza esta expresión. No nos referimos ahora a la 
posible concurrencia que se produce cuando queda reservada al Es-
tado la legislación básica sobre una determinada materia y a las 
CC.AA. se les reconoce la posibilidad de asumir competencias norma-
tivas de desarrollo más detallado, ni tampoco a que la SCE sea una 
materia compartida como resultado del reparto de competencias 
normativas y ejecutivas stricto sensu entre entes territoriales de dis-
tinto nivel. 

La SCE da lugar a un título competencial compartido en función 
del aspecto concreto en cada caso desarrollado; y un ejemplo [que no 
tiene por qué ser el único], puede ilustrar lo anterior. Tomemos como 
referencia la normativa comunitaria, en particular el Reglamento (CE) 

                                                           
11 Por todos, puede consultarse al respecto la bibliografía citada por ALFONSO 
SÁNCHEZ, R., “La reforma de la legislación estatal sobre sociedades cooperativas: 
su incidencia en las Comunidades Autónomas sin ley reguladora”, La Ley, núm. 

4750, 1999, p. 4, nota a pie de página 14. 



LA EXCESIVA COMPLEJIDAD DEL SISTEMA DE FUENTES DE LA SOCIEDAD COOP… 
María Isabel Grimaldos / María Magnolina Pardo 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

242 

d
o
s
s
ie

r 

242 

242 
242 

Nº 1435/2003 del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativo al estatuto 
de la sociedad cooperativa europea (RSCE), de un lado, y la Directiva 
2003/72/CE del Consejo, de 22 de julio de 2003, por la que se com-
pleta el estatuto de la sociedad cooperativa europea en lo que respec-
ta a la implicación de los trabajadores (DSCE), de otro.  

Mientras que las remisiones que el RSCE realiza a las legislacio-
nes nacionales sobre cooperativas habrán de ser entendidas –en el 
caso español– como remisiones realizadas mayoritariamente a la le-
gislación autonómica, dada la competencia “exclusiva” de las CC.AA. 
en materia de sociedades cooperativas, la DSCE ha sido objeto de 
desarrollo mediante una ley estatal (Ley 31/2006, de 18 de octubre, 
reguladora de la implicación de los trabajadores en las sociedades 
anónimas y cooperativas europeas), por haberse considerado, quizá, 
que se trataba de un aspecto incardinado en la legislación laboral 
(artículo 149.1.7ª CE). Sin embargo, nada puede asegurar que no se 
trate simplemente de una medida de economía legislativa limitada al 
ámbito estatal y que no se tarde en comprobar cómo las distintas 
leyes autonómicas comienzan a incorporar previsiones al respecto. 

Este complejo panorama de reparto competencial en materia de 
sociedades cooperativas dificulta la determinación de la autoridad 
encargada de proceder al desarrollo del Derecho comunitario allí don-
de es requerido y produce una paradójica fragmentación intraestatal 
del pretendido mercado único europeo y un nivel de confusión de 
difícil aceptación en el régimen jurídico de las cooperativas en general 
y de la SCE en particular. 

B) La implementación del Derecho Comunitario y la com-
pleja doctrina sobre supletoriedad del Derecho estatal: apro-
ximación general al tema  

Ante la UE, los únicos responsables del cumplimiento de todas 
las obligaciones referidas a la aplicación y ejecución del Derecho co-
munitario son siempre los Estados. Resulta de todo punto lógico que 
así sea, pues los miembros de dicha organización supranacional no 
son otros que dichos Estados.  

En ese sentido se pronuncia el artículo 93 CE al afirmar que co-
rresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, según los casos, la 
garantía del cumplimiento de los tratados por los que se atribuya a 
una organización o institución internacional el ejercicio de competen-
cias derivadas de la CE, así como el cumplimiento de las resoluciones 
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emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titula-
res de dicha cesión. 

Idéntica obligación impone - ya concretamente para la SCE - el 
artículo 78.1 RSCE, al disponer que los Estados miembros adoptarán 
todas las disposiciones adecuadas para garantizar la aplicación efecti-
va del mismo.  

Quién resulte competente ad intra para dictar tales disposiciones 
en el caso de Estados descentralizados es ya una cuestión distinta a 
la de la responsabilidad. Ésta es siempre del Estado, mientras que la 
competencia para ejecutar y aplicar el Derecho comunitario pudiera 
corresponder, como con frecuencia sucede, a un órgano autonómico; 
en definitiva, a aquél al que venga atribuida conforme al reparto de 
competencias dibujado en el bloque de la constitucionalidad. Hemos 
de insistir una vez más en que la pertenencia a la UE no altera el re-
parto competencial interno entre Estado y CC.AA12, razón por la cual, 
con relación a la SCE, para dar cumplimiento a lo dispuesto por el 
artículo 78.1 RSCE, concurren los legislativos estatal y autonómicos.  

Resulta de especial interés analizar los mecanismos con los que 
cuenta el Estado para corregir los indeseables (pero posibles) incum-
plimientos o defectos en el desarrollo, ejecución y aplicación del De-
recho comunitario por parte de las CC.AA. y el debatido valor supleto-
rio de la legislación estatal en estos casos. Y hacerlo no sólo allí don-
de el RSCE realiza remisiones automáticas a la legislación nacional 
(presupuestamente ya existente, aunque también podríamos descu-
brir una laguna legal en caso de competencias asumidas por una CA 
pero todavía no desarrolladas o no ejercidas adecuadamente), sino 
también cuando remite al Ordenamiento interno atribuyéndole la “fa-
cultad de regular” determinados aspectos de la SCE domiciliada en su 
territorio o donde, en un futuro, distintas Directivas procedan, en su 
caso, a abordar la hasta ahora inexistente armonización de las legis-
laciones nacionales en materia de cooperativas de forma semejante a 
como sucede con las sociedades de capital. 

                                                           
12 Relativa a las dudas interpretativas que puedan plantearse en torno a la incor-
poración del Derecho comunitario, STC 79/1992, de 28 de mayo, especialmente 
fundamentos jurídicos (FF.JJ.) 1 y 2: “... deben resolverse exclusivamente con-
forme a las normas constitucionales y estatutarias de distribución de competen-

cias”. 
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Mucho ha cambiado en este punto concreto, desde la incorpora-
ción de España a la Comunidad Europea, la doctrina y la jurispruden-
cia del TC13, evidenciando que se trata de uno de los aspectos14 de la 
CE necesitado de reforma y solución urgente por su debilidad, tal y 
como ha señaló el Consejo de Estado en su Informe sobre Modifica-
ciones de la Constitución Española (emitido en febrero de 2006), en 
el que se recomendaba encarecidamente la incorporación al texto 
constitucional de un poder de sustitución, total o temporal, similar a 
las facultades o potestades sustitutivas existentes en el plano compa-
rado15. Mientras dicha reforma constitucional no se produzca, según 

                                                           
13 Ésta es una de las cuestiones doctrinales más polémicas en el terreno del De-
recho público y en las que la Jurisprudencia constitucional ha recibido mayores 
críticas, aunque cuente también con algunos defensores. En un primer momento, 
el TC se hizo eco de la tesis defendida por DE OTTO Y PARDO, I., “La prevalencia 
del Derecho estatal sobre el Derecho regional”, Revista Española de Derecho 
Constitucional, núm. 2, 1981, pp. 57-92. Las SSTC 118/1996 y 61/1997 marcaron 
el punto de inflexión y sirvieron para dividir a la doctrina, acaso de modo irrecon-
ciliable. Ambas incorporan sendos votos particulares en los que se llega a hablar 
de “federalización del Estado autonómico”. Para quienes, en lo esencial, se adhie-
ren a la posición de DE OTTO, vid. por todos TAJADURA TEJADA, J., La cláusula 
de supletoriedad del Derecho estatal respecto del Derecho autonómico, Biblioteca 

Nueva, Madrid, 2000. Para los partidarios de la “transitoriedad” de la cláusula de 
supletoriedad del Derecho del estatal, postura que parece haber hecho suya el 
TC, vid. por todos LASAGABASTER HERRARTE, I., Los principios de supletoriedad 
y prevalencia del Derecho estatal respecto del Derecho autonómico, Civitas, Ma-
drid, 1991. 

14 De los dos tipos de incumplimiento en que pueden incurrir las CC.AA. respecto 
al Derecho comunitario - en el desarrollo normativo propiamente dicho o en su 
mera ejecución o aplicación - el TC ha tenido ocasión de pronunciarse en nume-
rosas ocasiones sobre el primer aspecto y es precisamente en ese punto concreto 
donde se aprecia una clara evolución jurisprudencial. No nos detendremos en los 
mecanismos de que dispone el Estado español para corregir incumplimientos en 
la ejecución y aplicación del Derecho comunitario por parte de las CC.AA. Tan 

sólo una precisión: como alternativas previstas en el texto constitucional para 
corregir incumplimientos en la ejecución/aplicación del Derecho comunitario por 
parte de las CC.AA., la doctrina menciona los mecanismos ordinarios de control 
contenidos en el artículo 153 CE allí donde resulten aplicables, el mecanismo 
extraordinario y extremo previsto en el artículo 155 CE, hasta ahora nunca em-
pleado, y las posibles fórmulas adicionales de control estatal sobre la actividad 
autonómica adoptadas al amparo del artículo 93 CE. BAÑO LEÓN, J. M., “La eje-
cución autonómica del Derecho comunitario ante el Tribunal Constitucional”, 
Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 62, 1989, pp. 259-268; OR-
TEGA ÁLVAREZ, L., “El artículo 93 de la Constitución como título estatal de com-
petencia concurrente para los supuestos incumplimientos autonómicos de las 
obligaciones comunitarias”, Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 
55, 1987, pp. 353-369. No obstante, también en estos aspectos podría suscitarse 

un profundo debate doctrinal con el principio de competencia como eje central. 
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el Consejo de Estado, la cláusula de supletoriedad del Derecho estatal 
prevista en el artículo 149.3 CE resulta a todas luces insuficiente para 
cumplir esta función, entre otras razones – y al margen de la evolu-
ción experimentada por la jurisprudencia constitucional - porque lo 
exigido por el Derecho comunitario es la aplicación efectiva, en térmi-
nos generales, y la cláusula de supletoriedad del artículo 149.3 in fine 
CE está diseñada como potestad legisferente, pero no de ejecución.  

En efecto, además de insuficiente en el sentido apuntado, la ju-
risprudencia constitucional ha ido progresivamente evolucionando y 
ampliando los límites de dicha cláusula de supletoriedad, restándole 
así operatividad16. En un principio, en la que ha sido denominada 
“fase embrionaria” del Estado de las Autonomías, la cláusula de su-
pletoriedad del Derecho estatal fue potenciada por la jurisprudencia 
constitucional, pero superada esa fase inicial, el principio de compe-
tencia se ha convertido en la regla determinante a la hora de articular 
las relaciones entre Estado y CC.AA. 

En su STC 118/1996, de 27 de junio [reafirmada posteriormente 
por la STC 61/199717, de 20 de marzo], el TC revisa y “radicaliza” 

                                                                                                                                   
15 El Estado, último responsable de la correcta ejecución del Derecho comunitario, 
debe contar con mecanismos para hacer frente a tal compromiso, conciliando, 
además, las necesidades de eficacia y uniformidad en su aplicación. Ello ha oca-
sionado la inclusión en algunas Constituciones de los Estados miembros de me-
canismos que permiten a las instituciones centrales del Estado adoptar cuantas 
medidas resulten necesarias para suplir la inactividad de los entes territoriales de 
ámbito inferior que no den cumplimiento a sus obligaciones resultantes del Dere-
cho comunitario (artículo 23.d.5 de la Constitución austriaca, con poder de susti-
tución total en todas las competencias, especialmente las legislativas; artículo 
169 de la Constitución belga, sustitución temporal; artículo 117 de la Constitución 
italiana, con su denominada potestad sustitutiva). Informe del Consejo de Estado 
sobre Modificaciones de la Constitución Española, febrero de 2006, especialmente 
pp. 122-124. 

16 TAJADURA TEJADA, J. y RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, J. M., “La cláusula de 
supletoriedad en la jurisprudencia constitucional”, Revista Vasca de Administra-
ción Pública, núm. 56, 2000, pp. 297-331. 

17 Ambas sentencias han recibido muy duras críticas por parte de la doctrina: 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., “El desconcertante presente y el imprevisible y 
preocupante futuro del Derecho urbanístico español”, Revista Española de Dere-
cho Administrativo, núm. 94, 1997, pág. 189-201; GARCÍA DE ENTERRÍA CA-
RANDE, E., “Una reflexión sobre la supletoriedad del Derecho del Estado respecto 
del de las Comunidades Autónomas”, Revista Española de Derecho Administrati-
vo, núm. 95, 1997, pp. 407-416; LÓPEZ AGUILAR, J. F., “La aporía constitucional 
de la supletoriedad del Derecho del Estado”, Revista Vasca de Administración 
Pública, núm. 51, 1998, pp. 79-95. Crítico, pero intentando buscar una respuesta 
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posiciones anteriormente mantenidas 18  y expresamente excluye la 
competencia básica del Estado sobre una materia como soporte para 
dictar normas de carácter meramente supletorio. El artículo 149.3 in 
fine CE no puede ser entendido como una cláusula universal de atri-
bución de competencias. La supletoriedad no puede emplearse como 
un vehículo para conferir mayor ámbito de aplicación a la ley del Es-
tado. 

Un sector de la doctrina ha sido profundamente crítico con esta 
concreta Jurisprudencia del TC. El artículo 149.3 CE ofrece las reglas 
para articular la relación entre los ordenamientos del Estado y las 
CC.AA. Al haber establecido el TC que sólo podrán tener carácter su-
pletorio las normas estatales dictadas en materia de su competencia y 
que es función del aplicador, nunca del legislador, determinar la su-
pletoriedad, el Alto Tribunal ha realizado una desafortunada y errónea 
interpretación de la cláusula de supletoriedad que conduce a la ruptu-
ra de la unidad del ordenamiento jurídico y que pudiera incluso ser 
calificada de “mutación constitucional”19. 

                                                                                                                                   
razonable a las exigencias de unidad y plenitud del Ordenamiento jurídico: TAJA-
DURA TEJADA, J., “La redefinición del modelo autonómico a partir de la STC 
61/1997 y el nuevo concepto de supletoriedad”, Revista Española de Derecho 
Constitucional, núm. 78, 2006, pp. 151-184. 

18 Vid. LASAGABASTER HERRARTE, I., “El principio de supletoriedad: comentario 
a la STC 147/1991, de 4 de julio”, Revista Vasca de Administración Pública, núm. 
31, 1991, pp. 261-274. De la cláusula de supletoriedad del artículo 149.3 in fine 
CE se desprenden dos conclusiones: a) la supletoriedad del Derecho estatal ha de 
ser inferida por el aplicador del Derecho autonómico mediante el uso de las re-
glas de interpretación pertinentes; b) el Estado no puede dictar normas con efi-
cacia meramente supletoria en materias sobre las que carece de todo título com-
petencial, para incidir en la reglamentación jurídica de sectores materiales en los 
que el Estado carece de todo título competencial que justifique dicha reglamenta-
ción. Esto es, no puede apoyarse en la regla de la supletoriedad para dictar tales 
normas, por no constituir una cláusula universal atributiva de competencias. 
Deben considerarse viciadas de incompetencia y nulas las normas que el Estado 
dicte con el único propósito de crear Derecho supletorio del de las CC.AA. en 
materias que sean de la exclusiva competencia de éstas. STC 147/1991, de 4 de 
julio, especialmente FJ 7. Todo lo dicho se entendía, sin embargo, compatible con 
la posibilidad de que el Estado dictase normas de carácter meramente supletorio 
allí donde ostentase competencias en la materia, aunque fuese para regular lo 
básico.  

19 TAJADURA TEJADA, J., “Un problema no resuelto: la cláusula de supletoriedad 
del Derecho estatal”, Anuario Jurídico de La Rioja, núm. 6-7, 2000-2001, pp. 205-

236, especialmente pp. 205-212. 
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No obstante, algunos autores, críticos en general con esta “jubi-
lación del Estado legislador-supletorio”, se cuestionaron en su mo-
mento si la misma tenía un alcance absoluto o si, por el contrario, el 
Estado conservaba facultades constitucionalmente permitidas en el 
terreno de la ejecución del Derecho comunitario europeo 20  y, por 
tanto, debía entenderse vigente en términos de “conservación” la 
doctrina sentada en la STC 79/1992, de 28 de mayo21. Según la doc-
trina constitucional establecida en dicha sentencia, la cláusula de su-
pletoriedad del Derecho estatal no constituye una cláusula universal 
atributiva de competencias, pero sí justificaría la adopción por parte 
del Estado de las disposiciones normativas precisas para garantizar el 
cumplimiento del Derecho derivado europeo a falta de actividad nor-
mativa autonómica22.  

De ser así, habría que considerar el artículo 93 CE no como un 
mero precepto de índole orgánico-procedimental23, sino como un títu-
lo competencial específico, manifestación concreta en el ámbito co-
munitario de la competencia atribuida al Estado en política exterior 
por el artículo 149.1.3ª CE, a la luz del cual debe ser interpretada la 
cláusula de supletoriedad del 149.3 CE. La restricción del alcance de 

                                                           
20 “Uno de los posibles argumentos en favor de la doctrina del TC negando cober-
tura a la legislación básica, a saber, la supuesta presión que el Estado estaría 
ejercitando sobre las CC.AA., obligándolas a activar sus poderes normativos para 
desplazar el Derecho estatal, incluso frente a una pretendida voluntad autonómi-
ca de desregulación del sector en cuestión – fácilmente salvable, por lo demás, 
con una simple manifestación positiva de las CC.AA. en el sentido de no querer 
regular aquello para lo que son competentes, rodeando así de seguridad jurídica 
el desplazamiento del Derecho supletorio estatal por el aplicador del Derecho 
autonómico -, no sería trasladable al terreno de la obligada ejecución del Derecho 
comunitario, en particular las Directivas”. ALONSO GARCÍA, R., “Supletoriedad del 
Derecho estatal y ejecución del Derecho comunitario”, Gaceta Jurídica de la C.E. 
y de la competencia, boletín 123, mayo 1997, pp. 1-4, p. 2-3. 

21 Sobre la STC 79/1992, BUSTOS GISBERT, R., “Competencias legislativas con-
currentes, garantía del cumplimiento del Derecho Comunitario y ejecución interna 
del Derecho derivado europeo”, Revista Española de Derecho Constitucional, 
núm. 37, enero-abril 1993, pp. 215-234. 

22 “De otro lado, el Estado no puede ampararse por principio en su competencia 
exclusiva sobre las relaciones internacionales (art. 149.1.3ª CE) para extender su 
ámbito competencial a toda actividad que constituya desarrollo, ejecución o apli-
cación de los Convenios y Tratados internacionales y, en particular, del Derecho 
derivado europeo (…) Dicho lo cual, tampoco cabe ignorar “la necesidad de pro-
porcionar al Gobierno los instrumentos indispensables para desempeñar la fun-
ción que le atribuye el art. 93 CE”, STC 79/1992, FJ 1.  

23 Como afirmaba la STC 28/1991, de 14 de febrero, FJ 4. 
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la supletoriedad del Derecho estatal realizada por las SSTC 118/1996 
y 61/199724 no operaría en el terreno de la ejecución del Derecho 
comunitario. En este supuesto, la capacidad del Estado para dictar 
normas innovadoras de carácter supletorio estaría plenamente justifi-
cada, según STC 79/199225.  

Tampoco esta interpretación sobre el alcance de la cláusula de 
supletoriedad en el ámbito comunitario parece haber sido acogida por 
la jurisprudencia constitucional26. No se puede ignorar que la STC 
195/1998, de 1 de octubre, no ofrece precisamente un argumento a 
favor de la posición anteriormente sugerida por un determinado sec-
tor doctrinal. En el conocido como caso de las Marismas de Santoña y 
Noja [pese a existir una condena contra el Reino de España impuesta 
por Sentencia de 2 de agosto de 1993 del Tribunal de las Comunida-
des Europeas al no haber clasificado las Marismas como zona de pro-
tección especial y no haber adoptado las medidas adecuadas para 
evitar la contaminación o el deterioro de los hábitats de dicha zona] el 
TC declaró inconstitucional la Ley 6/1992 por entender que la “activi-
dad administrativa de delimitación del ámbito territorial al que se ex-
tiende la Reserva Natural de Santoña y Noja es competencia de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria”.  

Pese a estar implicados intereses y perjuicios que trascendían el 
plano nacional, como expresamente se reconoce en la STC 195/1998 
(FJ 5), el Alto Tribunal no reconoció validez a la “intervención supleto-

                                                           
24 La STC 118/1996 se limitaba a negar la capacidad del Estado para fijar el pre-
tendido carácter supletorio de la legislación estatal. La STC 61/1997, apenas un 
año más tarde, daba el siguiente paso y declaraba la inconstitucionalidad de las 
normas así dictadas.  

25 Resulta decisivo para el aspecto que nos ocupa el FJ 3, especialmente los pá-
rrafos 3º y 4º, de la STC 79/1992. 

26 Si la jurisprudencia del TC sobre la supletoriedad del Derecho estatal es critica-
ble, en el ámbito comunitario, además de criticable puede ser calificada de confu-
sa e incluso contradictoria, como tendremos ocasión de comprobar. La lectura de 
las distintas SSTC permite argumentar en cualquier dirección, en función de los 
extractos seleccionados. Como ejemplo de lo dicho, vid. LASAGABASTER HE-
RRARTE, I., “La interpretación del principio de supletoriedad y su adecuación a 
los principios constitucionales rectores del estado de las autonomías”, Revista 
Española de Derecho Constitucional, núm. 5, 1999, pp. 43-76, especialmente pp. 
63-66 y 68, en las que entiende superada la doctrina sentada en la STC 79/1992 
por la STC 80/1993, FJ 3. Este autor tampoco admite el juego de la supletoriedad 
del Derecho estatal en el ámbito comunitario, apoyándose en argumentos, en 
ocasiones, insuficientes, tales como que el incumplimiento raramente procede de 

las CC.AA. 
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ria”27 del Estado orientada a remediar una situación de responsabili-
dad internacional.  

Una primera interpretación parece sugerir que la cláusula de su-
pletoriedad del artículo 149.3 CE ha quedado definitivamente conver-
tida en un “residuo testimonial” en el ámbito comunitario, de reducida 
operatividad práctica, por no decir nula.  

Con todo, la STC 195/1998 es una sentencia que merece una lec-
tura minuciosa y detallada. En sus fundamentos jurídicos, en ningún 
momento aparece citado el artículo 149.3 CE, ni el alcance de la cláu-
sula de supletoriedad es interpretado, dando por hecho que no resul-
ta aplicable. La argumentación jurídica queda constreñida a una cues-
tión puramente competencial sobre las materias medio ambiente y 
espacios naturales protegidos. 

Se observa también que se trata de una sentencia “prospectiva” 
o de “inconstitucionalidad diferida”. Al margen del debate doctrinal en 
torno a este tipo de sentencias [que supera el objeto del presente 
trabajo] lo que para algunos autores parece un paliativo o una alter-
nativa a la (¿pacífica?) nueva jurisprudencia sobre supletoriedad 28 
produce casi idénticos efectos prácticos que ésta: dado que los efec-
tos de nulidad habitualmente ligados a la declaración de inconstitu-
cionalidad quedan diferidos en el tiempo hasta el momento en que la 
CA competente ejercite válidamente su competencia, no parece que 
existan grandes diferencias –insistimos, a efectos puramente prácti-
cos– respecto a la excepcional intervención estatal supletoria en el 
ámbito comunitario, pues también aquí el Derecho estatal es “despla-
zado” cuando la CA competente finalmente actúa. 

                                                           
27 Intervención realizada al amparo de una determinada interpretación, ya co-
mentada, del artículo 149.3 CE. 

28 ALONSO GARCÍA, R., “Actividad judicial v. inactividad normativa (El Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas frente al déficit normativo de las Institu-
ciones y de los Estados miembros), Revista de Administración Pública, núm. 151, 
enero-abril 2000, pp. 77-132, p. 96. También TEJEDOR BIELSA, J. C., “Inconsti-
tucionalidad y nulidad demorada, ¿paliativo a la nueva jurisprudencia sobre su-
pletoriedad? La STC 195/1998, de 1 de octubre”, Civitas. Revista Española de 
Derecho Administrativo, núm. 101, enero 1999, pp. 117-126; ALONSO GARCÍA, 
R., LOZANO CUTANDA, B., y PLAZA MARTÍN, C., “El medio ambiente ante el 
Tribunal Constitucional: problemas competenciales y ultraeficacia protectora”, 

Revista de Administración Pública, núm. 148, enero-abril 1999, pp. 99-132. 
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El panorama para un observador puede llegar a resultar tremen-
damente complejo. Afirma la STC 33/2005 (FJ 3) que no cabe ignorar 
la necesidad de proporcionar al Gobierno los instrumentos indispen-
sables para desempeñar la función que le atribuye art. 93 CE y de ahí 
deduce una imprescindible interpretación sistemática de los preceptos 
constitucionales, máxime en materias de competencia compartida o 
concurrente entre Estado y CC.AA. También afirma en su FJ 4 que 
“prestar atención a cómo se ha configurado una institución por la 
normativa comunitaria puede ser no sólo útil, sino incluso obligado 
para proyectar correctamente sobre ella el esquema interno de distri-
bución competencial, máxime cuando la institución o las técnicas so-
bre las que versa la disputa carecen de antecedentes en el Derecho 
interno”. 

Algunos de los argumentos apuntados en el razonamiento de los 
votos particulares parecen muy clarificadores de la cuestión. En gene-
ral, no se disiente de los fundamentos jurídicos aducidos en la sen-
tencia, sino más bien de la selección y combinación de los mismos 
para llegar a un fallo que no se comparte. Esa misma doctrina citada 
habría permitido llegar en ese caso concreto a un fallo contrario, 
siempre según el magistrado disidente29.  

También se insiste en que la denominada en ocasiones “conexión 
comunitaria” (STC 79/1992) obliga a efectuar precisiones y matiza-
ciones y permitiría considerar ciertos supuestos como excepcionales30 
y esencialmente distintos de los supuestos estrictamente internos. 

Igualmente, se entiende que la jurisprudencia del TC sobre la in-
constitucionalidad de la legislación estatal que invada competencias 
autonómicas queda indefectiblemente modulada y matizada cuando 
se proyecta sobre materias de competencia compartida o cuando lo 
hace sobre supuestos tremendamente complejos, pero reales, en los 

                                                           
29 Voto particular a la STC 33/2005, de 17 de febrero. 

30 “En virtud de lo dispuesto en el segundo inciso del artículo 93 CE, en relación 
con el artículo 149.1.3ª CE, debe matizarse que el Estado debe conservar, por 
regla general, competencias de ejecución o, al menos, un ámbito de facultades 
(de) supervisión y garantía que se deben diferenciar dentro del bloque de compe-
tencias de ejecución que correspondan a las Comunidades Autónomas”. Esa 
precisión aparecería fundamentada en la atribución constitucional al Estado, ex 
artículo 149.1.3 CE, de la responsabilidad o respuesta última en materia de rela-
ciones internacionales (Gesammtverantwortung). Voto particular a la STC 

33/2005, de 17 de febrero. 
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que se produce más bien una confluencia y solapamiento de compe-
tencias diferenciadas31. 

Debe añadirse que también pudieran presentarse ciertas diferen-
cias según nos hallemos ante un caso de competencias legislativas o 
ejecutivas. 

C) La Ley 3/2011: a vueltas con la supletoriedad del De-
recho estatal 

Por todo lo anteriormente apuntado, se ha de ser extremada-
mente cuidadoso al extrapolar la abundante jurisprudencia sobre títu-
los competenciales y supletoriedad a la problemática de la SCE y de 
las cooperativas en general.  

Conforme a la jurisprudencia constitucional, ha de entenderse 
que la clave de que el Derecho estatal pueda cumplir una función de 
Derecho supletorio [tanto para integrar lagunas de los Ordenamientos 
autonómicos como para dar cumplimiento a las exigencias impuestas 
por la pertenencia a la UE] estriba en el título competencial al amparo 
del cual se elabore dicho Derecho estatal.  

En la materia cooperativa, el título competencial existe, bien es 
verdad que tremendamente limitado: el Estado conserva competencia 
exclusiva para legislar para aquellas cooperativas que desarrollen su 
actividad cooperativizada en el territorio de varias CC.AA. (cooperati-
vas transautonómicas), excepto cuando en una de ellas se desarrolle 
con carácter principal, así como para las que realicen principalmente 
su actividad cooperativizada en las ciudades de Ceuta y Melilla (terri-
torios sin potestad legislativa)32. La legislación estatal sobre coopera-
                                                           
31 Voto particular a la STC 35/2005, de 17 de febrero. 

32 Artículo 2 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas (LCoop). LASA-
GABASTER HERRARTE, I., “La interpretación del principio de supletoriedad y su 
adecuación a los principios constitucionales rectores del estado de las autono-
mías”, est. cit., p. 73, resta importancia al caso de Ceuta y Melilla, pero no ofrece 
respuesta alguna a la pregunta de quién resulta, entonces, competente para 
legislar para ambas ciudades autónomas, dado que ellas no pueden hacerlo. 
Ceuta y Melilla son tan territorio español como las CC.AA. y las Cortes Generales 
son las competentes para legislar, permitiendo así la producción de Derecho 
válido en un amplísimo elenco de títulos competenciales. En este sentido, vid. 
TAJADURA TEJADA, J., “Cortes Generales y supletoriedad del Derecho estatal”, 
Revista de las Cortes Generales, núm. 50, 2000, pp. 83-116; TAJADURA TEJADA, 

J., “Un problema no resuelto: la cláusula de supletoriedad del Derecho estatal”, 
est. cit., p. 223. 
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tivas es, por tanto, Derecho válidamente producido conforme a los 
postulados del principio de competencia y no es, bajo ningún concep-
to, Derecho legislado con la única intención de ser Derecho supleto-
rio, algo no permitido por el ordenamiento constitucional. 

De la combinación de ambos argumentos [esto es, a) la conve-
niencia de interpretar y modular en cada caso concreto la cláusula de 
supletoriedad del art. 149.3 CE a la luz del principio de competencia y 
las exigencias del art. 93 CE, de un lado; y b) la consideración de la 
Ley 3/2011, de 4 de marzo, de la Sociedad Cooperativa Europea con 
domicilio en España como Derecho válidamente producido conforme 
los postulados de dicho principio de competencia y no con la única 
intención de elaborar Derecho supletorio, de otro] cabe colegir que en 
materia de SCE, allí donde el Derecho comunitario remita a las legis-
laciones autonómicas (imponiendo la obligación de desarrollo), el 
Derecho estatal puede ser entendido como Derecho supletoriamente 
aplicable en lo relativo a cooperativas en sentido estricto (esto es, sin 
incluir, de nuevo por mantenernos en el ejemplo, los artículos relati-
vos a la inscripción en el Registro Mercantil., de aplicación directa por 
carecer de competencia en la materia las CCAA), siempre que resulte 
necesario ante la existencia de una laguna en el Derecho autonómico, 
obviamente. Y es Derecho aplicable en primer grado para Ceuta y 
Melilla, parte del territorio estatal. 

La postura aquí sostenida, naturalmente, no está exenta de 
complicaciones y matices prácticos, pues se han de distinguir los su-
puestos en los que el Derecho comunitario imponga una “obligación” 
de aquéllos otros en los que simplemente “faculte”. En este segundo 
caso, tal vez, la aparente laguna en el ordenamiento autonómico, 
resultado de la inactividad, no deba ser entendida como tal, sino co-
mo voluntad de no regular (anomia) específicamente la SCE, en cuyo 
caso parece que no debiera procederse a la aplicación supletoria del 
Derecho estatal. En este caso, bien pudiera entenderse que el Legis-
lador autonómico opta por no introducir diferencias entre la SCE y la 
cooperativa “local”. Queda así patente la enorme dificultad de inter-
pretación que puede llegar a pesar sobre el aplicador del Derecho33. 

                                                           
33 Sobre la distinción entre lagunas y anomias, vid. LASAGABASTER HERRARTE, 
I., “La interpretación del principio de supletoriedad y su adecuación a los princi-
pios constitucionales rectores del estado de las autonomías”, est. cit., especial-
mente  pp. 50-51, 54 y 75. Partiendo de lo afirmado en la STC 118/1996, FJ 8 
(“El presupuesto de la supletoriedad de la cláusula del 149.3 CE no es la ausencia 
de regulación, sino la presencia de una laguna detectada como tal por el aplica-
dor del Derecho”), este autor entiende que una opción legítima del legislador 
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Del mantenimiento de esta tesis sobre la supletoriedad del Dere-
cho estatal para integrar lagunas autonómicas en la regulación de la 
SCE podría, por otro lado, resultar una paradoja: que la solución res-
pecto a la función de supletoriedad cumplida por el Derecho estatal 
para la SCE no fuese exactamente la misma que para las sociedades 
cooperativas “nacionales”. La doctrina ha alumbrado posibilidades 
múltiples para esta cuestión34.  

No obstante, otra posible interpretación de la jurisprudencia 
constitucional citada [interpretación que encierra la necesidad de res-
petar el título competencial para que el Estado pueda legislar con 
validez respetando el orden constitucional], permite entender que si 
dicho título existe, aunque muy limitado territorialmente (reducido a 
mínimos), el Derecho así producido puede ser aplicado supletoria-
mente allí donde los ordenamientos autonómicos presenten lagunas 
necesitadas de integración. Será ya un problema de interpretación, 
integración y prelación de fuentes, pero no de constitucionalidad.  

Debe insistirse y destacarse, en todo caso, que: a) la integración 
lógica de esas hipotéticas lagunas se realizará, casi con toda seguri-
dad, acudiendo en primer lugar al Derecho autonómico sobre coope-
rativas, lo que significa, además, igualdad de trato entre las coopera-
tivas europeas y las locales; b) sólo en el caso de laguna no integra-
ble de ese modo se acudirá al Derecho estatal sobre SCE; y c) la con-
sideración de una determinada norma o incluso la totalidad de un 
Ordenamiento como “supletorio” no prejuzga ni el orden de prelación 
por ellos ocupado en el sistema de fuentes ni que sea necesariamente 
aplicado, esto es, la condición de supletoria de una norma puede ser 
algo “testimonial”, a modo de llave de cierre del sistema, nunca apli-
cada como tal. 

                                                                                                                                   
competente es tanto regular como no regular una materia. Distingue entre lagu-
na y anomia o voluntad de no regular. Cabe, tal vez, responder a este plantea-
miento [que en esencia es compartido] que, en ausencia de una norma que ex-
plicite la voluntad de no regular por parte del legislador competente, será tam-
bién el aplicador del Derecho el encargado de detectar o considerar como tal las 
posibles anomias, igual que sucede con las lagunas, y será el aplicador quien, en 
definitiva, resuelva si se está ante una laguna o una anomia (no debe ignorarse 
que la ausencia de norma aplicable puede ser debida al retraso y no a la voluntad 
de no regular). 

34 Sobre las distintas formas en que el Derecho estatal sobre cooperativas puede 
integrar o suplir el Derecho autonómico, sintéticamente: ALFONSO SÁNCHEZ, R., 
“La reforma de la legislación estatal sobre sociedades cooperativas: su incidencia 

en las Comunidades Autónomas sin ley reguladora”, est. cit., pp. 2-3. 
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Como es sabido, aunque parco en su expresión y abundantemen-
te interpretado, el artículo 149.3 in fine CE ofrece una cláusula de 
cierre del sistema y es el instrumento para reducir a unidad35 la com-
pleja realidad jurídica de los Estados pluriordinamentales, complejidad 
que en ningún caso puede servir de excusa o justificación para una 
laguna y la consiguiente falta de respuesta. El lugar que ocupe el 
Derecho estatal en el “sistema de prelación de fuentes autonómicas” 
es también una cuestión que habrá de ser dilucidada en cada caso 
concreto y que no necesariamente habrá de ofrecer en todos los or-
denamientos autonómicos la misma respuesta. 

No obstante esa función supletoria ahora propuesta para la Ley 
3/2011, parece evidente que la mejor solución para evitar o, más 
exactamente, reducir posibles dudas sobre la eventual existencia de 
lagunas y su integración con Derecho autonómico o estatal es la ela-
boración por parte de las CCAA de sus propias leyes de SCE. Esta 
opción pospone el problema de la supletoriedad, lo minimiza o aplaza, 
pero ni evita que el mimos se pueda plantear in extremis, ni impide 
entonces la aparición de nuevos problemas: el posible trato diferen-
ciado o desigual entre SCE y cooperativas locales, abriéndose de ese 
modo un debate de sobre la constitucionalidad de dichas medidas, 
sobre cuya solución no adelantamos en ningún caso respuesta algu-
na, de un lado, y la creciente complejidad e hipertrofia normativa de 
tintes en ocasiones miméticos que padece la regulación de las coope-
rativas en el Estado español, de otro. 
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RESUMEN 

La irrepartibilidad del fondo de reserva obligatorio entre los socios se explica por 
los objetivos de marcada proyección social que persiguen las sociedades coopera-

tivas. Sin embargo, estos planteamientos clásicos presentan cada vez más excep-

ciones. En este aspecto, se ha pasado de la irrepartibilidad absoluta a la irrepartibi-
lidad con excepciones; en unos casos, para que las cooperativas puedan afrontar 

los retos empresariales a los que tienen que hacer frente; en otros, por razones de 
justicia (socios de cooperativa en liquidación que proyecten ingresar en otra 

cooperativa) y, en otros, simplemente, para evitar que la irrepartibilidad absoluta 

no se convierta en un elemento desincentivador para la constitución de cooperati-
vas. En este trabajo pretendemos fijar nuevas pautas para su regulación.   

 
PALABRAS CLAVE 

El Fondo de reserva obligatorio; cooperativa en  liquidación; contabilidad; sociedad 
cooperativa. 

 

 
 

ABSTRACT 

The non-distributable nature of compulsory reserve funds among partners is ex-

plained by the strong outreach objectives pursued by cooperative societies. How-

ever, there are increasingly more exceptions to these traditional approaches. In 
this respect, there has been a shift from absolute distributability to distributability 

with exceptions; in some cases, to enable cooperatives to meet the business chal-
lenges they have to face; in some others, for reasons of justice (partners of a co-

operative in liquidation planning to join another cooperative) and, in others, simply 
to prevent absolute non-distributability from becoming a factor that discourages 

new cooperative formation. In this paper, we seek to set new standards for its 

regulation. 

 

KEY WORDS 

Compulsory reserve fund, cooperative in liquidation, accounting, cooperative socie-

ty. 
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1. INTRODUCCIÓN 

El Fondo de Reserva Obligatorio –FRO-, equivalente a la reserva 
legal de la sociedad anónima, tiene gran importancia en una sociedad 
de capital variable como la cooperativa, ya que por su estabilidad 
favorece la conservación y el desarrollo de las actividades empresaria-
les de la sociedad (así, LLOBREGAT, 1990, 362). Además, no puede 
olvidarse su finalidad de garantía, puesto que con la reserva obligato-
ria deberán compensarse las pérdidas si no existen otras reservas 
disponibles. 

Estas ideas se reflejan en las distintas Leyes cuando señalan que 
el FRO, destinado a la consolidación, desarrollo y garantía de la 
cooperativa, es irrepartible entre los socios (art. 55.1 LCOOP, art. 
68.1 LCPV, art. 62.1 LCCV, art. 64 LCEEx, o art. 62.1 LCCM). 

El propio legislador tributario incentiva su dotación cuando en el 
art. 16.5 LRFC dispone que: «A efectos de liquidación, la base de 
liquidación correspondiente a uno u otro tipo de resultados (coopera-
tivos y extracooperativos) se minorará en el 50 % de la parte de los 
mismos que se destinen, obligatoriamente, al fondo de reserva obli-
gatorio». 

Otro aspecto previo a destacar es su no vinculación a inversiones 
concretas. La cuantía del FRO no permanecerá inmóvil en una cuenta 
bancaria, sino que será utilizada libremente por los administradores 
en el tráfico normal de la entidad para la adquisición de bienes o para 
que sean prestados servicios necesarios para la actividad empresarial. 
Incluso, como el fondo no está vinculado a inversiones concretas, 
éstos no estarán obligados a rendir cuentas sobre los elementos de 
activo en que materializan la reserva. Los cargos a la cuenta de pasi-
vo en que se concreta la cuantía del fondo de reserva son puramente 
contables y tienen siempre por finalidad cubrir pérdidas. 
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2. POSICIONAMIENTO EN TORNO A LA NECESIDAD DE 

UNA CONTABILIDAD SEPARADA EN LAS SOCIEDADES 

COOPERATIVAS 

La primera cuestión a abordar es el problema que se ha plantea-
do y que se plantea todavía en el ámbito cooperativo que es que, en 
no pocos casos, la legislación española sobre cooperativas exige que 
dentro de la cuenta de explotación se distingan los resultados proce-
dentes de las operaciones realizadas con los socios y los correspon-
dientes a las operaciones realizadas con terceros no socios, con el 
consiguiente coste añadido de gestión.  

Claro ejemplo de este planteamiento es el art. 83.2 de la dero-
gada LGC de 1887, en el que se establecía: «Figurarán en contabili-
dad separadamente, y se destinarán al fondo de reserva obligatorio, 
los beneficios obtenidos de las operaciones cooperativizadas realiza-
das con terceros no socios, los beneficios procedentes de plusvalías 
en la enajenación de los elementos del activo inmovilizado o los obte-
nidos de otras fuentes ajenas a los fines específicos de la cooperativa, 
así como los derivados de inversiones o participaciones en sociedades 
de naturaleza no cooperativa». 

Todavía sigue este criterio, el art. 61 de la LCEEX y con algún 
matiz, en cuanto que destina un 20 % de los resultados de operacio-
nes con terceros al Fondo de Educación y Promoción, los arts. 92 y 93 
de la LCAND. También adopta un criterio similar, si bien no tan res-
trictivo, el art. 58.4 de la LCCV, que prevé: «La totalidad de los bene-
ficios netos resultantes de las operaciones con terceros no socios y, 
como mínimo, el 50 % de los beneficios extraordinarios se destinarán, 
una vez deducidas las pérdidas de ejercicios anteriores y antes de la 
consideración del impuesto sobre sociedades, a la Reserva Obligatoria 
o al Fondo de Formación y Promoción Cooperativa. El resto de los 
beneficios extraordinarios podrá destinarse a la reserva voluntaria 
regulada en el artículo 71 de esta Ley». 

Sobre la justificación de esta medida ha señalado LLOBREGAT 
(1990, 282) que «la exigencia de una contabilidad separada tiene 
gran importancia ya que permite distinguir entre la determinación 
cuantitativa de las operaciones que constituyen el objeto social –y 
que la cooperativa realiza con sus propios socios a través de la ges-
tión mutualistica– y éstas mismas operaciones cuando se llevan a 
cabo con terceros y las operaciones extracooperativos que exceden 



EQUILIBRIO ENTRE EL MANTENIMIENTO DE LA IDENTIDAD COOPERATIVA Y … 
Enrique Gadea 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

262 

d
o
s
s
ie

r 

262 

262 
262 

de la actividad principal aludida. La contabilidad separada hace posi-
ble por otra parte el que la cooperativa mantenga contabilizado sin 
peligro de confusión el patrimonio repartible y el irrepartible, cum-
pliendo así la función (...), de velar por la pureza de la causa no lu-
crativa, que constituye (...) un rasgo individualizador de estas figu-
ras». 

Sin embargo, según nuestra opinión, esa concepción restrictiva 
debe ser superada, entre otras razones, porque la exigencia de con-
tabilización separada no aparece entre los principios cooperativos y 
no es exigida por otras legislaciones (como la alemana o la italiana). 
A nuestro juicio, en el mantenimiento de esa concepción pesa la con-
cepción dogmática e histórica restrictiva del cooperativismo (amplia-
mente, VERRUCOLI, 1965, 102 y ss.), que aparecía reflejada en nues-
tra legislación anterior, especialmente, en la normativa marcada por 
la Ley de 1942 y su Reglamento de 1943. A estos efectos, resulta 
significativo recordar lo dispuesto en la Exposición de Motivos del 
texto legal: «se centra el concepto de sociedad cooperativa apartado 
de ella el espíritu mercantil, eliminando el fin de lucro y procurando 
eludir toda posible competencia…». Y también que en su articulado se 
establezca una interpretación muy rigurosa del principio mutualista 
(arts. 41, 42, 43 y 44) y se muestre una gran preocupación por la 
sanción de los actos realizados «en forma de combinaciones lucrati-
vas». 

Como ha señalado DEL ARCO (1972, 9), «esta normativa parecía 
dictada para entidades raquíticas y sin aliento; en ella se nos presen-
taba a la sociedad cooperativa como una solución ínfima para gentes 
de economía débil, como entidades incapaces para luchar con eficacia 
en un mercado concurrencial».  

En la actualidad, podemos decir que el cooperativismo español 
ha superado, con matices y alguna resistencia, la concepción mutua-
lista (sobre el particular, ampliamente, con estudio de los limites de 
actuación con terceros de las distintas clases de cooperativas, VAR-
GAS VASSEROT, 2006, 199 y ss.). Hasta la década de los setenta 
estaba en nuestro país muy extendida la opinión de que las socieda-
des cooperativas debían respetar el principio mutualista a pesar de 
que fue abandonado por la Cooperativa de Rochadle a partir de 1854 
y de que nunca ha figurado entre los principios desarrollados por la 
Alianza Cooperativa Internacional. Sobre esta cuestión, nos parece de 
gran interés transcribir lo apuntado a  este respecto por el profesor 
VIVANTE (1929, 323): «Las sociedades cooperativas pueden ejercer 
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cualquier ramo del comercio y en el ejercicio del mismo tratan con los 
socios y con los terceros como persona jurídica distinta de cada uno 
de ellos… Ha habido quien trató de inferir del ordenamiento jurídico 
de las mismas alguna razón para prohibir a las cooperativas el libre 
ejercicio de su propia industria con terceros, obligándolas a reducirse 
dentro de los confines de una rigurosa mutualidad. De este modo, los 
elevados clamores de los comerciantes al por menor habrían encon-
trado en el derecho vigente una teoría que los defendiera de la com-
petencia de las cooperativas. Pero este intento ha sido rechazado por 
la práctica y por la jurisprudencia. La práctica ha traspasado general-
mente las barreras que aquella prohibición oponía al libre desenvol-
vimiento de la cooperación, habiendo comprobado que la cooperativa 
que se limita a operar dentro de la estrecha esfera de los socios se 
condena a una mísera existencia y falta a su misión esencial, en la 
que estribó y estriba su razón de ser, esto es, la de eliminar mediante 
la propia competencia, las ganancias excesivas de los intermediarios, 
comerciantes y empresarios (…) También el ejemplo de las Legisla-
ciones extranjeras tiene gran importancia. En Inglaterra las coopera-
tivas son libres para vender a los no socios y para emplear a opera-
rios no inscritos entre los socios de las mismas; así ocurre en Francia, 
en Bélgica y en Suiza. Así, por lo menos como regla general, ocurre 
también en Alemania». 

Ahora, no obstante, nos queda por superar el prejuicio antilucra-
tivista. Y para ello, debe ponerse de manifiesto que la causa que jus-
tifica la especificidad del tipo societario cooperativo; o, dicho con 
otras palabras, el hecho que justifica la especificidad de la sociedad 
cooperativa no es la gestión preferentemente mutualistica, ni la pure-
za de la causa no lucrativa: el elemento definitorio de la sociedad 
cooperativa es que constituye una iniciativa empresarial por parte de 
un grupo de personas que tiene por finalidad la recuperación de la 
forma de empresa personalista y de funcionamiento interno democrá-
tico, al margen de la participación capitalista de cada socio. Ese es el 
hecho diferencial sobre el que debe basarse la particular considera-
ción y tratamiento para la sociedad cooperativa. Como se desprende 
del artículo 129.2 de nuestra Constitución, la cooperativa se presenta 
como una fórmula jurídica adecuada para facilitar el acceso de los 
trabajadores a la propiedad de los medidos de producción y para ca-
nalizar las formas participativas en las empresas. Por tanto, lo rele-
vante es que la sociedad cooperativa constituye el modelo de empre-
sa participativa, que basa su funcionamiento interno en principios de 
verdadera democracia económica (DIVAR, 1990, 87 y ss.). Aceptado 
lo anterior, consideramos que debe abogarse por un tipo societario, 
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ajeno a las restricciones del pasado, abierto, atractivo y acorde con 
los nuevos tiempos. De lo contrario, el modelo societario cooperativo 
quedará condenado a la condición de marginal, en beneficio de las 
opciones verdaderamente capitalistas. 

En los tiempos actuales, no parece razonable exigir la contabili-
dad separada de los resultados cooperativos y extracooperativos, con 
la consiguiente penalización por el coste añadido de gestión a los 
normales de toda empresa que afecta negativamente a la competiti-
vidad de la formula cooperativa, alegando que, en caso contrario, se 
pone en peligro la pureza de la causa no lucrativa. Tampoco tiene, a 
nuestro juicio, ningún sentido que esa opción se encuentre con la 
barrera fiscal que impone el artículo 13.10 de la LRFC, que supedita el 
acceso a la condición de cooperativa fiscalmente protegida a la con-
tabilización separada de los resultados extracooperativos. 

 

3. LA DOTACIÓN DEL FRO: REFERENCIA A LOS DISTIN-

TOS PORCENTAJES DE DOTACIÓN EN ATENCIÓN AL SIS-

TEMA DE CONTABILIZACIÓN 

Respecto a las posibles dotaciones del fondo de reserva obligato-
rio, nos referiremos a las cantidades resultantes de los porcentajes 
fijados por las distintas leyes sobre los resultados positivos del ejerci-
cio. En este apartado, es necesario distinguir entre la formula em-
pleada por las cooperativas que optan por la contabilidad conjunta y 
por las que lo hacen por la contabilidad separada: 

a) Contabilización conjunta: Para este caso, se suele prever que 
los excedentes disponibles (después de compensar, en su caso, pér-
didas de ejercicios anteriores y atender a los impuestos; previsión 
ésta última que, como ha quedado señalado, debería ser corregida, 
para fijar previamente la cuantía de los fondos obligatorios) debe 
destinarse al FRO y al FEP una cuantía global del 30 % al menos, 
destinándose como mínimo un 10 % al FEP y un 20 % al FRO (art. 
67.2 LCPV y art. 57.4 LCAR). 

Sin embargo, hasta que éste no alcance un importe igual al cin-
cuenta por ciento del capital social, se puede rebajar a la mitad la 
dotación mínima al FEP cooperativa, aplicando su importe al FRO (art. 
67.3 LCPV). 
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b) Contabilización separada: En este supuesto, de los excedentes 
cooperativos, una vez deducidas las pérdidas de ejercicios anteriores, 
se suele destinar el 20 % al FRO y de los beneficios extracooperativos 
y extraordinarios, también una vez deducidas las posibles pérdidas, el 
50 % en las legislaciones más permisivas (arts. 58.2 LCOOP, 66.2 
LCCAT o 57.4 LCAR) y el 100 % en las más restrictivas (art. 61 
LCEEx). 

Con matices, dentro de una concepción restrictiva, la LCAND, que 
admite el destino de 20 % de los resultados de operaciones con ter-
ceros al Fondo de Educación y Promoción (arts. 92 y 93), y la LCCV, 
que permite el destino del el 50 % de los beneficios extraordinarios a 
la reserva voluntaria de libre disposición regulada en el artículo 71 de 
la Ley. 

En ningún caso, se prevé un tope similar al fijado en el artículo 
274 de la LSC, que permite limitar las dotaciones a la reserva legal. 
Concretamente, señala que “En todo caso, una cifra igual al diez por 
ciento del beneficio del ejercicio se destinará a la reserva legal hasta 
que esta alcance, al menos, el veinte por ciento del capital social”. 

 

4. SU IRREPARTIBILIDAD Y SUS EXCEPCIONES 

La irrepartibilidad de este fondo entre los socios se explica por 
los objetivos de marcada proyección social que persiguen las socieda-
des cooperativas. Ese patrimonio colectivo está destinado a hacer 
efectivo el principio de solidaridad de los socios actuales con los de 
las generaciones futuras, si no se disuelve la cooperativa, o con per-
sonas que tienen las mismas necesidades, en caso de disolución de la 
sociedad, dado que, en ese supuesto, el remanente del fondo se des-
tinará a la promoción del cooperativismo. 

Sin embargo, estos planteamientos clásicos presentan cada vez 
más excepciones. En este aspecto, se ha pasado de la irrepartibilidad 
absoluta a la irrepartibilidad con excepciones; en unos casos, para 
que las cooperativas puedan afrontar los retos empresariales a los 
que tienen que hacer frente; en otros, por razones de justicia (socios 
de cooperativa en liquidación que proyecten ingresar en otra coopera-
tiva) y, en otros, simplemente, para evitar que la irrepartibilidad abso-
luta no se convierta en un elemento desincentivador para la constitu-
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ción de cooperativas y para potenciarlas con cargo a resultados (CE-
LAYA, 1992, 229-233). 

La norma que recoge más excepciones es la que se decanta por 
el modelo de cooperativismo más economicista, que es la Ley vasca, 
aunque, posteriormente, algunos de estos planteamientos han sido 
también acogidos por otras leyes. En esta norma, para no condicionar 
los retos empresariales que las cooperativas deben afrontar, se admi-
ten las siguientes: 

1) Cuando una cooperativa se transforme en una sociedad civil o 
mercantil, por así exigirlo la viabilidad empresarial, previa autorización 
del Consejo Superior de cooperativas, la asamblea general que 
acuerde el cambio de modelo societario puede decidir que el valor 
nominal de las dotaciones del FRO y de las reservas voluntarias irre-
partibles se acrediten ante el Consejo mencionado como títulos de 
cuentas en participación referidos a la sociedad resultante del proceso 
transformador (art. 85.4 LCPV). 

La norma ha sido criticada duramente por PANIAGUA (2005, I, p. 
215) por considerar que «estos incentivos, siquiera limitados o condi-
cionados, a la transformación en sociedades no cooperativas, resultan 
contrarios a los principios cooperativos y pueden hacer mucho daño al 
movimiento cooperativo. Máxime si supuestos de hecho previstos 
como excepcionales (p. ej. como último remedio para empresas en 
crisis patrimonial u organizativa), se toleran con generosidad o inacti-
vidad». 

Por su parte, para justificar la excepción, ha señalado PAZ CANA-
LEJO (1999, 327) que «la transformación tiene una causalidad o mo-
tivación legalmente tasada («necesidades empresariales que exijan 
soluciones societarias inviables en el sistema jurídico cooperativo») y 
requiere la concurrencia de, al menos, tres criterios o decisiones con-
vergentes (los administradores –y en su caso, la comisión de vigilan-
cia– de la cooperativa; el Consejo Superior de Cooperativas de Eus-
kadi, que ha de homologar aquella decisión; y la asamblea general, 
mediante mayoría igual a la necesaria para modificar los estatutos)». 

2) En caso de disolución con liquidación de una cooperativa de 
segundo o ulterior grado, el activo sobrante (que puede incluir el 
FRO) será distribuido entre los socios en proporción al importe del 
retorno percibido en los últimos cinco años o, para cooperativas cuya 
duración hubiese sido inferior a ese plazo, desde su constitución. En 
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su defecto, se distribuirá en proporción a la participación de cada 
socio en la actividad cooperativa o, en su caso, al número de miem-
bros de cada entidad agrupada en aquella cooperativa (art. 132 
LCPV). 

Para este mismo caso, el art. 77.4 LCOOP dispone que: «el FRO 
se transferirá al fondo de la misma naturaleza de cada una de las 
sociedades cooperativas que la constituyen, así como el resto del 
haber liquido resultante, distribuyéndose todo ello entre las coopera-
tivas socios en proporción al volumen de actividad cooperativizada 
desarrollada por cada una de ellas en la cooperativa de segundo gra-
do durante los últimos cinco años o, en su defecto, desde su constitu-
ción, no teniendo carácter de beneficios extracooperativos». Esta 
disposición parece olvidar que el propio artículo, en su apartado 1º, 
admite que puedan formar parte de las cooperativas de segundo gra-
do sociedades no cooperativas (otras personas jurídicas, públicas o 
privadas y empresarios individuales, así como socios de trabajo) y 
que, por tanto, con esa solución se permite una «especie de expro-
piación legislativa que, además de ser injusta, constituye un contra-
incentivo o freno de la integración de sociedades no cooperativas en 
entidades de grado superior controladas por cooperativas» (argumen-
tación de la enmienda no aceptada presentada al art. 77.4 por Coali-
ción Canaria, según recogen MORILLAS JARILLO y FELIÚ REY, 2002, 
614). 

3) Las cooperativas mixtas pueden recoger en sus estatutos, si lo 
autoriza el Consejo Superior de cooperativas en el momento de su 
configuración como tal cooperativa mixta, la previsión de repartibili-
dad del FRO en caso de liquidación (art. 136 LCPV). 

La LCOOP, por razones de justicia, admite un supuesto de repar-
to de las cantidades del FRO; en efecto, prevé que cualquier socio de 
la cooperativa en liquidación que tenga en proyecto incorporarse a 
otra cooperativa, podrá exigir que la parte proporcional del haber 
líquido sobrante de la liquidación, calculada sobre el total de socios, 
se ingrese en el fondo de reserva obligatorio de la sociedad coopera-
tiva a la que se incorpore, siempre que así lo hubiera solicitado con 
anterioridad a la fecha de la convocatoria de la asamblea general que 
deba aprobar el balance final de liquidación (artículo 75.2 LCOOP). 

También la LCAND para evitar que la irrepartibilidad del FRO se 
convierte en un elemento desincentivador para la constitución de 
cooperativas y para su potenciación con cargo a resultados, señala 
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que, si los estatutos lo establecen expresamente, el FRO «tendrá ca-
rácter parcialmente repartible con arreglo a los criterios establecidos 
en el apartado 3 del art. 84, el 4 del art. 108 (relativo a la repartibili-
dad en el supuesto de transformación, posibilidad que ha sido elimi-
nada por la reforma operada por la Ley 3/2002, de 16 de diciembre) y 
el 5 del artículo 115». El art. 84.3 admite el derecho al reembolso, al 
socio que causa baja en la cooperativa tras permanecer un mínimo de 
cinco años, de una parte alícuota del 50 % del FRO generado a partir 
de su incorporación atendiendo a su participación en la actividad eco-
nómica cooperativa. El art. 115.5 permite el reembolso, a los socios 
que lleven cinco años en la cooperativa cuando ésta cesa en su acti-
vidad, de la mitad de lo que quede del FRO en sede de reparto del 
haber social resultante de la liquidación. El reparto será proporcional 
al tiempo de permanencia y a la participación en la actividad econó-
mica cooperativa. 

Una de las grandes novedades de la LCAND consistió en la posi-
bilidad de que si los estatutos de la cooperativa así lo contemplan 
expresamente dicho fondo puede tener el carácter parcialmente re-
partible en caso de baja del socio o de liquidación de la cooperativa 
que puede llegar hasta el 50 % del mismo generado por cada socio 
(art. 95.2), línea seguida recientemente por la LCRM (arts. 71 y 75.1). 
Pero el resto de leyes, aunque no anuncia la repartibilidad del FRO, 
llega a una situación similar a través de la menor exigencia de dota-
ción de este fondo y la posibilidad de destinar los recursos disponibles 
a fondos de reserva voluntarios o al pago directo de los socios vía 
retornos (art. 68.3 LCCV, art. 66.3 LCCAT) sin necesidad de extinguir 
el vínculo societario. De todo ello se deduce que la mayoría de nues-
tras Leyes no respetan “la pureza de la causa no lucrativa”, supuesto 
rasgo individualizador de esta figura. 

 

5. PROPUESTA DE PAUTAS PARA UNA REFORMA 

A nuestro juicio, en este tema, como en otros muchos del ámbito 
cooperativo, sería deseable la unificación de criterios entre las distin-
tas leyes, sobre la base de las siguientes pautas: 

1º. Debe admitirse de forma generalizada el sistema de contabili-
zación conjunta de los resultados y el destino de un porcentaje global 
a los fondos obligatorios. 
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2º. La dotación no debería ser necesariamente indefinida, sino 
que sería conveniente fijar un límite de acuerdo con el sistema previs-
to para las sociedades de capital, aunque éste fuese más alto: por 
ejemplo, hasta el 30% del capital social. También sería conveniente 
fijar en todas las leyes un capital legal mínimo, que podía girar en 
torno a los tres mil euros.  

3ª. El FRO debe ser irrepartibilible, tanto en caso liquidación co-
mo de baja, con dos excepciones: 

1. Transformación de una cooperativa en una sociedad civil o 
mercantil por causa justificada y aceptada como tal por el Consejo 
Superior de Cooperativas, en cuyo caso el valor nominal del FRO “se 
acreditará al propio Consejo como títulos de cuentas en participación 
referidos a la sociedad resultante del proceso transformador” Este 
sistema permite que dichos fondos se integren en el patrimonio de la 
nueva entidad, mientras que los beneficios que genere puedan seguir 
destinándose a la promoción del cooperativismo.  

2. En caso de disolución con liquidación de una cooperativa de 
segundo o ulterior grado, el activo sobrante (que puede incluir el 
FRO) será distribuido entre los socios en proporción al importe del 
retorno percibido en los últimos cinco años o, para cooperativas cuya 
duración hubiese sido inferior a ese plazo, desde su constitución. En 
su defecto, se distribuirá en proporción a la participación de cada 
socio en la actividad cooperativa o, en su caso, al número de miem-
bros de cada entidad agrupada en aquella cooperativa (criterio previs-
to en el art. 132 LCPV). 
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RESUMEN 

Como es sabido el Estado Social, entendido como grupo normativo que realiza políticas sociales 
orientadas a la igualdad de los ciudadanos, se apoya en la Constitución. Es la Ley Fundamental la 
que hace la declaración de este tipo de Estado. En el caso español, se dota de contenido expreso 
a la misma a través de un conjunto de principios rectores de la política social y económica (Capí-
tulo III, Título I). Estos principios son, técnicamente, mandatos del poder constituyente a los 
poderes públicos establecidos en la mayor parte de los casos con un criterio cualitativo de avance 
en las políticas sociales a que se refieren. Entre la formulación de estos mandatos y la realidad 
social existe un gran espacio que debe ser llenado por las leyes y las normas reglamentarias. 
Incluso después de la promulgación de éstas queda, normalmente, una amplia discrecionalidad 
que debe ser atendida con nuevas normas, actos administrativos generales o actividades adminis-
trativas concretas. Pues bien, es en la regulación y actuación producida en este espacio amplio 
donde adquiere interés la participación ciudadana asociativa. Una participación de colaboración 
que engloba, sin duda, la crítica necesaria para el mejor servicio a las políticas públicas.  
A nuestro juicio la razón de ser de esta mayor supervivencia radica en la mayor flexibilidad exis-
tente a la hora de la toma de decisiones y adopción de nuevos planteamientos. La confrontación 
que puede producirse en una empresa capitalista entre los bloques de capital y dirección, de un 
lado, y trabajadores, de otro, no se da en la empresa participativa. Aquí, en ésta, el trabajador ha 
sido incorporado a la toma de decisiones como titular de una parte del capital o aproximado 
suficientemente a ella hasta el punto de que la confrontación tiene escaso sentido. Siendo esto 
cierto, hay que ver el fenómeno desde una óptica positiva: la experiencia de los trabajadores es 
un recurso importante y la incorporación a “su” empresa constituye una aportación del mayor 
valor. La realización diaria del trabajo supone una experiencia acumulada del mayor interés.   

PALABRAS CLAVE 

Economía Social, crisis económica, empresas participativas, cooperativas de trabajo asociado, 
capitalización, competitividad, participación asociativa. 

 
ABSTRACT 

As we know the state, understood as normative group performing social policies aimed at equality 
of citizens, is based on the Constitution. Is the Basic Law which makes the statement of such 
State. In the Spanish case, it gives meaning to express itself through a set of guiding principles of 
social and economic policy (Chapter III, Title I). These principles are technically mandates of the 
legislature for the government established in most cases with a qualitative criterion of progress in 
social policies to which they relate. Among the formulation of these mandates and social reality a 
huge gap to be filled by the laws and regulations. Even after the enactment of these is usually a 
broad discretion that must be addressed with new regulations, administrative acts or specific 
administrative activities. Well, it is in the regulation and action produced in this broad space 
where citizen participation interest acquires associative. A partnership that includes participation 
undoubtedly criticism necessary to best serve public policy.  
We believe the reason for this increased survival lies in the existing flexibility when making deci-
sions and adopting new approaches. The confrontation that may occur in a capitalist enterprise 
between capital and address blocks, on one hand, and workers on the other, does not occur in 
the company participation. Here, in this, the worker has been incorporated into the decision-
making as part of the holder of a capital or sufficiently close to it to the point of confrontation 
makes little sense. This being true, we should see the phenomenon in a positive light: the experi-
ence of workers is an important resource and incorporation into "their" company is one of the 
most valuable contribution. The completion of the work is a daily experience of most interest. 

KEY WORDS 

Social Economy, economic crisis, holding companies, worker cooperatives, capitalization, competi-
tiveness, associative participation. 
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I. LA ECONOMÍA SOCIAL COMO ACTIVIDAD EMPRESA-

RIAL DE INTERÉS GENERAL 

Como es sabido, en torno al concepto de Economía Social, cuya 
difusión sigue una línea creciente, se han ido agrupando un conjunto 
de entidades no homogéneas aunque tengan siempre elementos co-
munes. Dichas entidades han seguido una línea de creación y desa-
rrollo que ha tenido fundamentos diversos. Así, los sentimientos al-
truistas y las exigencias personales de solidaridad determinaron la 
creación de fundaciones. Las necesidades obreras impulsaron la pro-
moción de las primeras cooperativas (de consumo, de producción, de 
viviendas, etc.). La conveniencia de fortalecer las propias empresas 
de distinto signo favoreció el nacimiento de las cooperativas agrarias 
y, posteriormente, las de servicios en relación con las explotaciones 
industriales. El deseo de mejorar las previsiones de riesgos futuros 
fue el principal motivo de avance del mutualismo en sus formas de 
mutualidades de previsión social y mutuas de seguros. Finalmente, 
por citar un último ejemplo, la finalidad de ayudar a las personas con 
discapacidad llevó a la creación de los centros especiales de empleo.  

Se hace, pues, necesaria una sistematización de todas las figuras 
indicadas y el señalamiento del denominador común o de los varios 
existentes que aporten rigor a esta materia. El primero de ellos es 
que estas entidades producen bienes y servicios para el mercado. 
Este criterio permite distinguir dentro de cada uno de los tipos citados 
entidades que no pertenecen o si forman parte de la Economía Social; 
por ejemplo, una fundación puede desarrollar una actividad empresa-
rial combinando factores de producción, o limitarse a la entrega de 
recursos dinerarios a personas que cumplan determinados requisitos. 
En el primer caso es una entidad de Economía Social y en el segundo 
no, ya que se limita a una transferencia de dinero, lo que no constitu-
ye una actividad empresarial ni supone una combinación de factores. 
Lo mismo podemos concluir de la actividad de los centros especiales 
de empleo. Pueden producir para el mercado, en cuyo caso estaría-
mos en el campo de la Economía Social, o pueden limitarse a la reha-
bilitación de personas discapacitadas y a su preparación para su in-
corporación futura a la actividad productiva, en cuyo caso no estaría-
mos ante una actividad económica en sentido estricto.  

El segundo componente de la definición de Economía Social es 
que las entidades y actividades que la integran realicen un interés 
general. La fijación de este concepto ha sido siempre difícil. Ha habi-
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do una cierta tendencia a identificar interés general e interés colecti-
vo. Sin embargo, no parece que tal identificación resulte correcta. 
Este último interés (el colectivo) solo supone que afecta a una plurali-
dad amplia de sujetos y no a un interés particular de una persona 
física o jurídica. No obstante, es una consideración insuficiente. Puede 
haber un interés social, deportivo, cultural, etc., representativo de 
una pluralidad amplia de sujetos, pero esto no le convierte automáti-
camente en interés general. Es necesario que la ley (como instrumen-
to imperativo básico de una comunidad política organizada como Es-
tado de Derecho) declare de interés general una determinada activi-
dad.  

Esta es la línea acertada que siguen diversas leyes de nuestro 
ordenamiento. Así, la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundacio-
nes, dispone en su artículo 3 que “Las fundaciones deberán perseguir 
fines de interés general, como pueden ser, entre otros (…) los de 
fomento de la Economía Social (…)”. En la misma línea, la Ley Orgá-
nica 1/2002, de 22 de marzo, Reguladora del Derecho de Asociación, 
establece que podrán ser declaradas asociaciones de utilidad pública 
aquellas cuyos fines estatutarios tiendan a promover el interés gene-
ral, citando entre éstos, también, el fomento de la Economía Social. 
Siempre en la misma línea, la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
Régimen Fiscal de las Entidades sin Fines de Lucro y de los Incentivos 
Fiscales al Mecenazgo, con la misma referencia al interés general que 
las Leyes citadas anteriormente y con la misma cita del fomento de la 
Economía Social entre estos fines.  

En resumen, la Economía Social es una actividad empresarial de 
interés general. La ley ha tenido buen cuidado en efectuar estas pre-
cisiones teniendo en cuenta que esta calificación lleva normalmente 
unido el derecho a solicitar determinadas subvenciones o a aplicar 
bonificaciones tributarias o tipos de gravamen reducidos.  

 

II. LA CONSIDERACIÓN DE LA ECONOMÍA SOCIAL EN EL 

ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL 

Las entidades de Economía Social y, por ello mismo, su actividad, 
han tenido tradicionalmente en nuestro ordenamiento un trato favo-
rable. Principalmente, las cooperativas, que han sido la figura más 
antigua y que, sobre todo en lo que se refiere a su tributación, ha 
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tenido un régimen menos oneroso que las sociedades capitalistas. La 
misma afirmación, aunque con un tratamiento menos favorable, po-
dría hacerse de las sociedades laborales. La exención fue particular-
mente favorable para las fundaciones y mutualidades de previsión 
social que cumpliesen determinados requisitos o que hubiesen sido 
declaradas benéficas o de utilidad pública.  

El hecho más importante de la evolución de nuestro ordenamien-
to es la Constitución de 1978 que, indirecta o directamente, ordena a 
los poderes públicos el establecimiento de medidas de fomento de las 
entidades y actividades que venimos calificando de Economía Social. 
Indirectamente, a través del reconocimiento, protección y fomento de 
determinadas actividades, lo que supone el apoyo a las entidades que 
las realizan. El Capítulo III, Título I de la Ley Fundamental, que esta-
blece los principios rectores de la política social y económica, contiene 
varios mandatos en este sentido. Así, la admisión de asistencia y 
prestaciones complementarias de la Seguridad Social, que suponen la 
ratificación de las mutualidades de previsión social y de los fondos de 
pensiones. La realización de políticas orientadas al pleno empleo, lo 
que impulsa la ayuda a los ciudadanos que quieran responsabilizarse 
de su propio empleo a través de la creación de empresas participati-
vas a las que nos referiremos en este trabajo. La protección de los 
consumidores y usuarios, lo que supone el apoyo a sus cooperativas 
y, en general, a sus organizaciones. El mandato a los mismos poderes 
públicos de realizar políticas de integración de los discapacitados, lo 
que implica una potenciación y fomento de los centros especiales de 
empleo, etc.  

La declaración constitucional directa está contenida en el artículo 
129.2: “Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas 
formas de participación en la empresa y fomentarán, mediante una 
legislación adecuada, las sociedades cooperativas. También estable-
cerán los medios que faciliten el acceso de los trabajadores a los me-
dios de producción”. Este precepto se refiere a las empresas partici-
pativas (sociedades cooperativas y sociedades laborales, principal-
mente), pero es también aplicable a las mutualidades de previsión 
social y a las mutuas, aunque con peculiaridades y matices que ahora 
no interesan. La no referencia expresa a las sociedades laborales 
obedece a que éstas se crearon por la Orden de 12 de enero de 
1979, es decir, posteriormente a la aprobación de la Constitución. 
Esta Orden del Ministerio de Trabajo establece la calificación y los 
rasgos esenciales de las sociedades laborales, que han sido manteni-
dos por las leyes que posteriormente han regulado esta figura.  
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¿Hay que considerarse satisfechos con las políticas fiscales (sub-
venciones y beneficios fiscales) que se fijan en relación con las enti-
dades de Economía Social? Desde nuestro punto de vista habría que 
acudir a una desagregación y examinar caso por caso, e incluso esta-
blecer las oportunas comparaciones. Así, por ejemplo, las cooperati-
vas de trabajo asociado tienen un tratamiento tributario más favora-
ble que las sociedades laborales, que es muy limitado. Por otra parte, 
y en relación con los beneficios fiscales, conviene advertir que los que 
se han establecido a favor de las empresas de reducida dimensión 
(libertad de amortización, tipo de gravamen reducido y deducción de 
la pérdida por deterioro de los créditos) ha reducido el diferencial que 
existía a favor de las sociedades personalistas. Y lo mismo puede 
afirmarse sobre la extensión de las exenciones en el Impuesto sobre 
Operaciones Societarias, que ahora se aplican a todas las sociedades. 
En resumen, en la medida que se baja la carga tributaria sobre las 
empresas de reducida dimensión se reduce la ventaja comparativa de 
las empresas participativas que aquí se estudian.  

A nuestro juicio debe de mantenerse una petición de ayudas para 
estas entidades a que nos referimos y debe de hacerse de manera 
razonada, buscando aquellas medidas que, principalmente, puedan 
favorecer más la creación de las mismas, su desarrollo y competitivi-
dad. Hay que tener en cuenta que el constituyente fue tajante expre-
sando claramente lo que quería a través de mandatos concretos a los 
poderes públicos, entre ellos al propio legislador ordinario. Y hay que 
recordar, también, que la Constitución es una norma jurídica de apli-
cación directa, según dispone su artículo 9.1.  

Habría que añadir a estas consideraciones que la igualdad consti-
tuye uno de los valores superiores del ordenamiento y que debe ex-
tenderse a todas las posibilidades sociales. También a la de respon-
sabilizarse de su propio empleo y a la de poder iniciar una actividad 
empresarial.  

Desde un punto de vista estrictamente económico las ayudas a 
empresas participativas permiten un retorno importante en forma de 
impuestos y cuotas de la Seguridad Social. La resistencia de este tipo 
de entidades a situaciones de crisis derivada de la alta productividad 
que alcanzan a través de la consideración de la empresa como propia 
por los trabajadores y de su mayor flexibilidad reduce el coste global 
y final de estas ayudas, al generar una mayor contrapartida.  
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Desde otra perspectiva distinta hay que recordar que en los Es-
tados modernos y en las economías más avanzadas la ayuda financie-
ra y tributaria se extiende a todas las empresas en forma de subven-
ciones, acceso al crédito, beneficios fiscales, etc., sin distinción de su 
naturaleza. La empresa capitalista participa de estos beneficios de 
manera importante por su extensión y por la cuantía de beneficios 
que obtiene. Sería desproporcionado, injusto y contrario a la Consti-
tución discutir las ayudas a las empresas participativas de Economía 
Social que no pueden acceder al mercado de capitales, disfrutan muy 
escasamente de las importantes deducciones tributarias por investi-
gación (por la carencia de infraestructuras para ella y por su alto cos-
te), su relación bancaria puede ser más difícil que la que tienen las 
empresas capitalistas, etc.  

 

III. LA POSICIÓN CONCRETA DE 
LAS COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO 

Tal y como tuvimos ocasión de poner de manifiesto al inicio del 
presente artículo el título “Economía Social” comprende un conjunto 
diverso de actividades y, por ello mismo, una pluralidad de entidades 
que las desarrollan. En este amplio elenco se encuentran las coopera-
tivas, sociedades laborales, mutualidades de previsión social, mutuas 
de seguros, fundaciones, asociaciones, centros especiales de empleo 
y entidades de inclusión social.  

A esta relación hay que añadir, para conocer la complejidad del 
campo de la Economía Social, la pluralidad de figuras que se cuentan 
bajo el rótulo de cooperativas. Desde las cooperativas de consumido-
res y usuarios hasta las que podríamos considerar sus antagonistas, 
las de trabajo asociado. Igualmente, las cooperativas de empresarios 
(agrarias y de servicios) integradas por titulares de explotaciones 
económicas, y las de trabajadores. La tipicidad de las cooperativas de 
viviendas, en las que varias personas se agrupan para construir y 
promover su propia vivienda, destaca también del resto de los tipos 
de estas sociedades.  

En todas estas entidades se dan las dos notas esenciales a que 
nos hemos referido al principio de este trabajo: actividad empresarial 
(combinación de factores de producción) e interés general. Este inte-
rés tiene manifestaciones concretas en cada tipo de entidades y va 
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desde la responsabilidad de los ciudadanos por sus problemas esen-
ciales (mutualidades de previsión social y cooperativas de viviendas) a 
la actuación en favor de los discapacitados (centros especiales de 
empleo) y a la creación de un empleo de calidad (cooperativas de 
trabajo asociado).  

Nuestro estudio se centra en las empresas (sociedades) partici-
pativas de la Economía Social. Aquellas que directamente tienen co-
mo objeto la producción de bienes y servicios para el mercado. Son 
sociedades formadas por socios-trabajadores, a diferencia de otras 
cooperativas, que agrupan a empresarios (agrarias y de servicios). Su 
amplitud subjetiva es notable y la necesidad de un espíritu cooperati-
vo parece mayor que en otros tipos por la incidencia del mercado 
sobre la empresa en forma de una competencia más directa con em-
presas capitalistas. Su calificación de participativas se fundamenta en 
la participación de los trabajadores en la toma de decisiones. En las 
cooperativas es máxima, dada la realización plena del principio demo-
crático, un hombre un voto.  

 

IV. LA CREACIÓN DE CONDICIONES FAVORABLES A LAS 

COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO 

1. La mejora de la información y del conocimiento de estas 
entidades. 

Sin lugar a dudas, una de las principales circunstancias que pue-
de y debe contribuir a la creación y al desarrollo de este tipo de so-
ciedades es un mayor y mejor conocimiento de las mismas. Su estu-
dio y difusión es muy escaso en las facultades universitarias (Dere-
cho, Económicas y Empresariales) e igualmente en los centros de 
enseñanza no universitarios. Salvo excepciones, la regla general es la 
falta de información y formación sobre las mismas o una diferencia 
muy importante en relación con la atención que se dedica a las socie-
dades capitalistas. Es cierto que el protagonismo corresponde a éstas, 
pero esto no excluye la difusión de enseñanzas sobre sociedades par-
ticipativas de la Economía Social. Las encuestas de opinión realizadas 
entre jóvenes en formación sobre su ubicación laboral señalan clara-
mente las preferencias de empleo de éstos: las Administraciones Pú-
blicas y las empresas capitalistas. La respuesta “creación de empresa 
propia” es muy minoritaria, y lo mismo el conocimiento de las estruc-
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turas jurídicas y económicas adecuadas para ello. La primera condi-
ción favorable es, pues, el conocimiento de estas empresas participa-
tivas que permiten la presencia del socio en el proceso de toma de 
decisiones, comenzando desde las que se refieren a la creación de la 
propia entidad hasta su funcionamiento y a la limitación del riesgo 
que asumen los socios trabajadores. Junto a esta condición genérica 
hay otras específicas a las que nos referiremos a continuación.  

2. La formación específica de los socios de las empresas par-
ticipativas. 

Junto al conocimiento y estudio de las figuras societarias a que 
nos referimos, es conveniente la formación específica de los socios de 
estas entidades. Es una consecuencia de la falta o defectuoso cono-
cimiento de las empresas participativas. En las Administraciones Pú-
blicas y en las sociedades capitalistas la toma de decisiones es, en 
gran parte, externa a los trabajadores. En aquéllas, las Administracio-
nes, gran parte de las decisiones tienen un origen normativo y la ca-
pacidad de innovación y modificación de los empleados públicos es 
limitada. En las sociedades capitalistas el ámbito de decisión es ma-
yor, aunque el núcleo decisorio corresponde normalmente, con todos 
los matices que se quiera, a un grupo reducido de dirigentes.  

El hecho de que en las sociedades participativas la aproximación 
a la toma de decisiones de los socios trabajadores sea mayor (en 
algunos casos, como en las cooperativas de trabajo asociado, casi 
máxima) supone una mayor responsabilidad de los socios, un hábito 
en la discusión y adopción de las decisiones y la obligación de propo-
ner alternativas, la confianza en los otros socios como punto de parti-
da, la aceptación sin problemas de soluciones de convergencia, etc. 
Supone, además, una separación muy importante del esquema de 
Administración Pública y de empresa capitalista que es el referente 
principal y ordinario en el que las decisiones están distanciadas de los 
trabajadores.  

Esta situación requiere una preparación específica, como corres-
ponde a la asunción de una responsabilidad nueva que supone una 
aceptación de liderazgos generados en la propia empresa y una ac-
tuación pro convergencia de las decisiones. Y esta preparación espe-
cífica reclama centros también singulares en los que de la forma más 
sencilla y con un coste mínimo que, además, podría inscribirse dentro  
de las actividades de promoción de empleo, se procuraría una infor-
mación y formación orientada a las nuevas responsabilidades.  



EL FORTALECIMIENTO DE LA PARTICIPACIÓN ASOCIATIVA COMO MECANISMO… 
Juan Calvo Vérgez 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

280 

d
o
s
s
ie

r 

280 

280 
280 

3. La financiación de las empresas participativas. 

Junto a la cuestión relativa a la formación específica a que aca-
bamos de referirnos, la financiación de este tipo de empresas consti-
tuye la cuestión esencial para su creación y desarrollo. Varias son las 
razones que dificultan una financiación normal (al margen de situa-
ciones transitorias provocadas por crisis financieras generales). En 
primer lugar, la dificultad para acceder al mercado de capitales. En 
gran parte debido a su reducida dimensión, en la mayor parte de los 
casos. También, por una relación menor con los centros de decisión 
bancarios que las empresas capitalistas, que suelen tener un círculo 
de acción más amplio en este campo financiero. En segundo término, 
por  la menor capacidad económica de sus socios, lo que es un resul-
tado lógico de la comparación de las sociedades personalistas y las 
capitalistas.  

A priori todas las vías de financiación están abiertas: aportacio-
nes voluntarias de los socios, secciones de créditos de las propias 
cooperativas, emisión de obligaciones, cooperativas de crédito cuya 
consideración hacia los otros tipos de estas entidades debe ser, lógi-
camente, mayor y préstamos participativos. Particular interés, por su 
potencial también teórico, adquiere esta última figura definida en el 
artículo 54 de la Ley de 1999: “La Asamblea General podrá acordar la 
emisión de títulos participativos, que podrán tener la consideración de 
valores mobiliarios y darán derecho a la remuneración que se esta-
blezca en el momento de la emisión, y que deberá estar en función 
de la evolución de la actividad de la cooperativa pudiendo, además, 
incorporar un interés fijo. El acuerdo de emisión, que concretará el 
plazo de amortización y las demás normas de aplicación, podrá esta-
blecer el derecho de asistencia de sus titulares a la Asamblea General, 
con voz y sin voto”. La dificultad reside en si esta regulación jurídica, 
sin duda acertada, es suficiente para que estos títulos participativos 
sean una técnica de financiación significativa fuera de las grandes 
cooperativas.  

Con carácter general, existen dos vías que deben recorrerse si-
multáneamente para tratar de salvar este obstáculo difícil. Las ayudas 
públicas son la primera de ellas, por afectar al momento de la crea-
ción de la empresa. Hay avances concretos en este camino. La capita-
lización de las prestaciones de desempleo para la creación de una 
cooperativa de trabajo asociado y la exención fiscal establecida en 
relación con la prestación que se destina a esta finalidad es una me-
dida positiva. Además, tiene la consideración financiera favorable de 
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que se cambia una prestación improductiva, aunque sea capitalizada, 
por la generación de recursos que suponen la creación de una empre-
sa en la que, además, es obligatorio mantenerse, al menos, durante 
un plazo de cinco años.  

Este momento de la creación de la empresa recibe también las 
ayudas de las Administraciones Públicas, general y autonómicas, que 
en la mayor parte de los supuestos están vinculadas a la creación de 
puestos de trabajo. Hay que tener en cuenta que se ha derogado el 
gravamen sobre la constitución de empresas, incluido en la figura del 
Impuesto sobre Operaciones Societarias. En definitiva, la creación de 
empresas participativas que aquí estudiamos tiene ayudas de interés. 
El problema es su suficiencia, aunque no se pueda negar su valor 
como primera piedra. Hay que recordar que la aportación de los so-
cios será de una cuantía limitada por tratarse, en su mayor parte, de 
personas con una capacidad reducida en el ámbito bancario y, en 
general, crediticio.  

La solución a esta situación tiene que venir a través de las garan-
tías de los préstamos iniciales que puedan ofrecerse sobre la patri-
monio de la sociedad pero, sobre todo, de la socialización de la ga-
rantía. Esta es la gran respuesta en el panorama y situación actuales. 
La socialización es posible y depende de la voluntad y acierto de los 
propios interesados y de la convicción y decisión de las Administra-
ciones Públicas. El mecanismo existe; las sociedades de garantía recí-
proca prestan avales a sus socios partícipes con el exclusivo objeto de 
favorecer el giro o tráfico de su empresa y, además, pueden prestar 
asistencia y asesoramiento financiero.  

La figura de los socios protectores, que no podrán solicitar la ga-
rantía de la sociedad, tiene la mayor importancia y es el vehículo de 
colaboración y ayuda que las Entidades públicas pueden utilizar para 
fomentar las sociedades de garantía recíproca. La línea de evolución 
debe de ser que estos socios protectores aumenten estas aportacio-
nes en una toma de responsabilidad apoyada en la idea de que tiene 
un menor coste participar en la socialización de garantías que la sub-
vención directa, sin perjuicio de mantener ésta, sobre todo en el pun-
to de arranque de la sociedad participativa, como antes hemos apun-
tado, y tener presente que las ayudas a las empresas participativas 
generan retornos para el Sector público en forma de cuotas de la 
Seguridad Social e Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
(retenciones). Hay que tener en cuenta que la legislación española 
sobre sociedades de garantía da presencia, en el Consejo de Adminis-
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tración, a los socios protectores, y es este órgano colegiado el que 
otorga las garantías de que se trate.  

Hay que tener en cuenta, finalmente, que los socios tienen el de-
recho a solicitar las garantías y el asesoramiento de la sociedad, que 
el Consejo de Administración resuelve caso por caso y que las partici-
paciones sociales quedan afectas a una garantía otorgada y no extin-
guida. Esta afección cierra el círculo de las garantías  a que nos veni-
mos refiriendo.  

En resumen, no se trata de defender a las sociedades de garan-
tía recíproca ni de predicar sus virtudes. Se quiere, únicamente insistir 
en las ventajas de la socialización de las garantías (ampliando la base 
subjetiva de los socios), indicar las ventajas de su mayor difusión y 
recordar que siempre para los socios protectores es menos costoso 
avalar que subvencionar, sin que se renuncie a la subvención, como 
hemos dicho ya, en el momento del comienzo de la actividad. Todo 
ello sin perjuicio de que una sociedad de garantía pueda conseguir 
una cierta globalización de la interlocución con las entidades financie-
ras, también beneficiosa para las sociedades participativas en forma 
de menor onerosidad de las exigencias bancarias. Hay ejemplos de 
sociedades de garantía recíproca en el campo de la Economía Social 
(OINARRI en el País Vasco es uno de ellos) que constituyen un para-
digma que debe ser citado en justo reconocimiento a sus gestores 
para un mayor respaldo de la idea que encarnan.1 

4. La conveniencia de reforzar la coordinación de las empre-
sas asociativas. 

La coordinación de actuaciones y medidas entre los agentes eco-
nómicos es siempre una política conveniente por la utilidad del inter-
cambio de experiencias, la reducción de costes, la financiación com-
partida, el mayor eco en el círculo económico de que se trate, etc. Lo 
es más aún en aquellos sectores de la actividad como la Economía 
Social, en los que el punto de arranque de las entidades no tiene el 
respaldo que ofrecen las empresas capitalistas.  

                                                           

1La Revista Gatza, núm. 135 (octubre) 2010, págs. 16 y 17, es sumamente ilus-
trativa de la utilidad y eficacia de estas sociedades de garantía para la Economía 

Social y de las perspectivas de futuro, que son ciertamente halagadoras.  
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Esta coordinación es siempre una regla de organización y eco-
nomía positiva, más aun en las empresas participativas que compiten 
en condiciones de desigualdad real con las empresas capitalistas, por 
sus mayores dificultades para acceder al mercado de capitales, por 
sus conexiones financieras más débiles, menos eco social de sus ac-
tuaciones, etc. El ordenamiento español tiene unas posibilidades am-
plias de coordinación organizadas desde planteamientos diversos. Así, 
la Ley 27/1999, de Cooperativas, establece el fondo obligatorio de 
educación y promoción que se destinará, entre otras finalidades, a la 
promoción de las relaciones intercooperativas. Igualmente, la Ley 
contempla distintas figuras en cuyo seno la colaboración y coordina-
ción es posible. Así, todo el fenómeno del asociacionismo cooperativo: 
uniones, federaciones y confederaciones. Todas ellas tienen, no solo 
funciones de representación y defensa de intereses generales, sino 
también de promoción y formación cooperativa y de organización de 
servicios de asesoramiento y, en general, todos los que sean conve-
nientes a los intereses de los socios.  

 

V. LA PROYECCIÓN DE LA ACTUAL CRISIS DE CAPITALI-

ZACIÓN Y DE COMPETITIVIDAD SOBRE LA ECONOMÍA 

SOCIAL  

Con carácter general, no todas las entidades de Economía Social 
tienen posibilidades de entrar plenamente en el círculo en que se 
produce la producción y distribución de bienes y servicios. Sólo aque-
llas que tienen una marcada esencia empresarial: las cooperativas, 
especialmente las de trabajo asociado, y las sociedades laborales. El 
resto, fundaciones, asociaciones de utilidad pública y mutualidades 
quedan (unas más y otras menos), por distintas razones, fuera de los 
focos más importantes de la crisis económica.  

Desde otro punto de vista, el concepto de crisis económica puede 
tener un ámbito subjetivo diverso: general, relativa a un sector y cir-
cunscrita a una empresa o grupo de ellas. Normalmente, las empre-
sas de Economía Social no son responsables de una crisis general, 
aunque sufran los efectos de ella como cualquier otra unidad econó-
mica. Lo mismo, mutatis mutandis, cabe decir en relación con la crisis 
económica de un determinado sector.  
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En resumen, y teniendo en cuenta que las empresas de Econo-
mía Social son, en la gran mayoría de los casos, de tamaño mediano 
o pequeño, las dificultades que normalmente conocen son de empre-
sa. Todo ello sin desconocer que en aquellas tienen influencia, lógi-
camente, la situación económica general. Estas crisis de empresa son, 
normalmente, de capitalización o de competitividad.  

En primer lugar, respecto de la existencia de una crisis de capita-
lización se ha de señalar que las empresas de Economía Social tienen 
una mayor exposición a las dificultades de tesorería y capitalización. 
No pueden acceder a los mercados de capitales o lo hacen con gran 
dificultad y sus conexiones con los grupos financieros son muy esca-
sas. Su financiación proviene, en primer lugar, de las aportaciones de 
los socios. Dentro de ellas tiene un particular interés teórico (y en 
algunos casos, práctico) la capitalización de las prestaciones de des-
empleo que debe percibir cada trabajador. Su límite son 15.500 euros 
para que estas cantidades capitalizadas estén exentas del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y cumplir el requisito del man-
tenimiento durante el plazo de cinco años de la acción o participación 
correspondiente de la sociedad laboral o cooperativa de trabajo aso-
ciado de que se trate. Son pues dos ventajas: la capitalización, que 
permite su inversión de una vez, y la exención en el IRPF, que podría 
tener importancia al tratarse de un Impuesto progresivo.  

La segunda fuente de financiación externa son las subvenciones 
dadas por las Administraciones, muy principalmente por la Autonómi-
ca, por la creación de un puesto de trabajo o por la incorporación de 
nuevos socios a las cooperativas de trabajo asociado o sociedades 
laborales. Son subvenciones reducidas que debían de ser mayores si 
se atendiese al mandato constitucional de fomentar las sociedades 
cooperativas y facilitar el acceso de los trabajadores a la propiedad de 
los medios de producción (art. 129.2 de la Constitución) pero que 
resultan de utilidad aunque ésta sea, como acabamos de decir, limi-
tada. En definitiva, son cantidades que tienen un valor complementa-
rio. Esta baja cuantía impide que puedan tacharse como ayudas de 
Estado. No lo debían de ser en ningún caso ya que la Unión Europea 
tiene como uno de sus objetivos la cohesión social y las empresas 
asociativas llevan a cabo esta cohesión. La Unión Europea debería ser 
más cuidadosa en este campo si no quiere que su objetivo de cohe-
sión sea poco más que una expresión retórica. De cualquier manera, 
muy difícilmente podrían adjetivarse estas subvenciones como ayudas 
de Estado, dado su grado de generalidad (muy amplio) y el hecho de 
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que en última instancia les sería aplicable la cláusula “de minimis” que 
excluye las entregas de pequeña entidad.  

La cuestión de la capitalización de las empresas de economía so-
cial y, en definitiva, de su financiación es uno de los problemas más 
importantes que tiene planteados este sector empresarial. Las causas 
ya han sido indicadas. A tal efecto estimamos conveniente el ensayo 
de fórmulas de garantía colectiva que permitan aportaciones razona-
bles y proporcionales y una reducción del riesgo por su carácter co-
lectivo. Los pasos que se han dado en este campo a través de la 
creación de sociedades de garantía recíproca han dado un resultado 
satisfactorio y la adopción de dicha figura podría constituir uno de los 
referentes en la búsqueda de una mejor financiación. De cualquier 
manera, las posibilidades están abiertas para los trabajadores, las 
empresas, las Administraciones, las entidades rectoras de la economía 
social y las entidades financieras. No conviene olvidar que el alto gra-
do de supervivencia de las empresas asociativas a que nos estamos 
refiriendo constituyen, ya, una garantía específica a la hora de la fi-
nanciación exterior. Y que esta durabilidad se basa en algo tan fun-
damental como que los trabajadores defienden su propio puesto de 
trabajo, consideran la empresa como propia y su proximidad a la to-
ma de decisiones les implica en una mejor organización y, en definiti-
va, en un aumento de la productividad. 

En cuanto a la actual crisis de competitividad existente, se trata 
del tipo de crisis que puede afectar a las empresas medianas y pe-
queñas de Economía Social que estén ya en funcionamiento. Se pre-
senta en términos de mayores costes, baja productividad, actualiza-
ción menor de los productos o los servicios que las empresas capita-
listas competidoras y una mayor dificultad, en definitiva, para adap-
tarse al mercado.  Ahora bien, este conjunto de aspectos desfavora-
bles deben ser examinados detenidamente y, sobre todo, a la luz de 
dos consideraciones. En primer lugar, que las entidades de Economía 
Social son sociedades de personas y, en consecuencia, cada socio 
trabajador es, en buena medida, responsable de su propio puesto de 
trabajo y, en definitiva, de su empresa., lo que termina por incidir en 
la estructura de costes y, en circunstancias difíciles, en la cuantía de 
éstos. Y, en segundo término, que este carácter personalista atribuye 
a estas sociedades una mayor flexibilidad, muy útil y necesaria en 
situaciones de crisis ante planteamientos de reorganización.  

A partir de estas premisas puede afirmarse que los problemas de 
costes se tratan en las empresas asociativas con un sentido de res-
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ponsabilidad bien conocido por todos los que se asoman a ellas. Así 
sucede en los ajustes propiamente dichos y en los que se derivan de 
una relación no eficiente entre trabajo y capital. Esta capacidad de 
ajuste es lo que ha permitido la continuación de muchas empresas en 
tiempos de crisis económica general y de empresa.  

Los factores negativos que influyen sobre la competitividad son, 
como es bien sabido, también otros. El principal de ellos es la falta de 
adaptación al mercado en forma de desactualización de los productos 
o servicios de que se trate. Los estudios y la inversión procedente 
constituyen el recurso más inmediato y el que resulta más factible 
para el tipo de empresa media o pequeña. Lo es menos las activida-
des de investigación, desarrollo e innovación tecnológica, solo al al-
cance de empresas de una dimensión determinada. De cualquier ma-
nera, las necesidades de adaptación al mercado (actualización de 
productos y servicios) pone de manifiesto la necesidad de colabora-
ción entre las empresas asociativas a que nos venimos refiriendo. Una 
unión de objetivos y medios que permite llegar a donde no es posible 
hacerlo individualmente.  

Nuestro ordenamiento jurídico ofrece diversas formas y técnicas 
asociativas que son la herramienta adecuada para llevar a cabo esta 
colaboración. La Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, regula 
las cooperativas de segundo grado, el grupo cooperativo, los consor-
cios y las uniones de este tipo de sociedades. Todas estas figuras 
facilitan la elección del tipo de colaboración adecuado para un objeti-
vo determinado e incluso una actuación en común de carácter per-
manente.  

 

VI. LA TRASCENDENCIA DE LA PARTICIPACIÓN ASOCIA-

TIVA COMO TÉCNICA PARA HACER FRENTE A LA ACTUAL 

SITUACIÓN DE CRISIS ECONÓMICA EN EL ÁMBITO DE LA 

ECONOMÍA SOCIAL 

1. Introducción. 

Tal y como hemos señalado a lo largo del presente artículo el Es-
tado Social, entendido como grupo normativo que realiza políticas 
sociales orientadas a la igualdad de los ciudadanos, se apoya en la 
Constitución. Es la Ley Fundamental la que hace la declaración de 
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este tipo de Estado. En el caso español, se dota de contenido expreso 
a la misma a través de un conjunto de principios rectores de la políti-
ca social y económica (Capítulo III, Título I). Estos principios son, 
técnicamente, mandatos del poder constituyente a los poderes públi-
cos establecidos en la mayor parte de los casos con un criterio cuali-
tativo de avance en las políticas sociales a que se refieren. Aquí in-
teresa destacar que entre la formulación de estos mandatos y la 
realidad social hay un gran espacio que debe ser llenado por las leyes 
y las normas reglamentarias. Incluso después de la promulgación de 
éstas queda, normalmente, una amplia discrecionalidad que debe ser 
atendida con nuevas normas, actos administrativos generales o acti-
vidades administrativas concretas.  

Pues bien, en la regulación de este espacio amplio es donde ad-
quiere interés la participación ciudadana asociativa. Dicha participa-
ción ha tenido un número de factores diversos que han contribuido a 
su desarrollo. Desde aquellos que tienen un carácter humano e indi-
vidual como la toma de conciencia ante los problemas sociales, hasta 
los que tienen un origen más extenso como el crecimiento urbano, el 
desarrollo de las Administraciones Locales, la necesidad de aportar 
recursos a objetivos comunes, avanzar más en el camino democráti-
co, etc.  

Nuestro ordenamiento jurídico abre un cauce amplísimo a la par-
ticipación, como no podía ser menos en una democracia representati-
va y en un Estado Social y Democrático de Derecho. El artículo 9.2 de 
la Constitución coloca la responsabilidad de los poderes públicos en la 
remoción de los obstáculos que impidan que la libertad y la igualdad 
sean reales y efectivas. Se trata de una declaración fundamental y 
básica para la construcción del Estado Social. Además estos poderes 
deben “facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida 
política, económica, cultural y social”. 

Esta participación tiene encaje, en primer término, en el campo 
político. El artículo 23 de la Ley Fundamental se refiere a ella. Tiene 
un alcance inferior al que resulta de su propia lectura y se han seña-
lado sus límites por el propio Tribunal Constitucional.2 

                                                           
2La Sentencia del Tribunal Constitucional 51/1984, de 25 de abril, dice que “La 
participación en los asuntos públicos a que se refiere el artículo 23 es, en primera 
línea, la que se realiza al elegir los miembros de las Cortes Generales, que son los 
representantes del pueblo (…)”. Hay otros casos de participación en los asuntos 
públicos en su forma más importante como es la actividad normativa. La figura 
del concejo abierto, prevista en el artículo 140 de la Ley Fundamental, y que es 
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Cabe aludir, por tanto, a la existencia de un amplísimo campo de 
participación en la vida política, económica, cultural y social. Su sis-
tematización se ha hecho desde diferentes criterios. La participación 
en las funciones administrativas ha tenido un notable eco y todavía 
hoy constituye un criterio de sistematización aceptable y muy utiliza-
do. La distinción entre participación orgánica, funcional y cooperativa 
sigue siendo válida y expresa la forma en que se hace con claridad 
indudable.3 
  

                                                                                                                                   
una manifestación de soberanía popular, en determinados municipios se inscribe 
en este grupo. Sin salir de la Constitución, también la participación en los distin-
tos referendums, prevista en los artículos 151.1, 152.2, 167.3 y 168.3. La Ley 
Fundamental, como bien es sabido, contempla otros supuestos de participación 
en el campo público como la que se produce en la institución del Jurado, aunque 
en este caso sea una participación en la Administración de justicia. De especial 
importancia para este trabajo sobre el Estado Social la prevista en el artículo 129: 

“La Ley establecerá las formas de participación de los interesados en la Seguridad 
Social y en la actividad de los organismos públicos cuya función afecte directa-
mente a la calidad de la vida o al bienestar general”. Por lo demás la Constitu-
ción, como se ha recordado con frecuencia, invoca, establece o exige de la ley 
formas distintas de participación. En el campo administrativo esta participación es 
muy amplia. Así, la participación de los consumidores y usuarios en las cuestiones 
que les afecten (art. 51); la participación de la juventud en los cuatro ámbitos ya 
indicados: político, social, económico y cultural (art. 48); la participación de los 
sectores afectados en la educación y la creación de centros docentes (art. 27). 
Finalmente, y en un plano normativo, la participación de los ciudadanos directa-
mente o a través de las organizaciones o asociaciones reconocidas por la ley en 
el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afec-
ten (art. 105). Afirma a este respecto GARCÍA MORILLO, J. que la Constitución 
“manifiesta voluntad de establecer una sociedad democrática avanzada y traduce 
tal voluntad en una extensión de la participación de los ciudadanos que va más 
allá de las formas tradicionales, referentes a la participación en la designación de 
representantes políticos” (Derecho Constitucional, Dir.: López Guerra, 6ª edición, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, págs. 337 y 338). Hay que reconocer, no obs-
tante, que el mayor énfasis se ha puesto en la participación económica, proba-
blemente por la fuerza y plasticidad del fenómeno sindical (VILLAR PALASÍ, J. L. 
y SUÑE LLINAS, E., “Comentario al artículo 9 de la Constitución”, en Comentarios 
a la Constitución Española de 1978, Tomo I, Edersa, 1996, pág. 515).  

3GARCÍA DE ENTERRÍA, E., “La participación del administrado en las funciones 
administrativas”, Estudios homenaje a Royo Villanova, Civitas, Madrid, 1977. Más 
recientemente en Curso de Derecho Administrativo, Vol. II, 11ª edición, Civitas, 

Madrid, 2008, págs. 86 y ss.  
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2. Participación individual y participación asociativa. Su rela-
ción con las políticas propias del estado social. 

La Constitución se refiere a la participación en abstracto, sin ad-
jetivarla de individual o asociativa. Así, en su fundamental art. 9.2. No 
obstante ha de acudirse a cada caso concreto para saber qué tipo es 
el procedente y el que ha querido establecerse. La participación en 
los asuntos públicos será normalmente individual, así como en deter-
minados supuestos de participación cultural y promoción del patrimo-
nio histórico y artístico. La participación será asociativa en las políticas 
propias del Estado Social establecidas principalmente en el Capítulo 
III de su Título I (empleo, Seguridad Social, juventud, tercera edad, 
consumidores y usuarios, etc.). De cualquier manera resulta difícil 
una sistematización a priori. Las situaciones, matices y decisiones son 
muy diversas. Solo puede afirmarse con carácter general que la parti-
cipación de los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y 
social supone siempre un avance y un reforzamiento en la vida demo-
crática de una comunidad.  

Con independencia de este efecto beneficioso genérico, la parti-
cipación individual ofrece también aspectos positivos concretos. Su-
pone una iniciativa, puede contribuir a la formación de opinión públi-
ca, refuerza los círculos en los que se participa, supone un estímulo a 
otras participaciones, es un paso aunque sea individual a agrupacio-
nes de intereses futuras, etc. Además, supone la aceptación de políti-
cas sociales ofrecidas para su aceptación y ejecución individual. Los 
poderes públicos hacen en las normas jurídicas ofertas concretas cuya 
realización depende de una decisión racional y expresa de cada ciu-
dadano en concreto. Si una persona suscribe un plan de pensiones 
individual está realizando un acto aislado pero está aceptando y re-
forzando una política asociativa de complementariedad de la Seguri-
dad Social. Lo mismo cuando se incorpora a una cooperativa de vi-
viendas en relación con la política social de la vivienda. Igualmente 
cuando se integra en una sociedad laboral en relación con la política 
social de empleo. Conviene recordar que la mayoría de políticas socia-
les son bloques generales impuestos normativamente (Seguridad 
Social, medio ambiente, enriquecimiento del patrimonio histórico y 
artístico, tutela de la salud pública, etc.). Pero cada vez hay más polí-
ticas sociales estructuradas como ofertas a los ciudadanos y cuya 
realización definitiva depende de una decisión individual de estos.  

Ahora bien, siendo cierta esta afirmación, conviene recordar que 
las políticas sociales que permiten técnicas de reivindicación (que hoy 
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son casi todas) requieren una participación asociativa: empleo, Segu-
ridad Social, salud pública, medio ambiente, protección de los consu-
midores y usuarios, etc. En todos estos casos la lógica impone la aso-
ciación y las leyes recogen esta exigencia. Aunque según el artículo 
129.1 de la Constitución en las actividades que afecten directamente 
a la calidad de vida o al bienestar general la ley puede establecer las 
formas de participación4, la realidad es que siempre esta forma es 
asociativa. Lo contrario no sería posible técnicamente y desde una 
perspectiva política sería de muy escasa utilidad. 

El principal argumento, no obstante, a favor de la participación 
asociativa está en su juego en el plano genérico de la colaboración y 
en el específico de la reivindicación. Si dicha participación tiene como 
objetivo colaborar con los poderes públicos en el desarrollo de la am-
plia discrecionalidad que las políticas sociales suponen, esta actividad 
solo es posible desde la participación asociativa. La misma conclusión 
es válida en relación con la función reivindicativa. La reivindicación 
entendida como la denuncia de insuficiencias y la propuesta de solu-
ciones solo es posible hacerla desde la participación asociativa.5 

La necesidad de la participación asociativa en el desarrollo de las 
políticas propias del Estado Social se basa en consideraciones distin-
tas. Se trata de un campo amplio menos trabajado jurídicamente y 
con menos mecanismos de defensa que otros como los derechos fun-
damentales y las libertades públicas y derechos concretos de los ciu-
dadanos como la propiedad y la libertad de empresa. Aquí hay una 
tradición jurisdiccional muy importante y una concreción de las situa-
ciones jurídicas que permiten una más fácil actuación y defensa por 
parte de los interesados. Por el contrario, las políticas sociales a que 
nos referimos se mueven e incluso se definen en unas zonas de dis-
crecionalidad muy amplias.  

                                                           
4El artículo 129.1 de la Ley Fundamental dispone que “La Ley establecerá las 
formas de participación de los interesados en la Seguridad Social y en los orga-
nismos públicos cuya función afecte directamente a la calidad de la vida o al 
bienestar general”. 

5Que las asociaciones (organizaciones) reflejen y exterioricen fielmente los intere-
ses de los asociados es una cuestión técnica pero también, y sobre todo, de de-
mocracia interna de la asociación. Recuerda GURVITCH, G., que “La organización 
de un grupo, en tanto que esquema racional y reflexivo, no puede nunca expre-
sar por entero la comunidad objetiva subyacente, que es mucho más irracional, 
rica en cualidades y además permanece impersonificable en su fondo” (La idea 
de Derecho Social, Comares, Granada, 2005, pág. 33).  
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Es cierto que sus problemas son de organización y de desarrollo 
legal, pero también (y principalmente) de insuficiencia financiera, lo 
que hace más difícil el control jurisdiccional. Siempre es posible ar-
gumentar que el desarrollo de las políticas a que nos referimos es 
función principal del asociacionismo político (de los partidos). No obs-
tante, la actuación estrictamente política está hoy limitada por la ne-
cesidad de actuar en otros campos que los Estados consideran como 
esenciales: economía, defensa, seguridad ciudadana, atención a los 
compromisos financieros y mantenimiento de las organizaciones ad-
ministrativas. Estas limitaciones financieras se reflejan en la presenta-
ción y debate de los Presupuestos de los entes públicos en los que se 
actúa, en gran parte de los casos, con incrementos generales sobre el 
precedente, sin que haya un verdadero replanteamiento anual de las 
necesidades de financiación.  

Desde nuestro punto de vista los aspectos positivos de la partici-
pación asociativa son varios y han sido destacados por la doctrina en 
relación con la participación en funciones administrativas. Es evidente 
que, al considerar el Estado Social como un grupo normativo que 
desarrolla políticas sociales en la búsqueda de la igualdad entre los 
ciudadanos, la portada de la participación es más amplia y llega a 
todos los poderes públicos y a la opinión pública, que en un Estado 
democrático incide e influye sobre estos mismos poderes de manera 
importante.  

El primero de estos aspectos positivos es la información facilitada 
por las asociaciones a los poderes públicos y, particularmente, a las 
Administraciones. En la medida que el campo de actuación adminis-
trativa es cada día mayor y la complejidad aumenta, esta información 
es cada vez más valiosa. También, teniendo en cuenta que la actua-
ción pública debe hacerse cada día de manera más matizada. En de-
finitiva, aportación de nuevos hechos, de situaciones diversas y de las 
posiciones concretas que mantienen los interesados así como otras 
alternativas a la propuesta por la Administración de que se trate.  

El segundo aspecto a destacar son las ventajas derivadas de la 
experiencia de las asociaciones de interesados. Su resultado va más 
allá de la información y supone en bastantes casos la comparación 
entre distintas alternativas y el camino seguido para una mejor solu-
ción a los problemas o a la realización de los proyectos. La indicación 
de nuevas técnicas a partir de su experimentación es un valor que 
debe considerarse por las Administraciones. 
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En tercer lugar, la disminución de la conflictividad administrativa 
y judicial es también un aspecto positivo. La discusión ex ante de las 
discrepancias y la reflexión con un campo de información mayor pre-
vio a la toma de decisiones puede reducir los puntos de controversia 
y lo hace así en bastantes ocasiones. El conocimiento de las posicio-
nes de ambas partes en la interlocución y su fundamentación ha sido 
siempre un factor de aproximación y, en bastantes casos, de renuncia 
a medidas litigiosas. Que los interesados puedan comprobar que se 
han discutido sus argumentos y se han considerado sus derechos y 
que la respuesta a los mismos ha sido motivada reduce normalmente 
la confrontación. Más aún, en aquellos casos en que la discrecionali-
dad de la Administración es importante. 

Los mandatos del constituyente, contenidos en el Capítulo III, Tí-
tulo I, de la Ley Fundamental se prestan bien a la reducción de la 
tensión y la conflictividad en las políticas sociales. Como hemos dicho 
anteriormente, una de las características de estos imperativos es que 
en una buena parte incorporan criterios cualitativos: la distribución de 
la renta debe ser más equitativa, las prestaciones sociales deben ser 
suficientes ante situaciones de necesidad, el medio ambiente debe ser 
adecuado para el desarrollo de la persona, la vivienda debe de ser 
digna y adecuada, etc. Estos criterios favorecen la convergencia y 
reducen el antagonismo de las situaciones, lo que facilita la reducción 
de la conflictividad. 

Finalmente, como último aspecto positivo hay que señalar el ro-
bustecimiento democrático que supone la participación asociativa. Lo 
es todo tipo de participación (también la individual) pero particular-
mente la asociativa, por su mayor eco social. Toda participación en la 
vida política, económica, cultural y social colaborando con los poderes 
públicos o reivindicando medidas concretas ante ellos es un escalón 
más que el sufragio activo o pasivo. Este fortalecimiento de la vida 
democrática es mayor en la participación asociativa, no solo por su 
mayor eficacia (normalmente), sino también porque la asociación y el 
sometimiento a sus reglas es también una manifestación democrática. 
Al mismo tiempo, el esfuerzo en común fortalece la decisión y la posi-
ción individual.  

Este robustecimiento democrático es también consecuencia de la 
crítica que las asociaciones participativas ejercen en relación con la 
actividad administrativa y con la situación de las políticas sociales. La 
formulación de juicios globales y periódicos de estas asociaciones 
cuanto tienen una representación acreditada y suficiente adquiere 
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importancia, no solo por las soluciones alternativas que puedan pro-
poner, sino también por su incidencia en la opinión pública, que pue-
de tener efectos políticos.  

3. Participación asociativa de colaboración y de reivindica-
ción. 

La participación asociativa ha sido normalmente de colaboración 
con las Administraciones Públicas y conoce distintos aspectos y mo-
mentos de la vida pública: petición, información pública, planificación 
urbanística, presupuestos de las Entidades Locales, elaboración de 
normas reglamentarias, evaluaciones de impacto ambiental, etc. Son 
todos casos de participación funcional, que es la que aquí interesa. 
Pueden ser casos de información individual y también de participación 
asociativa. 

Particular importancia tiene esta participación asociativa de cola-
boración en la vida municipal, siguiendo una tradición de apertura de 
los Entes Locales a la colaboración de los vecinos, La Ley Reguladora 
de las Bases de Régimen Local, 7/1985, de 2 de abril, art. 72, es un 
claro ejemplo de ello: “Las Corporaciones Locales favorecerán el 
desarrollo de las asociaciones para la defensa de los intereses genera-
les o sectoriales de los vecinos, les facilitarán la más amplia informa-
ción sobre sus actividades y, dentro de sus posibilidades, el uso de los 
medios públicos y el acceso a las ayudas económicas (…)”.6 

En la práctica, resulta a veces difícil la separación entre colabora-
ción y reivindicación, entre otras cosas porque ésta es una forma de 
aquélla. Conviene advertir, no obstante, que los principios rectores de 
política social y económica incluidos en el Capítulo III, Título I de la 
Constitución son especialmente aptos para fomentar la participación 
asociativa reivindicativa. En primer lugar, porque los citados principios 
son verdaderas políticas sociales normalmente deficitarias, dado que 
el desarrollo de las necesidades es superior al de los recursos: em-
pleo, suficiencia de las prestaciones de Seguridad Social, salud públi-

                                                           
6El Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Cor-
poraciones Locales aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, 
es un gran ejemplo de participación asociativa, al disponer que “Las asociaciones 
o entidades puedan efectuar una exposición ante el Pleno en relación con algún 
punto del orden del día (…)” (art. 228); igualmente al reiterar que “En la medida 
que lo permitan los recursos presupuestados, el Ayuntamiento podrá subvencio-
nar económicamente a las asociaciones para la defensa de los intereses genera-
les o sectoriales de los vecinos (…)” (art. 232).  
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ca, integración de personas discapacitadas, medio ambiente adecua-
do, etc. Esta insuficiencia crónica es apta para la reivindicación fun-
damentada en una nueva redistribución de los recursos financieros. Y, 
en segundo término, porque es posible introducir modificaciones es-
tructurales en la organización de las políticas sociales que se ajusten 
menos al modelo clásico de protagonismo casi total de los presupues-
tos públicos y más a una implicación de las iniciativas y recursos pri-
vados. La reivindicación de nuevos planteamientos en estas políticas 
sociales, su éxito, va unido en gran medida a nuevos planteamientos 
y no a subidas presupuestarias lineales. Es cierto que el Estado es 
cada día más responsable en el sentido de que las demandas se diri-
gen contra él. Pero lo es porque una actuación de inmovilismo 
desemboca necesariamente en esta situación.  

De cualquier manera interesa destacar aquí que la defensa de 
políticas sociales establecidas en la Constitución desde la participación 
asociativa tiene un amplio campo de desarrollo, dado el comporta-
miento bastante mecanicista de los partidos políticos y el desarrollo 
continuista de la vida presupuestaria a la que hemos hecho referencia 
anteriormente. Por otra parte  la participación asociativa reivindicativa 
debe tener como objetivo incidir y avanzar en la opinión pública. En 
un Estado democrático y en una sociedad mediática el valor de esta 
opinión es muy notable y su influencia sobre los poderes públicos de 
gran importancia. Más aun cuando los procesos electorales (euro-
peos, generales, regionales y municipales) deben mantener al electo-
rado en una situación de receptividad. El hecho de que las políticas 
sociales a que nos referimos estén establecidas en la Constitución y 
su técnica sea la de mandatos cualitativos del constituyente a los 
poderes públicos debe de contribuir también a la sensibilización de la 
opinión pública a que nos referimos.  

 

VII. REFLEXIONES FINALES  

En nuestros días, la Economía Social suscita un interés especial, 
no solo en los agentes económicos, sino también en los ciudadanos 
en general. Las razones son diversas según los tipos de entidades que 
integran este amplio círculo. La solidaridad ha rebrotado en beneficio 
de figuras como los centros especiales de empleo, entidades de inclu-
sión social, fundaciones e incluso, por distintas razones, de cooperati-
vas de consumo y detallistas. A lo largo del presente artículo nos he-
mos referido especialmente a aquellas sociedades participativas abier-
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tas a sus miembros y, de manera específica, a las cooperativas de 
trabajo asociado. 

Estas sociedades personalistas han ganado protagonismo en 
nuestros días por su mayor capacidad de supervivencia en relación 
con las sociedades capitalistas. Es curiosa esta razón. No destacan 
hoy aquellas cooperativas por su juego pro futuro y por sus mayores 
posibilidades de éxito cara a una actividad económica que se inicia 
con su creación (que sería lo lógico), sino por su mayor capacidad de 
resistencia. Es uno de los grandes efectos de la crisis económica: el 
mantenimiento de un puesto de trabajo tiene la misma (o mayor) 
importancia que su creación. En la relación directa con futuros socios 
de las sociedades personalistas la pregunta que más se repite es por 
qué esta mayor permanencia en el campo empresarial de las socieda-
des a que nos referimos en comparación con las sociedades capitalis-
tas. No deja de constituir una paradoja. 

La razón de este fenómeno anómalo hay que buscarla en la es-
tructura subjetiva del desempleo. No es lo mismo un desempleado de 
25 años que otro de 50. Las posibilidades de colocación son, como es 
sabido, distintas. De aquí la preocupación por la supervivencia de la 
empresa. El hecho de que los datos sobre la resistencia de cada tipo 
social a la crisis se hayan difundido ha generalizado el interés al que 
me estoy refiriendo. El interés sobre la duración de los puestos de 
trabajo y, en definitiva, de la empresa, ha pasado a un primer lugar.  

¿Hay alguna explicación científica para esta mayor supervivencia 
a que nos referimos? A nuestro juicio, así es. Todo gira en derredor 
de la flexibilidad en la toma de decisiones y adopción de nuevos plan-
teamientos. La comunión entre dirección y trabajadores en una em-
presa participativa es alta incluso, en algunos supuestos, máxima. La 
confrontación que puede producirse en una empresa capitalista entre 
los bloques de capital y dirección, de un lado, y trabajadores, de otro, 
no se da en la empresa participativa. Aquí, en ésta, el trabajador ha 
sido incorporado a la toma de decisiones como titular de una parte 
del capital o aproximado suficientemente a ella hasta el punto de que 
la confrontación tiene escaso sentido. Siendo esto cierto, hay que ver 
el fenómeno desde una óptica positiva: la experiencia de los trabaja-
dores constituye un recurso esencial, y la incorporación a “su” empre-
sa se presenta como una aportación del mayor valor. La realización 
diaria del trabajo supone una experiencia acumulada del mayor inte-
rés.  
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En resumen, la convergencia o identidad entre socios y trabaja-
dores da a la empresa una flexibilidad muy notable que incide positi-
vamente en la superación de situaciones difíciles. Las nuevas respues-
tas en el plano de los costes y en la vertiente de la venta de produc-
tos y servicios se apoyan en la flexibilidad. De forma más clara aún, la 
redistribución del empleo existente como mecanismo sustitutivo del 
despido de una parte de la plantilla o de su prejubilación requiere una 
colegiación en la decisión y la mayor flexibilidad posible.  

 En el marco de la actual crisis económica que, a lo largo de 
estos últimos años, venimos padeciendo, las empresas participativas 
representan una respuesta muy válida a las grandes preguntas que 
hoy se hace el mundo laboral y una parte del socio-económico: ¿Qué 
hacer? ¿Qué dirección tomar? ¿Qué mecanismos nos ofrece el orde-
namiento jurídico y el Estado?, etc. Sus modelos están ahí y han ser-
vido para poner de manifiesto que el asociacionismo de los trabajado-
res no solo es posible, sino también fructífero. Con carácter adicional 
esta unión de fuerzas, esta convergencia, es el seguro más eficaz de 
permanencia de la empresa misma. Y todo ello con unas ayudas pú-
blicas escasas y con el gran obstáculo de las necesidades de financia-
ción.  

En resumen, la creación de la propia empresa, su ampliación o la 
incorporación a una ya existente es un ejercicio de libertad. Y, en este 
ámbito, es de destacar el papel que han de jugar los líderes de las 
federaciones y de las confederaciones de estas sociedades, cuya res-
ponsabilidad es muy importante. Ellos tienen que mantener una pre-
sencia pública y una interlocución con las Administraciones y, en ge-
neral, con los Poderes públicos, aportando nuevas ideas y abriendo 
nuevos caminos a las empresas que representan. 
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RESUMEN 

La dimensión de la empresa constituye una de las principales estrategias a la hora 
de afrontar los retos de competitividad. El tamaño se presenta como un factor de 

competitividad y, por ello, la reducida dimensión empresarial que ofrecen las 

cooperativas en España y, particularmente, las cooperativas de Castilla y León, 
aparece como un límite de su capacidad competitiva. En los momentos actuales 

tienen interés las estrategias ligadas a fenómenos de integración y colaboración de 
cooperativas para adaptar el cooperativismo al nuevo escenario económico. Pre-

tendemos aquí clarificar y delimitar las distintas formas de colaboración e integra-

ción que se ofrecen en la legislación cooperativa. Destacaremos sus ventajas e 
inconvenientes y resaltaremos también algunas iniciativas que se nos muestran en 

el entorno cooperativo particularmente agroalimentario. Señalaremos, en fin, algu-
nas propuestas que pueden servir de ejemplo e impulso a la cada vez más necesa-

ria colaboración entre cooperativas.   

 

PALABRAS CLAVE 

Integración; colaboración; regulación general; cooperativas Castilla y León. 

 

 
 

ABSTRACT 

The size of the company is one of the main strategies for tackling the challenges of 
competitiveness. The size is presented as a factor of competitiveness and therefore 

the small business size offered by cooperatives in Spain and particularly coopera-
tives of Castilla y León, appears as a limit of its competitiveness. At the present 

times the strategies of integration and collaboration of cooperatives to adapt to the 
new economic scene, regain interest. We aim here to clarify and define the differ-

ent ways of collaborating and integration offered in cooperative legislation. We will 

emphasize their advantages and disadvantages and will highlight some initiatives 
which appear especially in agribusiness cooperative environment. Finally, we will 

point out, some proposals that can serve as an example and encouragement to the 
growing need cooperation among cooperatives. 
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Integration, collaboration, general regulation, cooperatives, Castilla y León. 
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I.- INTRODUCCIÓN 

La dimensión de las empresas sigue siendo una de las principales 
estrategias a la hora de abordar muchos de los retos a los que se 
enfrenta el sector cooperativo1. El tamaño se presenta como un factor 
de competitividad y, por ello, la reducida dimensión empresarial que 
ofrecen las cooperativas agroalimentarias en España –donde no son 
excepción las cooperativas de la Comunidad de Castilla y León2-, apa-
rece como un límite de su capacidad competitiva. Como recuerda el 
profesor Vargas Vasserot, la búsqueda de la óptima dimensión em-
presarial ha constituido siempre una preocupación del sector coopera-
tivo que ve en los procesos de concentración empresarial la forma, si 
no la única, sí la mejor de afrontar los retos de la globalización, y a la 
vez de superar algunas de las limitaciones estructurales y económicas 

                                                           

1 Vid. MELIÁ MARTÍ, E. y JULIÁ IGUAL, J. F.: “La intercooperación: Una respuesta 
a las actuales demandas del cooperativismo agrario”, Estudios de Economía Apli-
cada, nº 26-1, 2008 p. 67; JULIÁ, J. F., MELIÁ E., GARCÍA, G., GALLEGO, P. L.: 
Los factores de competitividad de las cooperativas líderes en el sector agroali-
mentario europeo. Acciones a emprender por las cooperativas agrarias españolas. 
Colección económica, 14, Fundación Cajamar, 2010, Almería, particularmente pp. 
34-44, y 156-159. También, JULIÁ, J. F., GARCÍA, G., MELIÁ E.: “La globalización 
y los modelos de crecimiento de los grupos cooperativos. Las cooperativas agroa-
limentarias en España y la Unión Europea”, Revista Vasca de Economía, EKONO-
MIAZ, núm. 79, 2012, p. 84; FAYOS, T., CALDERÓN, H., MIR, J.: “El éxito en la 
internacionalización de las cooperativas agroalimentarias españolas. Propuesta de 
un modelo de estudio desde la perspectiva del marketing internacional, CIRIEC-
Revista de Economía Pública Social y Cooperativa, nº 72, octubre, 2011, pp. 50 y 
ss. y referencias que allí se indican. 

2 Aunque la valoración del tamaño de las entidades depende de los índices que se 
comparen, se suele concluir que el tamaño medio de las cooperativas en Castilla 
y León es inferior al de las cooperativas del resto de España; y esa diferencia se 
incrementa, en particular, respecto a las cooperativas agrarias y de explotación 
comunitaria de la tierra. Vid. ALARCÓN CONDE, M. A.: “El peso cooperativo en el 
crecimiento de la economía de Castilla y León”, Tierras de Castilla y León: Agri-
cultura, nº 176 Extra, 2011, p. 46; FERNÁNDEZ ARUFE, J. E. y GÓMEZ GARCÍA, 
J. M. (Coors.): La economía social en Castilla y León. Estudio del sector empresa-
rial. Junta de Castilla y León, Dirección General de Economía Social, Valladolid, 

2007, especialmente, pp. 92-93.  
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que tienen las sociedades cooperativas para su expansión y creci-
miento sin tener que abandonar dicho modelo empresarial3.  

Tampoco los poderes públicos son ajenos a esa preocupación y, 
por ello, no es de extrañar la búsqueda de la adopción de medidas 
que favorezcan las estructuras de integración o colaboración econó-
mica de las cooperativas. Así, ya en el pasado mes de marzo, el Di-
rector general de Industrias Alimentarias nos anunciaba que el Minis-
terio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente trabaja en una 
norma que facilite y agilice las fusiones e integraciones entre coope-
rativas agrarias de distintas comunidades autónomas. El objetivo, 
según se explicaba, sería que las cooperativas, y otro tipo de asocia-
ciones y explotaciones de carácter asociativo, pudieran tener unas 
condiciones que les permitieran adquirir mayor dimensión y opciones 
de aumentar su penetración en el mercado4. Recientemente, en el 
Consejo de Ministros del pasado 19 de octubre recibía el Informe del 
Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente sobre el An-
teproyecto de Ley de Fomento de la Integración Cooperativa y de 
otras Entidades Asociativas de carácter agroalimentario, con el objeti-
vo -se dice- “de lograr que las cooperativas españolas crezcan en 
dimensión y capacidad y sean más competitivas”5. Ese es, según el 

                                                           
3 Vid. VARGAS VASSEROT, C.: “La integración y diferenciación cooperativa: de las 
secciones a los grupos de sociedades”, Boletín de la Asociación Internacional de 
Derecho Cooperativo, nº 44, 2010, p. 161 y referencias que allí se indican. 

4  Vid. http://www.observatorioeconomiasocial.es/actualidad-
observatorio.php?id=1928. La medida, se decía, permitiría no sólo agilizar los 
trámites, sino también simplificar y favorecer las condiciones de acceso a la fi-
nanciación cuando se produzcan fusiones entre cooperativas que operen en dis-
tintas comunidades autónomas. En esta línea, JULIÁ, J. F., MELIÁ E., GARCÍA, G., 
GALLEGO, P. L., op. cit., pp. 168 y 171 y 177-179, vienen a proponer una Ley 
sectorial de cooperativas agrarias de ámbito estatal, que supere tanto las insufi-

ciencias de la ley estatal de cooperativas como las discordancias de la legislación 
autonómica. Una ley única para las cooperativas agrarias –se viene a decir- po-
dría ofrecer un marco competitivo al crecimiento, podría fomentar los procesos de 
fusión e integración a nivel supra-autonómico, podría dar cobertura legal a las 
necesidades de las grandes cooperativas agrarias, y podría servir para eliminar 
los agravios comparativos entre CC. AA. 

5 Vid.  
http://www.lamoncloa.gob.es/ConsejodeMinistros/Referencias/_2012/refc201210
19.htm#Cooperativa. Ahí se añade: “El impulso y fomento de la integración 
cooperativa constituye un eje prioritario de actuación del Departamento para 
favorecer su competitividad, redimensionamiento, modernización e internacionali-
zación y, de esta manera, corregir los problemas del sector cooperativo español, 
que se caracteriza por su atomización y en donde en la actualidad ninguna 
cooperativa española está entre las veinticinco más grandes de la Unión Euro-

http://www.observatorioeconomiasocial.es/actualidad-observatorio.php?id=1928
http://www.observatorioeconomiasocial.es/actualidad-observatorio.php?id=1928
http://www.lamoncloa.gob.es/ConsejodeMinistros/Referencias/_2012/refc20121019.htm#Cooperativa
http://www.lamoncloa.gob.es/ConsejodeMinistros/Referencias/_2012/refc20121019.htm#Cooperativa
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Ministro, el gran reto al que se enfrentan las cooperativas y por ello, 
según se ha explicado, el objetivo de la nueva Ley será “fomentar la 
integración de los productores, favorecer la agrupación de los prime-
ros eslabones que conforman la cadena, definir las condiciones y re-
quisitos mínimos que habrán de reunir las entidades asociativas y 
mejorar la formación de los responsables de la gestión para contribuir 
a la mejora de la renta de los productores agrarios integrados en las 
entidades”6.  

Es cierto que no siempre hay una relación clara y exacta entre el 
tamaño y la rentabilidad; que el fenómeno de la globalización ha po-
dido generar también espacios de actuación eficaz para las cooperati-
vas que no basan su competitividad en la utilización intensiva del 
capital o en el desarrollo de plantas productivas con rendimientos 
crecientes de escala; que la descentralización productiva o el desarro-
llo de otros sectores a veces propicia nuevas oportunidades para las 
empresas de pequeña y mediana dimensión7. Y, ciertamente, tampo-
co pueden desdeñarse los peligros que entrañan las concentraciones 
de las cooperativas. Sin embargo, en general, los estudios nos desta-

                                                                                                                                   
pea”. El texto legal tendría como objetivo mejorar la estructuración de la oferta y 
fomentar la fusión e integración de productores y entidades para la constitución o 
ampliación de entidades asociativas de carácter agroalimentario de ámbito supra-
autonómico, con el fin de que puedan adquirir suficiente capacidad y dimensión 
para desarrollar su estructura empresarial y contribuir al incremento de su efi-
ciencia y rentabilidad. Para ello, se nos anuncia que el Anteproyecto de Ley ofre-
cerá los siguientes instrumentos: La creación de la figura "Entidad Asociativa 
Prioritaria" de ámbito supra-autonómico con suficiente capacidad y dimensión; la 
articulación de un Plan Nacional de Integración Cooperativa, con objeto de coor-
dinar las políticas de fomento asociativo del Ministerio con las Comunidades Au-
tónomas, en colaboración con el sector; y modificaciones en la Ley de Cooperati-
vas, de 1999, y en la Ley sobre régimen fiscal de las Cooperativas, de 1990, 

dirigidas a contribuir y facilitar el desarrollo del sector cooperativo en España, 
mediante la ampliación de sus fines y actividades, lo que supone una revisión de 
su regulación básica, tanto de índole sustantivo como fiscal. 

Vid.también, 
http://www.magrama.gob.es/es/prensa/12.10.19%20CM%20Anteproyecto%20in
tegraci%C3%B3n%20cooperativa_tcm7-227094.pdf  

6 Vid. http://www.observatorioeconomiasocial.es/actualidad-
observatorio.php?id=2110&PHPSESSID=cf8a83eaf2246a49c38af39f918ef8f3.  

El texto del Anteproyecto de Ley se puede consultar en 
http://www.eumedia.es/portales/files/documentos/AntLeyFIntegCoop.pdf   

7 MONZÓN, J. L.: “Las cooperativas ante la globalización: magnitudes, actividades 

y tendencias”. Revista Vasca de Economía, EKONOMIAZ, núm. 79, 2012, p. 25.  

http://www.magrama.gob.es/es/prensa/12.10.19%20CM%20Anteproyecto%20integraci%C3%B3n%20cooperativa_tcm7-227094.pdf
http://www.magrama.gob.es/es/prensa/12.10.19%20CM%20Anteproyecto%20integraci%C3%B3n%20cooperativa_tcm7-227094.pdf
http://www.observatorioeconomiasocial.es/actualidad-observatorio.php?id=2110&PHPSESSID=cf8a83eaf2246a49c38af39f918ef8f3
http://www.observatorioeconomiasocial.es/actualidad-observatorio.php?id=2110&PHPSESSID=cf8a83eaf2246a49c38af39f918ef8f3
http://www.eumedia.es/portales/files/documentos/AntLeyFIntegCoop.pdf
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can las ventajas que se derivan del mayor tamaño, del crecimiento y 
de la colaboración: explotación de economías de escala; mejora del 
poder de negociación con los demás agentes económicos con los que 
interactúan; mayor diversificación de productos y mercados; disminu-
ción de los riesgos8; incluso, mejora de la gestión y del acceso a la 
financiación y a las tecnologías de la información y comunicación9. Ya 
en un estudio del sector empresarial de la economía social en Castilla 
y León, publicado en el 2007, entre las recomendaciones dirigidas a 
mejorar la situación de las cooperativas agrarias, se aconsejaba ac-
tuar sobre la dimensión, estimulando su crecimiento. De la misma 
manera que para las cooperativas de explotación comunitaria de la 
tierra y/o del ganado, se abogaba por desarrollar estrategias de inte-
gración empresarial y por fomentar la intercooperación entre las em-
presas10. No es extraño, pues, que en momentos de crisis, como los 

                                                           
8 Vid. ARCAS ALARIO, N.: “Las cooperativas agrarias en la Unión Europea y Espa-
ña: evolución de su tamaño y poder de negociación, Tierras de Castilla y León: 
Agricultura, nº 176, 2011, pp. 70-79. Vid. también referencias que indicamos en 
SÁNCHEZ PACHÓN, L. A.: “Los acuerdos intercooperativos. Un instrumento jurídi-
co para la colaboración en momentos de crisis económica”, CIRIEC- Revista Jurí-
dica de Economía Social y Cooperativa, nº 22, diciembre, 2011, pp. 124-125; 

CAMPOS CLIMENT, V.: “La crisis de la agricultura y el papel de las cooperativas 
agrarias”, Tierras de Castilla y León: Agricultura, nº 185, 2011, pp. 28-36; SÁN-
CHEZ PACHÓN, L. A.: “Marco normativo de la integración y la colaboración de las 
cooperativas en Castilla y León”, Tierras de Castilla y León: Agricultura, nº 185, 
2011, p. 64. 

9 FAYOS, T., CALDERÓN, H., MIR, J., cit., pp. 54 y 55, No obstante, es de interés 
el estudio y conclusiones de ENCINAS, B., CALATAYUD, E., GARCÍA, G.: “Las 
cooperativas hortofrutícolas frente a la crisis. La necesaria apuesta por la compe-
titividad. Aspectos económico-financieros”, CIRIEC-Revista de Economía Pública 
Social y Cooperativa, nº 72, octubre, 2011, pp. 127 y 151 y ss. 

10 Vid. FERNÁNDEZ ARUFE, J. E. y GÓMEZ GARCÍA, J. M. (coors.), op. cit., pp. 
131 y 135-136: “La mayor debilidad que se percibe en las cooperativas agrarias 

es el reducido tamaño de la mayoría de las existentes. Esto limita el logro del 
objetivo que se busca con la asociación, que es el aumento de la dimensión em-
presarial y las ventajas que puede reportar; por tanto, debería impulsarse, de 
todas las maneras posibles, el aumento de la dimensión, bien por fusión bien 
mediante el impulso a las cooperativas de segundo grado y otras fórmulas. Sólo 
de esta manera podrán enfrentarse al continuo estrechamiento de los márgenes 
que se producen en el sector agrario”. Y en la misma línea, refiriéndose a las 
cooperativas de explotación comunitaria de la tierra y/o del ganado, se viene a 
decir que “debería impulsarse la fusión o absorción de este tipo de cooperativas 
al objeto de lograr una dimensión más competitiva y acorde con los requerimien-
tos actuales del mercado. Tanto la industria agroalimentaria como las cadenas de 
hipermercados y supermercados demandan grandes volúmenes de mercancía 
homogénea, con suministros estables a largo plazo... Igualmente, parece necesa-
rio fomentar y apoyar las relaciones de intercooperación entre las propias coope-
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que venimos padeciendo, recobren interés las estrategias ligadas al 
crecimiento empresarial y, por ello, a fenómenos de integración y 
colaboración. Fusiones, agrupaciones, participación en empresas, 
alianzas, acuerdos de cooperación, etc., son mecanismos que se en-
sayan para la consecución de esos objetivos.  

La Ley 4/2002, de 11 de abril, de cooperativas de Castilla y León 
(LCCyL), contempla, en los artículos 125 a 128, distintas modalidades 
o formas de “integración y agrupación de cooperativas”. La fusión, 
como ocurre en la Ley estatal de cooperativas, no aparece regulada 
entre las formas de integración y agrupación de cooperativas, si bien 
no deja de ser una forma de integración económica entre las entida-
des que participan, aunque lo sea en su expresión máxima, ya que, 
tras la fusión, desaparecen todas, o todas menos una, de las socieda-
des participantes, y sólo permanece un único sujeto en el tráfico jurí-
dico.  

Si este es el instrumental normativo, lo cierto es que la realidad 
socioeconómica en la Comunidad castellana y leonesa nos revela su 
escasa utilización. Desde la vigencia de la Ley autonómica -y aun con 
un considerable número de cooperativas de primer grado constitui-
das- la utilización de las formas de integración empresarial previstas 
por el legislador autonómico ha sido escasa (11 cooperativas de se-
gundo grado constituidas, a penas cuatro fusiones y ninguna cons-
tancia registral de grupo cooperativo, ni ninguna de Corporación 
cooperativa). En la no utilización de esos mecanismos probablemente 
influyan muchos factores: reticencia de las entidades a integrarse, 
desconfianzas, falta de espíritu intercooperativo, miedo o resistencia 
en consejeros y dirigentes de cooperativas a perder atribuciones, falta 
de estímulos por parte de las administraciones públicas. Por otra par-
te, en la actualidad, parece que se apuntan fórmulas de colaboración 
más flexibles para redimensionar las cooperativas frente instrumentos 
de integración más rígidos o intensos, como son la fusión (supuesto 
de total integración o, mejor, de concentración en la unidad), la 
cooperativa de segundo grado, u otros tipos de agrupaciones coope-
rativas. La Unión Regional de Cooperativas Agrarias de Castilla y León 
(URCACYL), entidad que agrupa a 210 cooperativas de la Comunidad, 
reconocía cómo el mensaje que propugnaba el Plan Estratégico del 
Cooperativismo Agrario de 2007-2012, que propugnaba las fusiones y 
las absorciones entre cooperativas como herramienta básica para 

                                                                                                                                   
rativas de explotación comunitaria de la tierra y/o del ganado y otros tipos de 

cooperativas, especialmente con las de crédito y las agrarias”. 
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hacer frente a los cambios del mercado, no ha calado lo suficiente, 
afirmándose que “...Ahora se propugna un camino más ágil en la ges-
tión, propiciando acuerdos y alianzas entre cooperativas que permitan 
empezar a trabajar de forma coordinada y ayuden a ir fraguando una 
relación de confianza como paso intermedio ante posibles fusiones o 
integraciones” 11  

Todo ello obliga a cuestionarnos y repensar sobre si los instru-
mentos de integración o, más ampliamente, de colaboración econó-
mica de las cooperativas son los más idóneos en la situación econó-
mica actual; si no precisan ser revisados, si caben otros modelos de 
crecimiento, o, al menos, si no requieren de una mejor difusión en el 
sector12. Reflexiones que se hacen más necesarias toda vez que, co-
mo apuntábamos, se nos anuncia, como cuestión prioritaria del Go-
bierno de España, una reforma de la legislación nacional favorecedora 
de las fusiones e integraciones entre cooperativas agrarias de distin-
tas comunidades autónomas, que necesariamente –entendemos- 
habrá de cohonestarse con la competencia legislativa que en materia 
de cooperativas tienen asumida, en sus respectivos Estatutos de au-

                                                           
11 Vid. Tierras de Castilla y León: Agricultura, nº 185, 2011, p. 6. En esa misma 
Revista, el presidente de URCACYL, afirma que “la colaboración entre cooperati-
vas es siempre recomendable, pero puede llevarse a cabo de formas diferentes, 
no hay un solo camino... Las fusiones solo serían recomendables en algunos 
casos, ya que conllevan una pérdida de identidad y una unión de recursos y pa-
trimonio. La diversificación también es necesaria, aunque también solo en deter-
minados supuestos... cada cooperativa tiene que encontrar su propia fórmula de 
dimensionamiento, ya sea a través de la diversificación, de la colaboración o de la 
fusión con otras cooperativas. Se trata de crecer, pero no necesariamente en 
tamaño sino encontrando la dirección correcta hacia donde avanzar”. Vid. Tierras 
de Castilla y León: Agricultura, nº 185, 2011, pp. 44 y 45. 

12 Vargas Vasserot, aunque refiriéndose a la legislación cooperativa española que 

bien pueden aplicarse también a la legislación cooperativa de Castilla y León, 
termina concluyendo: «Así, a pesar del entorno legal «pro» cooperativas que 
existe en España, en particular, potenciando los procesos de integración, la legis-
lación específica sobre esta materia no es la adecuada... la legislación contiene 
normas que, en cierta medida, limitan las posibilidades de crecimiento y expan-
sión en el modelo cooperativo, lo que ha provocado la búsqueda de alternativas 
de auténtica ingeniería societarias para eludir tales limitaciones e incluso la trans-
formación de la cooperativa en otro tipo de sociedad mercantiles, digámoslo así, 
más cómodas para diversificar, crecer y competir en el mercado. Por ello, consi-
deramos que el régimen legal necesita reconocer las posibilidades de crecimiento 
y diferenciación, permitiendo flexibilidad para que las cooperativas crezcan de 
tamaño sin perder de vista los principios cooperativos, que, eso sí, deben ser 
reinterpretados según los nuevos tiempos que corren». Vid. VARGAS VASSEROT, 

C., cit., p. 174.  
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tonomía, todas las comunidades autónomas, y que está desarrollada, 
con legislación cooperativa especifica, en 15 de las 17 Comunidades 
existentes (las únicas Comunidades autónomas que, de momento, 
carecen de legislación cooperativa propia son las de Cantabria y Ca-
narias). 

En las páginas que siguen nos proponemos clarificar y delimitar 
jurídicamente esas formas de colaboración e integración; destacando, 
en particular, sus ventajas e inconvenientes, y resaltando algunas de 
las iniciativas y propuestas que recientemente se nos muestran en el 
entorno cooperativo y que pueden servir de ejemplo e impulso a la 
deseable colaboración y cooperación. Llamamos, en especial, la aten-
ción sobre algunas de las formas menos estudiadas: “agrupaciones 
empresariales” y “acuerdos intercooperativos” que, aunque parca-
mente recogidas en la legislación cooperativa, pueden constituir una 
respuesta eficaz a las necesidades que demanda la realidad económi-
ca del momento. Buscamos con todo ello poder contribuir a las pro-
puestas de mejora de los instrumentos jurídicos que puedan dar sa-
tisfacción a necesidades de la realidad cooperativa española y, en 
particular, de la comunidad autónoma de Castilla y León. 

 

II. MODALIDADES DE INTEGRACIÓN Y DE COLABORA-

CIÓN EN LAS COOPERATIVAS: LA SITUACIÓN EN LA LEY 

DE COOPERATIVAS CASTILLA Y LEÓN 

La variedad terminológica que la legislación cooperativa española 
nos ofrece en torno a los instrumentos de integración, concentración, 
cooperación o colaboración, es considerable: cooperativas de segun-
do grado, cooperativas de ulterior grado; grupo cooperativo; agrupa-
ciones, corporaciones cooperativas, consorcios; uniones; asociacio-
nes, sociedades, cooperativas de integración, cooperativas especiales, 
cooperativas de servicios, cooperativas mixtas, acuerdos intercoope-
rativos, fusión, fusión especial. Y no es fácil una sistematización de 
las distintas modalidades ni de su alcance. En la literatura científica 
tampoco encontramos uniformidad al abordar el significado de los 
diferentes instrumentos que las legislaciones, con mucha frecuencia, 
solo se preocupan de enunciar13. La LCCyL, que sigue una sistemática 

                                                           
13 Pueden verse las referencias que indicamos en SÁNCHEZ PACHÓN, L. A.: “Los 

acuerdos intercooperativos...”, cit., pp. 127-133. 



REGULACIÓN GENERAL DE LA INTEGRACIÓN Y LA COLABORACIÓN DE LAS COOP… 
Luis Ángel Sánchez Pachón 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

307 

d
o
s
s
ie

r 

307 

307 
307 

en buena parte equiparable a la de la Ley 7/1999, de 16 de julio, de 
cooperativas (LC)14, tampoco ofrece una configuración segura, pero 
de alguna manera viene a confirmar que el concepto de integración, 
empleado en el ámbito cooperativo, tiene un significado propio y dife-
rente al que se utiliza en otros ámbitos como en el Derecho societario 
o en el Derecho de la Competencia. Un significado que, en nuestra 
opinión, permite englobar toda forma de vinculación empresarial que 
tenga como protagonistas principales las cooperativas. Un significado 
que puede abarcar formas de concentración, en las que se produce 
un cambio sustancial en cuanto al poder de decisión económica de las 
entidades implicadas, como también fenómenos de colaboración eco-
nómica entre cooperativas, que no alteran la independencia económi-
ca de la sociedades que se unen. Si bien, en cualquier caso, habrá 
que tener presente que en esas integraciones, o colaboraciones, pue-
den distinguirse grados o escalones, que son los que nos permitirán 
analizar la vinculación de esa integración o acuerdos de colaboración 
–siempre que las entidades implicadas sean cooperativas- con el sex-
to principio Cooperativo de la Alianza Cooperativa Internacional. Prin-
cipio que se conoce como principio de la intercooperación15.  

La Ley de Castilla y León, en el Capítulo Tercero de su Titulo Se-
gundo, bajo el rótulo de “Las cooperativas de segundo grado y otras 
formas de integración y agrupación de cooperativas”, comprende dos 
secciones: la primera, compuesta por el artículo 125, la dedica a las 
cooperativas de segundo grado y la segunda que rotula “otras moda-

                                                           
14 Si tomamos como referencia la Ley 27/1999, de 16 de julio, de cooperativas, 
podríamos hablar de una colaboración cooperativa, en términos amplios, que 
suele enmarcase y justificarse en el Sexto Principio cooperativo de la Alianza 
Cooperativa Internacional y que se extiende en dos ámbitos diferentes. Por un 
lado fórmulas de integración y de colaboración empresarial: cooperativas de 
segundo grado; grupo cooperativo y otras formas de colaboración (arts. 77-79). 
Por otro, las fórmulas de asociacionismo cooperativo, para la defensa y promo-
ción de sus intereses (uniones, federaciones, confederaciones u otras formas 
asociativas conforme al derecho de asociación (arts. 117-120). Vid. PANIAGUA 
ZURERA, M. (2005): Las sociedades cooperativas. Las sociedades mutuas de 
seguros y las mutualidades de previsión social, en Tratado de Derecho Mercantil, 
La sociedad cooperativa. Las sociedades mutuas y las entidades mutuales. Las 
sociedades laborales. La sociedad de garantía recíproca, (Coor. JIMÉNEZ SÁN-
CHEZ, G.), Vol. I, Marcial Pons, Madrid, 2005, p. 321. 

15  El Sexto Principio, enunciado como “cooperación entre cooperativas” y co-
múnmente conocido como de intercooperación, establece que “Las cooperativas 
sirven a sus socios lo más eficazmente posible y fortalecen el movimiento coope-
rativo trabajando conjuntamente mediante estructuras locales, nacionales, regio-
nales e internacionales”. 
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lidades de colaboración económica”, a las Agrupaciones empresariales 
(art. 126), a las Corporaciones cooperativas (art. 127), y a los Acuer-
dos intercooperativos (art. 128). Todas ellas, las de ambas secciones 
pueden, por tanto, considerarse como modalidades o formas de cola-
boración económica. Las fórmulas de asociacionismo cooperativo, sin 
embargo, quedarán previstas en el Título Cuarto de la Ley, donde su 
capítulo primero (arts. 140-144), bajo el rótulo “Asociaciones coope-
rativas”, contempla las Uniones de cooperativas (art. 141), las Fede-
raciones de cooperativas (art. 142) y la Confederación de cooperati-
vas de Castilla y León (art. 143). Sobre esta sistematización, no obs-
tante, habría que advertir, al menos, lo siguiente: 

a)- Formas de colaboración económica lo son, como hemos anti-
cipado, las formas de integración cooperativa; y forma de integración 
cooperativa es la cooperativa de segundo grado (así se puede deducir 
de los rótulos del Capítulo tercero y de las Secciones Primera y Se-
gunda). Pero forma de integración cooperativa lo es también el grupo 
cooperativo y, sin embargo, la ley autonómica castellana y leonesa –a 
diferencia de otras legislaciones- no contempla expresamente el gru-
po cooperativo. El artículo 126 únicamente se limita a reconocer la 
posibilidad de constituir “agrupaciones”; y el artículo 127 a reconocer 
un tipo de agrupación –extraño en esa Comunidad y que no ha tenido 
ningún reflejo en la práctica- como es la Corporación cooperativa. 
Para mayor confusión en la sistematización esas “agrupaciones” y las 
“Corporaciones cooperativas” se incluyen bajo el rótulo “otras modali-
dades de colaboración”, con lo que, paradójicamente, da a entender 
que esos casos no son de integración o agrupación, aunque lo sean 
de colaboración. 

b)- No sólo esas fórmulas, sino que otras, como sociedades; con-
sorcios; uniones, incluso los acuerdos intercooperativos, aunque pen-
sadas para supuestos menos intensos de colaboración empresarial, 
también pueden ser utilizadas como instrumentos de integración eco-
nómica. 

c)- La fusión, en el ámbito intercooperativo, quizá puede tratarse 
hoy como una forma de colaboración económica (en su grado máxi-
mo de integración) intercooperativa; si bien, como después adverti-
remos, su justificación en el principio cooperativo de la intercoopera-
ción no resultará siempre fácil. La regulación de la fusión en la LCCyL 
se ha materializado en los artículos 79 y siguientes. El hecho de que 
no se haya utilizado en el ámbito territorial de la Comunidad, como 
vía ordinaria de crecimiento de las cooperativas, no justificaría su 
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desconocimiento en lo que puede servir de impulso a la integración 
empresarial ante el reto de tener que operar en un mercado cada vez 
más globalizado. 

d)- Las fórmulas de asociacionismo cooperativo, tradicionalmente 
–frente a las fórmulas de colaboración económica con una finalidad 
empresarial- se dice que tienen como finalidad la defensa y represen-
tación de los intereses generales de las cooperativas y del cooperati-
vismo; funciones de representación, promoción y defensa de los in-
tereses de las cooperativas asociadas y de sus socios, particularmente 
frente a las Administraciones públicas y otros interlocutores sociales. 
Sin embargo, no puede desconocerse cómo, en el marco de esas 
funciones, o al margen de las mismas, en las fórmulas asociativas 
respectivas se prestan servicios de trascendencia empresarial o se 
adoptan decisiones, instrucciones, recomendaciones, proposiciones de 
convenios, consejos. Incluso, puede pensarse en la estructuración de 
una unidad de dirección de trascendencia económica que se asimile o 
pueda equiparse a un grupo de integración empresarial; donde, por 
otra parte, habrán de tenerse en cuenta su compatibilidad con las 
normas que garantizan la defensa de la libre competencia16.  

e)- Debe englobarse, dentro de los fenómenos de integración 
cooperativa en el ámbito internacional, a la Sociedad Cooperativa 
Europea (SCE), aunque por ahora con escaso éxito –nulo en lo que 
afecta a la Comunidad de Castilla y León- donde los operadores eco-
nómicos no han percibido la figura como un instrumento útil para 
abordar proyectos cooperativos de ámbito supranacional17. 

                                                           
16 En la Comunidad castellana y leonesa la situación del asociacionismo represen-
tativo es la siguiente: de 9 Uniones de cooperativas, 5 corresponden a uniones de 
cooperativas de trabajo asociado; 2 a cooperativas agrarias (una regional); 1 a 

las cajas rurales y 1 de cooperativas de enseñanza, en liquidación. 

17 Sobre la SCE como instrumento de integración, vid. ARCAS ALARIO, N. (2008): 
“La Sociedad Cooperativa Europea como forma de concentración empresarial”, en 
La Sociedad Cooperativa Europea domiciliada en España, (dir. ALFONSO SÁN-
CHEZ, R.), Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, Navarra, pp. 86-89; EMBID IRUJO, J. 
M.: “Aproximación al significado jurídico de la Sociedad Cooperativa Europea”, en 
La Sociedad Cooperativa Europea domiciliada en España, (dir. ALFONSO SÁN-
CHEZ, R.), Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, Navarra, pp. 33 y ss.; VARGAS VAS-
SEROT, C., cit., pp. 163 y 164; Vid. El Informe, de fecha de 23 de febrero de 
2012, de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre la aplicación del Reglamento 
(CE) nº 1435/2003 del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativo al Estatuto de la 
sociedad cooperativa europea (SCE) (http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2012:0072:FIN:ES:PDF). Para 

http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2012:0072:FIN:ES:PDF
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2012:0072:FIN:ES:PDF
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f)- En fin, conviene también tener presente que las dos vertien-
tes en las que se bifurca la colaboración cooperativa: integración o 
colaboración empresarial y asociacionismo cooperativo, corresponden 
a la realización del principio cooperativo de la cooperación entre 
cooperativas (Sexto Principio de la ACI). 

2.1. La fusión como instrumento de integración  

Como antes anticipamos, no es extraño ver en la legislación 
cooperativa la fusión de sociedades como una forma más de colabo-
ración entre las cooperativas. El artículo 79 de la Ley estatal, 
27/1999, de 16 de julio, rotulado “otras formas de colaboración eco-
nómica”, en su número 2, reconoce la posibilidad de las cooperativas 
de concentrar sus empresas por fusión. La fusión constituirá, como se 
ha podido decir, una integración económica plena, una total integra-
ción económica y jurídica de las entidades que participan en el proce-
so18. Y en la literatura cooperativa es bastante frecuente proponer la 
fusión como un mecanismo de colaboración económica, por el que se 
articula la integración, como una manifestación del principio de inter-
cooperación19. Por ello, aunque la fusión no aparezca mencionada en 

                                                                                                                                   
la elaboración de ese informe la Comisión ha tenido en cuenta un estudio externo 
encargado por la Dirección General de Empresa e Industria de la Comisión, que 
se entregó en septiembre de 2010, así como los resultados de una consulta pú-
blica formulada sobre los datos y recomendaciones que aportaba ese mismo 
estudio. Se puede constatar que los éxitos del Reglamento del Estatuto de la SCE 
son escasos. En noviembre de 2011, en todo el Espacio Económico Europeo, 
había registradas 24 sociedades cooperativas europeas, ninguna de ellas del 
ámbito agroalimentario. Un resumen del mismo puede verse en SÁNCHEZ PA-
CHÓN, L. A.: “Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Co-
mité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre la aplicación 
del Reglamento nº 1435/2003 del consejo, de 22 de Julio de 2003, relativo al 
Estatuto de la sociedad cooperativa europea (SCE)”, en Revista de Derecho de 
Sociedades, nº 38, 2012, pp. 467-468 

18 ALFONSO SÁNCHEZ, R.: “Grupos y alianzas de sociedades. Especial referencia 
al grupo cooperativo y a la cooperativa de segundo grado”, en Cooperativas 
agrarias y sociedades agrarias de transformación (dir. PULGAR EZQUERRA, J.; 
Coor. VARGAS VASSEROT, C.), Dykison, Madrid, 2006, pp. 731-732. 

19 PANIAGUA ZURERA, M., cit., p. 306; MATEOS RONCO, A.: “La consolidación 
contable en el ámbito cooperativo”, CIRIEC- Revista de Economía Pública Social y 
Cooperativa, nº 58, 2007, p. 33. Sin embargo, la afirmación de que una integra-
ción cooperativa, abarcando todas las modalidades de agrupación empresarial o 
concentración, es una de las manifestaciones del principio cooperativo de inter-
cooperación, puede llevar a conclusiones que, como mínimo, son susceptibles de 
discusión (vid. MELIÁ MARTÍ, E. y JULIÁ IGUAL, J. F. (2008), cit., p. 71). Y ello 
porque en la base del principio de intercooperación está el respeto, respaldo y 
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el Capítulo III, del Título II, de la Ley 4/2002, de 11 de abril, de 
Cooperativas de la Comunidad de Castilla y León, dedicado a la regu-
lación de las Cooperativas de segundo grado y a otras formas de in-
tegración y agrupación de cooperativas, no puede desconocerse 
cuando se abordan los análisis de las distintas formas de integración 
entre las cooperativas, en este caso, de Castilla y León. 

La fusión de las sociedades mercantiles aparece regulada ac-
tualmente en nuestro ordenamiento jurídico, en la Ley 3/2009, de 3 
de abril, sobre Modificaciones estructurales de las sociedades mercan-
tiles (LME). Esta ley, en su artículo 2, relativo al ámbito subjetivo, 
establece que las modificaciones estructurales de las sociedades 
cooperativas se regirán por su específico régimen legal. Esto nos re-
mite a la normativa sobre sociedades cooperativas, en particular, a 
las normas específicas que dentro de la misma se destinan a regular 
la fusión. Esta diversidad normativa complica el panorama legislativo 
y puede llevar a plantear problemas a la hora de determinar cuál sea 
la norma aplicable en el caso en que tomen parte en una operación 
de fusión cooperativas de distintas Comunidades Autónomas, lo cual, 
no favorece la realización de este tipo de operaciones. Por otra parte, 
la regulación de la fusión en las normas sobre cooperativas es menos 
completa que la contenida en la LME, lo que en ciertos casos puede 
generar dudas sobre determinados aspectos del procedimiento.  

La Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas dedica a la fu-
sión sus artículos 63 a 67. En la Ley de cooperativas de Castilla y 
León son sus artículos 79 a 85. Conforme a su artículo 2, esos pre-
ceptos serán de aplicación, a todas las sociedades cooperativas que 
desarrollen con carácter principal su actividad intrasocietaria dentro 
del territorio de la Comunidad autónoma de Castilla y León. Quizá la 
diferencia más significativa con la Ley estatal sea la menor flexibilidad 
en las fusiones heterogéneas. Así, mientras la Ley del estado permite, 
en su artículo 67, que las sociedades cooperativas se fusionen (fusión 
especial) con sociedades civiles o mercantiles de cualquier clase, 
siempre que una norma legal no lo prohíba, el artículo 85 LCCyL ha-

                                                                                                                                   
mantenimiento de las entidades que se agrupan; lo que, en este sentido, aleja la 
fusión del ámbito de la integración cooperativa. Se viene a decir que “si la fusión 
supone una total integración, económica y jurídica de las entidades que partici-
pan en ella (concentración en la unidad), la integración cooperativa mantienen 
las unidades que se agrupan (concentración en la pluralidad) (vid. VARGAS VAS-
SEROT, C., cit.. p. 162 y referencias que allí se indican). Con lo que, en definitiva, 
la justificación de la fusión en el principio de la intercooperación no deja de ser 

dudosa o, al menos, no lo está en todos los casos. 
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bla de fusiones de cooperativas de trabajo con sociedades laborales y 
de fusiones de sociedades agrarias de transformación con cooperati-
vas agrarias o cooperativas de explotación comunitaria de la tierra y/o 
del ganado.  

La fusión permite a las sociedades cooperativas crecer y ade-
cuarse a las circunstancias del mercado. A veces puede resultar la 
única solución para evitar su desaparición. Como se ha dicho, la téc-
nica de la fusión puede resultar estratégicamente adecuada para 
afrontar los retos de la competitividad en aquellas zonas o comarcas 
donde el grado de atomización de empresas sea muy elevado20, Por 
ello, desde el plano legislativo, no parece que deban ponerse obs-
táculos a la realización de este tipo de operaciones. Tampoco en la 
realidad cooperativa de otros países se ha renunciado a los procesos 
de fusión, como instrumento de redimensionamiento de las entidades 
cooperativas, en los casos que se ha considerado necesario21. Sin 
embargo, los procesos de fusión en la Comunidad de Castilla y León 
han sido escasos22: COOP. OVINO DE CAMPOS: resultado de la fusión 
de COOP. INTERPROVINCIAL y COOP. LAS ANILLAS; y NUTECAL: 
resultado de la absorción de las cooperativas TEO y CALPORC.  

 

                                                           
20 ALFONSO SÁNCHEZ, R., cit., pp. 734-735 y referencias que allí se indican. 

21 Las experiencias analizadas en Dinamarca, Holanda e Irlanda por JULIÁ, J. F., 
MELIÁ E., GARCÍA, G., GALLEGO, P. L., op. cit., p. 200, les lleva a concluir que 
aunque no hay una especial preferencia en las fusiones y adquisiciones por orga-
nizaciones cooperativas, y pese a las dificultades inherentes a estos procesos, 
cuando se ha considerado oportuno se han acometido procesos de fusión trans-
fronteriza. Vid., también, JULIÁ, J. F., GARCÍA, G., MELIÁ E., cit., pp. 106 y 109.  

22 La Dirección General de Industrias Agrarias y Modernización de Explotaciones 

de la Consejería de Agricultura y Ganadería de la Junta de Castilla y León ha 
venido a reconocer que los resultados de las ayudas para incentivar procesos de 
fusión e integración podrían haber sido mejores (vid. Tierras de Castilla y León: 
Agricultura, nº 185, 2011, p. 40-41). Quizá por ello, y con el fin de facilitar la 
comercialización de las producciones y mejorar las condiciones de adquisición de 
los suministros de las cooperativas agrarias, desde esa Consejería se han promo-
vido, a través de una línea de ayudas, el establecimiento de unos acuerdos inter-
cooperativos con el objetivo de incrementar su competitividad y participación en 
el mercado, generando –se dice- economías de escala, disminuyendo costes, 
concentrando la oferta de las producciones y la demanda de los suministros. Esos 
acuerdos de comercialización, en los que participan cooperativas “tractoras” y 
“colaboradoras”, que han de ser aprobados por los respectivos Consejos Rectores 
y que deben tener una duración, al menos, de tres años, han permitido crear 

siete grupos de comercialización. 
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2.2. La cooperativa de segundo grado como medio tradicional 
de integración cooperativa 

De las formas posibles para la colaboración entre cooperativas, la 
cooperativa de segundo grado se ha venido considerando como la 
forma más indicada, como el destino natural, como el mecanismo por 
excelencia de los procesos de integración cooperativa; y ello quizá 
porque ha sido históricamente la primera de las estructuras previstas 
por el legislador para tales fines y porque se ha venido manteniendo 
en las distintas ordenaciones, tanto de la legislación estatal como de 
la de carácter autonómico. La cooperativa de segundo grado se nos 
ofrece, pues, como una respuesta cooperativa al principio de inter-
cooperación que sirve a la colaboración económica. Con la cooperati-
va de segundo grado estamos ante una forma de vinculación que 
altera el poder de decisión económico y jurídico de las entidades que 
participan en la cooperativa, a través de la formación de una nueva 
empresa, de titularidad jurídica plural, pero donde se consigue com-
patibilizar el mantenimiento de la independencia jurídica de las enti-
dades que en ella se agrupan con la concesión de una personalidad 
jurídica diferente y autónoma de la entidad resultante de la agrega-
ción. 

La Cooperativa de segundo grado se constituye por dos o más 
cooperativas de la misma o distinta clase, aunque también pueden 
integrarse en ellas, en calidad de socios, otras personas jurídicas, 
públicas o privadas, y empresarios individuales hasta un máximo, en 
la Comunidad de Castilla y León, del 25 % del total, así como los so-
cios de trabajo. En definitiva, a pesar de que pudiera pensarse que se 
parte de un principio de homogeneidad, esto es, exigirse en su consti-
tución la presencia de al menos dos cooperativas de grado inferior, 
permite también la incorporación de otros socios de naturaleza no 
cooperativa. En cualquier caso, su objetivo fundamental es promover, 
coordinar y desarrollar fines económicos comunes de sus socios, y 
reforzar e integrar la actividad económica de los mismos (art. 125.3 
LCCyL). En fin, los socios participan en la toma de decisiones median-
te el voto, que podrá ser proporcional al número de socios de cada 
cooperativa base o a su participación en la actividad cooperativizada.  

Con este perfil legal podríamos decir que las cooperativas de se-
gundo grado se caracterizan por su versatilidad, ya que su estructura 
permite graduar la intensidad y los objetivos de la vinculación entre 
empresas cooperativas. La figura es válida tanto para fines de colabo-
ración en asuntos puntuales como de concentración o integración 
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empresarial. El modelo legal también prevé hipótesis de reversibili-
dad. Como lo sería la transformación en cooperativa de primer grado, 
absorbiendo a las cooperativas socios, con derecho de separación de 
los discrepantes e, incluso, con la liquidación con retorno de reservas 
y haber líquido resultante al patrimonio de las cooperativas socios de 
las de segundo grado. En todo caso, la pretensión de la cooperativa 
de segundo grado puede resultar muy amplia y por ello la concreta 
función que en cada supuesto vaya a desarrollar dependerá del grado 
de vinculación que se hayan propuesto los partícipes23. Por ello, si lo 
que conocemos como grupo jerarquizado o de subordinación tiene un 
difícil encaje en el ámbito íntercooperativo y, por el contrario, el gru-
po por coordinación, basado en el principio paritario, se nos presenta 
como un instrumento válido para alcanzar verdaderas unidades em-
presariales cooperativas, resultando compatible con los principios de 
autonomía y gestión democrática, se puede comprender la funcionali-
dad que, a estos efectos, puede desarrollar la cooperativa de segundo 
grado. 

La cooperativa de segundo grado constituye, en cuanto tal, un 
tipo cooperativo, una sociedad cooperativa completa que durante 
mucho tiempo se ha considerado la opción preferible; incluso, la me-
jor opción a la hora de llevar a cabo un proceso de integración en 
este ámbito. Resumiendo, dos son las notas caracterízadoras que la 
literatura científica aduce para explicar esa consideración: por un 
lado, porque se trata de una fórmula de integración empresarial que 
consigue compatibilizar el mantenimiento de la independencia jurídica 
de las entidades, que en ella se agrupan, con la concesión de una 
personalidad jurídica diferente y autónoma de la entidad resultante de 
la unión de entidades; por otro lado, porque a pesar de partir de un 
planteamiento estrictamente homogéneo, se admiten socios de otra 
naturaleza; de ahí que la concepción de la cooperativa de segundo 
grado como “cooperativa de cooperativas” haya quedado superada. 
La posibilidad de que participen socios de otra naturaleza –como se 
hace en la Ley de Castilla y León- y no sólo cooperativas, abre las 
posibilidades de esta figura para las agrupaciones y el crecimiento de 
las entidades. 

En la Ley del estado, como sabemos, las cooperativas de segun-
do grado están reguladas en el artículo 77 LC, regulación que es se-
guida, en mayor o menor medida, por prácticamente todas las legis-
laciones autonómicas sobre cooperativas. La Ley de cooperativas de 

                                                           
23 Vid. VARGAS VASSEROT, C., cit., p. 163 y referencias que allí se indican. 



REGULACIÓN GENERAL DE LA INTEGRACIÓN Y LA COLABORACIÓN DE LAS COOP… 
Luis Ángel Sánchez Pachón 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

315 

d
o
s
s
ie

r 

315 

315 
315 

Castilla y León dedica a la cooperativa de segundo grado su artículo 
125. Una regulación, ciertamente, escasa pero complementada con 
referencias normativas que aparecen repartidas a lo largo del articu-
lado de la Ley. 

En todo caso la figura debe ser concebida como una organización 
típica o normal de integración empresarial, donde deben ser los esta-
tutos y los acuerdos sociales los que completen el modelo dentro de 
los márgenes del respeto a los principios cooperativos y de la salva-
guardia de los derechos de los socios; lo que conduce –entendemos- 
al predominio de las estructuras del grupo por coordinación o igualita-
rio, donde la entidades cooperativas participantes habrán de conser-
var cierto grado de independencia.  

Algunos ejemplos de intercooperación bajo la fórmula de la 
Cooperativa de segundo grado en Castilla y León son los siguientes24: 

                                                           
24 En la entrevista al presidente del Consejo Sectorial de la patata en cooperativas 

agroalimentarias y en URCACYL (Tierras de Castilla y León: Agricultura, nº 185, 
2011, p. 51), se llega a afirmar que “la fórmula de cooperativa de segundo grado 
es un fracaso porque normalmente la de primer grado no la deja funcionar. Lo 
que se tendría que poner en marcha –de dice- son entes comerciales superiores, 
que actúen con independencia respecto a las cooperativas de primer grado...” 

Como ejemplos de Cooperativas de segundo grado de carácter nacional, podría-
mos mencionar los siguientes: DELAGRO, S. Coop. (grupo cooperativo de servi-
cios integrales agroganaderos en la zona norte: Galicia, Asturias, Cantabria) 
http://www.delagro.org/publico/main.html; ANECOOP, S. Coop. (ámbito nacional, 
cooperativas asociadas de varias comunidades autónomas para alcanzar nuevos 
mercados y mejorar la negociación ante la “gran distribución”) 
http://www.anecoop.com/es; COARVAL, Coop. V (Suministros y Servicios de las 

Coop. Agrícolas de la Comunidad Valenciana, operando como central de compras) 
http://www.coarval.es/. El grupo navarro AN Soc. Coop., una de las más impor-
tantes cooperativas de toda España y líder en la mitad norte de la península, en 
la que se han integrado una treintena de cooperativas de Castilla y León para la 
comercialización de su producción cerealista. http://www.grupoan.com/. COREN, 
cooperativa de segundo grado que constituye el primer grupo alimentario galle-
go, que ha tenido un proceso de expansión a través de creación y adquisición de 
sociedades mercantiles que utiliza para la distribución, transformación y comer-
cialización de productos http://www.coren.es/ (vid. también sobre la misma, 
VARGAS VASSEROT, C., cit., pp. 171). En el sector del vino, considerado uno de 
los más dinámicos e innovadores dentro del mundo cooperativo, la cooperativa 
de segundo grado suele se el instrumento habitual de cooperación entre las bo-
degas cooperativas (puede verse una relación en Tierras de Castilla y León: Agri-
cultura, nº 185, pp. 112-114). 

http://www.delagro.org/publico/main.html
http://www.anecoop.com/es
http://www.coarval.es/
http://www.grupoan.com/
http://www.coren.es/
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— COOPCYL: Para la adquisición de suministros, fundamental-
mente de fertilizantes y fitosanitarios, para sus cooperativas 
socias y terceras. Con una estructura mínima y actuando co-
mo central de compras de otra cooperativa (Agropal)25  

— TRES CES S. Para la comercialización y distribución de produc-
tos agroalimentarios de Cooperativas26.  

— Consorcio promoción del ovino. Para la recogida de leche de 
oveja. Agrupa a cuatro cooperativas27  

2.3. Agrupaciones empresariales. 

La Sección Segunda del Capítulo Tercero del Título Segundo de la 
Ley de Cooperativas de la Comunidad de Castilla y León, bajo el rótu-
lo de “Otras modalidades de colaboración económica”, dedica su ar-
tículo 126 a lo que llama Agrupaciones empresariales: 

Artículo 126. Agrupaciones empresariales.— 1. Las cooperativas 
de cualquier clase y grado podrán también constituir sociedades, aso-
ciaciones, agrupaciones, consorcios y uniones de empresas, de cual-
quier clase, entre sí o con otras personas físicas o jurídicas, privadas 
o públicas. 

2. Asimismo, las cooperativas podrán poseer participaciones en 
cualquiera de las entidades mencionadas en el apartado anterior, 
para el mejor cumplimiento, desarrollo o garantía de su objeto social. 

3. Las cooperativas de crédito y seguros, para realizar las opera-
ciones previstas en el presente artículo, respetarán, ante todo, la 
normativa que les es aplicable. 

De una u otra forma la previsión de este tipo de acuerdos y ope-
raciones también suele contemplarse en el resto de la legislación 
cooperativa española. Generalmente bajo su consideración como for-
ma –también- de colaboración económica. Así se hace en la Ley esta-
tal de cooperativas28; en la de la Región de Murcia; en la de las Islas 

                                                           
25 Puede verse: http://www.agropalsc.com/ 

26 Puede verse: http://trescescoop.com/quienes.html  

27 Puede verse: http://www.consorciopromociondelovino.com/  

28 Ley 27/1999, de 16 de julio de Cooperativas: Artículo 79. Otras formas de 
colaboración económica.— 1. Las cooperativas de cualquier tipo y clase podrán 

http://www.agropalsc.com/
http://trescescoop.com/quienes.html
http://www.consorciopromociondelovino.com/
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Baleares; en la de Castilla-la Mancha; en la de La Rioja; en la de Gali-
cia; en la de Extremadura; en la de Cataluña. La Ley de la Comunidad 
de Madrid lo trata como modalidades especiales de intercooperación. 
La Comunidad Valenciana habla de consorcios y uniones. La Ley de 
Andalucía habla de otras formas de vinculación. La de Aragón parece 
considerarlos como formas de integración, y así también se hace en la 
de Euskadi. 

La Ley de Castilla y León tampoco precisa mayores caracteres de 
las formas y técnicas jurídicas utilizables para materializar el grado de 
unión económica; por lo que queda abierta la posibilidad a todo tipo 
de opciones. Por eso, más que desarrollarnos las posibles formas de 
colaboración o de integración económica, lo que viene a garantizar la 
ley es que las cooperativas accedan, sin limitaciones por razón del 
tipo o grado, a la celebración de cualquier acuerdo de colaboración 
con otras cooperativas, empresarios o entidades. Ello no significa, sin 
embargo, que, al abrigo de ese precepto legitimador, las cooperativas 
puedan prescindir de toda regulación legal, según cual sea el alcance 
del acuerdo a celebrar o de la sociedad o unión que pretende consti-
tuirse. Dicho en otros términos, la norma es sólo legitimadora de la 
capacidad de la cooperativa para llevar a cabo todos los tipos de con-
tratos de colaboración o constitución de entidades o agrupaciones 
que cita, pero no para que, a su amparo, pueda desvirtuarse la nor-
mativa propia de las cooperativas o eludir las normas que con carác-
ter imperativo le son propias.  

El precepto debe verse, pues, como una norma puramente legi-
timadora y no como una norma que arbitre el procedimiento y requi-
sitos de un posible contrato de colaboración. No se discute el recono-
cimiento de la libertad contractual, sin duda necesaria ésta para lo-
grar una adaptación a las circunstancias cambiantes de la economía; 
ahora bien, siempre que se haga con el respeto a principios que se 
encuentran por encima de los intereses y voluntades particulares. 
Siempre que se haga con la finalidad de promover, coordinar y desa-
rrollar fines económicos comunes de los socios, y de reforzar e inte-
grar la actividad económica de los mismos o de mejorar “el cumpli-
miento de su objeto social” o la defensa de sus intereses. Así se dice 
en algunas leyes cuando se refieren a estas agrupaciones empresaria-

                                                                                                                                   
constituir sociedades, agrupaciones, consorcios y uniones entre sí, o con otras 
personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, y formalizar convenios o acuer-
dos, para el mejor cumplimiento de su objeto social y para la defensa de sus 

intereses. 
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les. En la de Castilla y León, sin embargo, parece quererlo reservar al 
caso de la participación de las cooperativas en otras sociedades. Con 
todo, no parece que esas “otras modalidades de colaboración” pue-
dan ser utilizadas para dejar sin contenido a los principios cooperati-
vos, que inspiran la estructura y el funcionamiento de las cooperati-
vas, ni a la legislación cooperativa imperativa.  

En cuanto a lo que concierne a la formalización de las agrupacio-
nes, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, el 
artículo 4 del Reglamento de Cooperativas de Castilla y León, aproba-
do por Decreto 125/2004, de 30 de diciembre, al establecer las com-
petencias que corresponden a la Sección Central, viene a señalar que 
la misma tendrá competencia registral sobre la calificación, inscripción 
y certificación de los actos reguladores del Reglamento en relación a, 
“Las Cooperativas de Segundo Grado, las agrupaciones empresariales 
y las corporaciones cooperativas” (art. 4.1 c). Hasta el momento no 
consta, sin embargo, en esa Sección la inscripción de ninguna agru-
pación empresarial. Ciertamente tampoco la Ley establece expresa-
mente la obligatoriedad de la inscripción de la agrupación. El artículo 
131 LCCyL asigna al Registro unas funciones, que las amplía a las que 
se establezcan reglamentariamente, pero de tal habilitación no puede 
deducirse –entendemos- que ex artículo 4.1 c) se derive la obligato-
riedad de la inscripción de las agrupaciones empresariales. Por ello 
tampoco la no inscripción de las mismas -que, desde luego, en nada 
afectará a su validez- puede calificarse de infracción ni, por tanto, ser 
objeto de sanción (sin perjuicio, claro está, de las responsabilidades 
que puedan corresponder en el ámbito de las relaciones internas a los 
facultados para el desempeño de esas funciones).  

La Ley prevé, pues, como “otras” modalidades de colaboración 
económica, en el apartado 1 del artículo 126, las siguientes: socieda-
des, asociaciones, agrupaciones, consorcios, y uniones de empresa; 
de cualquier clase. Se presentan como supuestos de colaboración 
empresarial, aunque también pueden ser utilizadas, incluso, como 
instrumentos de integración económica. Quizá la utilización de la ex-
presión agrupaciones empresariales pudiera ser adecuada en la medi-
da en que los tipos de agrupaciones que se mencionan parecen exigir 
el establecimiento de vínculos contractuales y/o financieros infrecuen-
tes en el ámbito de colaboración entre empresas. Parece que el legis-
lador está pensando en la constitución de agrupaciones personifica-
das, o que puedan personificarse, intentando objetivar el grado de 
integración a través de una persona jurídica reconocida y organizada 
por el ordenamiento jurídico.  
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En cualquier caso en la ley autonómica castellana y leonesa se 
prevén dos vías a través de las cuales se puede alcanzar la agrupa-
ción empresarial: 

a).- Constitución de sociedades, asociaciones, agrupaciones, con-
sorcios y uniones de empresas, de cualquier clase, entre cooperativas 
o con otras personas físicas o jurídicas, privadas o públicas. 

En estos casos estaremos ante vinculaciones directas que crean 
relaciones duraderas entre las cooperativas y la entidad o entidades 
con las que participa y que pueden dar lugar a la posibilidad de con-
trolar o de ejercer una influencia efectiva en la gestión de la nueva 
estructura. Las cooperativas, junto con otras entidades, pueden mos-
trarse así como promotoras del proyecto de agrupación, que puede 
dar lugar, incluso, a la formación de un grupo, bien de base contrac-
tual y paritaria, bien por subordinación, basada en la participación. 

Se habla de la posibilidad de constituir sociedades, sin ningún 
calificativo, por lo que puede subsumirse tanto en el marco de la so-
ciedad civil, como en los diferentes tipos mercantiles. En este caso, la 
literatura científica suele destacar el papel que puede desempeñar la 
sociedad de responsabilidad limitada, donde el juego que se reconoce 
a la autonomía de la voluntad permitiría con mayor facilidad la inte-
gración cooperativa, aunque las experiencias extranjeras y nacionales 
nos muestran también la acogida de la sociedad anónima 29 . Pero 
tampoco se pueden descartar otras fórmulas, como la Agrupación de 
Interés Económico, cuya finalidad es el desarrollo o mejorar los resul-

                                                           
29 Vid. ALFONSO SÁNCHEZ, R., cit., p. 763 y referencias que allí se indican. Tam-
poco se descarta la Sociedad Anónima. URCACYL no la ha rechazado en la bús-
queda de una comercializadora de productos cooperativos mediante la constitu-

ción de una distribuidora y una central de ventas: una sociedad anónima, donde 
su capital (al 100%) quedaría suscrito por sociedades cooperativas. JULIÁ, J. F., 
GARCÍA, G., MELIÁ E., cit, pp. 106-107, a partir de las experiencias extranjeras 
que analizan, constatan que, pese a que la creación de sociedades anónimas es 
un modelo que ha tenido buena acogida, no está exento de dificultades o ries-
gos: conflictos de interés entre distintos tipos de socios de las cooperativas; pér-
dida de control, cuando las necesidades de capital llevan a ampliaciones de capi-
tal. Vid. también GADEA, E., SACRISTÁN, F.; VARGAS VASSEROT, C.: Régimen 
jurídico de la sociedad cooperativa del siglo XXI. Realidad actual y propuestas de 
reforma, Dykinson, Madrid, 2009, pp. 547 y ss.; VARGAS VASSEROT, C., cit., pp. 
169-170, donde, además, se plantea la necesidad de “...meditar sobre todo esto 
y preguntarnos por qué muchas cooperativas han acudido a verdaderas opera-
ciones de ingeniería societaria para sortear los obstáculos que para el crecimiento 

y expansión encontraban en la legislación cooperativa”. 
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tados de la actividad de sus socios y, su objeto, el ejercicio de una 
actividad económica auxiliar (si bien, al ser un instrumento al servicio 
de la colaboración empresarial, su régimen jurídico no parece muy 
adecuado para alcanzar un grado significativo de integración); o co-
mo la Unión Temporal de Empresas. Incluso, se admite en la doctri-
na, la contratación por las cooperativas de cuentas en participación 
(239 y ss. del Código de Comercio), cuya naturaleza societaria, aun-
que no ha dejado de estar discutida, hoy parece más segura, si bien 
su régimen, en nuestra opinión, tampoco resulta muy adecuado para 
la integración, más bien cabría hablar en este caso de una mera par-
ticipación. 

Se alude también a la posibilidad de constituir asociaciones. La 
mención no aparece en todas las legislaciones, aunque sí lo recono-
cen las Leyes de cooperativas de La Rioja, Galicia, Comunidad Valen-
ciana, Aragón y Euskadi. En nuestra opinión, sin embargo, la referen-
cia a la constitución de asociaciones con fines de colaboración eco-
nómica, no resulta pertinente y confunde y complica -más que facili-
ta- la pretensión de un reconocimiento de la asociación como instru-
mento de colaboración o integración, que excede a la mera organiza-
ción representativa generalmente atribuida al asociacionismo coope-
rativo. En efecto, la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora 
del Derecho de Asociación, desarrolla ese derecho reconocido en el 
artículo 22 de la Constitución Española (CE). Con arreglo a lo que de 
esa Ley orgánica se deriva habría que decir, en principio, que en sí 
mismas las asociaciones comúnmente no son empresas o, si se quie-
re, no tienen como objetivo -en definitiva como causa del negocio 
jurídico que las sustenta y da origen- la realización de actividades 
económicas; éstas sólo pueden ser un medio para la realización del 
fin fundacional o constitutivo (general o particular pero, en cualquier 
caso, no lucrativo). Ciertamente, aunque la asociaciones no pueden 
tener ánimo de lucro, sí pueden realizar actividades económicas (ar-
tículo 13 de esa Ley orgánica) de modo principal y aun exclusivo, 
pero siempre que se realice con carácter instrumental respecto de los 
fines de la asociación; por lo que, cabe concluir, que esos fines condi-
cionarán toda la actuación. Si esa instrumentalidad no existiera y los 
resultados de la actividad empresarial no se dedicaran exclusivamente 
al cumplimiento de los fines de la asociación –como requiere mencio-
nado artículo 13- verdaderamente no estaríamos ante una asociación, 
sino ante una sociedad, con independencia de la configuración formal 
que se haya querido otorgar a esa corporación, 
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Referencia especial merece la alusión a los consorcios. Aunque 
también se mencionan expresamente en la mayoría de las leyes de 
cooperativas de nuestro país, no dejan de ser una figura imprecisa 
que no evoca una identificación tipológica concreta30. Su naturaleza, 
como han señalado algunos comentaristas, más bien alude a una 
fórmula societaria de impronta mutualista, que se configura propia-
mente con la finalidad de potenciar la actividad de sus miembros, 
generalmente empresarios31. En el ámbito cooperativo la génesis de 
los consorcios se vincula al establecimiento de una cooperación entre 
empresas que, además de no comprometer patrimonialmente, es muy 
flexible y permite abordar proyectos imposibles o difíciles de realizar 
de manera individual32. 

b).- Participación de cooperativas en sociedades  

La segunda vía que la Ley autonómica de Castilla y León facilita 
para la agrupación empresarial es la participación de la cooperativa 
en otras entidades, si bien -se añade aquí- para el mejor cumplimien-
to, desarrollo o garantía de su objeto social: “Asimismo, las coopera-
tivas podrán poseer participaciones en cualquiera de las entidades 
mencionadas en el apartado anterior, para el mejor cumplimiento, 
desarrollo o garantía de su objeto social”. (art. 126.2 LCCyL). Tam-
bién se posibilita en otras leyes autonómicas aunque no en todas ni 
de la misma manera.  

Mientras que con la posibilidad de constitución de agrupaciones 
del artículo 126. 1 LCCyL se piensa en una vinculación directa. que 
puede servir para crear o mantener relaciones duraderas entre la 
cooperativa y la entidad o entidades con las que participa y que pue-
den permitir a la cooperativa aparecer también como promotora de la 

                                                           
30 Vid. ARGUDO PÉRIZ, J. L. (2007): “La multifuncionalidad de las instituciones 
jurídicas asociativas agrarias en las políticas de desarrollo rural y regional”, RE-
VESCO. Revista de estudios cooperativos, nº 92, pp. 27-28. En cualquier caso, la 
alusión a los consorcios que se hace en las leyes cooperativas no parece que 
tenga nada que ver con los consorcios que se posibilitan en el ámbito del Dere-
cho Administrativo, aunque puedan participar de su naturaleza. 

31 Vid. EMBID IRUJO, J. M. (1998): “Problemas actuales de la integración coope-
rativa”, Revista de Derecho Mercantil, nº 227, 1998, p. 22 y referencia que indica 
en nota núm. 35. 

32 ALFONSO SÁNCHEZ, R., cit., pág. 763 y referencias que indica. Ejemplificando 
también casos de consorcios para trasvases de producción entre cooperativas 

asociadas y consorcios para la adquisición de empresas. 
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agrupación, ahora, con la posibilidad de la toma de participaciones 
del artículo 126.2 LCCyL, podemos estar, más bien, en lo que se pue-
de considerar una inversión de cartera, que persigue, únicamente, la 
rentabilidad del capital invertido. 

El peligro de la toma de participaciones de la sociedad cooperati-
va en otras entidades es que la cooperativa deje de desarrollar direc-
tamente la actividad propia de su objeto social convirtiéndose en una 
mera sociedad holding –cuando las participaciones son mayoritarias o 
de control- o en una mera sociedad de cartera –cuando esas partici-
paciones no son de control. Peligro que puede englobarse en el fe-
nómeno que se conoce como de la desmutualización y que, se acre-
cienta en los momentos actuales. Lo intentan evitar -aunque tímida-
mente- las legislaciones señalando que la finalidad de tales participa-
ciones ha de ser el mejor cumplimiento, desarrollo o garantía de su 
fin social. 

De una u otra manera la realidad económica nos viene mostran-
do cómo en los últimos años –especialmente en el sector agrícola y 
ganadero y/o alimentario-, asistimos, en buena parte de la geografía 
española, a la creación de filiales por parte de las cooperativas, como 
una forma también de ganar segmentos de mercado, de llevar a cabo 
actuaciones conjuntas para reducir costes, de crear centrales de 
compra para comprar más barato y dar el mismo servicio. Vemos la 
participación de sociedades cooperativas en otras entidades –
nacionales e internacionales- con vistas a la creación de redes comer-
ciales que acortan los canales de comercialización y permiten mayor 
presencia en los diferentes mercados33 

Dentro de esas posibles agrupaciones mencionadas en el texto 
legal, la Ley de Castilla y León, a diferencia de otras, no contempla 
expresamente el grupo cooperativo. El grupo es un instrumento 
que permite que surja una nueva empresa, sin personalidad jurídica 
propia, manteniendo la personalidad jurídica las entidades que en ella 
participen. La nueva empresa aparece así disgregada en su titularidad 
jurídica en varios sujetos totalmente autónomos, sujetos cuyo com-
portamiento en el mercado, no obstante, responde a las directrices 
marcadas por la dirección económica del grupo. 

                                                           
33 Vid. ALFONSO SÁNCHEZ, R., cit., pp. 764-765 y referencias, ejemplos y mode-

los de intercooperación que allí se indican. 
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Para impulsar la integración empresarial de las sociedades 
cooperativas, el legislador del estado, en la Ley 27/1999, de Coopera-
tivas, fue pionero en la regulación del grupo cooperativo, reconocien-
do la validez del acuerdo por el que dos o más sociedades cooperati-
vas deciden ceder a una entidad cabeza de grupo la posibilidad de 
que ejercite facultades o emita instrucciones de obligado cumplimien-
to para aquellas, de forma que se produzca una unidad de decisión 
en el ámbito de las facultades atribuidas. La idea del legislador estatal 
ha sido secundada por la mayoría de los legisladores autonómicos –
algunos remitiéndose simplemente a la legislación estatal-, pero no 
por el legislador de la Comunidad autónoma de Castilla y León, como 
pensamos que hubiera sido conveniente. 

Por el contrario, la Ley de Cooperativas de Castilla y León regula 
las Corporaciones Cooperativas (art. 127). Se configuran como 
agrupaciones empresariales que, constituidas mayoritariamente por 
cooperativas de primero y segundo grado, tengan por objeto la defi-
nición de políticas empresariales, su control y, en su caso, la planifi-
cación estratégica de la actividad de sus socios, así como la gestión 
de los recursos y actividades comunes. Solo la Ley autonómica caste-
llana y leonesa y la Ley de Cooperativas de Euskadi -a la que parece 
mirar aquella- contemplan este instrumento de integración. Con todo, 
la figura es excepcional, incluso, en la comunidad vasca. Conviene 
recordar que la incorporación de la figura a la ley vasca no obedeció 
más que al reconocimiento del mayor grupo empresarial del País Vas-
co y el mayor grupo cooperativo del mundo: Mondragón Corporación 
Cooperativa. La figura es, además, inexistente en la realidad coopera-
tivista de Castilla y León; pues, aun amparándolo la ley, no se ha 
llegado a constituir ninguna corporación cooperativa en esta Comuni-
dad autónoma.  

Resulta, pues, evidente que, en relación a la figura de la Corpo-
ración cooperativa, la ley no ha cumplido sus objetivos; aunque, cier-
tamente, tampoco los sectores interesados reclaman para ella mayor 
atención legislativa. En cualquier caso, si el legislador decide mante-
ner esta figura de integración económica de cara al futuro, necesitará 
de algunas precisiones que la doten de seguridad jurídica. Pero, en 
nuestra opinión, una decidida atención al fenómeno del grupo coope-
rativo, hoy ausente en la Ley autonómica de Castilla y León, sería la 
que mejor podría completar las estructuras integradoras en el ámbito 
de las sociedades cooperativas. 
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2.4. Los acuerdos intercooperativos  

Dentro de los instrumentos de colaboración intercooperativa me-
recen mención aparte los acuerdos intercooperativos. El artículo 128 
de la Ley de Cooperativas de Castilla y León –coincidente en buena 
medida con el respectivo artículo de la Ley estatal- dispone:  

Las cooperativas podrán suscribir entre sí acuerdos intercoopera-
tivos en orden al cumplimiento de sus objetivos sociales. En virtud de 
los mismos, la cooperativa y sus socios podrán realizar operaciones 
de suministro, entregas de productos o servicios con la cooperativa 
firmante del acuerdo, teniendo tales hechos la misma consideración 
que las operaciones cooperativizadas con los propios socios. 

Los resultados de estas operaciones se imputarán en su totalidad 
al Fondo de Reserva Obligatorio de la cooperativa. 

En términos en buena parte semejantes la mayor parte de la le-
gislación autonómica prevé también los acuerdos intercooperativos 
como una modalidad de colaboración económica entre cooperativas, 
aunque a veces se utilizan otras rúbricas y su régimen no es siempre 
coincidente, lo que no deja de ser un obstáculo a la colaboración en-
tre cooperativas de distintas comunidades autónomas. 

El acuerdo intercooperativo es, pues, un contrato por virtud del 
cual una cooperativa se compromete a proporcionar a otra (o a sus 
socios) bienes y servicios; actuación que es considerada como opera-
ción cooperativizada con socios y no con terceros34.  

Su reconocimiento legal cumple, al menos, dos funciones: 

a) Reconocer el carácter cooperativo de las operaciones que re-
sulten de esos acuerdos; con lo que la actuación es considerada como 
operación cooperativizada con los socios y no con terceros. Los resul-
tados, por tanto, son de carácter cooperativo. No obstante en la ley 
autonómica –también en la estatal pero no en todas leyes autonómi-
cas- los resultados de esas operaciones se imputarán en su totalidad 
al Fondo de Reserva Obligatorio de la cooperativa, con lo que el des-
tino de esos resultados viene a ser, incluso, más gravoso para los 

                                                           
34 Vid. SÁNCHEZ PACHÓN, L. A.: “Los acuerdos...”, cit., p. 137 y referencias que 

allí se indican. 
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socios que si fueran resultados extracooperativos, por lo que, con 
razón, se ha propuesto su revisión. 

b) La segunda función que cumple es la de permitir que la parti-
cipación de los socios en la actividad cooperativizada pueda hacerse 
efectiva en otras cooperativas con las que se establezca la relación 
mediante el correspondiente acuerdo intercooperativo. La previsión 
legal, pues, puede tener una trascendencia práctica de indudable 
alcance, no solo tributario sino también societario, en cuanto que las 
operaciones no estarían sujetas a los límites legales de esa actividad 
con terceros no socios.  

Al margen de estas funciones, no puede olvidarse que el recono-
cimiento legislativo del acuerdo intercooperativo, aun con todas las 
limitaciones que padece, no deja de ser una manifestación del princi-
pio de intercooperación, y tiene un valor pedagógico indudable al 
recordar a las entidades y a sus socios esta vía de acción entre las 
cooperativas. El acuerdo puede dar lugar a operaciones de los socios 
de una cooperativa, concertada con otra, en el seno de ésta, pero 
también a operaciones entre y para las cooperativas. La colaboración 
puede ser unilateral o recíproca. En el acuerdo pueden intervenir dos 
o más cooperativas y las cooperativas partícipes del acuerdo pueden 
pertenecer a cualquier clase o nivel de integración.  

La utilidad práctica de estos acuerdos intercooperativos resulta 
evidente. Así, cuando exista un acuerdo de esta naturaleza, la activi-
dad cooperativizada se podrá realizar por la cooperativa no sólo con 
sus propios socios, sino también con la cooperativa firmarte del 
acuerdo y con los socios de ésta; y, por su parte, los socios de la 
cooperativa suministradora podrán realizar la actividad cooperativiza-
da no sólo con ella sino también con la cooperativa receptora y, en su 
caso, con sus socios.  

Este tipo de acuerdos, en definitiva, permite ampliar la capacidad 
operacional de la cooperativa para actuar económicamente con quie-
nes no son sus socios sin infringir la legalidad, aunque esos socios, 
claro está, lo han de ser de otra cooperativa, pues lo que no parece 
válido es que este tipo de acuerdos pueda producir todos sus efectos 
(cooperativos o fiscales) cuando alguno de los firmantes sea una em-
presa o entidad no cooperativa. En un régimen razonable de los 
acuerdos intercooperativos, parece que éstos solo puedan ser concer-
tados por sociedades cooperativas. No obstante el legislador coopera-
tivo quizá debiera valorar la pertinencia de admitir el mismo trata-
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miento para los acuerdos de las cooperativas con entidades que al-
cancen la consideración de economía social, sobre la base de una 
caracterización de las mismas en la línea que, con mayor o menor 
fortuna, se recoge en la Ley de Economía Social de 29 de marzo de 
2011. 

Las posibilidades de este instrumento intercooperativo son am-
plias. Por ejemplo, cooperativas agrarias que proveen de alimentos a 
los comedores de las cooperativas de enseñanza, a cooperativas de 
distribución comercial y a economatos; cooperativas de construcción 
que realizan obras en las naves de cooperativas agrarias o de explo-
tación comunitaria de la tierra y/o del ganado; cooperativas textiles 
que proporcionan ropa de trabajo a agricultores socios y trabajadores 
de cooperativas; cooperativas de camioneros que transportan produc-
tos de cooperativas agrarias e industriales bajo tarifas especiales; 
cooperativas de muebles que equipan oficinas de otras cooperativas; 
cooperativas de impresores que diseñan publicidad y fabrican etique-
tas para productos de otras cooperativas, etc. Incluso podría plan-
tearse la posibilidad de crear un carné de cooperativista, con un logo-
tipo común para, por ejemplo, operar en las cooperativas firmantes, 
pudiendo acceder a sus productos o servicios. En ocasiones, además, 
los acuerdos intercooperativos aparecen como el inicio, el “banco de 
pruebas”, que favorecen empezar a trabajar de forma coordinada y 
ayudan a ir fraguando relaciones de confianza, que pueden conducir 
a una integración más profunda y útil para las cooperativas.  

 

III.- ALGUNAS PROPUESTAS NORMATIVAS PARA EL ES-

TÍMULO DE LA INTEGRACIÓN Y DE LA COLABORACIÓN DE 

LAS COOPERATIVAS EN CASTILLA Y LEÓN 

En la búsqueda de respuestas adecuadas que el ordenamiento 
jurídico debe ofrecer en la legislación cooperativa, no puede descono-
cerse la complejidad que, en nuestro país, afecta de lleno a su regu-
lación y que hace que siga siendo recomendable -aun con todas las 
dificultades que supone- una Ley armonizadora, al amparo del artícu-
lo 150.3 de la Constitución Española. Como en otros momentos he-
mos tenido oportunidad de constatar, no parecen infundados los te-
mores de quienes ven en la proliferación de la legislación cooperativa 
en España un obstáculo a la eficiencia económica del movimiento 
cooperativo e, incluso, un impedimento o limitación a los procesos de 
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concentración económica entre cooperativas sujetas a distintas leyes; 
lo que termina generando una atomización de las empresas coopera-
tivas que dificulta su competitividad35. Todo ello reclama un firme 
compromiso de los legisladores, nacional y autonómicos, para la bús-
queda, «mediante una legislación adecuada», del fomento de las so-
ciedades cooperativas, como se indica en el artículo 129.2 CE36. 

En concreto, en lo que puede afectar a la Legislación cooperativa 
de la Comunidad de Castilla y León, conforme lo que llevamos visto, 
resumidamente podemos concluir lo siguiente:  

1.- En la redacción del texto legal debiera procurarse mayor cui-
dado terminológico a la hora de depurar las técnicas, formas o modos 
de integración y/o colaboración económica cooperativa. Sin dar más 
valor que le corresponda a rótulos y nomenclaturas que se manejan, 
no estaría de más, y ayudaría con la clarificación en su interpretación, 
una mayor precisión conceptual. 

2.- El establecimiento legal de la obligatoriedad de la inscripción 
registral de las llamadas agrupaciones empresariales, amén de pro-
porcionar la publicidad legal –que, entendemos, es conveniente- po-
dría dotar de una mayor seguridad frente a terceros, y servir de ins-
trumento que facilitaría, entre otras cosas, una representación más 
segura de las mismas ante las Administraciones Públicas. 

                                                           
35 Vid. SÁNCHEZ PACHÓN, L. A.: “Los acuerdos...”, cit., pp. 137-138 y referencias 
que allí se indican, La conveniencia de la armonización de las normas autonómi-
cas parece tan obvia como dificultosa su instrumentalización mediante la Ley de 
armonización; quizá por, ello como apuntábamos supra nota núm. 4, JULIÁ, J. F., 
MELIÁ E., GARCÍA, G., GALLEGO, P. L., op. cit., pp. 167-179, terminan propo-
niendo una Ley sectorial de cooperativas agrarias de ámbito estatal, que 
“...además, aunque esto es más dudoso, podría provocar un efecto de armoniza-
ción indirecta debido al carácter mimético de nuestra legislación sobre cooperati-
vas”.  

36 A la justificación constitucional de las medidas de fomento de las cooperativas, 
se añade hoy, en nuestro derecho, el reconocimiento, como tarea de interés 
general, que se hace en el artículo 8 de la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Eco-
nomía Social, de “... la promoción, estímulo y desarrollo de las entidades de la 
economía social y de sus organizaciones representativas”, y el establecimiento de 
objetivos de los poderes públicos de promoción de la economía social (las coope-
rativas forman parte de la economía social como indica su artículo 5). Sobre el 
tema, con una sistematización, también, de las distintas políticas de fomento de 
las cooperativas, puede verse CHAVES, R.: “Las políticas públicas y las cooperati-
vas”, Revista Vasca de Economía EKONOMIAZ, núm. 79, 1º cuatrimestre, 2012, 

pp. 171 y ss. 
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3.- La figura de la Corporación Cooperativa es inexistente en la 
realidad de la Comunidad autónoma de Castilla y León. La previsión 
que respecto a esa figura se tiene en la Ley de Cooperativas de Casti-
lla y León no ha cumplido sus objetivos; si bien es cierto que tampoco 
de ella se reclama por los sectores interesados mayor atención legis-
lativa. Si el legislador decide seguir manteniendo esta figura de inte-
gración o colaboración económica cooperativa, necesitará, en cual-
quier caso, de algunas precisiones que le doten de la seguridad jurídi-
ca que de ella se reclama y, en particular, del expreso reconocimiento 
legal de su personalización jurídica. 

4.- El Grupo cooperativo carece en la Comunidad de Castilla y 
León de una regulación que aun se echa en falta. El reconocimiento 
legal otorgaría un respaldo fundamental en este ámbito a la inter-
cooperación e integración de las cooperativas. El hecho de que la ley 
se decidiera a reconocer y regular la figura del grupo cooperativo 
supondría un avance en esta materia y, sobre todo, otorgaría mayor 
seguridad jurídica. Dicha regulación debería comprender, al menos, 
aspectos como la constitución del grupo cooperativo y sus formalida-
des; los posibles sujetos participantes; el acuerdo de integración en el 
grupo y posibilidades de modificación o resolución de los compromi-
sos de grupo; duración del acuerdo; ámbito del poder de dirección y 
gestión y sus límites; y el régimen de responsabilidad del grupo y de 
sus integrantes. 

5.- Todo parece indicar, en la legislación castellana y leonesa, la 
necesidad de replantear el régimen de los acuerdos intercooperativos; 
en particular el tratamiento del destino del resultado de esas opera-
ciones al Fondo de Reserva Obligatorio; así como valorar la pertinen-
cia de la inscripción registral de dichos acuerdos interpooperativos e, 
incluso, su extensión a las entidades que tengan la condición o la 
calificación de economía social. 

En el marco de estos acuerdos intercooperativos, y dentro del 
ámbito de esa autonomía de la voluntad y capacidad autorreguladora, 
entendemos que pueden situarse los modelos para intercooperar que 
recientemente están produciéndose en nuestro país, seguramente 
motivados por la situación de crisis económica que padecemos, pero 
que, con toda la prudencia con la que la legitimidad de esos acuerdos 
debe apreciarse, bien pueden servir de guía en el movimiento coope-
rativo de la Comunidad autónoma de Castilla y León. 
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RESUMEN 

El objetivo de esta comunicación es analizar de forma teórica y práctica, partiendo 
de las experiencias reales existentes, el marco legal de las distintas clases de 

cooperativas que operan en el ámbito de la integración social en la Comunidad 
Autónoma del País Vasco (CAPV), así como los beneficios y medidas de promoción 

que les son reconocidas de forma específica y en relación con otras normas que les 
afectan (en especial, la legislación sobre dependencia o fomento del empleo), con 

el fin de establecer la adecuación de estas normas y medidas a la realidad, necesi-

dades, organización, funcionamiento y objetivos de estas cooperativas.   

 

PALABRAS CLAVE 

Cooperativas, integración social, CAPV, legislación, beneficios, problemas. 

 

 

ABSTRACT 

The objective of this paper is to analyze in a theoretical and practical way the legal 

framework of the different kinds of cooperatives for social integration in the 
Basque Country and the benefits and promotion measures in general they have 

(also in the regulation of employment, dependence…), in order to establish if they 
are suitable or no to their needs, organization, practice and objectives. 
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Cooperatives, social integration, Basque Country, law, benefits, problems. 
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1. INTRODUCCIÓN 

El legislador vasco ha mostrado tradicionalmente una preocupa-
ción por promocionar el cooperativismo en su conjunto y en sus dis-
tintas variedades, dado que se considera una fórmula de emprendi-
miento a fomentar en la sociedad por los principios y valores que la 
informan, y especialmente como instrumento para luchar contra la 
exclusión y la pobreza. 

Y es que en el País Vasco, a pesar de ser un territorio industriali-
zado, los datos de exclusión y pobreza son alarmantes, al igual que 
ocurre en otros sitios del denominado “primer mundo”. Por ello, dife-
rentes iniciativas legislativas y reglamentarias han surgido con la fina-
lidad de afrontar este problema, bien en cuanto a la actuación de la 
propia Administración, bien en cuanto a la participación de la iniciati-
va privada y el tercer sector como elementos para llevar a cabo esta 
función. 

Una de las medidas adoptadas por el legislador ha sido la regula-
ción de cooperativas cuya finalidad sea precisamente luchar contra la 
exclusión social, a las que además dota de características propias y 
beneficios, que no sólo encontramos en la legislación cooperativa, 
sino también en la propia legislación dirigida a luchar contra la exclu-
sión social.  

Estudiamos la situación de estas cooperativas en la CAPV, su ré-
gimen legal y beneficios, y cómo ha influido en la constitución de 
cooperativas de esta clase y su desarrollo. 
 

 

2. LA INTEGRACIÓN SOCIAL 

Distintas leyes han definido directa o indirectamente la integra-
ción o inclusión o exclusión social de distinta forma1, aunque como 
                                                           

1 Por ejemplo, la Ley 12/1998, de 22 de mayo, contra la exclusión social (deroga-
da por la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la garantía de ingresos y exclu-
sión social del País Vasco), que definía la exclusión como la imposibilidad de 
ejercer los derechos sociales, fundamentalmente el derecho al trabajo, pero tam-

bién el derecho a la educación, a la cultura, a la salud, a una vivienda digna, a la 
protección social, resaltándose la importancia del trabajo. 
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elementos fundamentales podemos señalar la calidad de vida, la au-
tonomía personal, la igualdad de oportunidades, así como el acceso 
de las personas y colectivos a los derechos sociales, como el trabajo, 
la educación, cultura, salud, vivienda digna o protección social, unido 
a la idea de realización personal en distintos ámbitos. 

El propio sistema económico excluye y margina a ciertos sectores 
de la sociedad, unido a su “menor productividad”. Así, por distintos 
motivos, ciertas personas y colectivos se encuentran especialmente 
desfavorecidos para acceder a tales derechos, la autonomía personal 
y una calidad de vida digna, lo cual normalmente está relacionado 
con los recursos económicos, que a su vez suele ir ligado a un empleo 
digno y un salario suficiente, aunque también a otros aspectos, como 
la necesidad de servicios o bienes específicos. 

A estos efectos, el Decreto 329/2003, de 23 de diciembre, del 
Gobierno Vasco, que regula las ayudas al empleo, considera colecti-
vos con mayores dificultades de acceso al mercado de trabajo los 
siguientes (art. 6.1):  

– mayores de 45 años inscritos como parados al menos con 
una antigüedad de 3 meses 

– menores de 30 años inscritos como parados con una anti-
güedad mínima de 5 meses y máxima de 12 meses 

– quienes tengan reconocida una minusvalía física, psíquica o 
sensorial de al menos un 33% 

– parados de larga duración (al menos con una antigüedad 
de 12 meses) 

– el padre o la madre de una familia monoparental 

– víctimas del terrorismo, y sus hijos y cónyuge cuando haya 
fallecido o resulte en situación de invalidez que le impida el 
desempeño de una actividad retribuida 

– víctimas de violencia doméstica 

– quienes hayan finalizado su proceso de inserción socio-
laboral en una empresa de inserción 

– beneficiarios del Ingreso Mínimo de Inserción (Renta Bási-
ca) y las Ayudas de Emergencia Social 

– extoxicómanos (exalcohólicos y exdrogadictos) 
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– internos en centros penitenciarios que carezcan de contra-
to de trabajo y cuyo régimen les permita acceder a un 
puesto de trabajo, y exreclusos, cuando la contratación se 
celebre durante los 12 meses posteriores a su liberación 

Ante esta situación, es deber de las Administraciones garantizar 
la igualdad de oportunidades de todos los ciudadanos y colectivos con 
el fin de eliminar la exclusión social, lo que lleva a cabo bien directa-
mente, mediante subsidios o subvenciones directas o servicios que 
ofrece y gestiona de forma directa, o indirectamente mediante el tra-
bajo conjunto con entidades privadas, lo cual se puede llevar a cabo 
mediante convenios, contrataciones de servicios, subsidios para usar 
sus servicios, financiación. 

Por tanto, entendemos dentro de la integración social las accio-
nes que se llevan a cabo por la Administración o no para procurar 
bienestar a los ciudadanos en situación o riesgo de exclusión social 
mediante la inserción laboral o cubriendo sus necesidades básicas, 
esto es, satisfaciendo sus necesidades sociales. 
 

 

3. LAS CLASES ESPECÍFICAS DE COOPERATIVAS PARA LA 

INTEGRACIÓN SOCIAL EN LA LEGISLACIÓN VASCA 

Las cooperativas en general son idóneas para la integración so-
cial, dado su propio concepto y esencia, las oportunidades formativas 
y laborales, el servicio a las personas, los mecanismos propios para 
una mejor distribución de la riqueza, y principios como la solidaridad 
y preocupación por el entorno. Por ello tradicionalmente han tenido 
un papel activo en la corrección de los desequilibrios del mercado. A 
pesar de lo anterior, el legislador vasco ha introducido 3 clases de 
cooperativas específicas con esta finalidad, dotándolas de ciertas ca-
racterísticas propias y beneficios: 

3.1. Cooperativas de iniciativa social 

Reguladas por el Decreto 61/2000, de 4 de abril. Destaca las ne-
cesidades sociales que cubren las cooperativas de trabajo asociado 
que desarrollan su trabajo en el ámbito de la prestación de servicios 
socio-sanitarios, educativos, culturales o medioambientales, muchas 
veces sin ánimo de lucro, que ya antes de la aprobación del Decreto 
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eran conocidas como de iniciativa social, por sus acreditadas condi-
ciones de idoneidad para proveer dichos servicios, así como de inser-
ción social de personas marginadas del sistema económico y social. 

El art. 1 define estas cooperativas como aquellas que sin ánimo 
de lucro y con independencia de su clase, lleven a cabo bien la pres-
tación de servicios asistenciales mediante la realización de actividades 
sanitarias, educativas, culturales u otras de naturaleza social, o bien 
el desarrollo de cualquier actividad económica que tenga por finalidad 
la integración laboral de personas que sufran cualquier clase de ex-
clusión social y, en general, la satisfacción de necesidades sociales no 
atendidas por el mercado. 

El art. 2 recoge los elementos de carencia de ánimo de lucro: a) 
Los resultados positivos que se produzcan en un ejercicio no pueden 
ser distribuidos entre los socios; b) Las aportaciones al capital social 
no podrán devengar un interés superior al interés legal del dinero, sin 
perjuicio de la posible actualización; c) El carácter gratuito del 
desempeño de los cargos del Consejo Rector, sin perjuicio de las 
compensaciones económicas procedentes por los gastos incurridos en 
el desempeño de sus funciones; d) Las retribuciones de los socios 
trabajadores y de trabajo y los trabajadores por cuenta ajena no pue-
den superar el 150% de las retribuciones que en función de la activi-
dad y categoría profesional establezca el Convenio colectivo aplicable 
al personal asalariado del sector. 

En el mismo sentido se pronuncia la normativa fiscal, que añade 
que los beneficios positivos que eventualmente se produzcan deben 
destinarse a la realización de sus fines. 

3.2. Cooperativas de integración social 

Son cooperativas que, como la Ley de Cooperativas de Euskadi  
(LCE) reconoce en su Exposición de Motivos, tienen un especial con-
tenido comunitario por las características de los socios mayoritarios 
que las conforman, ya que la mayoría de sus miembros deben ser 
personas mentalmente o físicamente discapacitadas. 

Pueden ser de dos clases: pueden estar basadas en el trabajo 
asociado, con la finalidad de organizar, canalizar y vender los produc-
tos y servicios del trabajo de sus miembros (cooperativas de trabajo 
asociado), o pueden facilitar a éstos bienes o servicios de consumo 
general o específicos (cooperativas de consumo). 
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Aunque la LCE no exija un porcentaje mínimo de minusvalía, en-
tendemos que es necesario el reconocimiento por la autoridad com-
petente de la condición de discapacitado de sus miembros. En conso-
nancia con el contexto legislativo general, esta discapacidad sería 
igual o superior un 33%, mínimo denominador común de la normati-
va referida a la discapacidad. 

3.3. Cooperativas de utilidad pública 

Se regulan en el Decreto 64/1999, de 2 de febrero, del Departa-
mento de Justicia, Trabajo y Seguridad Social del Gobierno Vasco, 
siguiendo la mención de la Exposición de Motivos de la LCE, que re-
coge el concepto de utilidad pública como elemento caracterizador de 
las cooperativas que contribuyen al interés general de Euskadi, y el 
art. 137.2 LCE, que indica que las cooperativas que contribuyan a la 
promoción del interés general de Euskadi mediante el desarrollo de 
sus funciones serán reconocidas de utilidad pública por el Gobierno 
Vasco. 

Se considera que contribuyen al interés general aquellas coope-
rativas en cuyo objeto social sean primordiales los fines de asistencia 
social, cívicos, educativos, culturales, científicos y de investigación, 
deportivos, sanitarios, de cooperación para el desarrollo, defensa del 
medio ambiente, fomento de la economía social, fomento de la paz 
social y ciudadana, o cualesquiera otros fines de naturaleza análoga 
(art. 3). 

Además, tienen que cumplir con una serie de requisitos para ad-
quirir esta condición: que carezcan de ánimo de lucro (con los requisi-
tos anteriormente señalados); que se encuentren inscritas en el Re-
gistro de Cooperativas de Euskadi, en funcionamiento y dando cum-
plimiento efectivo a sus fines estatutarios de forma ininterrumpida 
durante al menos los dos años anteriores a la solicitud de la declara-
ción; en caso de tener directa o indirectamente participaciones mayo-
ritarias en sociedades mercantiles, se acredite su existencia y que su 
titularidad coadyuva al mejor cumplimiento de los fines de interés 
general. La legislación fiscal hace referencia, además, a que las per-
sonas y entidades con una relación de vinculación especial, no sean 
destinatarios principales de las actividades realizadas, ni gocen de 
prestaciones o condiciones especiales para beneficiarse de la obten-
ción de los servicios. 
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No necesariamente estarán vinculadas a la integración social, pe-
ro está claro que una cooperativa de integración social e iniciativa 
social es especialmente idónea para ser declarada de utilidad pública. 

3.4. Panorama general 

Por lo tanto, en la legislación cooperativa de la CAPV se hace re-
ferencia a 3 clases específicas de cooperativas que pueden estar diri-
gidas a la integración social. 

Por un lado, las que la LCE denomina cooperativas de integración 
social, para la integración de discapacitados mentales o físicos, bien 
proveyéndoles de un empleo, bien facilitándoles bienes o servicios de 
consumo general o específicos que necesiten como consumidores. Por 
su propia definición siempre se dedicarán a la integración social. 

A estas cooperativas no se les impone un carácter no lucrativo, 
por lo que es posible distribuir los resultados positivos del ejercicio 
entre los socios, que las aportaciones de los socios devenguen el inte-
rés legal del dinero más hasta 6 puntos (límite general de la legisla-
ción cooperativa), el cargo de administrador puede ser remunerado, y 
las retribuciones de los socios trabajadores y de trabajo y los trabaja-
dores por cuenta ajena pueden exceder del 150% de lo establecido 
por el convenio aplicable. Dependiendo de si concurren o no estas 
circunstancias, las cooperativas de integración social podrán ser de-
claradas además de iniciativa social o de utilidad pública y acceder a 
los beneficios específicos de éstas.  

Por motivos que no se entienden muy bien, el legislador ha ex-
cluido a la mayoría de colectivos sociales considerados como con ma-
yores dificultades de acceso al mercado de trabajo. Por ello, las 
cooperativas con ánimo de lucro cuyos miembros mayoritarios no 
sean discapacitados (esto es, que pertenezcan a otro colectivo en 
situación o riesgo de exclusión social, o cuyos destinatarios sean dis-
capacitados u otros colectivos, pero sin ser miembros mayoritarios) 
quedarán fuera del sistema de cooperativas que operan en el ámbito 
de la integración social que estudiamos, sin perjuicio de poder acce-
der al resto de beneficios que les puedan corresponder por su condi-
ción de cooperativas u otros motivos. 

Por su parte, también podemos afirmar su dedicación al ámbito 
de la integración social e idoneidad para ello de las cooperativas de 
iniciativa social, si bien en un sentido más amplio, en la medida en 



LAS COOPERATIVAS COMO INSTRUMENTOS DE INTEGRACIÓN SOCIAL EN LA CAPV 
Itziar Villafañez Pérez 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

340 

d
o
s
s
ie

r 

340 

340 
340 

que su función es precisamente la prestación de servicios asistencia-
les, la integración laboral de personas que sufren cualquier clase de 
exclusión social y la satisfacción de necesidades sociales no atendidas 
por el mercado. Eso sí, en este caso es necesario el requisito del no 
ánimo de lucro. 

Finalmente, las cooperativas declaradas de utilidad pública pue-
den tener objetos muy diversos, entre los que también puede encon-
trarse la integración social, por ejemplo, cuando trabajan en el ámbito 
de la asistencia social, y teniendo en cuenta la amplitud de finalidades 
que permite la expresión “cualesquiera otros fines de naturaleza 
análoga”, no habiendo duda de la utilidad pública del trabajo realiza-
do en pro de la integración social. Eso sí, también en este caso es 
necesaria la carencia de ánimo de lucro para que esta condición sea 
reconocida, además de los citados requisitos. 

 

4. BENEFICIOS Y VENTAJAS 

Partiendo del escenario anterior, son varios los beneficios o ven-
tajas que se pueden subrayar en cuanto a las cooperativas del ámbito 
de la integración social, aunque dependiendo de la cooperativa con-
creta, su configuración, socios, y la ausencia o no de ánimo de lucro, 
se podrá o no acceder a unos de ellos. Hemos de advertir, no obstan-
te, que si bien en el presente apartado se trata lo que a continuación 
se expone desde la perspectiva de ventaja, se trata en ocasiones de 
beneficios muy imprecisos o ambiguos, como las declaraciones en 
ciertas leyes de que se promoverán las entidades del tercer sector, las 
entidades de economía social… que no tienen un reflejo destacable (o 
incluso reflejo alguno) en la realidad, encontrándonos en ocasiones 
que el efecto logrado ha sido el contrario, como más adelante se ex-
plica.  

4.1. Ventajas generales como cooperativas 

Por un lado, estas cooperativas comparten los beneficios y medi-
das de fomento dirigidas a las cooperativas en general. Unos ejem-
plos: 
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– Las cooperativas de trabajo asociado y de segundo o ulterior 
grado que las agrupen tendrán derecho preferente en los ca-
sos de empate en los concursos y subastas en que participen 
y que sean convocados por las Administraciones Públicas vas-
cas y entes de ellos dependientes para la realización de obras, 
servicios y suministros. 

– El abono de la prestación de desempleo en modalidad de pa-
go único para constituir una cooperativa o integrarse en ella 
como socio trabajador o de trabajo. 

– Prohibición de discriminación de los socios trabajadores y de 
trabajo en la regulación y ejecución de normas sobre incenti-
vos que tengan por objeto la creación o consolidación de em-
pleo, siéndoles de aplicación todas las normas e incentivos es-
tablecidos para los trabajadores por cuenta ajena. En especial 
son de reseñar las ayudas al empleo del Decreto 329/2003, de 
23 de diciembre, que no son aplicables a los socios salvo en el 
caso de las empresas de economía social. 

– En el caso de las cooperativas de consumo, al mismo tiempo 
se pueden considerar mayoristas y tener consideración de 
consumidor directo para el abastecimiento o suministro por 
terceros de productos o servicios necesarios para desarrollar 
sus actividades. 

– Otras ayudas para la realización de inversiones en la coopera-
tiva, creación de estructuras asociativas, intercooperación, 
formación en economía social, asistencia técnica, creación de 
cooperativas, desembolso de las aportaciones de los socios… 

– Autorización a las cooperativas realizar la actividad cooperati-
vizada no sólo con socios, sino también con terceros, siempre 
respetando los límites que la ley pueda marcar para ello, en 
especial en el caso de las cooperativas de trabajo asociado en 
cuanto a trabajadores no socios. 

4.2. Ventajas específicas 

Por un lado, no hay que perder de vista la posibilidad de emplear 
los términos “cooperativa de integración social”, “de iniciativa social” 
y/o “de utilidad pública”, reservados exclusivamente a estas coopera-
tivas. En los dos últimos casos es necesario el reconocimiento público 
de tal condición.   

 



LAS COOPERATIVAS COMO INSTRUMENTOS DE INTEGRACIÓN SOCIAL EN LA CAPV 
Itziar Villafañez Pérez 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

342 

d
o
s
s
ie

r 

342 

342 
342 

Por otro lado, en las cooperativas de integración social pueden 
participar como socios entidades públicas responsables de la presta-
ción de cualesquiera servicios sociales mediante la correspondiente 
aportación y la designación de un representante de las entidades 
públicas. Éste prestará su trabajo personal de asistencia técnica, pro-
fesional y social junto a los socios de la cooperativa y asistirá con voz 
a las reuniones de todos los órganos sociales. Así las administraciones 
llevarían a cabo su responsabilidad en el ámbito de la integración en 
un contexto de colaboración público-privada, mediante la correspon-
diente aportación económica y de capital humano, a la vez que se 
mantiene uno de los puntos fuertes de las cooperativas, y es que sin 
una perspectiva meramente asistencial, se garantiza la participación y 
empoderamiento de las personas a las que se quiere integrar. 

Uno de los beneficios más destacables son los de carácter fiscal, 
ya que estas cooperativas tienen reconocidas unas importantes ven-
tajas2. Por un lado, les es aplicable el régimen fiscal de las cooperati-
vas, que con carácter general es más beneficioso que el régimen ge-
neral por estar legalmente protegidas, lo que significa que por ejem-
plo en el Impuesto de Sociedades (IS) tienen normas especiales en 
cuanto a la determinación de la base imponible, una mayor libertad 
de amortización del activo fijo y tributan a un tipo más bajo que las 
sociedades en general3. Estas ventajas se extienden a otros impues-
tos, como el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados (ITPAJD), con importantes exenciones4 , y 
bonificaciones5 en las cuotas y recargos en los impuestos locales  (en 
particular, el Impuesto sobre Bienes Inmuebles -IBI- de los bienes 
rústicos de las cooperativas agrarias y de explotación comunitaria, y 
el Impuesto sobre Actividades Económicas –IAE- en Gipuzkoa y Ara-
ba). 
                                                           
2 En la CAPV el régimen fiscal de las cooperativas está recogido en las Normas 

Forales 9/1997, de 17 de octubre (Bizkaia), 2/1997, de 22 de mayo (Gipuzkoa) y 
16/1997, de 9 de junio (Araba). Si bien el régimen fiscal y ventajas que contienen 
no son exactamente iguales, las líneas generales que siguen son las mismas. 

3 El tipo es de 21% (19% para pequeñas empresas) en Gipuzkoa, y del 20% y 
18% en Bizkaia y Araba, sin distinguir entre resultados cooperativos y extra-
cooperativos (el tipo general es de un 28%, y un 24% para pequeñas empresas, 
en estos territorios). 

4  Respecto de las siguientes operaciones: constitución, ampliación del capital, 
fusión y escisión; constitución y cancelación de préstamos; y adquisiciones de 
bienes y derechos a que se destine la Contribución a la Educación y Promoción 
Cooperativa y otros fines de Interés Público. 

5 Del 25, 50, 75 o 95% (hasta 100% en Gipuzkoa). 
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Varios tipos de cooperativas, entre las que se encuentran las de 
consumidores y las de trabajo asociado, entre las que se situarían la 
mayoría de cooperativas del ámbito de la integración, pueden ade-
más, si concurren en ellas ciertos requisitos (entre ellos, límites para 
la actividad realizada con terceros), ser especialmente protegidas, con 
unos beneficios añadidos. Por ejemplo, en el IS tendrán un 50% de 
bonificación en la cuota (75% en el caso de algunas cooperativas 
agrarias) y en el ITPAJD exención para las operaciones de adquisición 
de bienes y derechos destinados directamente al cumplimiento de sus 
fines sociales y estatutarios. 

Por su parte, las cooperativas de iniciativa social y utilidad públi-
ca tienen reconocidas ventajas fiscales especiales específicas. En 
cuanto al ITPAJD tendrán todas las ventajas reconocidas a las coope-
rativas especialmente protegidas, y en cuanto al IS e impuestos loca-
les, se beneficiarán de las ventajas establecidas en el régimen fiscal 
de entidades sin fines lucrativos e incentivos fiscales al mecenazgo, 
por lo que para estas cooperativas el abanico de las rentas exentas es 
muchísimo más amplio6. 

Finalmente, se reconoce que las cooperativas de trabajo asociado 
fiscalmente protegidas que integren, al menos, un 50% de socios 
discapacitados y que acrediten que, en el momento de constituirse la 
cooperativa, dichos socios se hallaban en situación de desempleo, 
gozarán de una bonificación del 90% de la cuota íntegra del IS du-
rante los cinco primeros años de actividad social, en tanto se man-
tenga el referido porcentaje de socios. Esta ventaja afectará directa-
mente a las cooperativas de integración social de trabajo asociado. 

En cuanto al IVA, es de aplicación la legislación fiscal estatal, que 
no reconoce beneficios en este sentido para las cooperativas, si no 
que habrá de estarse al concepto de empresa de iniciativa fiscal esta-
blecida en la regulación de este impuesto. 

                                                           
6 Abarca, desde los donativos, patrocinios, cuotas… recibidas, hasta las rentas 
que procedan de las explotaciones desarrolladas en cumplimiento de su objeto o 
finalidad específica, las de carácter auxiliar o complementarias o las que procedan 
de explotaciones de escasa relevancia. Además, el tipo de gravamen para las 
rentas no exentas será del 10%. Los donativos, aportaciones y los gastos realiza-
dos en convenios de colaboración empresarial serán también deducibles para 
quien las realice. En cuanto a los tributos locales, las explotaciones económicas 
exentas y bienes afectos a ellas están exentos del IBI, IAE y el Impuesto sobre el 

Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. 
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4.3. La legislación sobre integración social 

Por último, hemos de hacer referencia a los beneficios que deri-
van de la legislación referida directa o indirectamente a la integración 
social, y es que dado el objeto y ámbito de estas cooperativas les 
influyen las normas sobre servicios sociales, dependencia o inserción 
en general. 

En este sentido, en primer lugar hay que citar la Ley (estatal) 
39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal 
y Atención a las Personas en situación de dependencia (Ley de de-
pendencia), que recoge las medidas a adoptar para promover la au-
tonomía y atención de las personas ancianas y las que por razón de 
enfermedad u otras causas de discapacidad o limitación se encuen-
tren en una situación de dependencia. Si bien no trata expresamente 
de las cooperativas, sí hace referencia a las entidades del tercer sec-
tor de acción social (entre las que se pueden situar las cooperativas 
que estamos estudiando), siendo uno de los principios de la Ley la 
participación de éstas en los servicios y prestaciones previstos en la 
ley y su promoción, mediante distintos mecanismos: subvenciones, 
contratación, acuerdos por servicios, concertación, subsidios de de-
manda o beneficios fiscales. 

Asimismo, la Ley 12/2008, de 5 de octubre, de Servicios Sociales 
del País Vasco, constata la necesidad de reforzar la colaboración con 
el tercer sector y la promoción de la participación organizada de las 
personas afectadas, en lo que evidentemente encajan por sus propias 
características definitorias las cooperativas que estamos estudiando. 
Trata de las fórmulas de colaboración entre administración e institu-
ciones privadas (conciertos, convenios y contratación de servicios), en 
especial con la iniciativa social sin ánimo de lucro, para la que recoge 
una serie de medidas de apoyo, como la preferencia a las entidades 
dedicadas a la prestación de servicios sociales con carácter no lucrati-
vo en igualdad de condiciones de eficacia, calidad y costes, o la previ-
sión de medidas de discriminación positiva para entidades que acredi-
ten la efectiva aplicación de, entre otras, las siguientes característi-
cas: prestar servicios o gestionar centros dirigidos a personas o gru-
pos especialmente desfavorecidas; contemplar la participación de las 
personas afectadas, a través de actividades de ayuda mutua en la 
atención a las necesidades de las personas, familias y/o grupos desti-
natarios del servicio o centro, y las actividades de voluntariado social; 
aplicar medidas para la efectiva integración laboral de las personas 
con discapacidad más allá de las exigencias legales mínimas genera-
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les; criterios de género y conciliación de vida familiar y laboral; aplicar 
medidas para la preservación, conservación o restauración del medio 
ambiente… 

Además, se recogen medidas de apoyo y fomento público a la 
iniciativa social sin ánimo de lucro (con mención expresa de las aso-
ciaciones, fundaciones, cooperativas de iniciativa social y otras enti-
dades no lucrativas) y de ayuda mutua, en particular subvenciones o 
convenios, y la posibilidad de ser declaradas de interés social, con 
preferencia en cuanto a subvenciones y ayudas. 

En conexión con la anterior está el Decreto 649/2009, de 29 de 
diciembre, que regula las ayudas subvenciones a las entidades de 
iniciativa social sin ánimo de lucro para el fomento de actividades del 
tercer sector en el ámbito de la inserción social en el País Vasco en 
desarrollo de la Ley 12/2008. Claro está, es necesario carecer de 
ánimo de lucro para acceder a ellas, por lo que no todas las coopera-
tivas que estamos estudiando podrán hacerlo. 

El nuevo Plan Vasco para la Inclusión Social (III Plan, en princi-
pio para el periodo 2011-2015, si bien el reciente Dictamen del Con-
sejo Económico y Social Vasco correspondiente, de 22 de febrero del 
presente año, ha recomendado su reelaboración) establece entre sus 
objetivos “reconocer y potenciar el valor de las entidades del Tercer 
Sector en el trabajo con colectivos en situación o riesgo de exclusión 
social”, dando valor a su experiencia y conocimiento del trabajo en 
este ámbito, mejorando la coordinación y colaboración, y trabajando 
conjuntamente para cambiar la visión de la sociedad vasca sobre las 
personas en situación o riesgo de exclusión social y sus necesidades, 
oportunidades y contribución. 

Por otro lado, también el marco de las empresas de inserción 
(Decreto 182/2008) puede afectar a estas cooperativas, en la medida 
en que estas empresas son las que tienen como fin primordial insertar 
a las personas con especiales dificultades de acceso al mercado labo-
ral (colectivos en situación de desventaja social o exclusión, recogidos 
en el propio Decreto7) en el mercado ordinario, facilitándoles el acce-

                                                           
7 a) Titulares de la renta básica y los miembros de la unidad de convivencia bene-
ficiarios; b) Quienes no puedan acceder a la renta, por falta del período exigido 
de residencia o empadronamiento, falta de constitución de la unidad de convi-
vencia o haber agotado el período máximo de percepción legalmente establecido; 
c) Mayores de 18 años y menores de 30, procedentes de Instituciones de Protec-
ción de Menores; d) Personas con problemas de drogodependencia u trastornos 
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so al empleo y a la orientación a través de un proceso de inclusión de 
carácter transitorio, mediante un proyecto personal de inserción. 
Pueden ser entidades mercantiles o de economía social, y en todo 
caso deben tener como promotoras entidades públicas o privadas sin 
ánimo de lucro que entre sus objetivos tengan la inserción social de 
personas desfavorecidas, participando en el capital en un 51% como 
mínimo, y en el caso de las cooperativas y sociedades laborales con el 
límite de los socios colaboradores. 

En el caso de las cooperativas objeto de estudio, las propias 
cooperativas pueden ser empresas de inserción o, por el contrario, 
ser sus promotoras. En todo caso, si adquieren (ellas o las empresas 
por ellas promocionadas) la condición de empresa de inserción y 
cumplen una serie de obligaciones recogidas en el Decreto, pueden 
acceder a las muy variadas ayudas (desarrolladas en la Orden de 4 de 
mayo de 2009): ayudas económicas a la creación y sostenimiento de 
la empresa y de puestos de trabajo (bien en cuanto a las personas en 
proceso de inserción, bien de técnicos), asistencia técnica y forma-
ción, y a la creación de estructuras asociativas para su asesoramien-
to, formación, asistencia técnica y jurídica.  

Ha de valorarse positivamente la previsión expresa de las coope-
rativas como empresas de inserción o promotoras de éstas aclarando 
previamente problemas de interpretación que se podrían suscitar, por 
ejemplo, en cuanto al porcentaje en el capital social que deben tener. 

También hay que hacer referencia a la problemática que plan-
tean los voluntarios y la adquisición de la condición de socio por éstos 
con el fin de ejercitar los derechos inherentes a tal condición, princi-
palmente porque tanto para ser socio cooperador como colaborador 
es necesario realizar la preceptiva aportación al capital. Sin embargo, 

                                                                                                                                   
adictivos en proceso de rehabilitación o reinserción social; e) Internos de centros 
penitenciarios cuya situación les permita acceder a un empleo y cuya relación 
laboral no esté incluida en el ámbito de aplicación de la relación laboral especial 
regulada en el art. 1 del Real Decreto 782/2001, de 6 de julio; liberados condi-
cionales y ex reclusos; f) Menores internos incluidos en el ámbito de la Ley Regu-
ladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, cuya situación les permita 
acceder a un empleo y cuya relación laboral no esté incluida en el ámbito de 
aplicación de la relación laboral especial a que se refiere el art. 53.4 del Regla-
mento de la citada Ley; los que se encuentran en libertad vigilada y los ex inter-
nos; g) Personas procedentes de centros de alojamiento alternativo autorizados 
por las autoridades competentes de la CAPV; h) Procedentes de programas pre-
laborales de orientación y formación o de los Servicios Sociales de Base de la 

CAPV concretada a través de un convenio de inserción sociolaboral. 

javascript:%20linkToDocument('RCL//2001//1668',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=LPV//2008//351&baseUnit=A.5&targetNM=RCL//2001//1668&targetUnit=RCL_2001_1668_A.1&baseGUID=I79fb6710ba9711ddabd7010000000000&tid=legislacion&version=&baseCT=legis&docguid=I79fb6710ba9711ddabd7010000000000&doc-unit=RCL_2001_1668_A.1#RCL_2001_1668_A.1');
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sin perjuicio de la conveniencia de regular la figura del socio volunta-
rio, no es menos cierto que la legislación cooperativa permite que 
haya categorías o clases distintas de socios, y que la aportación al 
capital sea distinta para ellos, por lo que se podría admitir una clase 
de socios integrada por voluntarios, que al mismo tiempo cumpla la 
normativa legal sobre voluntariado social (Ley 17/1998, de 25 de 
junio en la CAPV), estableciendo una aportación al capital simbólica. 

Finalmente, hay que hacer también mención al Real Decreto 
1620/2011, de 14 de noviembre, en vigor desde el 1 de enero del 
presente año, por el que se regula la relación laboral de carácter es-
pecial del servicio del hogar familiar. De acuerdo con éste, es obliga-
torio realizar un contrato e inscribir en el Régimen General de la Se-
guridad Social (RGSS) a todos los empleados de este ámbito, mujeres 
en la gran mayoría de los casos, con gran peso de personas inmigran-
tes, independientemente del número de horas trabajadas a la semana 
en cada casa. Lo cierto es que a pesar de sus ventajas, esta normati-
va supone ciertos problemas, en especial por las formalidades y trá-
mites que supone (realizar el contrato, inscripción en la SS y pagos…) 
Por este motivo, diferentes proyectos enfatizan las ventajas de la 
creación de cooperativas de trabajo asociado, que se encargarían de 
estos trámites, tanto para empleadas como empleadores. 

 

5. ALGUNOS EJEMPLOS DE COOPERATIVAS PARA LA IN-

TEGRACIÓN SOCIAL EN LA PRÁCTICA 

Gracias a, entre otros motivos, el reconocimiento legal específico, 
los mencionados beneficios y la idoneidad de estas cooperativas para 
llevar a cabo los objetivos señalados, han surgido varias cooperativas 
de iniciativa social e integración social (con o sin reconocimiento de 
utilidad pública), aunque hay que reconocer que su implantación dista 
de ser masiva. 

Normalmente se trata de asociaciones u otras entidades de eco-
nomía social y voluntariado que han visto crecer su actividad y han 
adoptado la forma legal de cooperativas, por ofrecer una estructura 
adecuada a sus objetivos. Además, estas propias cooperativas, mien-
tras se han ido fortaleciendo, se han ido agrupando en redes o crean-
do nuevas cooperativas o iniciativas del ámbito de la integración so-
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cial, especializándose en cuanto a su objeto social, consecuencia de la 
intercooperación propia de las cooperativas. 

Es el ejemplo de la red Koopera, un grupo de cooperativas de 
iniciativa social y empresas de inserción, promovidas por aquéllas, 
que tiene como objetivo la lucha contra la exclusión social y la inser-
ción sociolaboral de personas en situación o riesgo de exclusión so-
cial, principalmente mediante actividades en defensa del medio am-
biente. La integran las cooperativas de iniciativa social Berohi, Ekiber, 
Ekorrepara, Ekorropa, Rezikleta y la asociación Lanberri, que se han 
ido constituyendo sucesivamente al abarcar nuevos campos en la 
recuperación de residuos y reciclaje y creación de empleo en zonas 
con mayor exclusión social en Bilbao. 

Otras experiencias que podemos citar son, por ejemplo, Agintza-
ri, creada en 1977, constituida como cooperativa en 1991, y como de 
iniciativa social y utilidad pública en 2000, que a la vez que promueve 
el empleo mediante el trabajo asociado trabaja en el ámbito de la 
educación familiar, intervención socioeducativa, atención psicológica, 
atención a las víctimas de violencia de género… en colaboración con 
las administraciones públicas. Cada año son unas 5000 personas las 
destinatarias finales de las prestaciones que ofrece, y ha pasado de 
18 empleos en 1995 a 187 en la actualidad (de los que el 80% son 
socios trabajadores y 70% mujeres). Junto con Emaus Bilbao S.Coop. 
es promotora de la empresa de inserción Elkar Proteo S.Coop. de 
iniciativa social. 

En la actualidad Emaus forma una gran red de alcance interna-
cional compuesta por entidades de distinto tipo y que trabaja en el 
campo de la inclusión social y la inserción laboral y, unido a ello, el 
medio ambiente. Habiendo entrado en el País Vasco en 1970, poste-
riormente adoptó la forma de cooperativas (en el caso de Emaus Bil-
bao, en 1997, y hoy es cooperativa de iniciativa social), si bien ha 
creado y participa en otras sociedades con la misma finalidad, tenien-
do una red propia de entidades dedicadas a la integración social, e 
intercooperando con el resto de cooperativas del sector. 

Otra cooperativa destacable es Servicios Sociales Integrados 
S.Coop., creada en 1986 con apoyo del Ayuntamiento de Bilbao para 
hacer frente al problema de la situación de las auxiliares domiciliarias 
que trabajaban en el servicio de ayuda a domicilio. Su campo de tra-
bajo principal es precisamente el de ayuda a domicilio, aunque con el 
tiempo se ha ido afianzando en la prestación de nuevos servicios so-
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ciales, consecuencia de lo que se han creado otras dos nuevas coope-
rativas: Aurrerantz (acceso a prestaciones elementales de alojamien-
to, alimento y vestido, e higiene escolar) y Euskarri (servicio de 
acompañamiento). La experiencia comenzó con 35 auxiliares y dos 
administrativas del servicio a domicilio, creciendo hasta alcanzar la 
cifra de 500 trabajadoras en 1995. Sin embargo, el Ayuntamiento de 
Bilbao, casi único cliente de la cooperativa, dividió la ciudad en 4 sec-
tores, adjudicando la prestación del servicio en cada sector a empre-
sas distintas, subrogándose 3 de ellas en la posición de SSI en su 
sector correspondiente, por lo que el número actual de trabajadoras 
de SSI es de 125. Euskarri cuenta con 80 trabajadoras (35 de ellas 
social trabajadoras), mientras Aurrerantz tiene 129 socias. Por lo tan-
to, SSI trabaja en el ámbito de la autonomía personal de las personas 
con dificultades (en especial personas mayores y discapacitadas, aun-
que con el tiempo los servicios se han extendido a personas dadas de 
alta en hospitales, familias monoparentales…) a la vez que crea traba-
jo para sectores desfavorecidos. Su trabajo en pro de la integración 
no acaba ahí, sino que son destacables las grandes inversiones en 
formación (propias o a otras cooperativas más pequeñas o de colecti-
vos menos favorecidos), promoción y dignificación del trabajo a do-
micilio y de acompañamiento.  

Otras experiencias que podemos mencionar: 

Zaintzalan (creada en 2010), cooperativa de trabajo asociado de ini-
ciativa social que trabaja en el área de la ayuda a domicilio 
(también presta servicios de limpieza…). 

Zunbeltz (cooperativa de trabajo asociado creada en 1993), en el 
ámbito de la integración educativa y laboral de adolescentes y 
jóvenes en situación de inadaptación o marginación, fomentan-
do el autoempleo y empresas de economía social, y en general 
la formación y reciclaje profesional. 

Oldberri (2001), que se dedica a la recogida y selección de ropa usa-
da, que a la vez que presta atención a las personas necesitadas 
(roperos, centros de asistencia…), crea empleo para los secto-
res más desfavorecidos (comercialización de la ropa), y colabo-
ra con el medio ambiente. 

Las cooperativas de Jazki o Jazkilan, de producción textil formadas 
por mujeres, en forma de franquicia, con origen en distintos ta-
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lleres de formación. En la actualidad, sin embargo, muchas de 
estas cooperativas se han disuelto. 

Finalmente, mencionamos tres empresas de inserción que han adop-
tado la forma de cooperativa de iniciativa social: Logicart (2005), que 
recoge y recupera consumibles de impresión, Kupelan Kentucky y 
Fashion Outlet, estas dos últimas creadas en 2006. 

 

6. CONCLUSIONES 

Si las cooperativas de por sí resultan idóneas para hacer frente a 
la exclusión y los desajustes del mercado, la creación de estas clases 
de cooperativas específicas y las ventajas que se les reconocen puede 
resultar un impulso al sector cooperativo en este ámbito, en el que 
tradicionalmente ha tomado parte. En el caso de la CAPV, el recono-
cimiento de esta clase de cooperativas ha llevado a que distintas aso-
ciaciones y personas que trabajaban en el sector hayan encontrado 
una fórmula legal adecuada para llevar a cabo sus funciones, por 
motivos como dar mayor estabilidad al empleo, garantizar el desarro-
llo del proyecto colectivo, ofrecer mayor solvencia y profesionalidad 
en la provisión del servicio, etc. 

La promoción de las cooperativas en el ámbito de la integración 
social como colaboradoras en la gestión del gasto público y de servi-
cios y responsabilidades de ámbito público está justificada por diver-
sos motivos: suelen tener una gestión más eficaz al formarse por 
personas que conocen mejor en entorno local y personas y colectivos 
a las que se quiere sacar de la situación de exclusión; la calidad en el 
servicio y empleo y la experiencia en la gestión del tercer sector; y el 
sistema y valores cooperativos promueven además la implicación y 
participación directa de las personas afectadas, dejando a un lado 
una perspectiva meramente asistencial. Además, suelen conllevar 
otros beneficios aparejados, dado que al mismo tiempo crean empleo 
(normalmente para personas con mayores dificultades de acceso al 
mercado laboral), prestan servicios no atendidos por el mercado, tra-
bajan por el medioambiente y promueven actitudes respetuosas con 
éste (reciclaje…), y ayudan a erradicar la economía sumergida en 
unos ámbitos. 

No obstante, a pesar de los beneficios que se les reconocen, da-
do el sector al que se dedican y su no “rentabilidad” en términos de 
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mercado estas cooperativas tienen ciertas debilidades estructurales. 
Esta situación normalmente significa posición financiera débil y de-
pendencia hacia las administraciones públicas, ya que normalmente 
dependen de los concursos públicos y subvenciones. La práctica (un 
número realmente no elevado de estas cooperativas, sus problemas 
económicos…) también prueba que las diferentes medidas recogidas 
en la legislación no son suficientes para encarar estos problemas. 

Por otro lado, si bien se suele ver una nueva posibilidad para el 
crecimiento de estas cooperativas en la legislación sobre dependencia 
e integración (en el sentido de recursos económicos adicionales, ser 
una nueva vía para nuevas iniciativas económicas en la economía 
social y cooperativas…), lo cierto es que existe el riesgo de que las 
cooperativas, especialmente las pequeñas, acaben quedando exclui-
das si no se refuerzan las medidas de discriminación positiva, ya que 
grandes empresas pueden también participar en el negocio con el 
objetivo de obtener beneficios usando para ello su capacidad y la 
eliminación de costes fijos, peligro que estamos viendo realizarse en 
la práctica. 

La tendencia natural a la intercooperación es un punto fuerte en 
este sentido, ya que mediante la creación de redes y cooperación 
entre las distintas cooperativas que trabajan en el ámbito de la inte-
gración social se fortalecen mutuamente. 

Tampoco hay que olvidar los problemas de formación de muchos 
dirigentes de las cooperativas (parte de la doctrina lo une también a 
las limitaciones salariales que se establecen, y en su caso la prohibi-
ción de remuneración al consejo rector), así como la baja cualificación 
que por sus características normalmente tendrán los socios trabajado-
res cuando pertenezcan a los sectores socialmente excluidos. Es cier-
to que las cooperativas, y entre ellas varias de las citadas, son un 
gran ejemplo en cuanto a la formación de directivos y trabajadores, y 
ello explica su éxito en gran parte. Aun así, es necesario promover un 
mayor apoyo en este ámbito. 
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RESUMEN 

Tradicionalmente, la estructura económica de las zonas rurales ha estado basada 
en el sector primario. No obstante, la agricultura ha estado sujeta a un largo y 

continuado proceso de ajuste, lo que sumado al desarrollo experimentado por la 

industria y los servicios, le ha llevado a perder notoriedad en las economías rura-
les. 

La terciarización de las zonas rurales es una realidad. En la actualidad, las activi-
dades encuadradas en el sector servicios, constituyen las principales fuentes gene-

radoras de empleo en estos territorios. Los cambios producidos han modelado una 

nueva realidad social y económica en estas zonas que permite afirmar la existencia 
de una “nueva economía rural”. 

   

PALABRAS CLAVE 

Cooperativas agrarias, desarrollo rural, emprendimiento. 

 

 

 
ABSTRACT 

Traditionally, the economic framework of rural areas has been based on the prima-
ry sector. Nevertheless, the agriculture has faced and continues facing a long and 

deep adjustment process. Conversely, the industry and services sector have expe-

rienced a relevant development in those regions. As a consequence, the agriculture 
and the first sector in general has lost its predominance in rural areas. 

Nowadays, the economic activities related with services, constitute the main em-
ployment sources in these territories. Those changes have designed a new social 

and economic reality in rural areas, what enables us to assert the existence of a 
“new rural economy”.  

 

KEY WORDS 

Agricultural cooperatives, rural development, entrepreneurship. 
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1. INTRODUCCIÓN 

No sólo existen diferencias en la renta per cápita de los ciudada-
nos de diferentes países, sino que también dentro de los propios paí-
ses existen importantes contrastes entre sus territorios.  

El PIB per cápita en las regiones rurales de los países miembros 
de la OCDE, supuso el 83% de la media de los países miembros (OC-
DE, 2006).Estas diferencias entre lo rural y lo urbano, siempre han 
existido y se han acentuado desde los tiempos de la revolución indus-
trial.  

Los sistemas económicos de los países europeos se han ido mo-
delando con el tiempo, y cada uno presenta una tipología diferente. 
No obstante, una característica común a todos es el menor desarrollo 
desde un punto de vista socioeconómico de las zonas rurales respecto 
a las zonas urbanas. 

En 2005 el PIB per capita de las zonas predominantes rurales eu-
ropeas suponía el 69% de la media de los 27 países miembros. Este 
porcentaje apenas ha sufrido variaciones durante el periodo 1999 a 
2005, y se repite en todos los países europeos (DGA, 2010).  

Históricamente, la agricultura ha sido la principal actividad gene-
radora de empleo de las zonas rurales, y la principal fuente de ingre-
sos de sus habitantes. Hasta el punto que era habitual utilizar indis-
tintamente los términos rural y agrario. 

Sin embargo, la agricultura ha sufrido un largo declive y como 
consecuencia de ello ha dejado de ser la principal actividad económi-
ca de las zonas rurales. Ante esta situación muchas explotaciones 
agrícolas, han diversificado hacia otras actividades económicas bus-
cando nuevos ingresos y mayores rentabilidades. 

Las cooperativas siguen estando muy presentes en el mundo ru-
ral, constituyéndose, en muchas zonas rurales, como la principal enti-
dad empresarial en lo económico y en lo laboral como uno de los 
principales empleadores.  
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2. OBJETIVOS Y JUSTIFICACIÓN 

A partir de los datos publicados a finales del 2011 relativos al úl-
timo Censo Agrario (2009),  se va a realizar un estudio con objeto de 
observar el comportamiento de las explotaciones agrícolas en esta 
nueva realidad rural, centrándonos en la Comunidad Valenciana. 
Además, se pretende conocer cuáles son las actividades económicas 
hacia las que las explotaciones agrarias valencianas diversifican. 
Igualmente se va a analizar, la influencia que determinadas variables 
como son la forma jurídica de la empresa, en aras de conocer el gra-
do de explotaciones que diversifican a través de cooperativas, o la 
formación de los jefes de las explotaciones, tienen sobre la diversifi-
cación de las explotaciones agrícolas valencianas hacia otras activida-
des económicas. 

 

3. LA NUEVA ECONOMÍA RURAL 

La suplantación de la agricultura como principal actividad eco-
nómica en las zonas rurales, se viene produciendo desde hace algu-
nas décadas, y así lo testifican las diferentes estadísticas oficiales.  

La Unión Europea utiliza una clasificación (Eurostat, 2006) que 
divide el territorio en regiones NUTS (Nomenclatura de Unidades Te-
rritoriales para Estadísticas). Según esta clasificación cada Estado 
miembro se divide en un número de regiones, NUTS 1, territorios 
supra-autonómicos, que a su vez son divididas por regiones NUTS 2, 
Comunidades y ciudades autónomas, y por otras NUTS 3, provincias, 
islas y Ceuta y Melilla. 

La mayoría de las regiones NUTS 3 europeas están orientadas 
hacia el sector servicios. Esta situación se produce también en las 
zonas rurales de estas regiones, de forma más patente en las zonas 
rurales centrales, del norte y oeste europeas.  

En 2005, solamente en 10 regiones europeas el sector primario 
continuaba siendo la principal fuente de empleo de la región. Estas 
regiones se localizan en Polonia y Grecia. En 35 regiones, el sector 
primario ocupa a más de un tercio de la población y en 85 ocupa a 
más de la quinta parte de la población (Eurostat, 2005).  
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La estructura del empleo en las zonas rurales de la Unión Euro-
pea se muestra en la tabla siguiente: 

Tabla 1. Estructura del empleo en la Unión Europea. NUTS 3 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Fuente: Rural development in the European Union. 
Statistical and economic information. Report 2010. 
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Se observa una evidente terciarización del empleo en las zonas 
rurales europeas de los 27 países miembros (UE 27), tanto en lo que 
se refiere a las intermedias, un 64,9% del empleo es generado por el 
sector terciario, como las predominantemente rurales, donde el por-
centaje alcanza el 56,7%. 

El sector secundario y terciario, son los que más empleos gene-
ran en Europa, incluso en las zonas rurales. El empleo generado por 
el sector primario en EU 27 durante 2007 alcanzó únicamente el 
14,2% en las regiones predominantemente rural y el 6,3% en las 
intermedias. 

El número de personas trabajando en los 27 países miembros 
(UE-27) en el sector primario en 2009 ascendió a 11.120.000.  

En términos relativos, el sector primario suponía en 2009 un 
5,1% del total del empleo generado en el conjunto de los países 
miembros. La comparación entre países muestra importantes diferen-
cias. En el Reino Unido, tan sólo un 1% y en los países del Este más 
recientemente incorporados, la importancia del sector sigue siendo 
muy relevante, alcanzando cotas del 28% del empleo generado en 
Rumanía, del 20% en Bulgaria o del 13% en Polonia. 

La ampliación de la Unión Europea ha duplicado el número de 
trabajadores en el sector, destacando sobre todos los países, Polonia 
y Rumanía. Tras ellos, los países que emplean a mayor población en 
el sector primario son por orden, Italia, España, Francia y Alemania. 

La disminución producida en el número de empleos generados 
por el sector desde 2004, queda reflejada en la siguiente tabla: 
  



EL PAPEL DEL COOPERATIVISMO EN LA NUEVA ECONOMÍA RURAL 
Gabriel García / Enrique Silvestre / Guadalupe Orea 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

359 

d
o
s
s
ie

r 

359 

359 
359 

Tabla 2: Evolución empleo en el sector primario 

 

Fuente: Farm Survey 2010 

España se sitúa en la media europea. En las regiones predomi-
nantemente rurales el 59,3% del empleo es generado en el sector 
servicios, mientras que el sector primario solamente genera el 11,9%. 
En las zonas intermedias el sector primario ha reducido todavía más 
su importancia como sector generador de empleo, aportando tan sólo 
el 5,9% del total. 

Los datos sobre el empleo en el medio rural aportados por el 
Programa de Desarrollo Rural Sostenible (MARM, 2010), también con-
firman el creciente peso del sector servicios en las economías de las 
zonas rurales. Aunque presentan variaciones respecto de los datos 
proporcionados por la Comisión Europea, el 25% del trabajo es gene-
rado en el sector agrario, mientras que el sector servicios generaba el 
40%. El sector secundario y la construcción conjuntamente, creaban 
el 35% de los puestos de trabajo. 

%TAV

2004 2005 2006 2007 2008 2009 2009/2008

1 2 3 4 5 6 7 8

EU (27) 12987 12849 12527 12199 11310 11120 -1,7

Bélgica 92 86 83 81 69 66 -4,8

Bulgaria 319 266 252 245 251 231 -8,1

Chequia 208 189 182 176 159 154 -3,1

Dinamarca 90 87 87 83 72 71 -1,6

Alemania 835 866 844 859 690 649 -6

Estonia 32 32 32 31 25 24 -5,1

Irlanda 117 115 116 116 112 96 -14,7

Grecia 546 542 533 520 517 537 3,8

España 979  1 001  944 926 819 786 -4

Francia 953 906 932 876 704 752 6,8

Italia 943 947 982 924 867 849 -2,1

Chipre 17 16 15 17 16 15 -7,3

Letonia 136 122 122 111 89 85 -3,6

Lituania 234 207 187 160 120 130 8,9

Luxemburgo 4 3 4 4 3 3 -14,6

Hungría 205 190 188 180 167 174 3,9

Malta 3  3 (u)  3  3 (u)   3 (u)   2 (u)  -33,3

Países Bajos 256 258 259 242 224 218 -2,5

Austria 181 210 217 231 220 214 -2,6

Polonia  2 409   2 452   2 304   2 247   2 206  2107 -4,5

Portugal 619 606 604 601 581 565 -2,8

Rumania  3 024   2 943   2 843   2 762   2 689  2689 0

Eslovenia 91 86 92 96 85 89 4,4

Eslovaquia 109 105 101 99 96 85 -11,8

Finlandia 119 116 114 113 114 113 -0,5

Suecia 107 100 98 102 97 98 0,6

Reino Unido 360 395 391 398 317 321 1,3

EU-25 9645 9640 9432 9191 8370 8200 -2

EU-15 6200 6239 6207 6075 5406 5337 -1,3
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La tasa de empleo sobre población activa en las zonas predomi-
nantemente rurales es inferior a la registrada en las zonas predomi-
nantemente urbanas. En el caso de España y en el periodo 1999 a 
2005, se registraron diferencias superiores a los 10 puntos porcentua-
les. (DGA, 2010). 

La aportación del sector a la generación de empleo en las zonas 
rurales europeas es escasa, y tiende a reducirse todavía más en el 
futuro. 

Los factores que explican el cambio en el empleo agrícola son, 
los avances tecnológicos, las oportunidades de crecimiento y empleo 
fuera de la agricultura, las estructuras de las explotaciones, las carac-
terísticas socioeconómicas de los agricultores y las políticas públicas 
de apoyo a la agricultura (Copus et al, 2009).   

Los cambios en la tipología del empleo rural se explican por el 
impacto de la globalización, los nuevos patrones de consumo del en-
torno rural en los países desarrollados y los fenómenos migratorios 
locales (Bryden y Bollman, 2000).  

En consecuencia existe una realidad en las zonas rurales muy 
alejada del concepto tradicional, esta nueva realidad ha venido a de-
nominarse conceptualmente como la “nueva economía rural” (Copus 
et al., 2009). No existe una definición clara de este concepto, pero 
viene a reconocer el tránsito hacia la terciarización de las zonas rura-
les, el acercamiento de la economía rural al modelo económico propio 
de las zonas urbanas. 

No cabe deducir de este concepto, que las economías rurales van 
a adoptar el modelo urbano. En primer lugar porque están sujetas a 
unas restricciones como son la demografía, la distancia entre núcleos 
urbanos, etc. En segundo lugar por las características socioculturales 
de estas zonas y finalmente porque el sector primario seguirá tenien-
do una presencia no predominante pero si determinante en la eco-
nomía. 

Pese a su decadencia, la agricultura sigue teniendo un papel in-
fluyente, que sumado a otras variables como la baja densidad de 
población o los problemas de envejecimiento, dibujan un modelo 
económico particular que presenta notables diferencias con las zonas 
urbanas.  
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4. PLURIACTIVIDAD Y DIVERSIFICACIÓN EN LAS EXPLO-

TACIONES AGRICOLAS 

Las políticas de desarrollo aplicadas por los gobiernos reflejan es-
ta nueva realidad. Conscientes de la pérdida de influencia del sector 
primario han introducido nuevas medidas dirigidas a estimular aque-
llas actividades que se han erigido como principales motores econó-
micos en las zonas rurales. 

En este contexto, el fomento del emprendimiento y la diversifica-
ción de las explotaciones agrícolas hacia otras actividades lucrativas 
se configuran como las dos principales políticas sobre las que pivotan 
las medidas encaminadas al desarrollo de las zonas rurales y la mini-
mización del desequilibrio de su modelo económico respecto de las 
zonas urbanas. 

Viendo disminuidas su capacidad de generación de rentas prove-
nientes de su actividad productiva tradicional, los agricultores amplían 
sus actividades hacia otros sectores económicos relacionados o no 
con la propia actividad agraria. 

La pluriactividad y la diversificación de las explotaciones agrícolas 
es la consecuencia de esta nueva realidad, y son directa o indirecta-
mente incentivados por las Administraciones Públicas. De hecho figu-
ran en los objetivos de las políticas rurales de los países miembros y 
de la propia Comisión Europea. 

La Encuesta de Estructura Agraria realizada por la Dirección Ge-
neral de Agricultura de la Comisión Europea define estos conceptos 
como: 

1. Pluriactividad. Existencia de otras actividades remuneradas al 
margen de la actividad agrícola, ya sea en la propia explota-
ción, ya sea fuera de ella. Se incluyen, actividades no agrarias 
realizadas tanto en la propia explotación (habitaciones para 
huéspedes), o en otra diferente (trabajos realizados para 
otras explotaciones). También se incluiría el trabajo realizado 
por el agricultor en otra empresa no agrícola. Se refiere a 
aquellas explotaciones cuyo único propietario es el adminis-
trador de la misma. Como ejemplos: Actividades turísticas, 
trabajos y servicios realizados a terceros… 
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2. Diversificación. Generación de actividades lucrativas que no 
incluyen al trabajo agrícola pero están relacionados con el 
mismo, por ejemplo a través de la utilización de sus recursos 
o productos y tienen un impacto económico sobre la actividad. 

Se incluyen todo tipo de explotaciones agrícolas independien-
temente de su estatus legal. Las actividades de la explotación 
pueden ser realizadas por personas diferentes al administra-
dor de la misma, generalmente miembros de la familia o per-
sonas externas a la misma. En estos casos, la explotación es-
taría diversificada sin que el administrador fuese pluriactivo. 

Para que una explotación sea considerada como diversificada, 
debe utilizar recursos de la empresa, distintos a la mano de 
obra. Como ejemplos: actividades turísticas, artesanía, trans-
formación de productos agrícolas, otros trabajos realizados 
con recursos de la explotación, acuicultura… 

La diversificación se aplica a aquellas actividades que utilizan 
los recursos de la explotación agraria para la producción o 
prestación de productos y servicios agrarios o extra-agrarios. 
La pluriactividad, se utiliza en aquellos casos en los que la ex-
plotación presta servicios o produce productos de forma inde-
pendiente a los recursos de la explotación. (García, 2000) 

La reducción de los subsidios europeos a la agricultura ha incen-
tivado a los agricultores a diversificar hacia otras actividades agrarias 
o no agrarias. La Unión Europea, ha dado especial importancia a la 
diversificación de las empresas agrarias.  

El autoempleo es una característica de los habitantes de las zo-
nas rurales europeas, que son más propensos al autoempleo, que los 
residentes en zonas urbanas:  
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Tabla 3. Autoempleo en la Unión Europea. 

Porcentaje de autoempleo respecto al total de empleo en regiones NUTS 3. 
Ejercicio 2009 

 

País 
% PR 

Predom. 
Rural 

% IR In-
termedia 

% PU 
Predom. 
Urbana 

Media % 

Total 
Autoem-

pleo 
(miles) 

Bélgica 14,05 14,09 13,14 13,55 599 

Bulgaria 11,42 11,68 10,16 11,46 373 

Chequia n.d. n.d. n.d. 16,17 798 

Dinamarca n.d. n.d. n.d. 8,79 244 

Alemania 10,65 10,83 12,46 10,86 4.215 

Estonia n.d. n.d. n.d. 7,97 48 

Irlanda n.d. n.d. n.d. 16,8 322 

Grecia 36,22 35,89 20,28 29,87 1.347 

España 18,01 16,6 13,62 16,01 3.024 

Francia 15,56 9,29 8,62 10,39 2.728 

Italia n.d. n.d. n.d. 23,39 5.386 

Chipre n.d. n.d. n.d. 17,68 67 

Letonia n.d. n.d. n.d. 9,95 98 

Lituania n.d. n.d. n.d. 10,33 146 

Luxemburgo n.d. n.d. n.d. 8,06 18 

Hungría 11,38 12,99 11,43 12,07 457 

Malta n.d. n.d. n.d. 13,51 22 

Países Bajos 10,85 13,19 12,13 13,07 1.123 

Austria 11,76 10,32 10,69 11,23 458 

Polonia 21,13 17,26 16,8 18,77 2.979 

Portugal 26,46 30,63 16,91 22,85 1.155 

Rumania 23,03 22,41 5,05 20,79 1.922 

Eslovenia n.d. n.d. n.d. 10,72 105 

Eslovaquia n.d. n.d. n.d. 15,53 368 

Finlandia 14,6 11,5 11,29 13,08 321 

Suecia 9,74 10,11 12,18 10,47 471 

Reino Unido n.d. n.d. n.d. 13,28 3.841 

UE 27 n.d. n.d. n.d. 14,94 32.632 

UE 15 n.d. n.d. n.d. 14,48 25.251 

Fuente: Rural development in the European Union. Statistical and economic in-
formation. Report 2010. Unión Europea 
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Los países que cuentan con un mayor porcentaje de autoempleo 
en las zonas rurales son Grecia, Portugal, Rumania, Polonia y España. 

Existen muchos y diferentes factores que influyen en el grado de 
emprendimiento en una economía rural, no solo las especificidades 
del contexto social, cultural y político sino también las políticas nacio-
nales respecto a aspectos como la apertura del mercado, competen-
cia o sistemas legal y fiscal (Glancey y McQuaid, 2001; Morrison, 
2000; Reynolds et al., 2002).  

No obstante, la influencia de la agricultura en las zonas rurales y 
el hecho que esta actividad presenta unos elevados índices de auto-
empleo contribuye a esta situación. 

 
5. EL PAPEL DE LAS COOPERATIVAS AGRARIAS EN EL 

DESARROLLO RURAL 

Las cooperativas están muy presentes en el mundo rural. En las 
zonas rurales, especialmente en los territorios preferentemente rura-
les, lideran las economías locales y son una de las principales fuentes 
generadoras de empleo.  

Son organizaciones empresariales, que han contribuido directa-
mente a la estabilidad y al desarrollo de las zonas rurales en las que 
operan. El objeto social de estas entidades ha estado principalmente 
orientado a las actividades agrícolas. No obstante, están adaptando 
sus actividades e introduciéndose en otras áreas de negocio más vin-
culadas al sector servicios, de acuerdo con el nuevo contexto de las 
economías de los territorios rurales.  

Según Morales (1995) las cooperativas se constituyen como una 
fórmula idónea para el desarrollo del potencial endógeno de una zo-
na.  

Son entidades que actúan como mecanismo de desarrollo local y 
de inclusión y no se deslocalizan pues ello chocaría con su razón de 
ser (Melián y Campos, 2010), estas entidades de economía social se 
consideran una fuente inagotable con capacidad para crear un tejido 
empresarial en cualquier zona pero especialmente en las zonas rura-
les en despoblación (Mozas y Bernal, 2006). 
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6. METODOLOGÍA 

Para la realización de este estudio, a través de fuentes de infor-
mación secundarias, se realizó, en una primera fase, una exhaustiva 
revisión bibliográfica entre artículos que analizan la realidad económi-
ca de las zonas rurales, sobre asociacionismo agrario y desarrollo 
rural. Todo ello ha permitido obtener una mayor información, y dis-
poner así de una visión más amplia de las posibilidades del presente 
trabajo.  

Además, se han consultado otras fuentes de información secun-
darias elaboradas por organismos oficiales, tales como el Institutito 
Nacional de Estadística (INE), a través de su censo agrario 2009, de 
donde se han obtenido los datos para su análisis. 

El censo agrario 2009 (INE, 2011), es elaborado a partir de una 
encuesta, y tiene por objetivo informar sobre la estructura del sector 
agrario en España. Se ha realizado en los ejercicios 2003, 2005, 2007 
y 2009. Anteriormente a estas ediciones también se realizó en el ejer-
cicio 1997 pero no recogía información sobre desarrollo rural. 

La encuesta se realiza en todo el territorio nacional, y atendiendo 
al tipo de datos los periodos de referencia para las características 
relacionadas con la tierra y con la mano de obra, es el año agrícola 
2009 (1 de Octubre de 2008 a 30 de Septiembre de 2009). Para las 
medidas de desarrollo rural, el periodo de referencia es de tres años, 
desde el 1 de enero de 2007 a 31 de diciembre de 2009. 

En su capítulo XXVIII, la encuesta se ocupa del desarrollo rural. 
En concreto recoge la información sobre las actividades lucrativas 
paralelas a la agraria que son desarrolladas por la explotación. 

Las actividades lucrativas deben cumplir con una serie de requisi-
tos: 

1. Deben estar realizadas bien por el titular, bien por su cónyuge 
u otros medios de su familia.  

2. La actividad ha de tener carácter lucrativo y estar directamen-
te vinculada a la explotación, es decir, para su ejercicio deben 
utilizarse los recursos o los productos de la explotación. 



EL PAPEL DEL COOPERATIVISMO EN LA NUEVA ECONOMÍA RURAL 
Gabriel García / Enrique Silvestre / Guadalupe Orea 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

366 

d
o
s
s
ie

r 

366 

366 
366 

3. Si para el desarrollo de la actividad se utiliza únicamente 
mano de obra no familiar, estas actividades no se considera-
rán directamente vinculadas a la explotación.  

4. Las actividades que no tengan ningún vínculo directo, por 
ejemplo una tienda en la que no se venda ningún producto 
propio, no se incluirán. 

La encuesta identifica a las actividades que en la actualidad se 
configuran como los principales dinamizadores de las economías rura-
les, y que más frecuentemente son ejercidas por los titulares de las 
explotaciones agrarias para completar sus ingresos. Son por tanto las 
actividades protagonistas del desarrollo rural, son las siguientes: 

 Turismo, alojamiento y otras actividades lucrativas. Incluye 
todas las actividades de turismo, alojamiento, visita de la ex-
plotación por turistas u otros grupos, actividades deportivas, 
recreativas..., realizadas en la explotación.  

 Artesanía. Considera la fabricación de objetos artesanales en 
la propia explotación por el titular, los miembros de su familia 
o por mano de obra no familiar, a condición que efectúen 
también trabajos agrícolas, sin tener en cuenta la forma en 
que se venden los productos.  

 Transformación dentro de la explotación de productos agríco-
las en productos transformados (embutidos, queso, vino, con-
servas,…), tanto si la materia prima se ha producido en la ex-
plotación como si se ha adquirido en el exterior. 

 Transformación, en la explotación, de la madera bruta desti-
nada a la venta (aserradero de madera de construcción...). 

 Acuicultura, considerando la producción de peces, cangrejos... 
criados en la explotación.  

 Producción de energía renovable destinada a la venta. Se in-
cluyen las instalaciones eólicas o de biogás para la producción 
de electricidad, venta de productos agrícolas, paja o madera a 
las instalaciones de producción de energía….  

 Trabajos agrícolas bajo contrato para otras explotaciones rea-
lizadas con equipo de la explotación.  

 Silvicultura. Trabajo forestal que utiliza la fuerza de trabajo, la 
maquinaria y el equipo de la explotación realizado en la propia 
explotación o en otras explotaciones. 
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 Otros. Se incluyen actividades lucrativas distintas de las ante-
riores, entre otras, la cría de animales de peletería. 

A partir de esta encuesta, se ha aislado una muestra de 120.180 
encuestas realizadas en la Comunidad Valenciana. El gran número de 
datos extraídos de la muestra y la relevancia de los mismos nos per-
mite determinar con precisión:  

– Identificar las principales actividades económicas hacia las 
que diversifican su actividad las explotaciones agrarias. 

– Conocer las características del tipo de explotación que tiende 
a diversificar.  

– Las formas jurídicas más utilizadas en las explotaciones valen-
cianas: Persona física, sociedad mercantil, entidad pública, so-
ciedad cooperativa y  otros. 

– Conocer el grado de diversificación de las explotaciones agrí-
colas que utilizan la forma jurídica de cooperativa. 

– Conocer la formación agrícola del jefe de la explotación y su 
influencia en la diversificación hacia otras actividades. 

Para poder culminar los objetivos que se pretenden alcanzar en 
este trabajo, a partir de los datos obtenidos en el Censo Agrario 2009, 
se va a realizar en primer lugar un análisis descriptivo para determi-
nar las principales actividades económicas hacia las que diversifican 
las explotaciones agrarias. Y posteriormente se realizará un análisis 
bivariante para poder determinar si la forma jurídica de la explota-
ción, así como la formación del jefe de la misma influyen sobre esta 
diversificación de las actividades. 

 

7. RESULTADOS 

7.1 Análisis descriptivo 

Tal y como se muestra en la Figura 1, los trabajos agrícolas bajo 
contrato para otras explotaciones realizadas con equipo de la explota-
ción es la actividad que más explotaciones valencianas (172) escogen 
para la diversificación de su actividad agrícola. Bajo esta modalidad se 
incluyen todas aquellas actividades distintas de las realizadas en la 
explotación, para las que se utilizan recursos de la explotación como 
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bien puede ser el mantenimiento del medio ambiente, trabajos para 
otras explotaciones, etc. 

La segunda actividad en importancia es la transformación de 
productos agrícolas, con 168 explotaciones, esta opción es la que 
escogen las explotaciones que quieren avanzar a lo largo de la cade-
na de suministro y acercarse lo más posible al consumidor. 

La tercera actividad en importancia es la de Turismo, alojamiento 
y otras actividades lucrativas con 151 explotaciones.   

El resto de actividades lucrativas; artesanía, transformación de la 
madera, acuicultura, producción de energía tienen escasa representa-
tividad. En consecuencia las actividades lucrativas que son ejercidas 
en mayor número en las explotaciones valencianas son: 

1. Trabajos y servicios a terceros bajo contrato realizados con 
equipo de la explotación; limpieza de la nieve, trabajos de 
arrastre, mantenimiento del paisaje, trabajos en otras explo-
taciones, medio ambiente… 

2. Transformación de productos agrícolas (elaboración de embu-
tidos, queso, vino…). 

3. Turismo, alojamiento y otras actividades lucrativas. 

Respecto a los resultados de ejercicios anteriores, se observa un 
incremento en la tipología de las actividades desarrolladas por las 
explotaciones agrícolas valencianas. 

La categoría “otras” incluye a más de 200 casos en 2009, mien-
tras que el máximo alcanzado por esta categoría no había sobrepasa-
do las 100 explotaciones en ejercicios anteriores. 
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Figura 1 Diversificación actividades explotaciones Comunidad Valenciana 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE. 

La encuesta nos permite profundizar y conocer el tamaño de la 
explotación en la que se desarrolla la actividad lucrativa. Centraremos 
nuestro análisis en las tres actividades hacia las que las explotaciones 
valencianas diversifican más. 

Figura 2. Servicios y trabajos a terceros 
bajo contrato según superficie de la explotación 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE. 
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Tal y como se desprende de la Figura 2, la actividad se concentra 
en las explotaciones de reducida dimensión. Concretamente en las 
que tienen una superficie entre 2 y 5 hectáreas, en las que se acumu-
la el 27% de los casos. El siguiente grupo de explotaciones en impor-
tancia es el de superficie entre 5 y 10 hectáreas e inferior a 1 hectá-
rea, situándose en torno al 15% de los casos detectados. Las explo-
taciones de mayor superficie apenas suman el 18% de los casos. 

Figura 3. Transformación productos agrícolas según tamaño explotación 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE. 

Las actividades de transformación de productos agrícolas se 
agrupan en las explotaciones de menor tamaño. Así las explotaciones 
con tamaño entre 2 y 5 hectáreas son las que registran una mayor 
concentración, el 22% del total registrado por la encuesta, seguido 
por las explotaciones con un tamaño entre 1 y 2 hectáreas y entre 5 y 
10 hectáreas las cuales recogen el 19% y 18% de las explotaciones 
encuestadas respectivamente. 

En las explotaciones de mayor tamaño, aquellas que son superio-
res a 10 hectáreas, la existencia de este tipo de actividades es redu-
cida. El estrato que más casos concentra entre las explotaciones de 
mayor tamaño, es el de entre 30 y 50 hectáreas, aunque porcentual-
mente suponen aproximadamente el 10% de los casos registrados. 
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Figura 4. Turismo rural según tamaño explotación 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE. 

Las explotaciones que ejercen actividades relacionadas con el tu-
rismo, se agrupan en las de tamaño entre 2 y 5 hectáreas, el 22% de 
los casos registrados se sitúa en ese intervalo. Le siguen en impor-
tancia, las que se sitúan entre 1 y 2 hectáreas, en las que se registran 
el 16% de los casos.  

Las explotaciones que tienen una superficie entre 10 y 20 hectá-
reas, en este caso recogen un 14% de las explotaciones encuestadas. 
También es de señalar que para esta actividad, las explotaciones de 
más de 100 hectáreas han aumentado, representando el 11% del 
total de los casos.  

7.2 Análisis bivariante  

Teniendo en cuenta que la Encuesta incluye variables que identi-
fican acciones de diversificación por parte de las explotaciones agra-
rias valencianas, se pretende comprobar la existencia o no de depen-
dencia respecto a determinados factores reflejados también en la 
muestra. 

Para ello se utilizan los microdatos de la Encuesta que el Instituto 
Nacional de Estadística proporciona a través de su página web. El 
objetivo del análisis es el de conocer la relación que existe en el desa-
rrollo de estas actividades de diversificación en una explotación y 
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otras variables como la forma jurídica de las mismas, o la formación 
de los jefes de explotación.  

La existencia de relación entre dos variables se va a establecer 
con una prueba de contraste de hipótesis denominada prueba chi 
cuadrado. 

Las hipótesis fijadas son las siguientes: 

 Hipótesis nula. No existe relación entre las dos variables, es 
decir son independientes. 

 Hipótesis alternativa. Existe relación entre la variables, es de-
cir son dependientes. 

El estadístico chi-cuadrado contrasta la hipótesis de independen-
cia de las variables. Su cálculo se basa en la medición de las diferen-
cias entre las frecuencias observadas de las frecuencias esperadas. 
Para ello se construirán tablas de contingencia en las que se repre-
sentarán en filas y columnas las frecuencias de las variables a con-
trastar. 

Cuando los efectos, es decir, las diferencias entre las frecuencias 
observadas y esperadas sean grandes, nos indicará que los casos no 
se distribuirán aleatoriamente entre las casillas de la tabla de contin-
gencia y la hipótesis nula debería rechazarse. 

Con la realización del análisis, comprobaremos si en las explota-
ciones agrarias valencianas, la  forma jurídica de la explotación y la 
formación del jefe de explotación influyen a la hora de diversificar o 
no. 

Las formas jurídicas que se consideran son las siguientes: 

– Persona física: El titular se considera como persona física a 
efectos del Censo cuando es una persona física individual o 
grupo de personas individuales (hermanos, coherederos, etc.) 
que explotan en común un proindiviso u otra agrupación de 
tierras o ganado, sin haber formalizado legalmente una socie-
dad o agrupación. 

– Persona jurídica: 
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o Sociedad Mercantil: agrupación de personas cuyo contrato 
de sociedad esté documentado en escritura pública y ésta 
a su vez esté inscrita en el Registro Mercantil (Sociedad 
Anónima, Responsabilidad Limitada, Colectiva y Comandi-
taria). 

o Entidad Pública: la titularidad en este caso corre a cargo de 
alguna de las diferentes administraciones públicas. 

o Cooperativa de producción: aquella agrupación que, some-
tiéndose a los principios y disposiciones de la Ley general 
de Cooperativas y a sus normas de desarrollo, se dedica, 
en régimen de empresa común, a la obtención de produc-
tos agrarios. 

o Otra condición jurídica: se incluirá cualquier otra persona 
jurídica no clasificada en los anteriores apartados. 

 En cuanto a la formación agrícola del jefe de explotación, 
se consideran las siguientes categorías: 

– Experiencia exclusivamente agraria: es la formación adquirida 
mediante el trabajo práctico en una explotación agrícola. 

– Formación profesional agrícola: se incluyen todos los estudios 
completados de formación profesional (1º y 2º grado), en al-
guna de las especialidades de agricultura, horticultura, viticul-
tura, tecnología agraria, silvicultura, piscicultura, veterinaria o 
en una materia asociada. 

– Formación universitaria agrícola: comprende todos los estu-
dios universitarios completados en una facultad o escuela uni-
versitaria en alguna de las materias de agricultura, horticultu-
ra, viticultura, tecnología agraria, silvicultura, piscicultura, ve-
terinaria o en una materia asociada. 

– Otra formación agrícola: se incluyen todos los cursos y cursi-
llos realizados con una duración mínima de dos semanas, re-
ferentes a alguna de las especialidades mencionadas. 

A continuación se muestran los resultados de los análisis estadís-
ticos realizados utilizando como soporte el programa informático 
SPSS.  

 En primer lugar, se han agrupado las distintas formas de per-
sona jurídica frente a la figura de persona física, para com-
probar si existen diferencias entre un grupo u otro en cuanto 
a su actividad de desarrollo rural. 
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Tabla 4. Tabla de contingencia Forma jurídica vs. Diversificación. 

 
  

¿Realizan Desarrollo Rural? 

Total 

No Si 

F
O

R
M

A
 J

U
R

ÍD
IC

A
 Persona 

física 

Frecuencia 
observada 

115.539 / 99,4% 659 / 0,6% 116.198 / 100% 

% s/muestra 97% 83% 97% 

Persona 
jurídica 

Frecuencia 
observada 

3.848 / 96,6% 134 / 3,4% 3.982 / 100% 

% s/muestra 3% 17% 3% 

Total 

Frecuencia 
observada 

119.387 / 99,3% 793 / 0,7% 120.180 /100% 

Porcentaje 
de Fila 

99% 1% 100% 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE 

Tal y como se desprende de la tabla anterior, de las 120.180 ex-
plotaciones encuestadas, 116.198 se constituyen empresarios indivi-
duales (97%), frente a 3.982 que realizan su actividad bajo alguna de 
las formas jurídicas anteriormente mencionadas (3%). 

Solamente un 0,6% de los empresarios individuales realizan acti-
vidades de diversificación de desarrollo rural. Este porcentaje se eleva 
al 3,5% en los casos de explotaciones constituidas en uno de los tipos 
de sociedad indicados. 

A continuación, se presenta la prueba de chi-cuadrado: 

Tabla 5. Prueba Chi-cuadrado Forma jurídica vs. Diversificación. 
 

 Valor 
g

l 
Sig. asintótica 
(bilateral) 

Chi-cuadrado de Pearson 459,833 1 ,000 

Razón de verosimilitudes 240,142 1 ,000 

N de casos válidos 120180   

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE 
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El estadístico obtenido en la prueba es superior al chi-cuadrado 
tabulado para 1 grado de libertad y un nivel de significación de 0,05. 
Además, el p valor es inferior a nivel de significación establecido 
0,000<0,05, en consecuencia, rechazamos la hipótesis nula,  las dife-
rencias registradas entre las frecuencias en esta muestra no son pro-
ducto del azar y es estadísticamente significativa la relación que exis-
te entre las formas jurídicas y su actividad en desarrollo rural. 

 En segundo lugar, dejando al margen a los empresarios indi-
viduales, se comprueba si existen diferencias entre las distin-
tas formas jurídicas empresariales (persona jurídica) y su acti-
vidad de desarrollo rural: 

Tabla 6. Tabla de contingencia Persona jurídica vs. Diversificación. 
 

  
¿Realizan Desarrollo Rural? 

Total 
No Si 

P
E

R
S

O
N

A
 J

U
R

ÍD
IC

A
 

Soc.  
mercantil 

Frecuencia 
observada 

1825 / 96,6% 65 / 3,4% 1890 / 100% 

% S/Muestra 47% 2% 49% 

Soc. pública 

Frecuencia 
observada 

61 / 88,4% 8 / 11,6% 69 / 100% 

% S/Muestra 2% 0% 2% 

Soc. 
cooperativa 

Frecuencia 
observada 

415 / 93% 31 / 7% 446 / 100% 

% S/Muestra 11% 1% 12% 

Otras 

Frecuencia 
observada 

1547 / 98,1% 30 / 1,9% 1577 / 100% 

% S/Muestra 40% 1% 41% 

Total 

Frecuencia 
observada 

3848 134 3982 

Porcentaje 
de Fila 

97% 3% 100% 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE 

La forma jurídica mayoritaria es la sociedad mercantil (49%) se-
guida de las sociedades cooperativas (12%). Si bien, en términos 
absolutos, de las 3.982 explotaciones, únicamente realizan activida-
des de desarrollo rural 134. 

Si desglosamos por formas jurídicas, observamos como el por-
centaje de sociedades cooperativas que desarrollan actividades de 
diversificación es el más elevado entre las formas jurídicas analizadas. 
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Solamente son superadas por las sociedades públicas, si bien éstas 
representan solamente un 2% de la muestra mientras que existen 
446 casos de  sociedades cooperativas en la muestra representando 
un 12% de los casos analizados. 

Puede afirmarse por tanto, que las explotaciones constituidas ba-
jo la forma jurídica de  sociedad cooperativa, son las entidades que 
en mayor medida apuestan por la diversificación de actividades. 

A continuación a través del estudio de chi-cuadrado vamos a 
comprobar si existen o no diferencias significativas en cuanto a lo 
mencionado anteriormente. 

Tabla 7. Tabla de contingencia Persona jurídica vs. Diversificación. 
 

 Valor gl Sig. asintótica 
(bilateral) 

Chi-cuadrado de Pearson 42,409 3 ,000 

Razón de verosimilitudes 34,818 3 ,000 

N de casos válidos 3982   

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE 

Tal y como se observa en la tabla anterior, el estadístico obteni-
do en la prueba es superior al chi-cuadrado tabulado para 3 grados 
de libertad y un nivel de significación de 0,05. Además, el p valor es 
inferior a nivel de significación establecido 0,000<0,05. En conse-
cuencia, se rechaza la hipótesis nula, existe dependencia entre la 
forma jurídica elegida por la explotación y la diversificación hacia 
otras actividades económicas.  

 Por último, se estudia el efecto de la formación agrícola del je-
fe de las explotaciones frente a la actividad de desarrollo ru-
ral. 
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Tabla 8. Tabla de contingencia Formación jefe explotación vs. Diversificación. 
 

  
¿Realizan Desarrollo Rural? 

Total 

No Si 

F
O

R
M

A
C

IO
N

 D
E

L
 J

E
F

E
 D

E
 L

A
 E

X
P

L
O

T
A

C
IÓ

N
 

Experiencia 
agraria exclu-
sivamente 

Frecuencia 
observada 

2565 / 96,9% 81 / 3,1% 2646 / 100% 

% 
S/Muestra 

67% 2% 69% 

Estudios profe-
sionales agra-
rios 

Frecuencia 
observada 

254 / 96,2% 10 / 3,8% 264 / 100% 

% 
S/Muestra 

7% 0% 7% 

Estudios uni-
versitarios 
agrarios 

Frecuencia 
observada 

340 / 94,7% 19 / 5,3% 359 /100% 

% 
S/Muestra 

9% 0% 9% 

Otra formación 
agraria 

Frecuencia 
observada 

689 / 96,6% 24 / 3%,4 713 / 100% 

% 
S/Muestra 

18% 1% 19% 

Total 

Frecuencia 
observada 

3848 134 3982 

Porcentaje 
de fIla 

97% 3% 100% 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE 

En su mayor parte, los jefes de explotación únicamente cuentan 
con experiencia agraria, un 69% de los casos observados. Los jefes 
de explotación con estudios univeritarios únicamente representan al 
9% de los casos, y los responsables con estudios profesionales agra-
rios el 7%. 

Una vez definidos estos subgrupos, observamos como en el gru-
po mayoritario, jefes de explotación que solo tienen experiencia agra-
ria, únicamente el 3% realiza actividades de desarrollo rural. Este 
porcentaje se ve incrementado, aunque discretamente en los otros 
dos subgrupos, así las explotaciones con un jefe que cuenta con es-
tudios universitarios las realizan actividades de diversificación de 
desarrollo rural en un 5% de los casos, por un 4% en el caso de las 
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explotaciones con jefes de explotación con estudios profesionales 
agrarios. 

Si estudiamos en conjunto las explotaciones que realizan activi-
dades para diversificar, se observa como en un 2% de los casos, el 
jefe únicamente tiene experiencia agraria, el 1% son explotaciones 
con jefes con formación universitaria o profesional. 

Tabla 9. Tabla de contingencia Formación jefe explotación vs. Diversificación 

 

 Valor gl 
Sig. asintóti-
ca (bilateral) 

Chi-cuadrado de Pearson 4,997
a
 3 ,172 

Razón de verosimilitudes 4,422 3 ,219 

N de casos válidos 3982   

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE 

El valor del estadístico obtenido en la prueba es inferior al valor 
del estadístico chi-cuadrado tabulado para 3 grados de libertad y un 
nivel de significación de 0,05. Asímismo, el p valor es superior a nivel 
de significación establecido 0,172>0,05. En consecuencia, se acepta 
la hipótesis nula, no pudiéndose afirmar que exista algún tipo de aso-
ciación entre la formación del jefe de explotación y la diversificación 
hacia otras actividades de desarrollo rural.  

 

8. CONCLUSIONES 

En los últimos años están apareciendo nuevas oportunidades de 
negocio y están siendo exploradas por los emprendedores rurales. 
Actividades como el turismo, la transformación de productos agríco-
las, la producción de energías renovables, la gestión del medio natu-
ral, la producción orgánica o el desarrollo de los servicios sociales, 
son potenciales fuentes generadoras de empleo en las zonas rurales. 
En la actualidad ya son realidades y se espera que el desarrollo futuro 
de estos territorios pase por la consolidación de estas actividades. 

Las políticas de desarrollo rural están incorporando esta nueva si-
tuación. Un buen exponente es la consolidación del segundo pilar de 
la Política Agraria Común, o la más reciente aprobación por el Go-
bierno de la ley 45/2007 para el desarrollo sostenible del medio rural. 
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En ambos casos se incorporan medidas orientadas a la diversificación 
de las economías de las zonas rurales. 

En este contexto, se observa como existen explotaciones agrarias 
de la Comunidad Valenciana apuestan por la diversificación mediante 
actividades de desarrollo rural, pero su número es todavía bajo. 

Las explotaciones que más diversifican, son las de menor dimen-
sión, sus responsables diversifican hacia otras actividades para com-
pletar sus ingresos. Las explotaciones de tamaño superior son más 
competitivas y generalmente requieren de una dedicación completa 
de los titulares y miembros de su familia. 

En este contexto, y para conocer el papel que el cooperativismo 
va a tener en esta nueva realidad, se ha estudiado la influencia que 
tiene esta forma jurídica sobre la decisión de diversificar la actividad 
de una explotación agraria.  

El análisis muestra como por un lado las explotaciones con forma 
jurídica de cooperativas diversifican en mayor proporción que las ex-
plotaciones bajo otra forma jurídica y por otro lado, el test de inde-
pendencia efectuado concluye que la forma jurídica escogida por la 
explotación influye en la acción de diversificar su actividad.  

Por el contrario, la formación del jefe de la explotación no es una 
variable influyente en la acción de diversificación de la explotación 
agraria. 
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RESUMEN 

El cambio de paradigma económico y los escándalos financieros han puesto de mani-
fiesto la necesaria función social de la empresa, surgiendo la Responsabilidad Social 

Corporativa como un instrumento para que ésta cumpla con su papel, ofreciendo in-

formación de mayor fiabilidad a todos sus stakeholders. 

El presente trabajo tiene como objeto el análisis de la comunicación de la Responsabili-

dad Social Corporativa en las entidades financieras, y concretamente en las cooperati-
vas de crédito. 

El caso analizado identifica en la política de comunicación un evidente punto débil en la 
RSC de la entidad, principalmente por los limitados contenidos, la no utilización de 

estándares y en la falta de diálogo formal con los grupos de interés. Sin embargo, aun-
que informal, su fortaleza es que se trata de una comunicación efectiva en el ámbito 

operativo de la cooperativa.  
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ABSTRACT 

The changes in the economic paradigm and the recent financial scandals have high-

lighted the need of social function in the firm. Thus, the Corporate Social Responsibility 
(CSR) raises as an instrument to fulfill its function, providing more reliable information 

to all stakeholders. 

This paper aims to analyze the communication about CSR practices offered by banks 

and credit cooperatives specifically. 

The communication policy in the case is a clear weakness in the firm's CSR due to its 

limited content, and the lack of reporting standards and formal stakeholders’ engage-

ment. On the other hand, this informal policy is an effective communication as a prox-
imity banking (its main strenght).  
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1. INTRODUCCIÓN 

El contexto actual de crisis financiera internacional ofrece una 
importante oportunidad para reenfocar la Responsabilidad Social Cor-
porativa (RSC) del sector bancario hacia estrategias más contributivas 
para la sostenibilidad, ya que se han puesto en entredicho aspectos 
como la transparencia y otros dilemas de orden ético. 

Las entidades bancarias están experimentando estos últimos 
años un incremento muy notable en su transparencia, lo que se mate-
rializa en una mayor cantidad y calidad de la información ofrecida por 
las entidades a los diferentes grupos de interés. No obstante, muchas 
entidades gestionan la RSC como una mera comunicación de aquellas 
actividades que realizaba la entidad con fines sociales. 

Dentro del sistema financiero español las cooperativas de crédito 
constituyen el grupo relativamente menos importante y también el 
más desconocido. Sin embargo, su peso dentro del sistema bancario 
es significativo y su interés radica no en su cuota de mercado, sino en 
su tipo de actividad, financiando el desarrollo económico de su ámbito 
operativo (con más dificultades para acceder otros canales de finan-
ciación) (Server y Melián, 1998). 

Un aspecto crítico en una política RSC es su comunicación a sus 
grupos de interés. Este aspecto es el que aborda este trabajo, el cual 
-mediante el estudio del caso- analiza cómo comunican las cooperati-
vas de crédito las acciones la RSC que realiza. 

 

2. LA GESTIÓN DE LA RESPONSABILIDAD 

SOCIAL CORPORATIVA 

El debate sobre la RSC ha evolucionado desde un planteamiento 
positivista, centrado en establecer el marco conceptual donde esta se 
aloja y legitima, hacia un enfoque más normativo y práctico, que in-
tenta identificar las claves para que estas prácticas consigan un ver-
dadero impacto positivo en la empresa. Las teorías instrumentales, 
políticas, integradoras y éticas (Garriga y Melé, 2004), presentan dife-
rentes posturas sobre que tiene que ser la RSC, es decir, en qué prin-
cipios se tiene que basar, qué objetivo tiene que perseguir, cuál es la 
razón de su existencia, qué elementos la integran o qué tipo de rela-
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ciones se tienen que dar entre los elementos que la integran, entre 
otras. 

Todo ello, como señalan Gilbert y Rasche (2007), significa la 
concreción de un marco consensuado de normas y procedimientos 
globales de adhesión voluntaria para orientar el comportamiento de 
las organizaciones con relación a cuestiones sociales y/o medioam-
bientales. 

Las memorias de RSC o sostenibilidad contemplan mayoritaria-
mente aspectos económicos, sociales, medioambientales y de go-
bierno corporativo. Estos informes son en gran medida de carácter 
voluntario y las organizaciones que buscan una mayor legitimidad 
frente sus stakeholders (Golob y Bartlett, 2007). 

En primer lugar tiene que tener en cuenta qué tipo de actividad 
desarrolla y en qué territorio, adaptando sus estrategias de sostenibi-
lidad a los grupos de interés, competidores, de lo más particular a 
aquello más general. Cada empresa tendría que ser capaz de definir 
su estrategia social y ambiental de acuerdo con los retos estratégicos 
que le impone el mercado; identificando los puntos de intersección 
entre la empresa y la sociedad; seleccionando los asuntos prioritarios 
para, finalmente, definir las acciones a desarrollar (Porter y Kramer, 
2006). 

En la misma línea, Hendry (2006) sugiere que a la hora de anali-
zar las acciones RSC se suele establecer primero el sector a analizar, 
antes de seleccionar la empresa o empresas a estudiar, ya que en 
todos los sectores las estrategias de la RSC resultan comparables. 

No obstante, Vogel (2005) indica que los esfuerzos RSC sólo tie-
nen sentido económico para un pequeño subconjunto de las empre-
sas. En particular, las empresas que integran la RSC en su estrategia 
global con el objeto de obtener beneficios asociados con un aumento 
la lealtad del cliente, mejorar la contratación y retención de emplea-
dos y el aumento de la valoración de los inversores. 

En definitiva, el establecimiento de acciones RSC debería estar 
motivado por la capacidad de que estas actividades aumenten el valor 
de la empresa, por el aumento de la lealtad, la confianza y buena 
voluntad entre los stakeholders, ya que dentro del mismo sector eco-
nómico a menudo compiten por los mismos consumidores. 
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No todas las organizaciones, y concretamente las entidades fi-
nancieras, comunican sus acciones RSC del mismo modo. Las grandes 
entidades suelen divulgar su información bajo estándares reconoci-
bles y comparables, mientras que el resto no suelen reflejar la misma 
información y no la verifican (al publicar sus memorias siguiendo cri-
terios singulares y –por tanto- poco comparables). 

 

3. LA COMUNICACIÓN DE 
LA RESPONSABILIDAD SOCIAL CORPORATIVA 

La comunicación de la RSC está caracterizada por iniciativas en-
caminadas a dialogar con sus stakeholders. Ofrecen la posibilidad de 
establecer un diálogo público con los grupos de interés que puede 
influir a nivel institucional, económico y medioambiental, delimitando 
los derechos de las empresas, sus funciones y responsabilidades 
(Bostdorff y Vibbert, 1994). 

No obstante, la comunicación continúa siendo el ‘eslabón perdi-
do’ en la práctica de la Responsabilidad Social Corporativa (Dawkins, 
2004). Muchas compañías están comprometidas genuinamente con 
sus responsabilidades sociales fallan en comunicar activamente para 
convencer de ello (Dawkins y Lewis, 2003). 

En una economía global con unas expectativas crecientes de 
transparencia y de rendición de cuentas en todo tipo de organizacio-
nes, las decisiones de cualquier organización sobre la adopción de 
acciones de responsabilidad social corporativa y  la publicación y rea-
lización de memorias de sostenibilidad para satisfacer las necesidades 
y expectativas de los interesados son complejas. Llegar a un enten-
dimiento común para materializar esas expectativas lleva a que se 
esté evolucionando a través una serie de normas mundiales y regio-
nales, códigos y directrices. Como determinados autores han señala-
do, factores contingentes como el país, el tipo de industria o la di-
mensión de la organización tienen un claro impacto en la presenta-
ción de memorias (Deegan, 2002; Guthrie y Parker, 1990). 

Si la comunicación de los grupos de interés hacia la organización 
suele instrumentarse en procesos y mecanismos un tanto complejos y 
específicos (reuniones, encuestas, etc.), la comunicación en sentido 
contrario (organización-stakeholders) normalmente se lleva a cabo a 
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través de Memorias de Sostenibilidad o de Responsabilidad Social 
Corporativa. Dada la gran dispersión del concepto de RSC y la ausen-
cia de una normativa que regule estrechamente la información en 
esta materia, se han producido varias iniciativas a lo largo de los últi-
mos años para promover y normalizar esa comunicación. Estas inicia-
tivas responden a la idea, que la producción y difusión voluntaria de 
información ligada al desempeño en materia de RSC incentiva las 
prácticas comprometidas con los grupos de interés y también aporta 
valor a la organización (reputación) (McWilliams y Siegel, 2001). 

Entre las iniciativas en materia de promoción y normalización de 
la comunicación de la RSC a las organizaciones (principalmente em-
presariales) se encuentran el Global Compact de las Naciones Unidas, 
el Libro Verde de la UE: “Marco europeo para la responsabilidad social 
de las empresas”, las Directrices de la OCDE para Empresas Multina-
cionales y la Global Reporting Initiative. De éstas sólo la GRI ha publi-
cado unos estándares que están siendo empleados de manera signifi-
cativa por las entidades de crédito, siendo el resto básicamente prin-
cipios o declaraciones de intenciones. 

3.1. Destinatarios de la comunicación 

Como se ha comentado anteriormente, los destinatarios de la 
comunicación hacia el exterior, serán los stakeholders de la misma. 
En banca, han interpretado e integrado la sostenibilidad desde dos 
enfoques mayoritarios, el enfoque normativo, preocupado para identi-
ficar una serie de principios que traen a las organizaciones hacia la 
sostenibilidad, y el enfoque integrador (Garriga y Melé, 2004), que 
trata de integrar las demandas de los grupos de interés para contri-
buir a la sostenibilidad de su negocio. 

En las entidades financieras ambas visiones coexisten, prevale-
ciendo en la visión micro las necesidades de los grupos de interés del 
contexto local, con la visión macro en la cual la empresa trata de res-
ponder a iniciativas de carácter global. 

Estudios realizados anteriormente (Moreno y Capriotti, 2006; 
O’Connor y Shumate, 2010) contrastan diferentes sectores, mostran-
do como la mayoría de empresas comunican sus acciones RSC rela-
cionadas con medioambiente (sobre aquellas empresas de actividad 
relacionada) y educación. A su vez, aquellas empresas donde la ca-
dena de valor está cerca del consumidor (servicios) ,suelen limitar sus 
acciones RSC a sus actividades filantrópicas. 
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Se pueden encontrar múltiples criterios de clasificación de grupos 
de interés, pudiéndose distinguir entre grupos internos y grupos ex-
ternos según 'los muros físicos' de la organización y la implicación que 
esto tiene en la relación con el entorno (Seguí, 2010). Normalmente 
se ha incluido como grupos de interés externos, a la administración 
pública, grupos de intereses específicos, ecologistas, comunidad local, 
sociedad en general, medios de comunicación, etc. Estos grupos de 
interés se definen como los grupos o individuos del entorno de la 
entidad de crédito, que afectan a las actividades de ésta. Como gru-
pos internos se suelen considerar a: accionistas/propietarios, emplea-
dos, proveedores y clientes, ya que no son parte estrictamente del 
entorno de la entidad. 

3.2. Estándares 

Los dos estándares más importantes en la divulgación de infor-
mación RSC en el sector financiero son el GRI y la serie AA1000. 

3.2.1 AA1000 – AccountAbility Principles Standard. 

La AA1000APS (2008) es una norma reconocida internacional-
mente y de libre acceso que propone un conjunto de estándares ba-
sados en unos principios que pretenden ayudar a las empresas a ser 
más responsables, respetuosas y sostenibles.  

En principio la norma está pensada para ser utilizada por provee-
dores y profesionales de aseguramiento de sostenibilidad. También 
esta norma puede ser de utilidad para aquellos que elaboran informes 
y buscan aseguramiento de acuerdo con esta norma, así como para 
los usuarios de los informes de aseguramiento de sostenibilidad y 
otros agentes encargados de la elaboración de estándares. 

Sus principios básicos son los de inclusividad, materialidad y ca-
pacidad de respuesta, y pretenden desarrollar la implantación de la 
sostenibilidad dentro de la organización. El principio básico de inclusi-
vidad es necesario para alcanzar los de relevancia y capacidad de 
respuesta. Son estándares compatibles con la SA 8000, el GRI y 
otros. 

 Principio de inclusividad: esta es mucho más que un proceso de 
implicación con los grupos de interés. Es el compromiso de ser 
responsable con aquellos sobre los cuales la organización gene-
ra un impacto y con los que generan un impacto en la organi-
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zación, y que permite su participación para identificar asuntos y 
encontrar soluciones. 

 Principio de materialidad: Para tomar buenas decisiones y ac-
ciones, una organización y sus grupos de interés tienen que co-
nocer qué asuntos son relevantes en el desempeño de sosteni-
bilidad de la organización. Para determinar lo que es relevante, 
se requiere un proceso de determinación de la relevancia. Dicho 
proceso deberá estar diseñado para asegurar que se incorpora 
y después se analiza la información exhaustiva y equilibrada. 

 Principio de capacidad de respuesta: La capacidad de respuesta 
refleja cómo una organización responde a sus grupos de interés 
y es responsable ante ellos. Esto puede incluir el establecimien-
to de políticas, objetivos y metas, estructura de gobierno, sis-
temas y procesos de gestión, planes de acción, compromiso 
con los grupos de interés, medición y control del desempeño o 
aseguramiento. Los grupos de interés participan en el desarro-
llo de las respuestas y éstas podrán no estar de acuerdo con la 
visión de todos los grupos de interés. 

3.2.2 Global Reporting Initiative. 

La Global Reporting Initiative ha creado el estándar de informa-
ción en materia de sostenibilidad más empleado en todo el mundo, 
utilizado hoy en día por más de 1.500 organizaciones. 

La creación de este estándar trata de obtener un mecanismo de 
análisis que permita comparar cuál es el comportamiento de la orga-
nización en relación al concepto de sostenibilidad.  

En el marco del GRI para la elaboración de memorias de sosteni-
bilidad se instrumenta a través de la guía GR (Global Reporting Guide-
lines). La última publicada es la GR3 (tercera generación). La G3 
consta de una serie de principios que tratan de definir el contenido de 
la memoria y garantizar la calidad de la información divulgada. Tam-
bién incluye los llamados contenidos básicos, formados por los indica-
dores de desempeño así como una serie de pautas y aspectos técni-
cos de como configurar la memoria.  

Existe una serie de protocolos para cada uno de los indicadores 
de desempeño incluidos en la memoria. Estos protocolos proporcio-
nan definiciones, asesoramiento para la recopilación de información y 
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otras sugerencias para ayudar a la redacción de las memorias y ga-
rantizar la consistencia de los indicadores de desempeño. 

Los suplementos sectoriales complementan la Guía aportando in-
terpretaciones y asesoramiento sobre cómo aplicarla en un sector en 
concreto e incluyendo indicadores de desempeño específicos. 

Por último, los protocolos técnicos proporcionan indicaciones es-
pecíficas sobre algunos aspectos de la elaboración de memorias, co-
mo por ejemplo la delimitación de la cobertura de la memoria.  

La GRI se muestra dinámica y su estructura se encuentra activa 
recogiendo información en todo el mundo y revisando sus estándares 
cara a la próxima guía G4. 

En conclusión, existe una necesidad actualmente de identificar 
con claridad los principios de reporting utilizados (Global Compact, 
GRI, etc.) para que puedan representar los fundamentos de la comu-
nicación. No obstante, las especificidades nacionales, sectoriales, etc. 
requerirían de una cierta flexibilización que permitiera la adaptación 
(cuando fuera necesaria). En definitiva, las perspectivas globales y 
locales pueden complementan entre sí, compartir principios básicos 
de la presentación de informes no significa seguir las mismas normas 
(Arthaud-Day, 2005). 

3.3. Herramientas de RSC. 

La teoría de la gestión apunta a que la implementación de prácti-
cas socialmente responsables en la administración de las entidades 
aporta valor a la misma; y dentro de esta idea se establece también 
la concepción de la comunicación como palanca de la creación de 
valor. 

3.3.1 Canales de comunicación 

 Web corporativa: La mayor parte de la información que las en-
tidades de crédito divulgan sobre su RSC se realiza a través de 
sus páginas web. El amplio alcance del medio y su reducido 
coste son las motivaciones principales para este tipo de divul-
gación. Las características principales que se pueden destacar 
de las web son la accesibilidad para el receptor y la actitud 
proactiva del mismo ante la información. Las temáticas con ma-
yor presencia y relevancia en la web son aquellas vinculadas a 
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la presentación de las características generales de la compañía 
(Perfil Corporativo) y de sus productos y servicios. Estas temá-
ticas dedican la mayor parte del espacio a la explicación de sus 
características, más desde la perspectiva comercial que desde 
una valoración ética. La información de la web de las entidades 
es meramente expositiva mayoritariamente, ya que no se esti-
mula la interacción con los grupos de interés (no se ofrecen he-
rramientas de evaluación como encuestas interactivas, formula-
rios de opinión, chats, foros, blogs, etc. que permitirían una in-
teracción entre la empresa y los diversos públicos receptores en 
Internet). (O’Connor y Shumate, 2010) 

 Redes sociales (Facebook, Twitter, etc.): la mayoría de las enti-
dades financieras tienen a disposición de sus stakeholders, 
cuentas corporativas donde informan puntualmente sobre cual-
quier cambio en la entidad, promociones en vigor sobre los 
productos y servicios, actividades en las cuales participa, etc. 

 Sucursales: la mayoría de entidades financieras disponen en 
sus sucursales de información relativa a la RSC desarrollada 
(memorias, folletos, revistas, etc.) 

 Relaciones públicas que permiten interactuar de manera directa 
con los grupos de interés a través de conferencias, meetings, 
acontecimientos sociales, etc. Estos mecanismos pueden ser 
puntuales o periódicos, pudiendo tratar temas determinados de 
la RSC donde se considera importante el feedback de los 
stakeholders. 

 Medios de comunicación: a través de periódicos, televisiones, 
radio, etc. las entidades persiguen una amplia difusión de las 
buenas prácticas de la entidad y se dirigen a un público general 
(normalmente clientes potenciales). En los medios de comuni-
cación se puede realizar publicidad de pago que se realiza di-
rectamente en forma de anuncio o a través de la publicity, es 
decir, convirtiéndose en noticia y apareciendo gratuitamente en 
actuaciones controladas por las propias entidades. 
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4. RESULTADOS: ESTUDIO DEL CASO 

4.1 Metodología 

Debido a la metodología utilizada (cualitativa) el objetivo del pre-
sente trabajo se limita a la evaluación de la comunicación de respon-
sabilidad social corporativa (RSC) de una cooperativa de crédito de 
tipo mediano (ámbito provincial), como medio para poder compararlo 
con otros casos (sin ánimo de extrapolar conclusiones en un sector 
tan heterogéneo como el estudiado). 

Para la selección del caso se han tenido en cuenta variables cua-
litativas como la circunscripción territorial, la notoriedad mediática o 
la disponibilidad de información. La información recaudada se ha ob-
tenido mediante diferentes fuentes: la web corporativa de la entidad, 
memorias económicas y sociales, redes sociales (Twitter, Facebook, 
Google+ y Youtube) o la visita a diferentes oficinas de la entidad para 
comprobar la información RSC disponible. 

4.2 La comunicación de la RSC 

La condición de cooperativa de crédito del caso marca determi-
nantemente la relación de la entidad estudiada con la RSC. La crea-
ción de la misma está íntimamente ligada a unos propósitos concre-
tos: proporcionar productos y servicios financieros a sus socios (inclu-
sión financiera), y favorecer el desarrollo económico-social de su ám-
bito de actuación. 

La cultura de la entidad, como recoge su misión, se basa en es-
tos principios de servicio como razón de ser y arraigo local. En conse-
cuencia, es posible inferir que la actividad de la entidad está vincula-
da a la RSC y que, con las particularidades preceptivas, desarrolla su 
negocio de manera acorde a las teorías éticas (Garriga y Melé, 2004) 
puesto que definen las políticas estratégicas de la entidad como pla-
nes que alcanzan tanto la dimensión económica de la entidad como la 
humana y la social. 

No obstante, de las entrevistas y de la documentación analizada 
no se deriva la existencia de un diálogo formal con los grupos de inte-
rés, lo que impide satisfacer plenamente sus necesidades y también 
jerarquizar las actuaciones RSC en función de la importancia relativa 
de las mismas para todas las partes. 
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Uno de los mecanismos que con más recurrencia aparecen en la 
literatura como elemento de desarrollo de la RSC es la comunicación 
corporativa. Numerosos autores indican el valor de la transparencia 
informativa y de la interlocución con los grupos de interés para crear 
vínculos estables y enriquecedores. Por lo tanto, es un mecanismo 
interesante para medir el grado de responsabilidad con el cual actúa 
una entidad de crédito y que parámetros son a los qué se dirige ma-
yor atención.  

A continuación se presenta la revisión realizada a los principales 
elementos de comunicación de la RSC usados por la entidad de crédi-
to objeto de estudio. 

4.2.1 Elementos de comunicación 

 Memorias o informes. Anualmente la entidad elabora informe 
sobre los aspectos más relevantes de su situación económico-
financiera, la situación del negocio y de los hechos más rele-
vantes que han acontecido el año al que hace referencia. A par-
tir del año 2009, la entidad ha pasado a elaborar dos informes: 
la Memoria económica y la Memoria Social (donde se reflejan 
las acciones de RSC de la entidad). Estos documentos están en 
la línea de los informes anuales que multitud de empresas con-
feccionan para informar al público general sobre los parámetros 
indicados, aunque su contenido y forma varían entre compa-
ñías. En este caso, los informes se transmiten tanto en papel, 
disponible en las oficinas, como través de la página web. Su ex-
tensión, en torno a 40 páginas el económico y 20 el social, 
puede calificarse cómo reducida si se compara con las principa-
les entidades del país, aunque no resulte así si se compara con 
la mayoría de cooperativas de crédito. 

Respecto al contenido de la memoria social éste resulta limitado 
y no satisface las exigencias realizadas por la guía G3 del GRI. 
Por lo tanto toda la información que se ofrece no es compara-
ble con el sector, dificultándose la posible verificación de la in-
formación de la memoria social. En definitiva, la calidad de la 
información divulgada resulta mejorable. Este informe muestra, 
principalmente, datos generales de la entidad, aunque hace re-
ferencia a la visión estratégica de la RSC en la cooperativa, re-
calcando la importancia de la visión humana y social. Presentan 
la información alrededor de las cuatro principales áreas de ac-
tuación de la entidad: 
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 Compromiso con el cooperativismo y las cooperativas 
asociadas. 

 Compromiso con los clientes 
 Compromiso con la sociedad. 
 Compromiso con el medioambiente y el entorno. 

La disposición de la introducción de la memoria hace pensar 
que ésta estará centrada en sus stakeholders, puesto que en 
banca, los grupos de interés son los afectados más directos de 
las acciones de RSC, y un comportamiento ético y una buena 
comunicación facilita la relación y el entendimiento en los mis-
mos. 

Pero toda la información que refleja la memoria social se puede 
encontrar también en diferentes apartados de la página web, y 
representan las actividades desarrolladas por la entidad a lo 
largo del año dentro del que se considera acción social, y que 
engloba acciones dirigidas a favorecer ciertos colectivos o mo-
vimientos sociales. Llama la atención el hecho de que la memo-
ria social no se estructure en función de los stakeholders rele-
vantes (criterio comúnmente utilizado en el sector). 

Dentro del apartado de clientes, la entidad intenta reflejar el 
compromiso que tiene con la sociedad, el papel diferenciador, 
estimulador y solidario que tiene que tener con las personas, 
las asociaciones, la cultura y el deporte, dando difusión a aque-
llos proyectos ganadores de los premios y concursos que difun-
de mediante en la web corporativa como los Premios a la Ges-
tión Innovadora en Cooperativas, los productos de ahorro soli-
dario, los proyectos de cooperación al desarrollo, etc. En con-
clusión, otorga cifras a aquellas iniciativas RSC de la cooperati-
va, comunicando a sus stakeholders la realización de éstas ac-
ciones. 

En el último apartado, el medioambiental refleja una clara 
muestra de la voluntad de la entidad de comprometerse con el 
medio ambiente, aportando indicadores de gestión de residuos, 
etc. 

Todo esto evidencia la concepción de la RSC que existe en el 
seno de la entidad está más cercana a la acción social que a 
una gestión activa de la relación con los grupos de interés. Es 
decir, se entiende la RSC como un comportamiento unidireccio-
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nal en el cual la entidad desarrolla sus propios criterios y priori-
dades (sin un diálogo activo y formal con los stakeholders). 

 Revistas o folletos: De manera ocasional se han utilizado fo-
lletos informativos, disponibles en las oficinas para los clientes, 
con información general sobre la RSC. Sin embargo, no existe 
una estrategia de comunicación a través de estos medios, sino 
que más bien se usan como recurso puntual para diferenciar el 
carácter social de la entidad dentro de un mercado tremenda-
mente homogéneo cómo el bancario. En cuanto a la comunica-
ción interna es significativamente más intensa que la externa. 
Mensualmente se edita una revista para los trabajadores donde, 
entre otros, se explican acciones llevadas a cabo o en desarro-
llo, y se presentan temas RSC sensibles para así mantener el 
debate sobre las responsabilidades de la entidad. Esta revista 
supone un importante foro porque aquellos empleados que han 
participado como voluntarios dan a conocer su experiencia al 
resto y puedan servir en último caso como ejemplarizantes.   
 

 Relaciones públicas: Su estrategia de negocio está alineada 
con el compromiso de la entidad con su entorno, y gran parte 
de su política comercial está dirigida a la creación de vínculos 
con organizaciones locales de diversa índole. Esta fijación del 
medio local como target comercial sitúa a la comunicación di-
recta y personal como principal herramienta de divulgación de 
la entidad de crédito, en detrimento otros medios de alcance 
más masivos. La cooperativa, a menudo a través de las ofici-
nas, realiza o participa de actos de relaciones públicas donde la 
RSC de la entidad se encuentra presente. Sin embargo, los ac-
tos de relaciones públicas tienen un carácter notablemente he-
terogéneo. Uno de los actos que se realizan con regularidad son 
las entregas de premios, encuentros de colectivos homogéneos 
como asociaciones locales, ONGs, etc., para transmitir el com-
promiso de la entidad con estos y ofrecer su apoyo y colabora-
ción. En todos estos actos de relaciones públicas existe una fi-
nalidad común: transmitir el posicionamiento socialmente res-
ponsable de la cooperativa que la diferencia de otro tipo de en-
tidades.  

Los representantes de las oficinas comerciales participan acti-
vamente de la vida social de la localidad donde se sitúan las 
mismas. Asisten a acontecimientos deportivos, a actos cultura-
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les o a iniciativas comerciales para dejar constancia del com-
promiso de la entidad con la comunidad local. 

Por otro lado la entidad organiza encuentros entre los emplea-
dos, tanto de carácter formal como informal, para incentivar la 
interacción entre ellos respecto de cuestiones sensibles para la 
RSC de la entidad, como el voluntariado de cooperación o la 
implicación en la cultura local. 

 Medios de comunicación: A pesar de la dimensión provincial 
de la entidad -que limita su ámbito de actuación a unas 60 ofi-
cinas- la RSC de esta tiene una presencia regular en los medios 
de comunicación. Obviamente los medios en los cuales aparece 
la cooperativa estudiada son de ámbito autonómico, comarcal o 
local. Se puede afirmar pues, que la presencia de la RSC de la 
cooperativa de crédito estudiada en los medios de comunica-
ción se basa en la publicity. Es decir, apariciones controladas 
por la entidad en medios de comunicación que tratan de enal-
tecer de manera implícita algún aspecto de la gestión de la 
misma (sin que intervenga ningún pago al medio en cuestión). 

 

5. CONCLUSIONES 

Las enseñanzas que se extraen de este trabajo no son extrapola-
bles al conjunto del sector, aunque proporcionan una perspectiva real 
del desarrollo de la RSC en una cooperativa de crédito mediana, lo 
cual puede encontrar un reflejo en numerosas entidades del sector. 

Las cooperativas de crédito, como entidades en general de cultu-
ra más conservadora y más orientada al negocio minorista tradicional, 
parecen tener más dificultades o son más reacias a los cambios en los 
modelos de gestión empresarial (como puede provocar en este caso 
la irrupción de la RSC). 

Es posible afirmar que el caso estudiado –como tantas otras 
cooperativas- responde a una concepción socialmente responsable del 
negocio, transmitiendo un claro compromiso con el territorio y la so-
ciedad que la acoge. Como diría el lema “no realizan RSC, son RSC”, 
aunque la percepción de los grupos de interés es mucho menos posi-
tiva que en otros sectores que han hecho de la comunicación su atri-
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buto fundamental. Estudiar dicha disonancia ha sido el principal obje-
to del presente trabajo. 

Cabe puntualizar que en la entidad analizada se identifica clara-
mente la transición que está sufriendo desde una perspectiva utilitaria 
de la RSC hacia una concepción estratégica. Este cambio se ha evi-
denciado en la estrategia y en la organización interna, pero todavía 
no ha alcanzado determinadas políticas. En este sentido, a pesar de la 
profunda crisis financiera que vivimos, la cooperativa ha identificado 
en la RSC una de las palancas del cambio en el negocio futuro. Esta 
concepción es coherente con la manifestada por diversos autores 
respecto al mayor impacto de la RSC en sectores como el financiero. 

En primer lugar cabe identificar el planteamiento de la RSC en la 
entidad principalmente dentro de las teorías éticas. Esta concepción, 
basada en el bien común, resulta muy cómoda a las entidades finan-
cieras puesto que no exige grandes justificaciones pero –al mismo 
tiempo- dificulta su conceptualización y operativización. Es decir, se 
presenta una definición difusa de su responsabilidad hacia la socie-
dad. 

De este modo, como fortalezas se pueden subrayar aspectos 
como la integración de la RSC en la estrategia, el cambio organizativo 
que hace de la RSC una política transversal y al más alto nivel, así 
como el significativo incremento de la transparencia informativa con 
la sociedad. De este modo, la creación del comité de responsabilidad 
social materializó su gestión como una política transversal, eviden-
ciándose el paso de una concepción relacional de la RSC (dependiente 
exclusivamente del departamento de marketing) a una integración 
estratégica. 

Entre las debilidades se identifica la ausencia de un diálogo acti-
vo y formal con los grupos de interés, a partir de los cuales no sólo 
reorientar las estrategias, si no también conseguir beneficios econó-
micos, reputacionales, etc. No existe apenas retroalimentación con los 
grupos de interés (tan solo recientemente a través del uso de las 
redes sociales), otorgándose la entidad en exclusiva la capacidad de 
identificar y priorizar las necesidades de los mismos. En plena econo-
mía del conocimiento este planteamiento acusa de cierta ‘miopía’, 
puesto que resulta imprescindible la bidireccionalidad y la proactividad 
(no identificadas en ningún documento ni canal de comunicación de 
la cooperativa). 
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En conclusión, en la línea de lo identificado por Dawkins y Lewis 
(2003) se evidencia un claro compromiso con la RSC pero se falla en 
su comunicación. En definitiva, y sería una hipótesis a contrastar en el 
conjunto del sector cooperativo de crédito, parece haber una signifi-
cativa diferencia entre el saber hacer en RSC (la entidad realiza un 
importante esfuerzo en la materia) y el hacer saber (la comunicación 
con sus stakeholders cuenta con déficits notables). 

Así, en la actualidad, la entidad sigue realizando todavía una co-
municación relativamente discreta y parcial de su RSC. Discreta en 
cuanto al volumen divulgado y parcial respecto a su naturaleza. En 
línea a lo manifestado por O’Connor y Shumate (2010) las empresas 
cercanas al consumidor final suelen limitar sus acciones RSC a sus 
actividades filantrópicas, obviando otros aspectos sociales (emplea-
dos, proveedores, etc.), así como los económicos y medioambienta-
les.  

En este caso (y parece general en el cooperativismo de crédito) 
la relevante acción social desarrollada resulta el instrumento funda-
mental a partir de la cual poder identificar las acciones RSC de la em-
presa (planteando una relación unidireccional con los stakeholders). 

Por lo tanto, la comunicación de la RSC en esta empresa se pue-
de considerar en cierto modo instrumental puesto que casi exclusiva-
mente plantea la divulgación de la acción social (externa). Es decir, el 
cambio no ha llegado con suficiente potencia a la política de comuni-
cación de la entidad. Sin embargo, resultaría injusto no reconocer los 
significativos avances respecto a la divulgación de un mayor volumen 
y calidad de la información a los grupos de interés. 

Además, específicamente en aquello referido a la comunicación 
de la acción social, la entidad se limita a mostrar en su Memoria So-
cial las actividades que realiza, pero no detalla en ningún momento 
los fondos destinados a dichas acciones. Sin embargo, a diferencia de 
otras entidades financieras, sí se concretan los destinatarios de dichas 
acciones (debido a su fuerte arraigo local). 

Otra de las debilidades fundamentales de la política de comuni-
cación analizada es la no utilización de estándares para la elaboración 
y divulgación de información RSC. El uso de criterios propios (no 
compartidos) impide la comparabilidad de la información con otras 
entidades y, por lo tanto, la información divulgada resulta de peor 
calidad. Además, no utilizar estándares de reporting dificulta mucho la 
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rendición de cuentas y la verificación de la información divulgada (lo 
que afecta a la transparencia). 

Sin embargo, como muestra la literatura, este hecho es compar-
tido por aquellas empresas más ligadas a las expectativas nacionales 
y locales (como en nuestro caso estudio). En la actualidad, los están-
dares globales de reporting parecen ser especialmente adecuados 
para las empresas multinacionales que operan en muchos mercados. 
No obstante, el proceso de globalización y la dinámica competitiva de 
un sector como el financiero parece que van a promover especial-
mente la divulgación bajo estándares de reporting comparables y de 
calidad. 

Por otro lado, la memoria social se centra en la acción social, ob-
viando todos los aspectos económicos y medioambientales de la RSC. 
Una última debilidad en este capítulo es la estructuración de la infor-
mación en la memoria social realizada en torno a las actividades de la 
organización (y no respecto a los distintos grupos de interés). Este 
hecho podría evidenciar de nuevo un diálogo insuficiente con los gru-
pos de interés. 

A diferencia de los bancos privados, la comunicación de la RSC 
de la cooperativa de crédito se realiza a través de las oficinas como 
canal de comunicación fundamental. Las relaciones públicas que la 
entidad desarrolla básicamente a través de sus oficinas resulta el se-
gundo canal fundamental. En cambio, los canales ‘corporativos’ como 
la web, los medios de comunicación, etc. resultan de una eficacia 
mucho menor. Cabe resaltar la rápida y extensa entrada de la entidad 
en 4 redes sociales (lo que puede mejorar la calidad del diálogo con 
sus stakeholders en base a su interactividad). 

Esta característica singular es lógica, puesto que el crédito 
cooperativo es –ante todo- una banca de proximidad y, por ello, es en 
ese ámbito dónde la comunicación es más útil y eficaz. No obstante, 
dentro de la profunda reorganización del sistema financiero español, 
existe un evidente reto en ser capaces de ofrecer una comunicación 
eficaz también a través de canales de comunicación de mayor escala 
(tal y como parece que será el mercado resultante de la reestructura-
ción en marcha). 

En definitiva, el caso-estudio analizado identifica en la política de 
comunicación un evidente punto débil en la RSC de la entidad, princi-
palmente en la limitada concepción de sus contenidos, en la no utili-
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zación de estándares y en la falta de diálogo con los grupos de inte-
rés. Sin embargo, es una comunicación efectiva en el actual ámbito 
operativo de la cooperativa, la banca de proximidad. 

Por último, la cooperativa debería aprovechar su marcado carác-
ter social, su vinculación al entorno y su gran experiencia en acción 
social para obtener también un rendimiento comercial que pudiera 
luego revertir en sus grupos de interés. 
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RESUMEN 

En las leyes cooperativas españolas se suele regular la posibilidad de que determinadas 
cooperativas sean calificadas sin ánimo de lucro, cuando cumplan una serie de condiciones 
o requisitos, siendo el principal que gestionen servicios de interés colectivo o de titularidad 
pública. Encontramos unas normas que regulan algún aspecto del régimen de esta clase de 
cooperativa, otras que hacen referencia a su existencia al regular a las de iniciativa social 
y/o de integración social, pasando por leyes autonómicas que no prestan atención a tal 
circunstancia en su articulado. Si bien todas las leyes cooperativas españolas admiten la 
posibilidad de que las Administraciones y entes públicos sean socios de las cooperativas, 
algunas contienen como clase específica de cooperativas a las de servicios públicos. 

Por su parte, la Ley 20/1990, de Régimen Fiscal de Cooperativas no contiene un régimen 
específico para las cooperativas sin ánimo de lucro. Por ello, la ventaja más evidente de 
recibir esta calificación es que a efectos de concursos públicos, de contratación con entes 
públicos, de subvenciones y, en general, de cualquier otra medida de fomento que sea de 
aplicación, tienen la misma condición que las denominadas entidades sin fines lucrativos, 
que sí gozan de un régimen fiscal específico regulado por Ley 49/2002, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.  

   

PALABRAS CLAVE 

Cooperativas sin ánimo de lucro, cooperativas de interés social y de integración social,  

cooperativas de servicios públicos, administración pública, fiscalidad. 

 
 

 
ABSTRACT 

In Spanish cooperative laws usually regulate the possibility that certain cooperatives are 
qualified non-profit, when they meet a number of conditions or requirements, the main one 
among them is that manage collective interest or public ownership services. We found cer-
tain rules governing some aspect of the system of this kind of cooperative, and others that 
refer to the existence of cooperative non-profit when regulating the social initiative and/or 
social integration ones, through the regional laws that do not pay attention to that fact in its 

articles. While all cooperative laws in Spain allowed the possibility that the Administrations 
and public bodies are members of cooperatives, some of them contain as a specific class of 
cooperatives the one for utility or public services. 

Meanwhile, the Law 2071990, on taxation of cooperatives does not contain specific ar-
rangements for nonprofit cooperatives. Therefore, the most obvious benefit of receiving this 
rating is that for the purposes of public tenders, public procurement, subsidies and, in gen-
eral, any other building measure applicable, they have the same status as the so-called non-
profit organizations, that do enjoy a special tax scheme regulated by Law 49/2002, on taxa-
tion of non-profit organizations and tax incentives for patronage.  

 

KEY WORDS 

Nonprofit cooperative, social initiative cooperatives and social integration cooperatives, 
utility cooperatives, government, taxation. 
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1. COOPERATIVAS SIN ÁNIMO DE LUCRO, COOPERATI-

VAS DE INTERÉS SOCIAL Y DE INTEGRACIÓN SOCIAL 

En la legislación cooperativa se suele regular la posibilidad de 
que determinadas cooperativas sean calificadas sin ánimo de lucro, 
cuando cumplan una serie de condiciones o requisitos, siendo el prin-
cipal que gestionen servicios de interés colectivo o de titularidad pú-
blica. A contrario sensu se entiende que en el resto de cooperativas sí 
puede concurrir ese ánimo lucrativo. Esto inexorablemente nos lleva a 
tratar las discutidas cuestiones del ánimo de lucro en las cooperativas 
y en el propio concepto de sociedad. 

Pero es que nunca el lucro, o mejor dicho su ausencia, ha sido 
recogido por la Alianza Cooperativa Internacional –ACI- en la lista de 
principios cooperativos que formula este organismo. Sólo en la prime-
ra formulación de estos principios presentado al XIV del Congreso 
celebrado en Londres en 1934, de manera muy limitada y como un 
añadido a los establecidos en los Estatutos de Rochdale, se prescribía 
la venta exclusiva a los socios, de la que se podía deducir la proscrip-
ción del ánimo lucrativo. Pero ya en el XV Congreso de París de 1937 
no se hace mención a ese principio entre los que se consideró, princi-
pales del movimiento cooperativo, como tampoco aparece en los 
principios reelaborados por la ACI en su Congreso XXXI, celebrado en 
Manchester en 19951.  

Aparte de esta permisividad legal para que concurra el ánimo lu-
crativo en las sociedades cooperativas, las últimas reformas normati-
vas tanto en España como en Derecho comparado tienden claramen-
te a superar la rigidez provocada por un mutualismo desbordado por 
las exigencias del mercado, con lo que esa posible finalidad lucrativa 
de la cooperativa aparece de manera mucho más nítida2. Así, con el 

                                                           
1 También éste es el criterio seguido en el ámbito del Derecho comunitario de 
sociedades: de un lado, el artículo 48 del TCE al delimitar qué se entiende por 
sociedad a efectos de regir el principio de libertad de establecimiento, tras men-
cionar expresamente a las sociedades cooperativas, excluye las demás personas 
jurídicas de Derecho público o privado “que no persigan un fin lucrativo”; y de otro, 
el Reglamento de la SCE que no hace mención alguna a dicha finalidad lucrativa al 
reglamentar el estatuto básico de las sociedades cooperativas europeas. 

2 Es sintomático que incluso la normativa valenciana, que tradicionalmente era la 
más respetuosa con el principio de la ausencia de ánimo de lucro, que era eleva-
do a elemento conceptual de las cooperativas en el texto original de la ley (art. 
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objeto de reforzar la consolidación empresarial de la cooperativa en 
un mercado cada vez más competitivo su régimen se acerca aún más 
al de las sociedades capitalistas y se prevé la utilización de instru-
mentos típicamente capitalistas que favorezcan su solidez y viabilidad 
económica (por ejemplo, con el acceso a nuevas modalidades de 
captación de recursos mediante la emisión de obligaciones y de títu-
los participativos; existencia de socios puramente capitalistas; la po-
sibilidad de participación de la cooperativa en sociedades capitalistas; 
fusiones especiales con sociedades de otro tipo, etc.) y a una flexibili-
zación de los tradicionalmente estrictos parámetros de su régimen 
contable (algunas legislaciones permiten una única contabilidad de 
los resultados cooperativos y extracooperativos) y económico (con 
una paulatina ampliación de los límites para operar con terceros y un 
mayor margen para la distribución de los resultados extracooperati-
vos y extraordinarios) apareciendo esa posible finalidad lucrativa de 
la cooperativa mucho más nítida. Así algunas leyes permiten la exis-
tencia de las denominadas cooperativas mixtas (art. 107 LCOOP, art. 
136 LCPV, art. 107 LCG, art. 128 LCRM), donde coexisten elementos 
propios de la sociedad cooperativa y de la sociedad capitalista, y en 
las que el sistema de distribución de los beneficios cooperativos no es 
ya sólo en función de la prestación cooperativa realizada por cada 
socio.  

Como vemos en la actualidad al hilo de la promulgación de la 
LCOOP y de las últimas reformas legislativa queda muy en entredicho 
la teórica falta de lucro en las sociedades cooperativas y se percibe 
un importante cambio doctrinal a favor de la admisión del carácter 
lucrativo de estas sociedades (GADEA, 1999:211; LLOBREGAT, 1999, 
226-228). Pero incluso antes de estas reformas la existencia de socie-
dades cooperativas con finalidad lucrativa, en nuestra opinión estaba 

fuera de toda duda (PANIAGUA, 2005:92-95). Lo que distingue y 

distinguía con la normativa anterior a la mayoría de cooperativas de 

                                                                                                                                   
2.1 de la Ley 11/1985), en la actualidad sólo lo utiliza para definir qué se conside-
ra actividad cooperativizada y negar la existencia de ánimo de lucrarse de la 
cooperativa con las operaciones internas con sus socios (art. 2 Ley 8/2003 de 
Cooperativas Comunidad Valenciana –se cita LCCV). Cabe mencionar el paso 
dado para la admisión de las cooperativas lucrativa, aunque con una repercusión 
geográfica limitada, por la  Ley de Cooperativas Especiales de Extremadura que 
para la determinación de los resultados del ejercicio se aplicarán las normas y 
criterios establecidos para las sociedades mercantiles (art. 11.1) y que los benefi-
cios obtenido tras la exigua dotación de los fondos obligatorios (5 por cien hasta 
que alcancen el 10 por cien del capital social escriturado) pueden destinarse, a 
voluntad de la sociedad, a retornos cooperativos o a fondos de reservas volunta-
rios que la asamblea general determinará si son o no repartibles (art. 11.2). 
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otras sociedades mercantiles no es la no aspiración de obtener bene-
ficios sino su forma de distribución (vía fondos, retornos o precios) 
frente al típico dividendo sobre el capital de las sociedades de capital 
para después repartirlos entre los socios y por eso no se encuentran 
grandes diferencias en la actuación de la sociedad cooperativa en el 
conjunto del sistema capitalista (GIRÓN TENA, 1976:97).  

La diferencia esencial no estriba en el beneficio en sí, sino en la 
forma de reparto, que puede hacerse de un modo bastante diversifi-
cado (BALLESTERO, 1990: 237 y ss.). La naturaleza mutualista de la 
cooperativa que opera fundamentalmente con sus propios socios, 
permite distribuir beneficios vía precios (cuando la cooperativa opera 
con sus socios en un sector de su actividad les suelen cobrar un pre-
cio mejor que el del mercado), a través de los intereses al capital 
aportado y de los retornos, e incluso a través de fondos. Aparte están 
los beneficios atípicos o plusvalías (por ejemplo, con la venta de un 
inmueble o solar), sin olvidar los beneficios extracooperativos deriva-
dos de las operaciones con terceros y que paulatinamente se han ido 
permitiendo en mayor proporción por nuestros legisladores.  

De otro lado, el destino de los resultados obtenidos de las opera-
ciones con terceros o por operaciones extraordinarias al Fondo de 
Reserva Obligatorio resulta también un aprovechamiento indirecto 
para el socio, obteniendo una financiación de inmovilizado y circulante 
a costo cero. Por tanto, la principal diferencia es que la distribución 
de beneficios en las sociedades ordinarias y cooperativas es una cues-
tión cualitativa, en cuanto que en aquéllas la distribución es ilimitada 
y en éstas es limitada por ley (BORJABAD, 2001:36).  

1.1. Las cooperativas sin ánimo de lucro  

Algunas leyes cooperativas españolas vienen a reafirmar la gene-
ralización de la concurrencia de ánimo de lucro en las sociedades 
cooperativas al regular un subtipo especial, aunque sin apenas desa-
rrollo, de cooperativas sin ánimo de lucro.  

En concreto, la disposición adicional primera de la LCOOP, ley 
pionera en España en introducir esta figura, establece que las coope-
rativas podrán ser calificadas como sociedades cooperativas sin ánimo 
de lucro cuando cumplan varios condicionantes que acrediten su fun-
ción social. En concreto se exige que las cooperativas «gestionen 
servicios de interés colectivo o de titularidad pública, así como las que 
realicen actividades económicas que conduzcan a la integración labo-
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ral de las personas que sufran cualquier clase de exclusión social». 
Además, para obtener dicha calificación la LCOOP y las leyes autonó-
micas que las regulan, imponen un contenido mínimo estatutario que 
pasamos a describir: 

 Que los resultados positivos que se produzcan en un ejercicio 
económico no podrán ser distribuidos entre sus socios. 

 Las aportaciones de los socios al capital social, tanto obligato-
rias como voluntarias, no podrán devengar un interés superior 
al interés legal del dinero, sin perjuicio de la posible actualiza-
ción de las mismas. 

 El carácter gratuito del desempeño de los cargos del Consejo 
Rector, sin perjuicio de las compensaciones económicas pro-
cedentes por los gastos en los que puedan incurrir los conse-
jeros en el desempeño de sus funciones. 

 Las retribuciones de los socios trabajadores o, en su caso, de 
los socios de trabajo y de los trabajadores por cuenta ajena 
no podrán superar el 150 % de las retribuciones que en fun-
ción de la actividad y categoría profesional, establezca el con-
venio colectivo aplicable al personal asalariado del sector. 

Por su parte, en la legislación autonómica de cooperativas encon-
tramos desde normas, que siguiendo la línea estatal, aunque con 
ciertas diferencias, regulan algún aspecto del régimen de esta clase 
de cooperativa (art. 129 LCCAT; art. 114 LCCV, disp. adic. 2.ª LCAR, 
art. 182 LCPA, art. 142.5 LCG, disp. adic. 1.ª LCCLM, art. 132 LCRM, 
art. 124 LCCL), a otras que hacen referencia a la existencia de coope-
rativas sin ánimo de lucro al regular a las de iniciativa social y/o de 
integración social (art. 150 LCCLM, art. 112 LCLR, art. 94.1 LCAND), 
pasando por las leyes autonómicas que no prestan atención a tal cir-
cunstancia en su articulado (que son las menos en el contexto auto-
nómico: LCPV, LCCL, etc.) 

1.2. Las cooperativas de iniciativa social 

Todas las leyes cooperativas españolas, tanto la estatal como las 
autonómicas, contienen un régimen especial para este tipo de coope-
rativas en las que, como se deduce de su denominación, se realizan 
actividades y prestan servicios de carácter social no atendidos o aten-
didos insuficientemente por el mercado y, por tanto, de naturaleza 
público-privada, que buscan procurar el bienestar de los ciudadanos, 
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especialmente los más desfavorecidos o marginados (DÍAZ DE LA 
ROSA, 2007:201-210).  

Así, por ejemplo, la LCOOP establece que serán calificadas como 
de iniciativa social,  debiendo expresar tal circunstancia en su deno-
minación, aquellas cooperativas sin ánimo de lucro que «tienen por 
objeto social, bien la prestación de servicios asistenciales mediante la 
realización de actividades sanitarias, educativas, culturales u otras de 
naturaleza social, o bien el desarrollo de cualquier actividad económi-
ca que tenga por finalidad la integración laboral de personas que su-
fran cualquier clase de exclusión social y, en general, la satisfacción 
de necesidades sociales no atendidas por el mercado» (art. 106.1). La 
Ley, a renglón seguido establece que las entidades y organismos pú-
blicos podrán participar en calidad de socio (art. 106.2), lo que deno-
ta la posible naturaleza de sociedad mixta de estas sociedades. 

Algunas leyes autonómicas repiten, con mayor o menor rigurosi-
dad, el contenido de la LCOOP al regular el régimen de las cooperati-
vas de iniciativa social (art. 126 LCG, art. 130 LCRM, art. 148 LCCLM, 
art. 128 LCCAT); otras las consideran como un tipo especial de las 
cooperativas de trabajo asociado (art. 107 LCCM, art. 131 LCRM, art. 
94 LCAND, art. 112 Ley 4/2001 LCLR, art. 184 LCPV); y otras las in-
cluyen entre las cooperativas no lucrativas sin un tratamiento especí-
fico (v.gr. art. 114.2 LCCV).  

De los servicios de carácter solidario que pueden prestar estas 
cooperativas, a modo de ejemplos, señalamos los siguientes: la pro-
tección de la infancia y de la juventud, la asistencia a la tercera edad, 
la educación especial y asistencia a personas con minusvalía, la asis-
tencia a minorías étnicas, refugiados, asilados, personas con cargas 
familiares no compartidas, ex-reclusos, alcohólicos y toxicómanos, la 
reinserción social y prevención de la delincuencia.  

1.3. Las cooperativas de integración social 

Distinto al caso anterior, aunque con evidentes conexiones, son 
las denominadas cooperativas de integración social, clase especial de 
cooperativas que prevén la mayoría de leyes autonómicas de coope-
rativas (art. 127 LCPV, art. 98 LCCV, art. 125 LCG, art. 121 LCCM, 
etc.), pero no la Ley estatal y algunas autonómicas (art. 128.2 

LCCAT, art. 124.1 LCCL) que las engloba entre las de interés social.  
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Estas cooperativas tienen como finalidad esencial promover la in-
tegración social de sus socios, que mayoritariamente son miembros 
de colectivos con dificultades de alcanzarla (disminuidos físicos, psí-
quicos, sensoriales, menores y sus representantes, ancianos con ca-
rencias familiares y económicas y cualquier otro grupo o minoría, 
étnica o de otra clase, marginados socialmente). Su objeto social es 
proveer a sus socios de bienes y servicios de consumo general o es-
pecíficos para su subsistencia y desarrollo, así como organizar, canali-
zar, promover y comercializar los productos y servicios del trabajo de 
los socios, o aquellos otros de tipo terapéutico, residencial, deportivo 
o asistencial que puedan resultar necesarios o convenientes para su 
desarrollo, asistencia e integración social.  

En estas cooperativas también pueden participar como socios las 
administraciones y entidades públicas responsables de prestación de 
servicios sociales, así como los agentes sociales colaboradores de 
prestaciones de servicios sociales, mediante la designación de un 
representante y la correspondiente aportación, prestando su apoyo 
técnico, profesional y social y participando en los órganos sociales, 
colaborando en la buena marcha de la entidad, con lo que se des-
prende la innegable orientación de estas entidades a la consecución 
de fines de interés público y su viabilidad para configurarse como 
sociedades mixtas. 

1.4. Las cooperativas de servicios públicos 

Si bien todas las leyes cooperativas españolas admiten la posibi-
lidad de que las Administraciones y entes públicos sean socios de las 
cooperativas, algunas contienen como clase específica de cooperati-
vas a las de servicios públicos. El artículo 99 LCCV señala que «la 
Generalitat Valenciana y las corporaciones locales obligadas a asegu-
rar la existencia de servicios públicos podrán proveer que la presta-
ción directa de éstos se haga mediante la constitución de cooperati-
vas de servicios públicos». El artículo 150 LCCAT establece que «la 
Administración pública, en la prestación de servicios públicos con la 
participación directa de los ciudadanos, ha de estimular la creación de 
cooperativas con este objetivo y compartir la gestión de estos servi-
cios». Por su parte, la reciente LCAND, establece en su artículo 107 la 
próxima regulación reglamentaria de las cooperativas de servicios 
públicos. 
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2. LA PARTICIPATICIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚ-

BLICA EN SOCIEDADES MERCANTILES PARA LA CONSE-

CUCIÓN DE FINES PÚBLICO-PRIVADOS: SOCIEDADES 

PÚBLICAS Y SOCIEDADES MIXTAS  

El artículo 128.2 de la Constitución Española reconoce la iniciati-
va pública en la actividad económica, precepto que no sólo se refiere 
al Estado sino a los poderes público en general (DE JUAN AJENJO, 
1984:93-98) lo que se ha traducido en la concurrencia directa de las 
diferentes Administraciones Públicas en que se organiza el Estado 
español, en el ámbito de sus competencias respectivas, en el tráfico 
económico. En la gestión de servicios públicos o de interés público a 
través de fórmulas empresariales debemos distinguir la constitución 
de sociedades mercantiles controladas por la Administración pública 
(sociedades públicas) y la participación de la Administración en pro-
yectos empresariales concurriendo en mayor plano de igualdad con 
los socios privados (sociedades mixtas). En las primeras la gestión del 
servicio público, cuando la hay, es directa y en las segundas indirecta, 
al trasladarse a otros sujetos el ejercicio de competencias para satis-
facer adecuadamente las necesidades colectivas de interés general 
(como manifiesta la STS de 22 de abril de 2005). 

2.1. Las sociedades públicas  

En las últimas décadas ha sido creciente la constitución de em-
presas públicas por parte de la Administración General del Estado, de 
las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las Entida-
des que integran la Administración Local. Las razones para este cre-
cimiento se deben buscar, junto a la loable búsqueda de mejora en 
gestión de los servicios públicos y de cobertura de las necesidades de 
los ciudadanos no atendidas de forma adecuada por la iniciativa pri-
vada, al intento de eludir las limitaciones del endeudamiento público, 
motivos presupuestarios, económicos y políticos (ALONSO UREBA, 
1985: passim). A nosotros, a los efectos de este estudio, nos interesa 
la utilización de fórmulas empresariales para la gestión de servicios 
públicos y de interés social, por lo que no trataremos la actividad 
pública meramente empresarial que desarrollan las Administraciones 
públicas en el mercado sin ninguna ligazón con las funciones públicas 
o servicios sociales de su competencia.  

Según el Inventario del Sector Público Estatal (INVESPE), actuali-
zado el 1 de julio de 2011, las sociedades mercantiles estatales as-
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cendían a 175 y las de las Comunidades Autónomas a 656, siendo sus 
objetos sociales de lo más variopinto, desde  producción y explotación 
mercantil del corcho o la fabricación artística del vidrio, a la difusión 
de su artesanía y su historia, organizar carreras de caballos, etc. (da-
tos recogidos del Comunicado del Ministerio de Economía y Hacienda 
de actualización del Inventario del Sector Público Estatal y del Sector 
Público Autonómico, publicado el 1 de diciembre de 2011, disponible 
en la web http://www.igae.pap.meh.es/sitios/igae/es-
ES/ClnInvespe/Paginas/invespe.aspx). El excesivo número de empre-
sas públicas, su endeudamiento y el necesario control del déficit pú-
blico ha provocado la reacción política y tanto el Gobierno central 
como la mayoría de los autonómicos abogan por una drástica reduc-
ción de su número, aunque, al menos en las notas de prensa publica-
das se mezclan cifras de todo el sector público sin mucho rigor técni-
co3. 

Hemos de tener en cuenta que dentro del sector público empre-
sarial se engloban las entidades públicas empresariales, las socieda-
des mercantiles estatales y las entidades estatales de Derecho públi-
co, sin perjuicio de los consorcios dotados de personalidad jurídica. La 
doctrina define a  la empresa pública, como un «instrumento de inter-
vención pública directo, que se asienta sobre una organización dife-

renciada de capital y trabajo, bien de naturaleza pública con o sin 

personalidad jurídica propia, bien privada pero mediata o inme-

diatamente bajo dirección pública, la cual se orienta a la realización 
de una actividad económica, para lo que normalmente aplica el Dere-
cho privado» (LAGUNA DE PAZ, 1994:1195). Como se ha puesto de 
manifiesto, el criterio, seguido en los textos legales de participación 
mayoritaria en el capital social por parte de los poderes públicos, para 
admitir la existencia de una empresa pública ha resultado inútil al ser un 
criterio puramente formal (GARCÍA RUIZ, 2006:24), por lo que se ha 
acudido al criterio del control efectivo que puedan ejercer los poderes 
públicos en una empresa, en razón de la propiedad, de la participación 
financiera o de las normas que la rigen (Directiva 80/723/CEE de la 
Comisión, de 25 de junio de 1980, sobre Transparencia de las Relacio-
nes Financieras de las Empresas Públicas). Esta noción, introducida por 
la legislación y jurisprudencia de la Unión Europea ha resultado la más 

                                                           

3 Valga de muestra la noticia aparecida en el periódico Expansión el 5 de enero 
de 2012, con el titular “El Gobierno eliminará hasta 450 empresas públicas”, 
cuando a lo que se refiere es a las cerca de 4.000 entidades públicas que existen 
en España. 

http://www.igae.pap.meh.es/sitios/igae/es-ES/ClnInvespe/Paginas/invespe.aspx
http://www.igae.pap.meh.es/sitios/igae/es-ES/ClnInvespe/Paginas/invespe.aspx
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idónea para determinar si una sociedad mercantil puede considerarse 
pública.  

La Ley 33/2003 del Patrimonio de las Administraciones Públicas 
define a las sociedades mercantiles estatales como aquéllas en las 
que la participación, directa o indirecta, en su capital social de las 
entidades que integran el sector público estatal, sea superior al 50 
por ciento [art. 166.1, letra c)]. Para la determinación de este porcen-
taje, se sumarán las participaciones correspondientes a las entidades 
integradas en el sector público estatal, en el caso de que en el capital 
social participen varias de ella. La iniciativa empresarial de las Comu-
nidades Autónomas para operar en el tráfico empresarial a través de 
empresas públicas es reconocida, de manera más o menos expresa, 
por los diferentes Estatutos de Autonomía4, competencia que es pre-
cisada por las leyes especiales de la Administración autonómica que 
contienen aspectos relativos al régimen jurídico de estas empresas5. 
Por su parte, la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases del Régimen 
Local (redacción dada por la Ley 57/2003 de medidas para la moder-
nización del gobierno local) establece que los servicios públicos de la 
competencia local podrán gestionarse de manera directa mediante 
una sociedad mercantil local, cuyo capital social sea de titularidad 
pública [art. 85.2, letra d)], excepto cuando implique el ejercicio de 
autoridad (art. 85.3). En la misma línea, el Reglamento de Servicios 
de las Corporaciones Locales señala que “la gestión directa de los 
servicios económicos podrá serlo en régimen de empresa privada, 
que adoptará la forma de responsabilidad limitada o de sociedad anó-
nima, y se constituirá y actuará con sujeción a las normas legales que 

                                                           

4 Art. 79 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana reformado por la 
Ley Orgánica 1/2006; art. 158 del Estatuto de Autonomía para Andalucía refor-

mado por la Ley Orgánica 2/2007; art. 216 del Estatuto de Autonomía de Catalu-
ña reformado por la Ley Orgánica 6/2006.  

5 Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General del País 
Vasco (arts. 19-23 dedicado a las Sociedades Públicas); Ley de 29 de marzo de 
1985 del Estatuto de la Empresa Pública Catalana; Ley de 19 de enero de 1984 
reguladora de la Administración Institucional de la Comunidad de Madrid (Tít. III 
está dedicado a las Empresa Públicas de la Comunidad, arts. 58-70); Ley 16/2010 
de Organización y Funcionamiento de la Administración General y del Sector 
Público Autonómico de Galicia (arts. 102-112 que tratan de las Sociedades Mer-
cantiles Públicas Autonómicas); Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía (arts. 75-77 dedicados a las Sociedades Mercantiles 
del Sector Público Andaluz). 
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regulen dichas compañías mercantiles, sin perjuicio de las adaptacio-
nes previstas por este reglamento” (art. 89). 

2.2. Las sociedades mixtas 

Durante los últimos años, el fenómeno de la colaboración públi-
co-privada se ha desarrollado en numerosos ámbitos y de manera 
prolífica, pudiendo distinguirse la colaboración contractual, que se 
basa sólo en vínculos contractuales entre las partes, y la instituciona-
lizada, que consiste en la creación por el socio público y el privado de 
una entidad con el objetivo de garantizar la entrega de una obra o la 
prestación de un servicio de beneficio público. El paradigma de esta 
última forma de colaboración público-privada lo constituyen las socie-
dades de economía mixta, a través de las cuales las Administraciones 
públicas prestan servicios de su competencia (SANTIAGO IGLESIAS,  
2010:40). 

La doctrina define a las sociedades mixtas como aquellas socie-
dades mercantiles cuyo capital pertenece en parte a una Administra-
ción Pública y el resto a particulares, con dirección compartida y cuyo 
fin es llevar a cabo la gestión de servicios públicos de contenido eco-
nómico de competencia de la Administración socia (ALBI, 1960:398; 
SOSA WAGNER, 2008:341-348). En el Ordenamiento Comunitario, 
donde se ha manifestado la preocupación por articular debidamente 
los contratos públicos y concesiones en los casos de colaboración 
público-privada Institucionalizada (CPPI), se define a ésta como la 
cooperación entre socios del sector público y del sector privado cuan-
do crean una entidad de capital mixto para la ejecución de contratos 
públicos o concesiones, consistiendo la aportación privada, además 
de la contribución al capital u otros activos, en la participación activa 
en la ejecución de las tareas confiadas a la entidad6.  

                                                           

6 Comunicación interpretativa de la Comisión relativa a la aplicación del Derecho 
Comunitario en materia de contratación pública y concesiones a la colaboración 
público-privada institucionalizada (CPPI) [2008/C 91/02]. La preocupación por los 
mecanismos de la adjudicación de contratos y concesiones a sociedades de eco-
nomía mixta ha tenido su reciente reflejo en el Derecho positivos español. En 
concreto, la Disposición adicional vigésima novena (fórmulas institucionales de 
colaboración entre el sector público y el sector privado), en su apartado 1.º, 
establece que “los contratos públicos y concesiones podrán adjudicarse directa-
mente a una sociedad de economía mixta en la que concurra capital público y 
privado, siempre que la elección del socio privado se haya efectuado de confor-
midad con las normas establecidas en esta Ley para la adjudicación del contrato 
cuya ejecución constituya su objeto, y en su caso, las relativas al contrato de 
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Por su parte, en el Ordenamiento español encontramos una serie 
de preceptos de los que podemos extraer un concepto normativo de 
sociedad mixta. De un lado el artículo 277 Texto Refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público (Real Decreto Legislativo 3/2011) 
señala que la contratación de la gestión de los servicios públicos po-
drá adoptar la modalidad de «sociedad de economía mixta en la que 
la Administración participe, por sí o por medio de una entidad pública, 
en concurrencia con personas naturales o jurídicas» (letra d). De otro, 
el Texto Refundido de las disposiciones vigentes en material de Régi-
men Local, aprobado por el Real Decreto Legislativo 781/1986, esta-
blece en su artículo 104.1 que «para la gestión indirecta de los servi-
cios podrán las Entidades locales utilizar las formas de sociedad mer-
cantil o cooperativa cuyo capital social sólo parcialmente pertenezca a 
la Entidad», detallando posteriormente algunas cuestiones concretas 
de su régimen jurídico7. 

Por último, el capítulo IV del título III del Reglamento de Servi-
cios de las Corporaciones Locales (aprobado por Decreto de 17 de 
junio de 1955), contiene una serie de disposiciones que concretan las 
características y régimen de las empresas mixtas de las corporaciones 
locales. En primer lugar se establece que los capitales de las Corpora-
ciones Locales y de los particulares, o de aquellos entre sí, se aporta-

                                                                                                                                   
colaboración entre el sector público y el sector privado, y siempre que no se 
introduzcan modificaciones en el objeto y las condiciones del contrato que se 
tuvieron en cuenta en la selección del socio privado”. 

7   “En el acuerdo constitutivo podrán establecerse las especialidades internas 
tanto estructurales como funcionales que, sin perjuicio de terceros, exceptúen la 
legislación societaria aplicable, en la medida necesaria para promover y desarro-
llar la empresa mixta de carácter mercantil o cooperativo. En todo caso, deberá 
determinarse si la participación de los particulares ha de obtenerse únicamente 
por suscripción de acciones, participaciones o aportaciones de la empresa que se 

constituya o previo concurso en que los concursantes formulen propuestas res-
pecto a la cooperación municipal y a la particular en la futura sociedad, fijando el 
modo de constituir el capital social y la participación que se reserve la Entidad 
local en la dirección de la Sociedad y en sus posibles beneficios o pérdidas y 
demás particulares que figuren en la convocatoria” (art. 104.2). “Las Entidades 
locales podrán aportar exclusivamente la concesión, debidamente valorada a 
efectos de responsabilidad económica, u otra clase de derechos, así como insta-
laciones, equipamientos o numerario, siempre que tengan la condición de bienes 
patrimoniales. La escritura de constitución consignará, en todo caso, las faculta-
des reservadas a quienes representen en la empresa a la Entidad local, así como 
los casos en que proceda la disolución” (art. 104.3). “En estas empresas podrán 
participar como socios, junto a la Entidad local, cualesquiera personas físicas o 
jurídicas, sea cual fuere la clase y el nivel o grado de la sociedad resultante” (art. 
104.4). 
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rán en común, para realizar servicios susceptibles de municipalización 
o provincialización (art. 102)8. Respecto al proceso de constitución, se 
establece que las empresas mixtas, previo expediente de municipali-
zación o provincialización, podrán quedar instituidas a través de la 
adquisición por la Corporación interesada de participaciones o accio-
nes de empresas ya constituidas, en proporción suficiente para com-
partir la gestión social (art. 104.1); por fundación de la sociedad con 
intervención de la Corporación y aportación de los capitales privados 
(art. 104.2); o por convenio con empresa única ya existente, en el 
que se fijará el estatuto por el que hubiere de regirse en lo sucesivo. 

De la lectura de estos preceptos, la doctrina define a las socieda-
des de economía mixta como sociedades mercantiles (incluyendo a 
las cooperativas) cuya financiación y gestión tiene carácter mixto, 
esto es, público y privado, y que tienen por objeto social la gestión de 
un servicio público (SANTIAGO IGLESIAS, 2010:58). Esta definición 
normativa se estructura en los elementos siguientes: a) un capital 
social participado por entes del sector público y del sector privado; b) 
un objeto social consistente en la realización de actividades configu-
radas como servicio público; y c) una gestión compartida entre la 
Administración titular del servicio y un socio o socios privados (SAN-
TIAGO IGLESIAS, 2010:58-69). 

Este último elemento, la gestión conjunta de la sociedad de eco-
nomía mixta por la Administración y por los socios privados, resulta 
ser esencial y caracterizador de las sociedades mixtas. La participa-
ción de la Administración en la gestión puede realizarse de dos mane-
ra, o bien a través de los derechos que le corresponde como titular de 
un porcentaje del capital social de la sociedad, o bien por la normas 
de Derecho público que garantizan un cierto control sobre la sociedad 
constituida. 

En España la utilización de las sociedades de economía mixta 
como forma de gestión de los servicios públicos ha tenido un especial 
desarrollo en el ámbito local, mediante empresas en las que participa 
un ente local en el capital social y en la gestión, y que desarrolla acti-

                                                           

8 En cuanto a la forma jurídica-social de la empresa mixta se reconoce expresa-
mente la posibilidad, antes discutida, de utilización de la fórmula de la sociedad 
cooperativa. En la misma línea se manifiestas la mayoría de normas autonómicas 
(art. 198 Ley Foral 6/1990 de la Administración Local de Navarra; art. 308 Ley 
5/1997 de Administración Local de Galicia; art. 216 Ley 7/1999 de Administración 
Local de Aragón, etc.).  
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vidades relacionadas con los servicios públicos de su competencia 
(abastecimiento y saneamiento de aguas, distribución de energía 
eléctrica, servicios mortuorios, etc.).  

 

3. LA FISCALIDAD DE LAS COOPERATIVAS 
SIN ÁNIMO DE LUCRO 

Aunque la LCOOP contiene una disposición adicional novena es-
pecífica para el régimen fiscal de las sociedades cooperativas califica-
das como entidades sin ánimo de lucro, esta norma lo único que hace 
es remitir al régimen tributario establecido en la Ley 20/1990 de Ré-
gimen Fiscal de Cooperativas que, aparte de tener en cuenta alguna 
de las anteriores circunstancias para calificar fiscalmente a las coope-
rativas como especialmente privilegiadas (art. 7 y ss.), no contiene un 
régimen específico para las cooperativas sin ánimo de lucro (MONTE-
RO SIMÓ, 2006:19-23). 

3.1. La aplicación LRFC, de 20 de diciembre, de Régimen Fis-
cal de las Cooperativas a las cooperativas sin ánimo de lucro 

La calificación sin ánimo de lucro de una cooperativa no supone 
la regulación de una nueva clase de cooperativas ya que puede obte-
nerla cualquier tipo de cooperativa. Las cooperativas de iniciativa 
social suelen adoptar la forma de cooperativa de trabajo asociado o 
de consumidores y usuarios y su calificación fiscal dependerá de la 
forma que adopten y en ambos casos podrán disfrutar de la condición 
de cooperativa especialmente protegida. En el supuesto en que se 
trate de una cooperativa de servicios, su condición será la de coope-
rativa protegida.  

No obstante, en el supuesto de no cumplir con los requisitos pre-
vistos por la Ley 20/1990 para las mencionadas clases de cooperati-
vas, la cooperativa sin ánimo de lucro puede perder la condición de 
especialmente protegida o incluso la de protegida y no disfrutar de 
ningún beneficio fiscal. 

Si la cooperativa sin ánimo de lucro adopta la forma de coopera-
tiva de trabajo asociado, los requisitos que debe cumplir la para dis-
frutar de la condición de cooperativa especialmente protegida son los 
regulados en el artículo 8 LRFC: 
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1. Que asocien personas que presten su trabajo personal en la 
cooperativa para producir en común bienes y servicios para 
terceros9. 

2. Que el importe medio de sus retribuciones totales efectiva-
mente devengadas, incluidos los anticipos y las cantidades 
exigibles en concepto de retornos cooperativos no excedan 
del 200% de la media de retribuciones normales en el mismo 
sector de actividad, que hubieran debido percibir si su situa-
ción respecto a la cooperativa hubiera sido la de trabajadores 
por cuenta ajena. Este requisito no resulta de aplicación en el 
caso de las cooperativas sin ánimo de lucro, puesto que el lí-
mite específico para las mismas es inferior, del 150%  y, al 
cumplirse éste último, se está cumpliendo con el de coopera-
tivas de trabajo asociado. 

3. Que el número de trabajadores asalariados con contrato por 
tiempo indefinido no exceda del 10% del total de sus socios. 
Si el número de socios es inferior a 10 podrán contratar a un 
trabajador10. 

4. Que emplee trabajadores por cuenta ajena mediante cual-
quier otra forma de contratación, siempre que el número de 
jornadas legales realizadas por estos trabajadores no supere 
el 20% del total de jornadas legales de trabajo realizadas por 
los socios. 

En el supuesto en que se trate de una cooperativa de consumi-
dores y usuarios especialmente protegida, deben cumplir los requisi-
tos previstos en el artículo 12 LRFC: 

1. Que asocien a personas físicas con el objeto de procurarles, 
en las mejores condiciones de calidad, información y precio, 
bienes cuya entrega no esté gravada en el Impuesto sobre el 
Valor Añadido al tipo incrementado. 

                                                           

9 Este primer requisito responde a la definición de cooperativa de trabajo asocia-
do: pueden ser personas en cualquier situación de riesgo de exclusión social y a 
las que realizar un trabajo les ayude a superarla (cooperativas de integración) o 
pueden ser terceros (no beneficiarios) que presten servicios de interés general. 

10 Alguna comunidad autónoma prevé la existencia de voluntarios que colaboren 
gratuitamente con la cooperativa, los cuales quedarían fuera de este límite 
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2. Que la media de las retribuciones totales de los socios de tra-
bajo, incluidos en su caso los retornos cooperativos a que tu-
vieran derecho, no supere el límite del 200% anteriormente 
mencionado para las cooperativas de trabajo asociado. 

3. Que las ventas efectuadas a personas no asociadas, dentro 
del ámbito de las mismas, no excedan del 10% del total de 
las realizadas por la cooperativa en el ejercicio económico o 
del 50%, si así lo prevén los estatutos. 

El propio precepto prevé que no serán de aplicación las limitacio-
nes anteriores, ni las establecidas en el artículo 13.10 LRFC, a aque-
llas cooperativas que tengan un mínimo de 30 socios de trabajo y un 
mínimo de 50 socios de consumo por cada socio de trabajo. 

A estos efectos, la remisión que se contiene el artículo 12 al ar-
tículo 13.10 —que regula dos prohibiciones importantes para que la 
cooperativa no pierda la condición de protegida—, libera a las coope-
rativas de consumidores y usuarios con las dimensiones mencionadas 
de la prohibición de realización de operaciones cooperativizadas con 
terceros no socios, fuera de los casos permitidos en las leyes y del 
incumplimiento de las normas sobre contabilización separada de tales 
operaciones y destino al Fondo de Reserva Obligatorio de los resulta-
dos obtenidos en su realización. 

La cooperativa de servicios, que puede ajustarse al objeto social 
de las cooperativas sin ánimo de lucro, no disfrutaría de la condición 
de cooperativa especialmente protegida. Podría ser simplemente 
cooperativa protegida, si no incurre en ninguna de las causas de pér-
dida de esta condición previstas en el artículo 13 LRFC. 

3.1.1. Beneficios fiscales aplicables a las cooperativas sin 
ánimo de lucro protegidas 

a) En el Impuesto sobre Transmisiones patrimoniales y Actos Ju-
rídicos Documentados: 

Exención por cualquiera de los conceptos excepto por la cuota fi-
ja de actos jurídicos documentados, documentos notariales, respecto 
a los siguientes actos: 

 Constitución, ampliación de capital, fusión y escisión. 



LAS COOPERATIVAS SIN ÁNIMO DE LUCRO EN LA PRESTACIÓN… 
Marina Aguilar / Carlos Vargas 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

420 

d
o
s
s
ie

r 

420 

420 
420 

 Constitución y cancelación de préstamos incluso los represen-
tados por obligaciones. 

 Adquisiciones de bienes y derechos que se integren en el 
Fondo de Educación y Promoción para el cumplimiento de sus 
fines. Debería hallarse exentos para toda cooperativa sin áni-
mo de lucro las adquisiciones de bienes y derechos que con-
tribuyan al cumplimiento de su función social. 

b) En el Impuesto sobre Actividades Económicas y en el Impues-
to sobre Bienes Inmuebles, bonificación en la cuota del 95%. 

c) En el Impuesto sobre Sociedades debemos tratar varios aspec-
tos: 

1) Calificación de los rendimientos como cooperativos o como ex-
tracooperativos. 

Los resultados cooperativos tributan al tipo de gravamen reduci-
do del 20% mientras que los resultados extracooperativos tributan al 
30%; de ahí la importancia de su calificación. 

De acuerdo con el artículo 17 LRFC, constituyen rendimientos 
cooperativos los procedentes del ejercicio de la actividad cooperativi-
zada realizada con socios. En el supuesto en que se trate de una 
cooperativa de trabajo asociado, los rendimientos fruto del trabajo 
realizado por los socios tributarán al 20% frente a los rendimientos 
fruto del trabajo de terceros contratados, que tributarán al 30%. 

También constituyen rendimientos cooperativos las cuotas perió-
dicas satisfechas por socios y las subvenciones, así como los intereses 
y retornos de la participación de la cooperativa en otras cooperativas 
y los ingresos financieros procedentes de la gestión de tesorería ordi-
naria. 

Los rendimientos extracooperativos se regulan en el artículo 21 
de la misma Ley y son: 

a. Los procedentes del ejercicio de la actividad cooperati-
vizada realizada con no socios. En el supuesto de cooperativas 
de trabajo asociado, la parte proporcional de los rendimientos 
obtenidos directamente relacionada con el trabajo de trabaja-
dores por cuenta ajena. 
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b. Los derivados de inversiones o participaciones finan-
cieras en sociedades de naturaleza no cooperativa. Existe la 
posibilidad de que la cooperativa tenga una participación de 
hasta el 40% en entidades no cooperativas que realicen acti-
vidades preparatorias, complementarias o subordinadas a las 
de la propia cooperativa, o un 10% en el supuesto en que no 
se den ninguna de las anteriores circunstancias. En todo caso, 
el conjunto de participaciones no podrá superar el 50% de los 
recursos propios de la cooperativa, en cumplimiento del ar-
tículo 13.9. 

c. Los obtenidos de actividades o fuentes ajenas a los fi-
nes específicos de la cooperativa. 

d. Los incrementos o disminuciones patrimoniales. No 
obstante, como norma general, deberían considerarse rendi-
mientos cooperativos aquellos que contribuyen al desarrollo 
del objeto social y, en este sentido, las rentas obtenidas por la 
transmisión de elementos siempre que dichos elementos pa-
trimoniales contribuyeran al desarrollo del objeto social, debe-
rían ser calificados como rendimientos cooperativos.  

Cuando se elaboró la LRFC, las cooperativas sin ánimo de lucro 
no estaban en la mente del legislador y tampoco el hecho de que los 
donativos o aportaciones que pudieran constituir una fuente impor-
tante de financiación para estas entidades por lo que no se prevé su 
calificación. Ahora bien, si estas cantidades se calificaran como ren-
dimientos extracooperativos, tributarían al 30%, pero ello no resulta 
acorde asu naturaleza y finalidad y quizás su tratamiento fiscal podría 
equipararse al de las subvenciones y evitar incluirlos en la cláusula 
genérica de del artículo 21.3 LRFC «rendimientos obtenido por fuen-
tes ajenas a los fines específicos de la cooperativa» (MONTERO SIMÓ 
2010: 175). 

2) Valoración de las operaciones de la cooperativa con sus so-
cios. 

Deberán valorarse por su valor de mercado el importe de los an-
ticipos laborales de los socios trabajadores que se calcularán, confor-
me a las retribuciones normales en el mismo sector de actividad que, 
hubieran debido percibir si su situación fuese la de trabajadores por 
cuenta ajena. 

La LRFC establece su propia regulación de lo que, en terminolo-
gía de operaciones vinculadas, se denomina ajuste secundario en el 
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párrafo 2º del artículo 28.2. A efectos del cálculo de la retención que 
tiene que practicar la cooperativa, el exceso de anticipo se califica 
como rendimiento de capital mobiliario para el socio, considerándose 
rendimientos del trabajo, los anticipos laborales en cuantía no supe-
rior a las retribuciones normales en la zona para el sector de actividad 
correspondiente11. 

En este punto encontramos una contradicción en la regulación 
sustantiva de estas cooperativas: si el importe del anticipo no supera 
el 150 % del valor de mercado, la cooperativa no pierde la calificación 
de cooperativa sin ánimo de lucro, pero la norma fiscal considera que 
el socio está recibiendo una distribución de beneficio. Si a ello le uni-
mos que numerosas normas cooperativas, al regular el régimen eco-
nómico de estas sociedades, no admiten un gasto que supere el valor 
de mercado del anticipo, la virtualidad de este límite queda en entre-
dicho. 

Respecto a las operaciones realizadas por cooperativas de con-
sumidores y usuarios o a las operaciones de servicios o suministros a 
los socios, de acuerdo con el artículo 15, se computará como precio 
aquél por el que efectivamente se hubieran realizado, siempre que no 
sea inferior al coste de tal servicio, incluida la parte correspondiente 
de gastos de la entidad. Se limita, por tanto, el valor al coste impi-
diendo que se den pérdidas que disminuyan la base imponible o ge-
neren una base imponible negativa. 

3) Libertad de amortización de activos fijos nuevos amortizables, 
adquiridos en el plazo de tres años a partir de su fecha de inscripción 
en el Registro de cooperativas.  

La cantidad deducible en concepto de libertad de amortización, 
no puede ser inferior a la mínima ni exceder del importe del saldo de 
la cuenta de resultados cooperativos disminuido en las aplicaciones 
obligatorias al Fondo de Reserva Obligatorio y participaciones del 
personal asalariado. Este beneficio es compatible con la deducción 
por reinversión prevista en régimen general del Impuesto sobre So-
ciedades. 

                                                           

11 Para MONTERO SIMÓ (2010: 174), la anterior norma supone una concreción 
del artículo 13 de la Ley General Tributaria que dice: «Las obligaciones tributarias 
se exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realiza-
do, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hubieran 
dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran afectar a su validez». 
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4) Deducibilidad en la base imponible de las cantidades destina-
das al Fondo de Educación y Promoción y de las cantidades destina-
das al Fondo de Reserva Obligatorio 

Las cantidades que las cooperativas sin ánimo de lucro destinen 
obligatoriamente al Fondo de Educación y Promoción no tributan, al 
deducirse el 100% de la dotación en la base imponible correspondien-
te, cooperativa o extracooperativa.  No obstante, opera el límite del 
30% que prevé el artículo 19.1 LRFC que,  para nosotros, debería 
eliminarse respecto a las cooperativas sin ánimo de lucro y así, admi-
tir la deducibilidad del 100% de las cantidades destinadas a dicho 
fondo. 

Por su parte, las cantidades que destinen obligatoriamente al 
Fondo de Reserva Obligatorio sólo minorarán la base imponible en un 
50% de su importe. 

Al tener prohibida la distribución de retornos, las cooperativas sin 
ánimo de lucro, destinarán voluntariamente el excedente, una vez 
cubiertas las dotaciones legales, a cualquiera de los fondos anteriores 
o a reservas irrepartibles12. 

5) Compensación de pérdidas 

El artículo 24 LRFC prevé que, si la cuota resultante de sumar el 
resultado de aplicar a cada una de las bases imponibles el tipo de 
gravamen correspondiente fuera negativa, podrá compensarse con 
las cuotas positivas de los quince ejercicios siguientes.  

La cooperativa sin ánimo de lucro que obtenga resultados nega-
tivos respecto a las operaciones con socios podrá compensarlos a 
nivel de cuota con los resultados positivos de operaciones con terce-
ros o resultados extraordinarios y viceversa. Se permite compensar 
un 30% de la base imponible negativa extracooperativa y un 20% de 
la base imponible cooperativa. 

Los resultados de las explotaciones económicas que coinciden 
con la finalidad de la entidad suelen ser negativos en muchos casos y, 
como estas rentas están exentas, se encuentran ante la imposibilidad 

                                                           

12 El artículo 129.a) LCCAT establece expresamente su destino a una reserva de 
carácter irrepartible 
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de ser compensadas con los rentas positivas de explotaciones cuyos 
rendimientos no están exentos (JIMÉNEZ ESCOBAR, 2006:241). La 
regulación para las cooperativas sin ánimo de lucro no cuenta con esa 
limitación; el tratamiento más desfavorable de las rentas que contri-
buyen al desarrollo de su objeto social, al no hallarse exentas, se ve 
levemente favorecido por esta posible compensación a nivel de cuota 
(MONTERO SIMÓ 2010:176). 

6) La deducción por creación de empleo de trabajadores minus-
válidos 

La deducción prevista en el artículo 41 TRLIS se aplica a los nue-
vos socios de cooperativas de trabajo asociado y a los socios de tra-
bajo de cualquier cooperativa. 

3.1.2. Beneficios fiscales aplicables a las cooperativas sin 
ánimo de lucro calificadas especialmente protegidas 

Además de las normas generales y de los beneficios fiscales apli-
cables a cooperativas sin ánimo de lucro protegidas ya comentados 
las cooperativas especialmente protegidas pueden disfrutar de los 
siguientes beneficios: 

a) En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju-
rídicos Documentados, exención para las operaciones de adquisición 
de bienes y derechos destinados directamente al cumplimiento de sus 
fines sociales y estatutarios. 

b) En el Impuesto sobre Sociedades bonificación en la cuota del 
50%. En el supuesto en que una cooperativa sin ánimo de lucro sea 
especialmente protegida tributará por sus rendimientos cooperativos 
al 10% y por los extracooperativos al 15%. Teniendo en cuenta que 
se destina obligatoriamente al Fondo de Educación y Promoción, el 
5% de los resultados cooperativos y el 20% de dichos resultados se 
destina al Fondo de Reserva Obligatorio, el tipo efectivo de gravamen 
de dichos resultados es el 7,5%. Teniendo en cuenta que se destina 
el 50% de los resultados extracooperativos al Fondo de Reserva Obli-
gatorio, el tipo efectivo de gravamen es 11,25%. 

c) Las cooperativas sin ánimo de lucro que adopten la forma de 
cooperativas de trabajo asociado disfrutarán durante los cinco prime-
ros años de actividad social de una bonificación de la cuota íntegra 
del 90%, siempre y cuando integren al menos, un 50% de socios 
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minusválidos y acrediten que, en el momento de constituirse la 
cooperativa, se hallaban en situación de desempleo. 

3.2. La aplicación  de la Ley 49/2002 de entidades sin fines 
lucrativos e incentivos fiscales al mecenazgo a las cooperati-
vas sin ánimo de lucro  

No podemos descartar a priori la aplicabilidad directa del régimen 
fiscal previsto para las entidades sin fines lucrativos en la Ley 
49/2002 a las cooperativas sin ánimo del lucro. No obstante, para que 
resulte aplicable se requiere el cumplimiento de los requisitos exigidos 
por el artículo 3 de la Ley 49/2002 por parte de las cooperativas sin 
ánimo de lucro. 

La Ley 49/2002 establece los requisitos que deben cumplir aso-
ciaciones de utilidad pública y fundaciones para disfrutar de un régi-
men fiscal especial. Sin embargo, si bien la Ley 20/1990 regula en los 
artículos 6 a 13 los requisitos que deben cumplir las cooperativas para 
disfrutar de la condición de protegidas y de especialmente protegidas, 
no prevé requisitos específicos para las cooperativas sin ánimo de 
lucro. 

La aplicación del régimen especial tendría que ser solicitada por 
la entidad, en caso de que se conceda, la Agencia Estatal de la Admi-
nistración Tributaria expedirá un certificado13.  

Veamos si las cooperativas sin ánimo de lucro cumplen los requi-
sitos del artículo 3 de la Ley 49/2002. Estos son:  

1º Que persigan fines de interés general 

El artículo 3 establece una lista abierta de fines, con carácter me-
ramente ejemplificativo. Tanto la definición de los fines de las coope-
rativas que sean calificadas sin ánimo de lucro, según la Disposición 
Adicional Primera de la LCOOP, como la del objeto social de las 
cooperativas de iniciativa social y el de las cooperativas de integración 
son subsumibles en ellos. 

                                                           

13 Esto contrasta con la aplicación del régimen especial LRFC, que es automática 
y  el control de su correcta aplicación se produce a posteriori. 



LAS COOPERATIVAS SIN ÁNIMO DE LUCRO EN LA PRESTACIÓN… 
Marina Aguilar / Carlos Vargas 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

426 

d
o
s
s
ie

r 

426 

426 
426 

2º Las entidades sin fines lucrativos se les exige que destinen a 
fines de interés general al menos el 70% de las siguientes rentas: 

- Rentas de explotaciones económicas, tanto exentas como no 
exentas en el Impuesto sobre Sociedades. 

- Derivadas de la transmisión de bienes y derechos. No se in-
cluyen las rentas obtenidas en la transmisión de inmuebles en 
los que se realiza la actividad, siempre y cuando el importe de 
la transmisión se reinvierta en bienes y derechos afectos a la 
actividad. 

- Los ingresos que se obtengan por cualquier otro concepto, 
deducidos los gastos realizados para los obtención de dichos 
ingresos. No se incluye la dotación patrimonial. 

Se ha visto cierto paralelismo entre esta exigencia y la de realizar 
dotaciones obligatorias al Fondo de Educación y Promoción que pre-
vén las leyes cooperativas, fondo que se configura en todas ellas co-
mo irrepartible y cuyos fines están también previstos en las leyes 
(MONTERO SIMÓ, 2010:181). 

El artículo 19 LRFC que regula cómo se aplicará el fondo, admite 
como gasto deducible hasta un máximo del 30% del excedente neto. 
Es cierto que no se exige que el 70% del excedente neto, tanto 
cooperativo como extracooperativo, se destine a este fondo, ni tan 
siquiera que todos los fines de dicho fondo puedan ser calificados 
como fines de interés general, pero una eventual reforma estatutaria 
de los fines del Fondo de Educación y Promoción haciendo coincidir 
éstos con fines de interés general, que no necesariamente tendrían 
que ser los fines específicos que constituyen el objeto social de la 
cooperativa sin ánimo de lucro y del porcentaje de la dotación, obliga-
ría a la cooperativa a una necesaria reversión de sus resultados hacia 
fines de interés general14. 

3º Que el importe neto de la cifra de negocios del ejercicio co-
rrespondiente al conjunto de explotaciones económicas no exentas 
ajenas a su objeto o finalidad estatutaria no exceda del 40% de los 

                                                           

14 Esto ha puesto de manifiesto una laguna en la regulación del régimen fiscal de 
las cooperativas sin ánimo de lucro. Parte de los resultados cooperativos y parte 
de los resultados extracooperativos que no pueden ser distribuidos, al prohibirse 
la existencia de retorno cooperativo, con independencia del fondo al que se des-
tinen, tributan en el Impuesto sobre Sociedades. 
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ingresos totales de la entidad. Se exige que respecto a estas activida-
des no se vulneren las normas de la competencia con relación a otras 
empresas que realicen la misma actividad. 

Se trata de rendimientos no exentos en el Impuesto sobre Socie-
dades de las entidades sometidas a la Ley 49/2002. 

A diferencia de lo que sucede con las fundaciones y asociaciones 
de utilidad pública, la realización de actividades económicas forma 
parte de la definición de la sociedad cooperativa, como ya hemos 
comentado. De ahí que se limite la realización de estas actividades al 
considerarse como un elemento ajeno a la esencia de las fundaciones 
y de las asociaciones, igual que se limita la realización de operaciones 
con terceros a las cooperativas. En ambos casos el motivo de fondo 
que subyace es la posible desnaturalización de la institución. 

El artículo 13.10 LRFC dispone que ninguna cooperativa, cual-
quiera que sea su clase, podrá realizar un volumen de operaciones 
con terceros no socios superior al 50 % del total de las de la coopera-
tiva, sin perder la condición de cooperativa fiscalmente protegida. 
Junto a este límite a la realización de operaciones con terceros, en-
contramos otro indirecto en el artículo 13.9 que se prohíbe a la 
cooperativa participaciones superiores al 10% (si los estatutos lo pre-
vén podrán llegar al 40%) en entidades no cooperativas, admitiéndo-
se la posible autorización del Ministerio de Economía y Hacienda para 
sobrepasar excepcionalmente esos límites.  

4º Que los asociados, fundadores, representantes estatutarios, 
patronos, miembros de los órganos de gobierno y parientes hasta el 
cuarto grado inclusive de cualquiera de ellos no sean los principales 
destinatarios de las actividades de la entidad, ni se beneficien de 
condiciones especiales para utilizar sus servicios. 

Este requisito no se exigirá, entre otras, a las actividades de asis-
tencia social, considerándose como tales a aquéllas a las que se refie-
re el artículo 20. Uno 8º LIVA. Esas actividades coinciden en gran 
medida con las que desarrollarán las cooperativas sin ánimo de lucro.  

Pero si atendemos al requisito tal y como se formula para las 
asociaciones de utilidad pública —que su actividad no esté restringida 
exclusivamente a beneficiar a sus asociados, sino abierta a cualquier 
otro posible beneficiario que reúna las condiciones y caracteres exigi-
dos por la índole de sus propios fines (artículo 32. b. de la Ley 2/2002 
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que regula el Derecho de Asociación)—, entendemos que el principio 
de puertas abiertas por el que se rigen las cooperativas recogería 
dicho requisito. 

Si nos trasladamos a los requisitos previstos para la declaración 
de cooperativa sin ánimo de lucro encontramos al menos dos límites 
que tratan de acotar el reparto directo o encubierto de beneficio y 
que merecen ser objeto de nuestra atención: 1) la prohibición expre-
sa de reparto de retorno; y 2) el  límite del interés de las aportaciones 
obligatorias y voluntarias a capital social, teniendo en cuenta que ese 
interés se considera gasto deducible y no es distribución de beneficio, 
pagar por encima del interés legal del dinero podría suponer reparto 
de beneficio. 

No obstante, el hecho de que se permita un anticipo laboral de 
hasta un 150% del importe del salario que, para un trabajador por 
cuenta ajena, se establezca en la zona donde se realiza la actividad, 
cuando las propias leyes sustantivas establecen que los anticipos la-
borales serán deducibles en un importe no superior al de las retribu-
ciones satisfechas en la zona, parece permitir, hasta un cierto límite, 
la distribución vía anticipo laboral. 

5º Que los cargos de patrono, representante estatutario y miem-
bro del órgano de gobierno sean gratuitos, con independencia de que 
sean reembolsados por los gastos en los que incurran. Respecto a las 
asociaciones de utilidad pública se establece una excepción de mane-
ra que pueden recibir retribuciones aunque se prohíbe que procedan 
de fondos o subvenciones públicas. 

No obstante existe la posibilidad de que los patronos, represen-
tantes estatutarios y miembros de órganos de gobierno perciban re-
tribuciones en virtud de prestaciones de servicios que realicen a estas 
entidades. Dichas retribuciones están sometidas a las normas de valo-
ración de las operaciones vinculadas. 

Cuando la entidad sin fines lucrativos participe en sociedades 
mercantiles, el requisito de la gratuidad se extiende a los administra-
dores de aquéllas, salvo que la retribución se destine a la entidad que 
representa. 

La Disposición Adicional primera LCOOP impone el carácter gra-
tuito de los miembros del Consejo Rector de las cooperativas sin áni-
mo de lucro. Sin embargo, no establece nada respecto a los adminis-
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tradores de sociedades mercantiles que actúen en representación de 
la cooperativa sin ánimo de lucro. 

6º Que en caso de disolución el patrimonio se destine en su tota-
lidad a entidades mencionadas en los artículos 16 a 25 de la y 
49/2002, es decir a algunas de las entidades consideradas como be-
neficiarias del mecenazgo o entidades públicas. 

En el supuesto de disolución de cooperativas sin ánimo de lucro, 
el Fondo de Educación y Promoción no se puede distribuir entre los 
socios en la mayoría de las comunidades autónomas15. El Fondo de 
Reserva Obligatorio tampoco puede distribuirse, sin embargo el resto 
del haber social será reintegrado a los socios, con excepción de la 
existencia de posibles reservas irrepartibles. 

7º Que estén inscritas en el registro correspondiente. 

Las cooperativas sin ánimo de lucro se deben de inscribir en el 
Registro de cooperativas correspondiente para adquirir personalidad 
jurídica. Las cooperativas de iniciativa social deberán indicar junto al 
nombre la coletilla de iniciativa social (artículo 106.4 LCOOP). 

8º Que cumplan con las obligaciones contables. 

Las cooperativas sin ánimo de lucro tienen que cumplir con la 
Ley cooperativa que les sea de aplicación además de con las normas 
especialmente previstas para disfrutar del régimen especial aplicable 
a las cooperativas. 

9º Que cumplan con la obligación de rendición de cuentas. 

Las cooperativas sin ánimo de lucro cuentan con la obligación 
depósito de cuentas pero no con la obligación de rendición de cuen-
tas a la Administración tal y como se configura para las asociaciones 
de utilidad pública. 

10º Que elaboren anualmente una memoria económica. 

                                                           

15 La LCRM no lo prohíbe expresamente. 



LAS COOPERATIVAS SIN ÁNIMO DE LUCRO EN LA PRESTACIÓN… 
Marina Aguilar / Carlos Vargas 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

430 

d
o
s
s
ie

r 

430 

430 
430 

Debe especificar ingresos y gastos del ejercicio, de manera que 
puedan identificarse los distintos tipos de renta y el porcentaje de 
participación en entidades mercantiles. La memoria —que permite 
obtener una información ordenada a Hacienda del cumplimiento de 
los requisitos del artículo 3— debe presentarse a la Agencia Estatal de 
la Administración Tributaria, a no ser que la entidad tenga un volu-
men de ingresos inferior a 20.000 euros en cuyo caso no existe obli-
gación de presentarla aunque sí de elaborarla. 

3.3. Aplicación del régimen fiscal de las entidades parcial-
mente exentas a las cooperativas sin ánimo de lucro. 

El artículo 9.3. TRLIS delimita el ámbito subjetivo de las entida-
des parcialmente exentas cuya tributación se regula en los artículos 
120 y ss. En el apartado a) incluye a las instituciones o entidades sin 
ánimo de lucro a las que no les sea de aplicación el régimen fiscal 
previsto en la Ley 49/2002. De no haber especificado la Disposición 
Adicional Novena de la LCOOP que el régimen previsto para las 
cooperativas sin ánimo de lucro era el regulado por la Ley 20/1990, 
se habría planteado la aplicación de este régimen especial del Im-
puesto sobre Sociedades. 

Si comparamos la tributación en un caso y otro en el Impuesto 
sobre Sociedades, las entidades parcialmente exentas tributan por las 
rentas que obtengan en el desarrollo de explotaciones económicas, 
rentas derivadas del patrimonio y por las rentas obtenidas en algunas 
de las transmisiones. 

Cuando una asociación realiza su objeto social a través de una 
explotación económica, los rendimientos que obtenga no estarán 
exentos. Fundamentalmente pir ello no tiene sentido la aplicación de 
este régimen a las cooperativas sin ánimo de lucro que, por definición 
y precisamente para lograr el desarrollo de su objeto social, desarro-
llan explotaciones económicas. 

Estas entidades, en algunos casos, pueden disfrutar de exencio-
nes en tributos locales. Se trata de exenciones objetivas o de exen-
ciones subjetivas que se aplican a toda entidad benéfica o benéfico-
docente. 

188 
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3.4. El Impuesto sobre el Valor Añadido en las cooperativas 
sin ánimo de lucro 

El IVA es un impuesto que queda al margen de los regímenes 
especiales que hemos estudiado por lo que requiere un análisis inde-
pendiente. En el caso que nos ocupa, debemos considerar la aplicabi-
lidad de las exenciones previstas en el artículo 20 de la LIVA16.  

Para alcanzar dicha calificación, la LIVA exige que las entidades 
cumplan los siguientes requisitos: 1) que carezcan de ánimo de lucro 
y dediquen, en su caso, los beneficios eventualmente obtenidos, al 
desarrollo de actividades exentas de idéntica naturaleza; 2) que los 
cargos de presidente, patrono o representante legal sean gratuitos y 
carezcan de interés en los resultados económicos; y 3) que los socios 
o partícipes de estas entidades, cónyuges o parientes consanguíneos 
hasta segundo grado no sean destinatarios de las operaciones exen-
tas17. 

La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha entendido que las 
cooperativas, en general, no cumplen el requisito de ausencia de 
ánimo de lucro y por lo tanto, no pueden ser calificadas como entida-
des de carácter social a efectos del IVA.  

No obstante, nos podríamos plantear si dicha calificación puede 
otorgarse a las denominadas cooperativas sin ánimo de lucro. Los 
requisitos exigidos para la calificación sin ánimo de lucro por la Dispo-
sición Adicional primera LCOOP, no coinciden exactamente con los 
exigidos por el artículo 20.2 LIVA para que una entidad sea calificada 
como entidad o establecimiento social. Por lo tanto, para que se les 
reconozca el derecho a la exención, estas cooperativas deberán ade-
más reinvertir el beneficio en actividades de igual naturaleza a las 
exentas, y los socios, cónyuges o parientes hasta el segundo grado 
inclusive, no podrán ser destinatarios principales de las operaciones 

                                                           

16 Dichas exenciones se aplican a las «entidades o establecimientos de carácter 
social», denominación que no se haya vinculada a ninguna forma jurídica concre-
ta. 

17 Se exceptúan del cumplimiento de este requisito las exenciones de los aparta-
dos 8 y 13 del artículo 20.Uno LIVA. 
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exentas ni gozar de condiciones especiales en la prestación de los 
servicios18.  

 

4. BIBLIOGRAFÍA 

ALBI, F. (1960): Tratado de los modos de gestión de las corporacio-
nes locales, Madrid, Aguilar. 

ALONSO UREBA, A. (1985): La empresa pública, Madrid, Montecorvo. 

BALLESTERO, E. (1990): Economía social y empresas cooperativas, 
Madrid, Alianza. 

BLÁZQUEZ LIDOY, A. (2005): “Relaciones entre el Impuesto sobre el 
Valor Añadido y la Ley 49/2002 del régimen fiscal de las entida-
des sin ánimo de lucro”, Revista Estudios Financieros, nº 272, pp. 
73-100. 

BORJABAD, P. (2001): “La sociedad cooperativa en la Ley 27/1999”, 
en La sociedad cooperativa en la Ley 27/ 1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas, Coord. ALONSO ESPINOSA, Granada, Comares. 

CHAVES R. y MONZÓN, J.L. (2001): “Economía social y sector no lu-
crativo: actualidad científica y perspectivas”, CIRIEC-España, Re-
vista de Economía Pública, Social y Cooperativa, nº 37, pp. 7-33. 

DE JUAN AJENJO (1984): La Constitución Económica española, Ma-
drid, CEC. 

DÍAZ DE LA ROSA, A. (2007): “Las cooperativas de iniciativa social”, 
Anuario da Facultade de Dereito da Universidade de A Coruña, 
11. 

                                                           

18  BLAZQUEZ LIDOY (2005:passim),  entre otros, reconoce el derecho de las 
cooperativas sin ánimo de lucro a la exención. 

 



LAS COOPERATIVAS SIN ÁNIMO DE LUCRO EN LA PRESTACIÓN… 
Marina Aguilar / Carlos Vargas 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

433 

d
o
s
s
ie

r 

433 

433 
433 

GADEA, E. (1999), Evolución de la Legislación Cooperativa en España, 
Vitoria, Consejo Superior de Cooperativas del País Vasco. 

GARCÍA RUIZ, E. (2006): La nueva sociedad anónima pública, Madrid, 
Marcial Pons. 

GIRÓN TENA, J (1976): Derecho de sociedades, T. I y único, Madrid. 

JIMÉNEZ ESCOBAR, J.: “La fiscalidad de las fundaciones: un equilibrio 
entre la promoción del estado social y la competencia de los 
mercados”, CIRIEC-España, Revista de Economía Pública, Social 
y Cooperativa, nº 56, pp. 225-262. 

LAGUNA DE PAZ, J.C. (1994): “La empresa pública: formas, régimen 
jurídico y actividades”, en Administración Instrumental, Libro 
homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo, Madrid, Civitas. 

LLOBREGAT, M.L. (1999): “Régimen económico de las sociedades 
cooperativas en el marco de la nueva Ley General de Cooperati-
vas de 16 de julio de 1999”, RdS, 13. 

MONTERO SIMÓ, M. (2006): “¿Incentivos fiscales para las cooperati-
vas sin ánimo de lucro?”, Revista de Economía Social, núm. 32. 

MONTERO SIMÓ, M. (2010): “La fiscalidad de las cooperativas sin 
ánimo de lucro”, CIRIEC, CIRIEC-España, Revista de Economía 
Pública, Social y Cooperativa nº 69. 

PANIAGUA, M. (2005): La sociedad cooperativa. Las sociedades mu-
tuas de seguros y las mutualidades de previsión social, Vol. 1, To-
mo XXII del Tratado de Derecho mercantil, Coord. JIMÉNEZ SÁN-
CHEZ, Madrid, Marcial Pons. 

SANTIAGO IGLESIAS, D. (2010): Las Sociedades de Economía Mixta 
como forma de gestión de los servicios públicos locales, Madrid, 
Iustel. 

SOSA WAGNER, F. (2008): La gestión de los servicios públicos loca-
les, Madrid, Civitas, 7.ª ed. 

VARGAS VASSEROT, C. (2001): “Otras estructuras posibles de organi-
zación de entidades público-privadas: las cooperativas y las so-



LAS COOPERATIVAS SIN ÁNIMO DE LUCRO EN LA PRESTACIÓN… 
Marina Aguilar / Carlos Vargas 

 

 

Nº 40 
Nov. 2012 

 

434 

d
o
s
s
ie

r 

434 

434 
434 

ciedades mercantiles”, Cursos de Verano de la Universidad de 
País Vasco, San Sebastián. 

 

ABREVIATURAS DE LA LEGISLACIÓN UTILIZADA: 
  

LCAND Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades 

Cooperativas Andaluzas 

LCAR Ley 9/1998, de 22 de diciembre, de Cooperativas de 

Aragón (modificada por Ley 4/2010, de 22 de junio) 

LCAT Ley 18/2002, de 5 de julio, de Cooperativas de Catalu-

ña 

LCCL Ley 4/2002, de 11 de abril, de Cooperativas de la Co-

munidad de Castilla y León 

LCCLM Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de 

Castilla-La Mancha 

LCCV Ley 8/2003, de 24 de marzo, de Cooperativas de la 

Comunidad Valenciana 

LCG Ley 5/1998, de 18 de diciembre, de Cooperativas de 

Galicia 

LCLR Ley 4/2001, de 2 de julio, de Cooperativas de La Rioja 

LCOOP Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas  

LCPV Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas del País 

Vasco 

LCRM Ley 8/2006, de 16 de noviembre, de Sociedades 

Cooperativas, de la Región de Murcia 

Ley 49/2002 Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 

las entidades sin fines lucrativos y de incentivos fisca-

les al mecenazgo 

LIVA Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre 

el Valor Añadido 

LRFC Ley 20/1990, de de 19 de diciembre, de Régimen Fis-

cal de Cooperativas 

TRLIS Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que 

aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto so-

bre Sociedades 



 
 

Nº 40 
Nov. 2012 

  

 

 

 

Crónica 

 

 

 

 

 

 

  













http://www.instituto-social-leonxiii.org/index.php/foro-cs/856-regeneracion-democratica
http://www.instituto-social-leonxiii.org/index.php/foro-cs/856-regeneracion-democratica
http://www.instituto-social-leonxiii.org/index.php/consenso
http://www.instituto-social-leonxiii.org/index.php/consenso
http://www.instituto-social-leonxiii.org/index.php/centros-catolicos
http://www.instituto-social-leonxiii.org/index.php/justicia-restaurativa




























http://www.voltairenet.org/article158235.html
http://www.voltairenet.org/article158235.html
http://www.voltairenet.org/article158235.html
http://www.voltairenet.org/article158235.html




http://es.wikipedia.org/wiki/Organizaci%C3%B3n_social
http://es.wikipedia.org/wiki/Contrato_social
http://es.wikipedia.org/wiki/1945


http://es.wikipedia.org/wiki/Pleno_empleo
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Malestar_social&action=edit&redlink=1


http://es.wikipedia.org/wiki/Ronald_Reagan
http://es.wikipedia.org/wiki/Crisis_de_las_hipotecas_subprime
http://es.wikipedia.org/wiki/Crisis_de_las_hipotecas_subprime
http://es.wikipedia.org/wiki/George_W._Bush
http://es.wikipedia.org/wiki/Barack_Obama




http://es.wikipedia.org/wiki/Cohesi%C3%B3n_social








http://www.elmundo.es/elmundo/2008/11/28/solidaridad/1227877149.html






































http://www.iidh.ed.cr/siii/index_fl.htm






http://es.wikipedia.org/wiki/22_de_junio
http://es.wikipedia.org/wiki/1826









































































